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BOLETÍN OFICIAL DEL ESTADO

JEFATURA DEL ESTADO

16131 Ley 36/2010, de 22 de octubre, del Fondo para la Promoción del Desarrollo. (BOE núm. 257, de 23-10-2010).

JUAN CARLOS I

REY DE ESPAÑA

A todos los que la presente vieren y entendieren.

Sabed: Que las Cortes Generales han aprobado y Yo vengo en sancionar la siguiente ley:

PREÁMBULO

I. Antecedentes

El Fondo de Ayuda al Desarrollo (en adelante, FAD) fue creado por el Real Decreto-Ley 16/1976, de 24 de agosto,
de Ordenación Económica, de Medidas Fiscales, de Fomento de la Exportación y del Comercio Interior.

En su inicio, el instrumento nació con la vocación de responder a un doble objetivo: apoyar la exportación de bienes
y servicios españoles y favorecer el desarrollo de los países beneficiarios de la financiación.

Para ello, la actividad del FAD se articuló mediante la financiación de créditos bilaterales de Gobierno a Gobierno,
de tipo concesional y ligados a la compra de bienes y servicios españoles, siguiendo las Directrices en Materia de Crédito
a la Exportación con Apoyo Oficial de la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económico (en adelante,
OCDE), conocidas como Consenso OCDE.

El FAD se creó, por tanto, como instrumento de apoyo a la internacionalización de la economía española, en un
contexto de fuerte crisis económica, permitiendo a nuestras empresas acceder a los mercados de los países en desarrollo en
una posición de igualdad frente a sus rivales comerciales de la OCDE, que venían utilizando instrumentos muy similares
en su diseño.

Ahora bien, con el paso del tiempo el FAD fue ampliando sus objetivos, en la medida en que España empezaba a
jugar un papel más activo en la escena internacional y, más concretamente, en la medida en que España pasaba de ser
beneficiario neto de ayudas a ser país donante, asumiendo con ello compromisos en materia de cooperación para el
desarrollo.

Fruto de las sucesivas reformas a las que se ha ido sometiendo el instrumento, el FAD ha ido asumiendo un mayor
compromiso con la cooperación financiera, pasando así de financiar casi exclusivamente aquellas operaciones ligadas a la
exportación para las que inicialmente fue concebido, a financiar, además, otras iniciativas tan diversas en su finalidad como
acciones de ayuda humanitaria y de emergencia, cuotas, suscripciones y aportaciones de capital a las instituciones
financieras internacionales, así como las cuotas y contribuciones a programas y fondos de organismos multilaterales de
desarrollo.

Esta progresiva transformación del instrumento ha puesto de manifiesto una serie de limitaciones para seguir
respondiendo satisfactoriamente a objetivos tan diferentes. En consecuencia, resulta aconsejable acometer una reforma que
descanse en la convicción de que los distintos objetivos, en materia de cooperación y de apoyo a la internacionalización de
nuestra economía en sentido amplio, apoyo a la internacionalización de las empresas y representación en instituciones
financieras multilaterales, requieren de instrumentos y recursos humanos expresamente adaptados para la eficiente
consecución de su propio fin.

Diferentes instituciones internacionales, como el Programa de Naciones Unidas para el Desarrollo o el Comité de
Ayuda al Desarrollo de la OCDE, vienen solicitando y recomendando la progresiva eliminación de la ayuda ligada como
instrumento de cooperación, en la medida en que resta valor y eficacia a la lucha contra la pobreza.

Por otra parte, en repetidas ocasiones el Parlamento se ha pronunciado solicitando una adecuada regulación legal del
FAD que prevea una reforma en profundidad del instrumento para adecuarlo a los nuevos retos y compromisos de la política
española de cooperación internacional para el desarrollo. En este mismo sentido, la Ley 38/2006, de 7 de diciembre, de
Gestión de la Deuda Externa, prevé la presentación por el Gobierno a las Cortes Generales de un Proyecto de Ley que regule
el FAD.

En línea con todo ello, la presente Ley tiene por objeto dar respuesta a estos mandatos, mediante la creación de un
nuevo instrumento que pasa a denominarse Fondo para la Promoción del Desarrollo (en adelante, FONPRODE).

El objetivo es modificar el marco normativo para disponer de un instrumento adecuado a cada objetivo, de manera
que el Ministerio de Industria, Turismo y Comercio contará con un nuevo instrumento financiero de internacionalización
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de la empresa, el FONPRODE canalizará una parte de las actuaciones de ayuda al desarrollo efectuadas por el Ministerio
de Asuntos Exteriores y de Cooperación, incluidas las que se realicen en colaboración con los Bancos y Fondos de
Desarrollo, y las contribuciones obligatorias a las instituciones financieras internacionales, competencia del Ministerio de
Economía y Hacienda, se llevarán a cabo a través de la oportuna partida presupuestaria. De esta manera, se logra una
especialización y adecuación de cada instrumento a sus fines específicos, evitándose las limitaciones del instrumento
anterior.

La coordinación y coherencia de la actividad de la Administración General del Estado en materia de cooperación
internacional para el desarrollo quedarán aseguradas mediante el uso reforzado de los mecanismos y órganos previstos a
tal efecto por la Ley 23/1998, de 7 de julio, de Cooperación Internacional para el Desarrollo, fundamentalmente por la
Comisión Interministerial de Cooperación Internacional y la Comisión Delegada de Cooperación al Desarrollo regulada por
el Real Decreto 680/2008, de 30 de abril.

Por otra parte, el FONPRODE enmarcará su actuación en los objetivos y prioridades establecidos en los Planes
Directores, recogidos en el artículo 8 de la Ley 23/1998, de 7 de julio, de Cooperación Internacional para el Desarrollo,
como el que está en vigor para el período 2009-2012, aprobado por el Consejo de Ministros el 13 de febrero de 2009, que
define e identifica los nuevos compromisos de España en materia de cooperación, lucha contra la pobreza y desarrollo social
y humano sostenible, abogando por un desarrollo respetuoso y duradero, impulsando el éxito de la contribución de España
al cumplimiento de los Objetivos de Desarrollo del Milenio y al resto de metas de la comunidad internacional en este ámbito.
En resumidas cuentas, resultaba imprescindible la transformación del FAD, dando lugar al FONPRODE como un nuevo
instrumento de segunda generación, adaptado a los nuevos requerimientos y retos de nuestra cooperación. Un instrumento
moderno y capaz de responder a los compromisos de ayuda asumidos por España en consonancia con las directrices
internacionales de cooperación y la posición que responsablemente España ha sabido asumir para con los países en
desarrollo.

Precisamente, la creación del FONPRODE tiene por finalidad:

a) Dotar a la política española de cooperación internacional para el desarrollo de un canal financiero adecuado a los
requisitos de eficacia, coherencia y transparencia que impone la gestión de la ayuda al desarrollo, de manera acorde con los
principios y procesos recogidos en los documentos de planificación de la cooperación española, en la Declaración de París
de Eficacia de la Ayuda, en el Código Europeo de Conducta relativo a la división del trabajo en el ámbito de la política de
desarrollo y en la Agenda de Acción de Accra.

b) Avanzar en el logro de nuestros compromisos internacionales como Estado donante, en especial en alcanzar el
0,7% de la renta nacional bruta destinado a la cooperación al desarrollo antes del 2015, para contribuir así al cumplimiento
de los compromisos de la comunidad internacional en materia de desarrollo, y en especial al cumplimiento del Consenso
de Monterrey y de la Declaración del Milenio, teniendo especial consideración del impacto que la actual crisis económica
global está teniendo en los Objetivos de Desarrollo del Milenio.

Esta reforma descansa, además, en los siguientes ejes:

a) Detraer cualquier finalidad de tipo comercial del FONPRODE. Para ello resulta preciso reconducir las ayudas a
la exportación de empresas españolas en el exterior hacia los instrumentos específicamente creados al efecto, para no
desvirtuar el conjunto de la Ayuda Oficial al Desarrollo española. Complemento sustancial a esta ley es, por tanto, la que
prevé la regulación de los instrumentos de apoyo a la internacionalización que se consideren precisos.

Esta especialización por instrumentos y objetivos, por la que ya han optado las principales economías y donantes de
la OCDE, tiene su precedente en España en los artículos referidos al FAD en las Leyes de Presupuestos Generales del Estado
para los años 2007, 2008 y 2009, por los que la dotación del FAD para los citados ejercicios queda dividida en diferentes
aplicaciones presupuestarias, diferenciando así los recursos destinados a la internacionalización de nuestra economía, de
aquellos otros destinados por un lado a las contribuciones a las instituciones financieras internacionales y, por otro, a las
que se dirigen a los organismos internacionales no financieros.

b) Desligar la ayuda financiada con cargo al FONPRODE en atención a las recomendaciones, declaraciones e
indicaciones dadas por los organismos multilaterales de desarrollo.

c) Integrar plenamente el FONPRODE en la cooperación, de manera que se convierta en uno de los principales
canales ejecutores de los correspondientes Planes Directores de la Cooperación España y de los Planes Anuales de
Cooperación Internacional, así como del resto de documentos de nuestra cooperación, contribuyendo así, plenamente, al
objetivo de coherencia de nuestra política de cooperación internacional para el desarrollo.

d) Simplificar y agilizar el funcionamiento del instrumento, para garantizar una rápida respuesta y atención del mismo
a las necesidades y objetivos fijados por nuestra cooperación.

e) Concentrar el instrumento en la financiación de aquellas iniciativas de cooperación que se juzgan más necesarias
para dotar a nuestra cooperación de una estructura y composición de modalidades de ayuda propia de uno de los principales
donantes, en atención a la contribución al desarrollo humano sostenible y al enfoque basado en los derechos reconocidos
en los distintos acuerdos y convenciones internacionales y al cumplimiento de los Objetivos de Desarrollo del Milenio y
del resto de metas asumidas por la comunidad internacional en este campo.
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Para ello, será necesario modificar y ampliar la estructura y los recursos humanos del sistema de cooperación español
para garantizar la viabilidad del FONPRODE y la plena aplicación de los ejes anteriormente expuestos.

En virtud de lo anterior, con cargo al FONPRODE se financiarán proyectos y programas de desarrollo, con carácter
de donación de Estado a Estado, en países menos adelantados, de renta baja, de renta media y de renta media-baja, en los
sectores prioritarios de la cooperación española; contribuciones financieras a programas de desarrollo y organismos
multilaterales de desarrollo internacionales no financieros de los que España forme o pase a formar parte, así como
aportaciones a fondos globales y fondos fiduciarios constituidos o por constituir en organismos multilaterales no financieros,
que tengan en la lucha contra la pobreza su principal objetivo; aportaciones a determinados fondos en instituciones
financieras internacionales; y aportaciones a programas de microfinanzas.

Además, con cargo al FONPRODE se podrán conceder créditos, préstamos y líneas de financiación en términos
concesionales y con carácter no ligado, incluidos aportes a programas de microfinanzas, así como la adquisición temporal
de participaciones directas o indirectas de capital o cuasi capital en vehículos de inversión financiera, en los países
prioritarios para la cooperación española, dotando así a nuestra cooperación de un instrumento que se está mostrando como
un elemento fundamental para estimular el desarrollo económico. Estas operaciones no supondrán la implicación o
participación del FONPRODE en la política de apoyo a la internacionalización de la empresa española, sino que deben servir
de apoyo al tejido productivo endógeno de los países socios, de las distintas pequeñas y medianas empresas de economía
social, atendiendo específicamente a las necesidades financieras de las iniciativas empresariales de las mujeres en los países
beneficiarios. Cuando se recurra al préstamo se tendrán debidamente en cuenta consideraciones de riesgo y de sostenibilidad
de deuda en el país receptor. La gestión de la deuda así generada, se realizará de acuerdo con lo establecido en la Ley
38/2006, de 7 de diciembre, reguladora de la Gestión de Deuda Externa.

II. Estructura de la ley

La presente Ley del Fondo para la Promoción del Desarrollo se organiza en tres ejes fundamentales, que constituyen
los tres capítulos en los que se integra su articulado.

El Capítulo I está dedicado a la creación, naturaleza, finalidad, ámbito de aplicación y principios de actuación del
FONPRODE.

El Capítulo II se refiere a la gestión, al procedimiento de concesión y evaluación del Fondo.
Por último, el Capítulo III regula la figura del agente financiero y los recursos del Fondo.

CAPÍTULO I

Creación, naturaleza, finalidad, ámbito de aplicación y principios de actuación del Fondo para la Promoción del
Desarrollo

Artículo 1. Objeto de la ley.

1. La presente ley tiene como objeto la creación y el establecimiento del régimen jurídico del Fondo para la
Promoción del Desarrollo (en adelante, FONPRODE) como instrumento de cooperación al desarrollo, gestionado por el
Ministerio de Asuntos Exteriores y de Cooperación, a través de la Secretaría de Estado de Cooperación Internacional. El
FONPRODE es un fondo carente de personalidad jurídica a los que se refiere el artículo 2.2 de la Ley 47/2003, de 26 de
noviembre, General Presupuestaria.

2. El FONPRODE tiene como finalidad la erradicación de la pobreza, la reducción de las desigualdades e inequidades
sociales entre personas y comunidades, la igualdad de género, la defensa de los derechos humanos y la promoción del
desarrollo humano y sostenible en los países empobrecidos.

Artículo 2. Líneas de actuación y operaciones financiables con cargo al FONPRODE.

1. Podrán financiarse con cargo al FONPRODE, con carácter no ligado:

a) Proyectos y programas, estrategias y modalidades de ayuda programática, con carácter de donación de Estado a
Estado, en los sectores prioritarios definidos en los correspondientes Planes Directores de la Cooperación Española, para
la consecución de los objetivos de desarrollo acordados en la agenda internacional y, en particular, de los Objetivos de
Desarrollo del Milenio. Los países beneficiarios de estas donaciones deberán ser calificados según el Comité de Ayuda al
Desarrollo como menos adelantados, de renta baja o de renta media y media-baja y estar incluidos en las prioridades
geográficas establecidas por los correspondientes Planes Directores de la Cooperación Española y Planes Anuales de
Cooperación Internacional.

b) Contribuciones y aportaciones a organismos multilaterales de desarrollo no financieros, incluidos programas y
fondos fiduciarios de desarrollo constituidos o por constituir en dichos organismos.

c) Asistencias técnicas, estudios de viabilidad, así como las evaluaciones ex ante y ex post de los programas, así como
de la ejecución anual del Fondo en términos de garantizar su sostenibilidad financiera, económica, social y ambiental,
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valorando su contribución a los objetivos de desarrollo y promoción de los derechos humanos. El resultado de dichas
asistencias técnicas y consultorías deberá ser público y accesible.

d) Aportaciones a fondos constituidos en instituciones financieras internacionales de desarrollo, destinados a la
satisfacción de las necesidades sociales básicas en los países en desarrollo en las áreas de salud, educación, acceso al agua
potable y saneamiento, género, agricultura, desarrollo rural, seguridad alimentaria, sostenibilidad y cambio climático,
aportaciones a los programas y fondos para la evaluación de impacto en dichos sectores y aportaciones a fondos
multidonantes gestionados o administrados por instituciones financieras internacionales y destinados a países concretos en
situaciones de post-conflicto o frágiles.

e) Concesión, en su caso, de créditos, préstamos y líneas de financiación en términos concesionales, incluidos aportes
a programas de microfinanzas y de apoyo al tejido social productivo, así como la adquisición temporal de participaciones
directas o indirectas de capital o cuasi capital en instituciones financieras o vehículos de inversión financieras (fondos de
fondos, fondos de capital riesgo, fondos de capital privado o fondos de capital semilla) dirigidas al apoyo a pequeñas y
medianas empresas de capital de origen de los países beneficiarios descritos en el apartado 2 del presente artículo. El Plan
Director de la Cooperación Española establecerá el límite porcentual sobre la ayuda oficial al desarrollo que deberá alcanzar
el total de estos créditos, préstamos y líneas de financiación reembolsable. Dicho límite será revisado y fijado en cada nueva
edición del Plan debiendo ser informado por el Comité Ejecutivo del Fondo y tramitado de conformidad con el
procedimiento de control parlamentario establecido en el artículo 12, a los efectos de su consideración en el dictamen
parlamentario anual correspondiente. Durante la vigencia del presente Plan Director de la Cooperación Española 2009-2012,
la proporción máxima que puedan alcanzar las operaciones reembolsables, incluidas las especificadas en esta letra e), sobre
el conjunto de la Ayuda Oficial al Desarrollo bruta, será del 5%.

Estas actuaciones, que tienen como objetivo promover un crecimiento sostenido, sostenible e inclusivo en los países
incluidos en las prioridades geográficas establecidas por los correspondientes Planes Directores de la Cooperación Española
y Planes Anuales de Cooperación Internacional no supondrán la implicación o participación del FONPRODE en la política
de apoyo a la internacionalización de la empresa española. De este tipo de actividades se informará puntualmente al
Departamento competente en la forma en que reglamentariamente se determine, para garantizar la coherencia de actuación
en el país beneficiario.

2. Los Estados de países calificados por el Comité de Ayuda al Desarrollo de la Organización para la Cooperación
y el Desarrollo Económico (en adelante, OCDE) como países menos adelantados, países de renta baja, o de renta media,
podrán ser beneficiarios de los créditos, préstamos y líneas de financiación a los que se hace referencia en la letra e) del
apartado anterior, en el marco de los objetivos y prioridades establecidos por el Plan Director de la Cooperación Española.

En estos casos, el Estado beneficiario deberá aportar la correspondiente garantía soberana.
Para los países menos adelantados, las operaciones con cargo al FONPRODE en forma de crédito de Estado a Estado

no podrán financiar servicios sociales básicos y no podrá otorgarse ningún tipo de financiación reembolsable a países pobres
que estén altamente endeudados.

Las condiciones financieras de los créditos y líneas de financiación concesionales se ajustarán al marco normativo
internacional.

Previamente a la concesión del préstamo se realizará el necesario análisis de riesgo y de impacto sobre la
sostenibilidad de la deuda en el país receptor que se remitirá, junto con las condiciones financieras y la definición de
garantías, al Ministerio de Economía y Hacienda para su valoración.

En este sentido, los países que hubieran alcanzado el punto de culminación de la iniciativa HIPC (en sus siglas en
inglés) sólo podrán excepcionalmente ser beneficiarios de este tipo de operaciones reembolsables, cuando así lo autorice
expresamente el Consejo de Ministros, a propuesta del Ministerio de Asuntos Exteriores y de Cooperación, y previo análisis
de la Comisión Delegada del Gobierno para Asuntos Económicos, que efectúe una valoración sobre el impacto del crédito
en la deuda del país receptor y el correspondiente estudio de sostenibilidad de la deuda realizado por las instituciones
financieras internacionales.

La gestión, información y control parlamentario de la deuda así generada se llevará a cabo conforme a lo establecido
en la Ley 38/2006, de 7 de diciembre, reguladora de la Gestión de la Deuda Externa.

Artículo 3. Principios de actuación.

1. El conjunto de iniciativas con cargo al FONPRODE respetarán los objetivos, directrices e indicaciones previstos
en la Ley 23/1998, de 7 de julio, de Cooperación Internacional para el Desarrollo, los Planes Directores de la Cooperación
Española, Planes Anuales de Cooperación Internacional y demás documentos de planificación de la política española de
cooperación internacional para el desarrollo. Igualmente, serán coherentes con la agenda internacional en materia de
desarrollo, especialmente con los Objetivos de Desarrollo del Milenio, y la lucha contra la pobreza y la discriminación por
razones de género u orientación sexual, religión, etnia, edad, discapacidad, o cualquier otra forma de exclusión social.

2. Desde el punto de vista orgánico, la coordinación y coherencia de la actividad de la Administración General del
Estado en materia de cooperación internacional para el desarrollo, en el conjunto de iniciativas con cargo al FONPRODE,
quedarán aseguradas mediante el uso reforzado de los mecanismos y órganos previstos a tal efecto por la Ley 23/1998, de
Cooperación Internacional para el Desarrollo, así como a través del Comité Ejecutivo del Fondo para la Promoción del
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Desarrollo previsto en el artículo 8.

CAPÍTULO II

Gestión, procedimiento de concesión y evaluación

Sección 1.ª Gestión del FONPRODE

Artículo 4. Gestión.

De acuerdo con lo establecido en la Ley 23/1998, de 7 de julio, de Cooperación Internacional para el Desarrollo, la
gestión del FONPRODE, incluido el estudio, la planificación, negociación y seguimiento de las ayudas con cargo al mismo,
es competencia del Ministerio de Asuntos Exteriores y de Cooperación, como agente rector de la política de desarrollo, a
través de la Secretaría de Estado de Cooperación Internacional y de la Agencia Española de Cooperación Internacional para
el Desarrollo como órgano de ejecución, sin perjuicio de lo dispuesto en los artículos 5.2 y 10.2. Esta gestión se desarrollará
reglamentariamente.

Sección 2.ª Procedimiento de concesión

Artículo 5. Identificación de acciones.

1. De las acciones que cumplan los requisitos recogidos en el artículo 2.1, serán acciones elegibles aquéllas que se
inserten en los Objetivos de Desarrollo del Milenio. Asimismo serán preferentes aquellas acciones que respondan a los
objetivos y prioridades sectoriales y geográficas establecidas en la Ley de Cooperación Internacional para el Desarrollo, los
correspondientes Planes Directores y demás documentos de planificación de la política española de cooperación
internacional para el desarrollo. En lo que respecta a las recogidas en el artículo 2.1 a) y e) serán acciones financiables
aquéllas elegibles que, además, sean priorizadas por los beneficiarios.

2. La identificación de las acciones se realizará por el Ministerio de Asuntos Exteriores y de Cooperación, a través
de la Secretaría de Estado de Cooperación Internacional y de la Agencia Española de Cooperación Internacional para el
Desarrollo. La identificación de las actuaciones recogidas en el artículo 2.1.d), se llevará a cabo conjuntamente con el
Ministerio de Economía y Hacienda.

Artículo 6. Catálogo de acciones.

1. Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 2.1, para la planificación del instrumento el Plan Anual de Cooperación
Internacional establecerá cada año un catálogo de acciones elegibles y preferentes a financiar con cargo al FONPRODE.
2. En la elaboración del catálogo de acciones serán desestimadas todas aquellas acciones que no sean prioritarias para los
países receptores y elegibles.

Artículo 7. Material militar, policial y de doble uso.

En ningún caso se podrán imputar a este Fondo gastos derivados de la adquisición de equipamiento o suministro de
equipos militares, policiales o susceptibles de doble uso para ejércitos, fuerzas policiales o de seguridad, o servicios
antiterroristas.

Artículo 8. Comité Ejecutivo del Fondo para la Promoción del Desarrollo.

1. El Comité Ejecutivo del Fondo para la Promoción del Desarrollo estudiará y valorará todas las propuestas de
financiación con cargo al Fondo que le sean presentadas por la Oficina del Fondo para la Promoción del Desarrollo, y
decidirá su elevación para autorización por el Consejo de Ministros, según los procedimientos que se establezcan
reglamentariamente.

2. El Comité Ejecutivo del Fondo se reunirá en sesión ordinaria al menos una vez por trimestre y en extraordinaria
todas las veces que fueran necesarias.

3. El Comité Ejecutivo del Fondo estudiará y valorará la programación operativa del Fondo que deberá integrarse
en la programación operativa de la Agencia Española de Cooperación Internacional y de los Planes Anuales y Directores
de la Cooperación Española, analizando asimismo las evaluaciones y dictámenes sobre la actuación del Fondo que emitan
los correspondientes órganos consultivos y de control de la cooperación española.

4. El Comité Ejecutivo del Fondo para la Promoción del Desarrollo, adscrito al Ministerio de Asuntos Exteriores y
de Cooperación, estará presidido por el Secretario o la Secretaria de Estado de Cooperación Internacional y, junto a los
representantes del Ministerio de Asuntos Exteriores y de Cooperación que correspondan, formarán parte del mismo
representantes del Ministerio de Economía y Hacienda, de los demás organismos y departamentos ministeriales que
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gestionen fondos que computen como Ayuda Oficial al Desarrollo y el Instituto de Crédito Oficial. Su constitución,
composición y funciones serán establecidas en el reglamento de desarrollo de la presente ley, que asegurará una presencia
mayoritaria del Ministerio de Asuntos Exteriores y de Cooperación en dicho Comité.

Artículo 9. Adjudicación de proyectos y programas.

1. La adjudicación de la ejecución de proyectos y programas financiados con cargo al FONPRODE en virtud del
artículo 2.1.a) y, en su caso, del artículo 2.1.e) se llevará a cabo por el beneficiario siguiendo la normativa local que le sea
de aplicación.

2. En los convenios de financiación en los que se formalicen las ayudas con cargo al FONPRODE se establecerá la
obligación de que en los procedimientos de adjudicación mencionados en el apartado anterior se vele por el cumplimiento
de las convenciones internacionales suscritas por España, y de las siguientes condiciones, que deberán especificarse en la
adjudicación de los proyectos financiados:

– Respeto por la entidad ejecutora de las normas y directrices en materia de derechos humanos, de responsabilidad
social corporativa y de las normas internacionales de la Organización Internacional del Trabajo ratificadas por España.

– Respeto al catálogo anticorrupción de la OCDE.
– Garantía de los principios de transparencia, competencia y publicidad, mediante licitación pública.

En el desarrollo reglamentario correspondiente, se establecerán los tipos de actuaciones en las que se requerirán
estudios de impacto social y de género, y ambiental.

Artículo 10. Suscripción de acuerdos con organismos internacionales.

1. El Ministerio de Asuntos Exteriores y de Cooperación, a través de la Secretaría de Estado de Cooperación
Internacional, suscribirá con el organismo internacional receptor los acuerdos que formalicen las aportaciones previstas en
la presente ley.

2. No obstante, la suscripción con la institución financiera internacional receptora de los acuerdos que formalicen
las aportaciones previstas en el artículo 2.1. d), corresponderá al Gobernador o Gobernadora por España en las instituciones
financieras internacionales, conjuntamente con la Secretaría de Estado de Cooperación Internacional del Ministerio de
Asuntos Exteriores y de Cooperación.

3. El Ministerio de Asuntos Exteriores y de Cooperación asumirá las competencias relacionadas con la negociación,
tramitación y gestión de las contribuciones a organismos internacionales realizadas con cargo al FONPRODE. Asimismo,
el Ministerio de Asuntos Exteriores y de Cooperación ostentará la representación de España ante los Fondos constituidos
en instituciones financieras internacionales, cuando en los mismos se traten cuestiones relacionadas con las contribuciones
realizadas con cargo al FONPRODE.

Sección 3.ª Seguimiento, evaluación y control de los proyectos del FONPRODE

Artículo 11. Sistemas de evaluación y control.

1. La evaluación afectará a todas las operaciones que se hagan con cargo al FONPRODE tanto anterior a su
financiación como posterior a su ejecución, siguiendo los criterios marcados por el correspondiente Plan Director de la
Cooperación Española y el resto de documentos en materia de evaluación de la política española de cooperación
internacional para el desarrollo.

2. En los convenios de financiación previstos en el artículo 9.2, se preverá la posibilidad de que el Ministerio de
Asuntos Exteriores y de Cooperación anule o revoque y deje sin efecto las operaciones de concesión de financiación con
cargo al FONPRODE en las que se produzca un incumplimiento de las condiciones previstas en el convenio de financiación.

3. Los convenios de financiación a los que se refiere el presente artículo fijarán las consecuencias que se deriven de
los incumplimientos de las personas físicas o jurídicas que resulten beneficiarias de estos instrumentos de financiación de
la cooperación española.

Artículo 12. Control parlamentario.

1. El Gobierno remitirá un informe anual al Congreso de los Diputados y al Senado de las operaciones imputadas
con cargo a este Fondo, de sus objetivos, país de destino, sectores de intervención e instituciones beneficiarias, así como
de las condiciones de contratación y adjudicación, las cuantías comprometidas y desembolsadas, de los criterios de selección
de los diferentes instrumentos, adjudicaciones finalmente aprobadas y las evaluaciones realizadas, indicando asimismo el
porcentaje de Ayuda Oficial al Desarrollo reembolsable que corresponda a los créditos y préstamos concesionales
concedidos en dicho ejercicio.

Al mismo tiempo, hará extensivo este informe al Consejo de Cooperación al Desarrollo, que lo podrá trasladar a su
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vez a otras instituciones sociales afectadas.
2. A dichos efectos, la Secretaría de Estado de Cooperación Internacional para el Desarrollo comparecerá ante las

Comisiones de Cooperación para el Desarrollo del Congreso de los Diputados y del Senado, para presentar dicho informe
y dar cuenta de su ejecución, así como hacer balance de las actuaciones del FONPRODE y de su adecuación a los objetivos
previstos en esta ley.

Por su parte, el Congreso de los Diputados y el Senado emitirán un dictamen que incluya las recomendaciones de
los distintos grupos parlamentarios. Este dictamen contendrá un análisis con todos los factores de evaluación de acciones
de desarrollo y de la evolución de la cooperación reembolsable.

Dicho informe anual, junto a los dictámenes correspondientes, serán publicados en la página web del Ministerio de
Asuntos Exteriores y de Cooperación.

CAPÍTULO III

Recursos y agente financiero

Artículo 13. Recursos del FONPRODE.

1. Para la cobertura con carácter anual de las necesidades financieras del FONPRODE, la Ley de Presupuestos
Generales del Estado consignará una dotación presupuestaria bajo la dirección del Ministerio de Asuntos Exteriores y de
Cooperación. A dicha dotación habrán de sumarse los recursos procedentes de las devoluciones o cesiones onerosas de
préstamos y créditos concedidos en virtud del artículo 2.1.e), así como aquellos flujos económicos procedentes de las
comisiones e intereses devengados y cobrados por la realización de dichos activos financieros. La dotación presupuestaria,
establecida en la Ley de Presupuestos Generales del Estado, será desembolsada y transferida al Instituto de Crédito Oficial,
agente financiero del Estado, de acuerdo con las necesidades del Fondo.

2. Además de establecer las dotaciones que anualmente vayan incorporándose al FONPRODE, la Ley de
Presupuestos Generales del Estado fijará anualmente el importe máximo de las aportaciones que podrán ser autorizadas en
dicho ejercicio presupuestario con cargo al referido Fondo. Dentro de este importe máximo, la Ley de Presupuestos
Generales del Estado de cada año fijará asimismo importes máximos concretos, sin menoscabo de lo establecido en el
artículo 8 de la Ley 23/1998 de Cooperación Internacional al Desarrollo, que correspondan a las siguientes operaciones:

a) Para las operaciones relacionadas en el artículo 2.1.a), b) y c).
b) Para las operaciones recogidas en el artículo 2.1.d), al objeto de garantizar la coherencia de la política en las

instituciones financieras internacionales.
c) Para las operaciones a que se refiere el artículo 2.1.e).

3. Por último, la Ley de Presupuestos Generales del Estado fijará anualmente el importe máximo de las operaciones
que con efecto en déficit público podrán ser autorizadas en dicho ejercicio presupuestario con cargo al referido Fondo,
teniendo en cuenta el límite del 5% establecido para las operaciones a las que se refiere el artículo 2.1.e). A efectos del
cumplimiento de este límite, la Secretaría de Estado de Cooperación Internacional acompañará las propuestas de financiación
con cargo al FONPRODE de un informe sobre su impacto en el déficit público, el cual será elaborado por la Intervención
General de la Administración del Estado, a solicitud de la Secretaría de Estado de Cooperación Internacional.

Artículo 14. Agente financiero.

El Instituto de Crédito Oficial formalizará, en nombre y representación del Gobierno español y por cuenta del Estado,
los correspondientes convenios a suscribir con los beneficiarios, a excepción de lo previsto en el artículo 10. Asimismo,
llevará a cabo los desembolsos de importes comprometidos con organismos multilaterales.

Igualmente, prestará los servicios de instrumentación técnica, contabilidad, caja, agente pagador, control y, en
general, todos los de carácter financiero relativos a las operaciones autorizadas con cargo al FONPRODE, sin perjuicio de
las competencias que en materia de control se establecen por la Ley 47/2003, de 26 de noviembre, General Presupuestaria,
y demás normativa legal vigente.

Anualmente, con cargo al FONPRODE, previa autorización por Acuerdo de Consejo de Ministros, se compensará
al Instituto de Crédito Oficial por los gastos en que incurra en el desarrollo y ejecución de la función que se le encomienda.

Artículo 15. Régimen presupuestario y rendición de cuentas.

1. El régimen presupuestario, económico-financiero, contable y de control del FONPRODE se regirá por su
legislación específica y, supletoriamente, por la Ley 47/2003, de 26 de noviembre, General Presupuestaria en aquellos
preceptos que le sean de aplicación.

En todo caso, la aplicación de la Ley 47/2003, de 26 de noviembre, en cuanto a la elaboración de los presupuestos
de capital y explotación a que se refiere el artículo 64 de la citada Ley y la formulación de un programa de actuación
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plurianual previsto en el artículo 65 de la misma, se someterá a los criterios de administración y aplicación del Fondo. En
todo caso, el FONPRODE mantendrá su contabilidad independiente a la del Estado y formará sus cuentas debidamente
auditadas, en el primer semestre del ejercicio posterior, siendo sometidas a la aprobación de los órganos específicos creados
para su administración, gestión y control.

Los dividendos y otras remuneraciones que resulten de la aplicación del Fondo serán destinados a sus finalidades
específicas, sin perjuicio de que para optimizar la gestión pueda mantener cuentas de depósito o de inversión en entidades
financieras distintas al Banco de España, domiciliadas en países que cumplan las normas internacionales en materia de
transparencia financiera, prevención de blanqueo de capitales y lucha contra la evasión fiscal, previa autorización de la
Dirección General del Tesoro y Política Financiera, con arreglo a lo establecido en el artículo 109 de la Ley 47/2003, de 26
de noviembre.

2. El Ministerio de Asuntos Exteriores y de Cooperación, a través de la Secretaría de Estado de Cooperación
Internacional, será el encargado de la rendición de cuentas del FONPRODE, en tanto que órgano de gestión del mismo.

Artículo 16. Inembargabilidad de los recursos del Fondo.

Los tribunales, jueces y autoridades administrativas no podrán, por deudas de los Estados extranjeros beneficiarios
exigibles en territorio español, o por deudas de las empresas ejecutoras o beneficiarias de proyectos financiados con cargo
a FONPRODE, despachar mandamientos de ejecución ni dictar providencias de embargo contra los derechos, fondos y
valores producto de la realización, liquidación y pago por parte de la autoridad española concedente o su agente financiero,
de las financiaciones otorgadas con cargo al FONPRODE.

Artículo 17. Coordinación, complementariedad y coherencia de políticas.

1. La coordinación, la complementariedad y la coherencia de la actividad de los agentes públicos en materia de
cooperación internacional al desarrollo se asegurarán mediante el uso reforzado de los mecanismos y órganos previstos a
tal efecto por la Ley 23/1998, de Cooperación Internacional para el Desarrollo, en especial de los órganos consultivos, así
como de la Comisión Delegada de Cooperación al Desarrollo, regulada por el Real Decreto 680/2008, de 30 de abril.

2. El Consejo de Cooperación podrá dictaminar, cuando lo estime oportuno, el informe anual preparado por la Oficina
del Fondo para la Promoción del Desarrollo y la Dirección General de Planificación y Evaluación de Políticas de
Cooperación, previsto en el artículo 12 y con carácter previo a su remisión a las Comisiones de Cooperación al Desarrollo
del Congreso de los Diputados y del Senado. En dicho supuesto, el dictamen del Consejo, será remitido a las Cortes
Generales junto al citado informe anual.

3. La Comisión Delegada de Cooperación al Desarrollo actuará como máxima instancia de coordinación del Gobierno
en materia de coherencia de políticas.

Disposición adicional primera.

1. En el seno de la Agencia Española de Cooperación Internacional para el Desarrollo, bajo la dirección estratégica
de su Presidencia, se adoptarán las medidas necesarias, de acuerdo con las disponibilidades presupuestarias, para la
constitución de la Oficina del Fondo para la Promoción del Desarrollo, con rango de Dirección, a la que corresponderá la
Administración del Fondo para la Promoción del Desarrollo.

2. La estructura orgánica y las funciones de la Oficina del Fondo para la Promoción del Desarrollo se determinarán
reglamentariamente.

Disposición adicional segunda. Asunción de derechos y obligaciones derivados del Fondo de Ayuda al Desarrollo.

1. A partir de la entrada en vigor de la presente ley, y una vez liquidado el Fondo de Ayuda al Desarrollo (en adelante,
FAD) conforme a lo previsto en la Disposición transitoria primera, el FONPRODE asumirá los derechos y obligaciones del
FAD que puedan haberse derivado de operaciones a iniciativa del Ministerio de Asuntos Exteriores y de Cooperación.

2. Los derechos y obligaciones del FAD derivados de operaciones a iniciativa del Ministerio de Industria, Turismo
y Comercio serán asumidos por el instrumento financiero de internacionalización económica creado específicamente con
esa finalidad por ley, tan pronto como dicha ley entre en vigor.

3. El Ministerio de Economía y Hacienda asumirá, a partir de la entrada en vigor de la presente ley, los derechos y
obligaciones del FAD derivados de operaciones a iniciativa de este Departamento.

Disposición adicional tercera. Transferencia de las iniciativas y proyectos con cargo al FAD.

1. El Ministerio de Industria, Turismo y Comercio transferirá todas aquellas propuestas e iniciativas de ese
Departamento con cargo al FAD y que estén en tramitación, las líneas de crédito aprobadas por el Consejo de Ministros con
cargo al FAD, a iniciativa de ese Ministerio y pendientes de utilización, así como las obligaciones de pago que se deriven
de operaciones ya aprobadas y pendientes de formalizar a iniciativa de ese mismo Departamento y con cargo a dicho Fondo,
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hacia otro instrumento financiero de internacionalización económica creado específicamente con esa finalidad por ley, tan
pronto como dicha ley entre en vigor.

2. El Ministerio de Economía y Hacienda transferirá todas aquellas propuestas e iniciativas de ese Departamento con
cargo al FAD y que estén en tramitación, o pendientes de formalizar, a la aplicación presupuestaria correspondiente.
3. El Ministerio de Asuntos Exteriores y de Cooperación transferirá al FONPRODE todas aquellas propuestas e iniciativas
de ese Departamento con cargo al FAD que estén en tramitación, y las aprobadas y pendientes de formalizar.

Disposición adicional cuarta. Transferencias de balance y cuentas de Tesorería.

1. A partir de la entrada en vigor de la presente ley, los activos y pasivos del FAD atribuibles a operaciones a
iniciativa del Ministerio de Asuntos Exteriores y de Cooperación serán transferidos al Balance del Fondo para la Promoción
del Desarrollo.

Asimismo, el Ministerio de Industria, Turismo y Comercio transferirá todos los activos y pasivos del FAD atribuibles
a operaciones a iniciativa de dicho Departamento al balance de otro instrumento financiero de internacionalización
económica creado específicamente con esa finalidad por ley, tan pronto como dicha ley entre en vigor, a excepción de los
activos y pasivos que se determinen reglamentariamente.

Por último, el Ministerio de Economía y Hacienda transferirá todos los activos y pasivos del FAD atribuibles a
operaciones a iniciativa de dicho Departamento al balance de este Ministerio.

2. A partir de la entrada en vigor de la presente ley, el saldo de la cuenta de Tesorería del FAD con el nombre «Fondo
de Ayuda al Desarrollo en materia de Cooperación», se transferirá a la cuenta de Tesorería del FONPRODE.

Asimismo, con la entrada en vigor de la presente ley, el Ministerio de Industria, Turismo y Comercio transferirá el
saldo de la cuenta de Tesorería del FAD con el nombre «Fondo de Ayuda al Desarrollo para la Internacionalización» a la
cuenta de Tesorería de otro instrumento financiero de internacionalización económica creado específicamente con esa
finalidad por ley, tan pronto como dicha ley entre en vigor.

Por último, con la entrada en vigor de la presente ley, el Ministerio de Economía y Hacienda transferirá el saldo de
la cuenta de Tesorería del FAD con el nombre «Fondo de Ayuda para instituciones financieras internacionales y para la
Gestión de la Deuda Externa (FIDE)», a la cuenta de Tesorería del Ministerio de Economía y Hacienda en el Banco de
España.

3. Los importes de principal, intereses o comisiones devengados y cobrados como consecuencia de créditos
concedidos con cargo al FAD a iniciativa del Ministerio de Asuntos Exteriores y de Cooperación, con anterioridad a la
entrada en vigor de la presente Ley, serán ingresados en la cuenta de Tesorería del FONPRODE.

Asimismo, los importes de principal, intereses o comisiones devengados y cobrados como consecuencia de créditos
concedidos con cargo al FAD a iniciativa del Ministerio de Economía y Hacienda, con anterioridad a la entrada en vigor
de la presente ley, serán ingresados en la cuenta de Tesorería del Ministerio de Economía y Hacienda en el Banco de España.
Por último, los importes de principal, intereses o comisiones devengados y cobrados como consecuencia de créditos
concedidos con cargo al FAD a iniciativa del Ministerio de Industria, Turismo y Comercio con anterioridad a la entrada en
vigor de la presente ley, incluyendo los derivados de acuerdos bilaterales o multilaterales de refinanciación autorizados por
Consejo de Ministros, serán ingresados en la cuenta de Tesorería de otro instrumento financiero de internacionalización
económica, creado específicamente con esa finalidad por ley, tan pronto como dicha ley entre en vigor.

Disposición adicional quinta.

El Gobierno presentará anualmente un informe escrito ante las Comisiones de Industria, Turismo y Comercio y las
Comisiones de Cooperación Internacional para el Desarrollo del Congreso de los Diputados y del Senado, sobre la actividad
del Punto Nacional de Contacto Español (PNCE), establecido en el ámbito de las Líneas Directrices de la OCDE para
Empresas Multinacionales, en el caso de que aquél haya desarrollado algún tipo de actuación específica que afecte a los
países beneficiarios de la Ayuda Oficial al Desarrollo.

Disposición transitoria primera. Rendición de cuentas y régimen jurídico aplicable durante la liquidación y rendición de
cuentas del FAD.

1. La rendición de cuentas de la liquidación del FAD se llevará a cabo de acuerdo con lo establecido en los artículos
137 a 139 de la Ley 47/2003, de 26 de noviembre, General Presupuestaria, previa conformidad de la Comisión
Interministerial del FAD.

2. La disposición adicional vigésimo segunda de la Ley 62/2003, de 30 de diciembre, de Medidas fiscales,
administrativas y del orden social, permanecerá en vigor hasta la total liquidación del FAD y la finalización del proceso de
rendición de cuentas previsto en el apartado anterior.

Disposición transitoria segunda. Recursos.

Una vez entre en vigor esta ley y en tanto no se establezca en la Ley de Presupuestos Generales del Estado la dotación
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y límites a los que se refiere el artículo 13, computarán a efectos de dotación y límite de aprobación de operaciones con
cargo al FONPRODE, los saldos no dispuestos y límites no cubiertos previstos para el FAD en la Ley de Presupuestos
Generales del Estado que resulte de aplicación, en lo que al Ministerio de Asuntos Exteriores y de Cooperación se refiere.

Disposición derogatoria única. Normas derogadas.

1. Quedan derogadas todas las normas de igual o inferior rango en lo que contradigan o se opongan a lo dispuesto
en la presente ley.

2. Quedan derogadas expresamente las siguientes disposiciones:

a) Apartados segundo y tercero del artículo 28 de la Ley 23/1998, de 7 de julio, de Cooperación Internacional para
el Desarrollo.

b) Disposición adicional vigésima segunda de la Ley 62/2003, de 30 de diciembre, de Medidas fiscales,
administrativas y del orden social, sin perjuicio de lo dispuesto en la disposición transitoria primera de la presente ley.

Disposición final primera. Modificación de la Ley 23/1998, de 7 de julio, de Cooperación Internacional para el Desarrollo.

Se modifican los artículos 15, apartados 1 y 2, y 24.2 de la Ley 23/1998, de 7 de julio, de Cooperación Internacional
para el Desarrollo.

Uno. El artículo 15 quedará redactado en los siguientes términos:

«1. A las Cortes Generales corresponde establecer cada cuatro años, en la forma y modo que se determine y
a propuesta e iniciativa del Gobierno, las líneas generales y directrices básicas de la política española de cooperación
internacional para el desarrollo. A tal efecto, el Gobierno remitirá a las Cortes Generales, con anterioridad a su
aprobación, la propuesta del Plan Director plurianual al que se refiere el artículo 8 para su debate y dictamen.

2. Las Cortes Generales debatirán anualmente, en la forma y modo que se determine y a propuesta e iniciativa
del Gobierno, la política española de cooperación internacional para el desarrollo. A tal efecto, el Gobierno remitirá
a las Cámaras, con anterioridad a su aprobación, la propuesta del Plan Anual al que se refiere el artículo 8 para su
debate y dictamen.»

El resto del artículo permanece con su redacción original.

Dos. El artículo 24 quedará redactado en los siguientes términos:

«2. La Comisión Interministerial de Cooperación Internacional, previo dictamen del Congreso de los Diputados
y del Senado, someterá a la aprobación del Gobierno, a través del Ministro de Asuntos Exteriores y de Cooperación,
las propuestas del Plan Director y Plan Anual y conocerá los resultados del Documento de Seguimiento del Plan
Anual y de la evaluación de la cooperación.»

El resto del artículo permanece con su redacción original.

Disposición final segunda. Modificación de la Ley 9/2010, de 14 de abril, por la que se regula la prestación de servicios
de tránsito aéreo, se establecen las obligaciones de los proveedores civiles de dichos servicios y se fijan
determinadas condiciones laborales para los controladores civiles de tránsito aéreo.

Uno. Se modifica el apartado segundo de la disposición adicional cuarta de la Ley 9/2010, de 14 de abril, por la que
se regula la prestación de servicios de tránsito aéreo, se establecen las obligaciones de los proveedores civiles de dichos
servicios y se fijan determinadas condiciones laborales para los controladores civiles de tránsito aéreo, que queda con la
siguiente redacción:

«Disposición adicional cuarta. Límites al desempeño de funciones operativas, situación de reserva activa y
jubilación.

.....
2. Los controladores de tránsito aéreo que alcancen los 57 años de edad deberán renovar o revalidar el

certificado médico a que se refiere el artículo 25 del Real Decreto 1516/2009, de 2 de octubre, por el que se regula
la licencia comunitaria de controlador de tránsito aéreo, cada 6 meses como máximo.

Los controladores de tránsito aéreo que pierdan su aptitud psicofísica dejarán de desempeñar funciones
operativas de control de tránsito aéreo, debiendo el proveedor de servicios ofertarle otro puesto de trabajo que no
conlleve el ejercicio de esas funciones. Este nuevo puesto de trabajo será retribuido de acuerdo con las funciones que
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efectivamente realice el controlador.
Cuando el proveedor de servicios no pudiera ofertar un puesto que no conlleve funciones operativas de control

de tránsito aéreo conforme a lo previsto en el párrafo anterior, el controlador pasará a una situación de reserva activa
hasta que alcance la edad de jubilación forzosa.

La retribución correspondiente a la situación de reserva activa se acordará mediante negociación colectiva con
los representantes de los trabajadores. La percepción de esta retribución es incompatible con cualquier otro trabajo
por cuenta propia o ajena, excepto la realización de labores de formación aeronáutica o labores de inspección
aeronáutica en el ámbito de la Unión Europea. La realización de otro trabajo por cuenta propia o ajena supondrá la
rescisión de la relación contractual con el proveedor de servicios de tránsito aéreo por renuncia del trabajador.

El controlador que se encuentre en situación de reserva activa continuará dado de alta en la seguridad social,
contribuyéndose de la misma manera que antes de entrar en esta situación, manteniéndose la cotización en los
mismos términos en que se venía realizando con anterioridad al acceso a dicha situación.

.....»

Dos. La nueva regulación de los límites al desempeño de funciones operativas introducido por el apartado uno de
esta disposición, será de aplicación a todos los controladores de tránsito aéreo que hayan cumplido 57 años de edad, aunque
hayan cesado en el ejercicio de funciones operativas tras la entrada en vigor de la Ley 9/2010, de 14 de abril. Estos
controladores de tránsito aéreo serán repuestos en el ejercicio de funciones siempre que acrediten su plena aptitud psicofísica
y cumplan con los demás requisitos establecidos por la legislación aplicable.

Disposición final tercera. Modificación de la Ley 31/1985, de 2 de agosto, de regulación de las normas básicas sobre
órganos rectores de las Cajas de Ahorros.

Se modifican los artículos 2.Tres, 12.Dos y 27 de la Ley 31/1985, de 2 de agosto, de regulación de las normas básicas
sobre Órganos Rectores de las Cajas de Ahorros.

Uno. El párrafo cuarto del apartado tres del artículo 2 queda modificado como sigue:

«El porcentaje de representación de las entidades representativas de intereses colectivos será como mínimo del
5% de los derechos de voto en cada órgano.»

Dos. El artículo 12.Dos queda modificado como sigue:

«Dos. Los acuerdos de la asamblea general se adoptarán como regla general por mayoría simple de votos de
los concurrentes. La aprobación y modificación de los estatutos y el reglamento de la caja, la disolución y liquidación
de la entidad, su fusión o integración con otras entidades, su transformación en una fundación de carácter especial
y la decisión de desarrollar su actividad de manera indirecta conforme a lo previsto en el Real Decreto-ley 11/2010,
de 9 de julio, de órganos de gobierno y otros aspectos del régimen jurídico de las cajas de ahorros, requerirán en todo
caso la asistencia de consejeros generales y, en su caso, cuotapartícipes, que representen la mayoría de los derechos
de voto. Será necesario, además, el voto favorable de, como mínimo, dos tercios de los derechos de voto de los
asistentes.

Sin perjuicio de lo previsto en el Capítulo IV de este título, cada Consejero general tendrá derecho a un voto,
otorgándose a quien presida la reunión voto de calidad. Los acuerdos válidamente adoptados obligan a todos los
Consejeros generales, incluidos los disidentes y ausentes.

Asistirá a las Asambleas generales con voz, pero sin voto, el Director General de la Entidad.»

Tres. El artículo 27 queda modificado como sigue:

«El ejercicio del cargo de director general o asimilado y el de presidente ejecutivo del consejo de
administración de una Caja de Ahorros requiere dedicación exclusiva y será, por tanto, incompatible con cualquier
actividad retribuida tanto de carácter público como privado, salvo la administración del propio patrimonio y aquellas
actividades que ejerza en representación de la caja. En este último caso los ingresos que obtengan, distintos a dietas
de asistencia a consejos de administración o similares, deberán cederse a la caja por cuya cuenta realiza dicha
actividad o representación.»

Disposición final cuarta. Modificación del Real Decreto-ley 11/2010, de 9 de julio, de órganos de gobierno y otros aspectos
del régimen jurídico de las Cajas de Ahorros.

Se modifican las disposiciones transitorias cuarta, quinta y séptima del Real Decreto-ley 11/2010, de 9 de julio, de
órganos de gobierno y otros aspectos del régimen jurídico de las Cajas de Ahorros.
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Uno. La disposición transitoria cuarta queda modificada como sigue:

«Disposición transitoria cuarta. Adaptación de nuevos órganos de gobierno.
La adaptación de la Asamblea General y de los demás órganos de las cajas a las normas contenidas en este real

decreto-ley se realizará dentro de los dos meses siguientes al de la aprobación de los Estatutos y Reglamentos de las Cajas
de Ahorros, sin perjuicio de lo previsto en la disposición transitoria sexta.»

Dos. La disposición transitoria quinta queda modificada como sigue:

«Disposición transitoria quinta. Continuidad de actuales órganos de gobierno.

En tanto no se haya producido la adaptación de la Asamblea general a lo previsto en el presente real decreto-ley y
sin perjuicio de lo previsto en la disposición transitoria sexta, el gobierno, representación y administración de las Cajas de
Ahorros seguirán atribuidos a sus órganos de gobierno en su composición actual, quienes, en consecuencia, adoptarán los
acuerdos necesarios para la debida ejecución y cumplimiento de las normas contenidas en el presente real decreto-ley.»

Tres. La disposición transitoria séptima queda modificada como sigue:

«Disposición transitoria séptima. Cómputo total del mandato en determinados supuestos.

Para el cómputo total de mandatos de los miembros de los órganos de gobierno de las cajas de ahorros se tendrán
en cuenta las siguientes normas:

a) Si se hubiese ostentado el cargo con anterioridad a la entrada en vigor de este Real Decreto-ley y resultara
nuevamente elegido en la misma entidad, el cómputo total de su mandato no podrá superar en ningún caso los doce años,
teniéndose en cuenta el tiempo que haya desempeñado el cargo con anterioridad. Sin perjuicio de lo anterior, en caso de
Cajas de Ahorros que acuerden su integración con otras entidades o el ejercicio indirecto de su actividad financiera en cuanto
a los cargos en vigor a la entrada en vigor de este Real Decreto-ley, podrá superarse el límite de doce años hasta el
cumplimiento del mandato en curso en la entidad de que se trate.

b) Si resultara elegido en una entidad resultante de un proceso de fusión quien hubiese ostentado el cargo con
anterioridad a la entrada en vigor de este Real Decreto-ley en una de las entidades fusionadas, podrá superar el límite de doce
años computado conforme a la letra anterior hasta el cumplimiento de su primer mandato en la entidad fusionada. En todo
caso, a los miembros de los órganos de gobierno que inicien mandato en las entidades fusionadas, se les aplicará lo previsto
en el apartado tres del artículo 1 de la Ley 31/1985, de 2 de agosto.»

Disposición final quinta. Habilitación para el desarrollo reglamentario.

Se habilita al Gobierno para que dicte cuantas disposiciones reglamentarias sean necesarias para el desarrollo de la
presente ley, previo informe de la Comisión Delegada de Cooperación Internacional para al Desarrollo.

El Gobierno, en el plazo de un mes a partir de la entrada en vigor de la ley, establecerá por Real Decreto la normativa
correspondiente al funcionamiento del FONPRODE.

Disposición final sexta. Entrada en vigor.

La presente ley entrará en vigor a los noventa días de su publicación en el «Boletín Oficial del Estado», salvo lo
previsto en las disposiciones finales segunda, tercera y cuarta, que entrarán en vigor el día siguiente al de la citada
publicación.

Por tanto,

Mando a todos los españoles, particulares y autoridades, que guarden y hagan guardar esta ley.

Madrid, 22 de octubre de 2010.

JUAN CARLOS R.

El Presidente del Gobierno,
JOSÉ LUIS RODRÍGUEZ ZAPATERO
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PRESIDENCIA DEL GOBIERNO

16132 Real Decreto 1331/2010, de 22 de octubre, por el que se establecen las Comisiones Delegadas del Gobierno. (BOE
núm. 257, de 23-10-2010).

El artículo 6.1 de la Ley 50/1997, de 27 de noviembre, del Gobierno, establece que la creación, modificación y
supresión de las Comisiones Delegadas del Gobierno será acordada por el Consejo de Ministros, mediante real decreto, a
propuesta del Presidente del Gobierno.

Después de la promulgación del Real Decreto 1313/2010, de 20 de octubre, por el que se reestructuran los
departamentos ministeriales, resulta necesario acomodar las Comisiones Delegadas del Gobierno a la nueva organización
administrativa y a las prioridades políticas del Gobierno, regulando su composición y funciones.

En su virtud, a propuesta del Presidente del Gobierno y previa deliberación del Consejo de Ministros en su reunión
del día 22 de octubre de 2010,

DISPONGO:

Artículo 1. Comisiones Delegadas del Gobierno y funciones.

1. Además de las que se constituyan por ley, las Comisiones Delegadas del Gobierno serán las siguientes:

a) Comisión Delegada del Gobierno para Situaciones de Crisis.
b) Comisión Delegada del Gobierno para Asuntos Económicos.
c) Comisión Delegada del Gobierno para Política Autonómica.
d) Comisión Delegada del Gobierno para Política Científica y Tecnológica.
e) Comisión Delegada del Gobierno para Política de Inmigración.
f) Comisión Delegada del Gobierno para el Cambio Climático.
g) Comisión Delegada del Gobierno para Política de Igualdad.
h) Comisión Delegada del Gobierno para la Cooperación al Desarrollo.

2. Corresponde a las Comisiones Delegadas del Gobierno el ejercicio de las funciones previstas en el articulo 6.4 de
la Ley 50/1997, de 27 de noviembre, del Gobierno, en relación con los asuntos atribuidos a cada una de ellas.

Artículo 2. Comisión Delegada del Gobierno para Situaciones de Crisis.

1. La Comisión Delegada del Gobierno para Situaciones de Crisis tendrá la siguiente composición:

a) El Presidente del Gobierno, que la presidirá.
b) Los Vicepresidentes del Gobierno.
c) Los Ministros de Asuntos Exteriores y de Cooperación, de Defensa y de Fomento y de la Presidencia.
d) El Director del Gabinete de la Presidencia del Gobierno, el Secretario de Estado de Seguridad y el Secretario de

Estado-Director del Centro Nacional de Inteligencia.

2. El Director del Gabinete de la Presidencia del Gobierno ejercerá las funciones de Secretario de la Comisión
Delegada del Gobierno para Situaciones de Crisis.

Artículo 3. Comisión Delegada del Gobierno para Asuntos Económicos.

1. La Comisión Delegada del Gobierno para Asuntos Económicos tendrá la siguiente composición:

a) La Vicepresidenta Segunda del Gobierno y Ministra de Economía y Hacienda, que la presidirá.
b) El Vicepresidente Tercero del Gobierno y Ministro de Política Territorial y Administración Pública.
c) Los Ministros de Fomento, de Trabajo e Inmigración, de Industria, Turismo y Comercio, de Medio Ambiente, y

Medio Rural y Marino y de Sanidad, Política Social e Igualdad.
d) El Director del Gabinete de la Presidencia del Gobierno y los Secretarios de Estado de Hacienda y Presupuestos

y de Economía.

2. La Ministra de Asuntos Exteriores y de Cooperación y el Secretario de Estado para la Unión Europea formarán
parte de la Comisión Delegada del Gobierno para Asuntos Económicos cuando ésta haya de tratar temas relacionados con
la Unión Europea.

3. Los titulares del resto de departamentos ministeriales podrán ser convocados a la Comisión Delegada del Gobierno
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para Asuntos Económicos cuando ésta haya de tratar temas con repercusiones económicas o presupuestarias relacionados
con dichos ministerios.

4. El Secretario de Estado de Economía ejercerá las funciones de Secretario de la Comisión Delegada del Gobierno
para Asuntos Económicos. En caso de vacante, ausencia o enfermedad del Secretario de Estado de Economía le suplirá el
Secretario de Estado de Hacienda y Presupuestos y será convocado a la reunión el Secretario General de Política Económica
y Economía Internacional.

Artículo 4. Comisión Delegada del Gobierno para Política Autonómica.

1. La Comisión Delegada del Gobierno para Política Autonómica tendrá la siguiente composición:

a) El Vicepresidente Tercero del Gobierno y Ministro de Política Territorial y Administración Pública, que la
presidirá.

b) El Vicepresidente Primero del Gobierno y Ministro del Interior.
c) La Vicepresidenta Segunda del Gobierno y Ministra de Economía y Hacienda.
d) El Director del Gabinete de la Presidencia del Gobierno y los Secretarios de Estado de Hacienda y Presupuestos,

de Asuntos Constitucionales y Parlamentarios y de Cooperación Territorial.

2. El Secretario de Estado de Cooperación Territorial ejercerá las funciones de Secretario de la Comisión Delegada
del Gobierno para Política Autonómica.

Artículo 5. Comisión Delegada del Gobierno para Política Científica y Tecnológica.

1. Corresponden a la Comisión Delegada del Gobierno para Política Científica y Tecnológica, además de las
competencias atribuidas por el articulo 1.2 deI presente real decreto, las siguientes funciones:

a) Elevar al Gobierno el Plan Nacional de Investigación, Desarrollo e Innovación Tecnológica, para su aprobación
y posterior remisión a las Cortes Generales.

b) Ser informada sobre el seguimiento anual del Plan así como aprobar sus modificaciones.
c) Coordinar las actividades de investigación que los distintos departamentos ministeriales y los organismos de

titularidad estatal realicen en cumplimiento del Plan Nacional.
d) Coordinar con el Plan Nacional las transferencias tecnológicas que se deriven del programa de adquisiciones del

Ministerio de Defensa y de cualquier otro departamento ministerial.
e) Presentar al Gobierno para su elevación a las Cortes Generales una Memoria anual relativa al cumplimiento del

Plan Nacional.
f) Autorizar a los departamentos ministeriales, organismos y órganos de titularidad estatal la adscripción de personal

en los términos que establece el articulo 7.2 de la Ley 13/1 986, de 14 de abril.
g) Las restantes competencias que la Ley 13/1986, de 14 de abril, asignaba a la CICYT, no atribuidas al Ministerio

de Ciencia e Innovación.

2. La Comisión Delegada del Gobierno para Política Científica y Tecnológica tendrá la siguiente composición:

a) La Vicepresidenta Segunda del Gobierno y Ministra de Economía y Hacienda, que la presidirá.
b) El Vicepresidente Primero del Gobierno y Ministro del Interior.
c) El Vicepresidente Tercero del Gobierno y Ministro de Política Territorial y Administración Pública.
d) Los Ministros de Defensa, de Fomento, de Educación, de Industria, Turismo y Comercio, de Medio Ambiente,

y Medio Rural y Marino, de la Presidencia, de Sanidad, Política Social e Igualdad y de Ciencia e Innovación.
e) Los Secretarios de Estado de Hacienda y Presupuestos, de Telecomunicaciones y para la Sociedad de la

Información y de Investigación.

3. El Secretario de Estado de Investigación ejercerá las funciones de Secretario de la Comisión Delegada del
Gobierno para Política Científica y Tecnológica.

Artículo 6. Comisión Delegada del Gobierno para Política de Inmigración.

1. La Comisión Delegada del Gobierno para Política de Inmigración tendrá la siguiente composición:

a) El Vicepresidente Primero del Gobierno y Ministro del Interior, que la presidirá.
b) Los Ministros de Asuntos Exteriores y de Cooperación, de Fomento y de Trabajo e Inmigración.
c) El Director del Gabinete de la Presidencia del Gobierno y los Secretarios de Estado de Asuntos Exteriores e

Iberoamericanos, para la Unión Europea, de Defensa, de Seguridad, de Inmigración y Emigración y de Igualdad.
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2. La Secretaria de Estado de Inmigración y Emigración ejercerá las funciones de Secretario de la Comisión Delegada
del Gobierno para Política de Inmigración.

Artículo 7. Comisión Delegada del Gobierno para el Cambio Climático.

1. La Comisión Delegada del Gobierno para el Cambio Climático tendrá la siguiente composición:

a) El Vicepresidente Primero del Gobierno y Ministro del Interior, que la presidirá.
b) La Vicepresidenta Segunda del Gobierno y Ministra de Economía y Hacienda.
c) Los Ministros de Asuntos Exteriores y de Cooperación, de Fomento, de Educación, de Industria, Turismo y

Comercio, de Medio Ambiente, y Medio Rural y Marino, de Sanidad, Política Social e Igualdad y de Ciencia e Innovación.
d) Los Secretarios de Estado para la Unión Europea, de Cooperación Internacional, de Defensa, de Hacienda y

Presupuestos, de Economía, de Seguridad, de Transportes, de Vivienda y Actuaciones Urbanas, de Comercio Exterior, de
Energía, de Cambio Climático, de Cooperación Territorial y de Investigación.

2. La Secretaria de Estado de Cambio Climático ejercerá las funciones de Secretario de la Comisión Delegada del
Gobierno para el Cambio Climático.

Artículo 8. Comisión Delegada del Gobierno para Política de Igualdad.

1. La Comisión Delegada del Gobierno para Política de Igualdad tendrá la siguiente composición:

a) El Vicepresidente Primero del Gobierno y Ministro del Interior, que la presidirá.
b) La Vicepresidenta Segunda del Gobierno y Ministra de Economía y Hacienda.
c) Los Ministros de Justicia, de Educación, de Trabajo e Inmigración, de la Presidencia y de Sanidad, Política Social

e Igualdad.
d) El Director del Gabinete de la Presidencia del Gobierno y los Secretarios de Estado de Hacienda y Presupuestos,

de Seguridad, de Inmigración y Emigración, de Telecomunicaciones y para la Sociedad de la Información, de Asuntos
Constitucionales y Parlamentarios, para la Función Pública, de Igualdad y de Investigación.

2. La Secretaria de Estado de Igualdad ejercerá las funciones de Secretario de la Comisión Delegada del Gobierno
para Política de Igualdad.

Artículo 9. Comisión Delegada del Gobierno para la Cooperación al Desarrollo.

1. La Comisión Delegada del Gobierno para la Cooperación al Desarrollo tendrá la siguiente composición:

a) El Vicepresidente Primero del Gobierno y Ministro del Interior, que la presidirá.
b) La Vicepresidenta Segunda del Gobierno y Ministra de Economía y Hacienda.
c) Los Ministros de Asuntos Exteriores y de Cooperación, de Educación, de Industria, Turismo y Comercio, de Medio

Ambiente, y Medio Rural y Marino, de la Presidencia, de Sanidad, Política Social e Igualdad y de Ciencia e Innovación.
d) Los Secretarios de Estado de Cooperación Internacional, de Economía, de Inmigración y Emigración, de Comercio

Exterior y de Cooperación Territorial.

2. La Secretaria de Estado de Cooperación Internacional ejercerá las funciones de Secretario de la Comisión Delegada
del Gobierno para la Cooperación al Desarrollo.

Artículo 10. Asistencia y apoyo administrativo a las Comisiones Delegadas.

Las Secretarías Técnicas de cada Comisión Delegada elaborarán los órdenes del día y las convocatorias de sus
reuniones y las remitirán a los diferentes miembros, así como se responsabilizarán de las actas de las reuniones.

De todo ello remitirán copia al Secretariado del Gobierno, que las archivará y custodiará.

Disposición adicional primera. Comisión General de Secretarios de Estado y Subsecretarios.

La Presidencia de la Comisión General de Secretarios de Estado y Subsecretarios será ejercida por el Vicepresidente
Primero del Gobierno. El Subsecretario de la Presidencia actuará como Secretario de esta Comisión.

Disposición adicional segunda. Sustitución de las Presidencias de las Comisiones Delegadas del Gobierno.

En caso de ausencia, vacante o enfermedad del Presidente de las Comisiones Delegadas del Gobierno, la presidencia
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será asumida por los Vicepresidentes y Ministros que las integran, con carácter permanente, según el orden de precedencia.

Disposición adicional tercera. Actualización de las referencias a órganos suprimidos.

Las referencias a la Comisión Interministerial de Ciencia y Tecnología contenidas en la Ley 13/1986, de 14 de abril,
así como en el resto de la normativa vigente deberán entenderse realizadas a la Comisión Delegada del Gobierno para
Política Científica y Tecnológica cuando se trate de la asignación de funciones contenidas en este Real Decreto.

Disposición derogatoria única. Derogación normativa.

Quedan derogadas cuantas disposiciones se opongan a lo establecido en este real decreto, y en particular el Real
Decreto 639/2009, de 17 de abril, por el que se establecen las Comisiones Delegadas del Gobierno.

Disposición transitoria única. Extinción.

La Comisión Delegada del Gobierno para la Presidencia Española de la Unión Europea en el año 2010, regulada en
el Real Decreto 639/2009, de 17 de abril, por el que se establecen las Comisiones Delegadas del Gobierno, quedará
extinguida el 31 de diciembre de 2010.

Disposición final primera. Modificaciones presupuestarias.

El Ministerio de Economía y Hacienda realizará las modificaciones presupuestarias necesarias para dar cumplimiento
a lo previsto en este real decreto.

Disposición final segunda. Habilitación de desarrollo.

El Vicepresidente Primero del Gobierno y Ministro del Interior dictará las disposiciones oportunas para el desarrollo
de este real decreto.

Disposición final cuarta. Entrada en vigor.

El presente real decreto entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el «Boletín Oficial del Estado».
Dado en Madrid, el 22 de octubre de 2010.

JUAN CARLOS R.

El Presidente del Gobierno,
JOSÉ LUIS RODRÍGUEZ ZAPATERO

MINISTERIO DE JUSTICIA

15317 Instrucción de 5 de octubre de 2010, de la Dirección General de los Registros y del Notariado, sobre régimen
registral de la filiación de los nacidos mediante gestación por sustitución. (BOE núm. 243, de 7-10-2010).

La Ley 14/2006 de 26 de mayo, sobre Técnicas de Reproducción Humana Asistida, establece en su artículo 10.1 que
será nulo de pleno derecho el contrato por el que se convenga la gestación, con o sin precio, a cargo de una mujer que
renuncia a la filiación materna a favor del contratante o de un tercero. Para estos casos, en el párrafo segundo de dicho
precepto se prevé que la filiación de los hijos nacidos por gestación de sustitución será determinada por el parto. Queda a
salvo la posible acción de reclamación de la paternidad respecto del padre biológico, conforme a las reglas generales.

Esta previsión legal contempla la posibilidad de atribuir la paternidad del nacido mediante esta técnica, por los medios
ordinarios regulados en nuestra legislación, permitiendo la inscripción del menor en el Registro Civil. En efecto, el artículo
10.3 de la Ley 14/2006, sobre Técnicas de Reproducción Asistida, permite el ejercicio tanto de la acción de reclamación
de la paternidad correspondiente al hijo como la de reclamación por parte del padre biológico de la filiación paterna. Las
acciones a las que se refiere el precepto referido son las generales de determinación legal de la filiación, reguladas en los
artículos 764 y siguientes de la LEC, siendo competentes los Tribunales españoles, en virtud de los criterios sobre
competencia judicial internacional fijados en el 22 de la Ley Orgánica del Poder Judicial.

Pese a que, como se ha indicado, la legislación española regula otras vías legales que permiten la atribución de
paternidad del nacido, ante esta Dirección General ciudadanos españoles han interpuesto recurso contra resoluciones de
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distintos encargados de Registros civiles consulares, que deniegan la inscripción del nacimiento de niños nacidos en el
extranjero de madres gestantes que, en virtud de un contrato de gestación de sustitución, han renunciado a su filiación
materna.

Esta Dirección General ya dictó una Resolución fechada el 8 de febrero de 2009 en la que se ordenaba la inscripción
en el Registro Civil de un nacido como consecuencia de un contrato de gestación por sustitución. La inscripción registral
practicada en ejecución de la referida Resolución ha sido recurrida en sede judicial.

Atendiendo a la finalidad de dotar de plena protección jurídica el interés superior del menor, así como de otros
intereses presentes en los supuestos de gestación por sustitución, resulta necesario establecer los criterios que determinen
las condiciones de acceso al Registro Civil español de los nacidos en el extranjero mediante esta técnica de reproducción
asistida. Dicha protección constituye el objetivo esencial de la presente Instrucción, contemplado desde una perspectiva
global, lo que comporta, al menos, abordar tres aspectos igualmente importantes: en primer lugar, los instrumentos
necesarios para que la filiación tengan acceso al Registro Civil español cuando uno de los progenitores sea de nacionalidad
española, como vía de reconocimiento a efectos registrales de su nacimiento; en segundo lugar, la inscripción registral en
ningún caso puede permitir que con la misma se dote de apariencia de legalidad supuestos de tráfico internacional de
menores y; en tercer lugar, la exigencia de que no se haya vulnerado el derecho del menor a conocer su origen biológico,
según se expresa en el artículo 7, número 1, de la Convención sobre los Derechos del Niño de 20 de noviembre de 1989,
artículo 12 de la Ley 54/2007, de 28 de diciembre, de Adopción Internacional, así como en Sentencia del Tribunal Supremo
de 21 de septiembre de 1999.

Junto a los del menor, deben valorarse otros intereses presentes en los contratos de gestación por sustitución,
especialmente la protección de las mujeres que se prestan a dicha técnica de reproducción, renunciando a sus derechos como
madres.

Dentro de las competencias de ordenación y dirección que ostenta la Dirección General de los Registros y del
Notariado sobre los Registros civiles en virtud de las atribuciones que le confiere el artículo 9 de la Ley del Registro Civil
y 41 del Reglamento del Registro Civil, mediante la presente Instrucción se fijan las directrices para la calificación de los
Encargados del Registro Civil en relación con las solicitudes de inscripción de nacimiento formuladas por ciudadanos
españoles, de los menores nacidos en el extranjero como consecuencia del uso de técnicas de gestación por sustitución. A
estas directrices deberá ajustarse la práctica registral en esta materia en beneficio de su conveniente uniformidad y de la
deseable seguridad jurídica.

Para garantizar la protección de dichos intereses, la presente Instrucción establece como requisito previo para la
inscripción de los nacidos mediante gestación por sustitución, la presentación ante el Encargado del Registro Civil de una
resolución judicial dictada por Tribunal competente. La exigencia de resolución judicial en el país de origen tiene la finalidad
de controlar el cumplimiento de los requisitos de perfección y contenido del contrato respecto del marco legal del país donde
se ha formalizado, así como la protección de los intereses del menor y de la madre gestante. En especial, permite constatar
la plena capacidad jurídica y de obrar de la mujer gestante, la eficacia legal del consentimiento prestado por no haber
incurrido en error sobre las consecuencias y alcance del mismo, ni haber sido sometida a engaño, violencia o coacción o
la eventual previsión y/o posterior respeto a la facultad de revocación del consentimiento o cualesquiera otros requisitos
previstos en la normativa legal del país de origen. Igualmente, permite verificar que no existe simulación en el contrato de
gestación por sustitución que encubra el tráfico internacional de menores.

El requisito de que la atribución de filiación deba basarse en una previa resolución judicial tiene su fundamento en
la previsión contenida en el artículo 10.3 de la Ley 14/2006 de 26 de mayo, sobre técnicas de reproducción asistida humana
que, a través de la remisión a las reglas generales sobre determinación de la filiación, exige el ejercicio de acciones
procesales y la consecuente resolución judicial para la determinación de la filiación paterna de los menores nacidos como
consecuencia de gestación por sustitución. Con la presente Instrucción se protege el interés del menor, facilitando la
continuidad transfronteriza de una relación de filiación declarada por Tribunal extranjero, siempre que tal resolución sea
reconocida en España.

En relación con el reconocimiento de la resolución que determina la filiación del menor, dictada por Tribunal
extranjero, la presente Instrucción incorpora la doctrina plenamente consolidada por el Tribunal Supremo. De acuerdo a esta
doctrina, serán de aplicación los artículos 954 y siguientes de la LEC 1881, preceptos que mantuvieron su vigencia tras la
entrada en vigor de la LEC 2000, en virtud de los cuales, será necesario instar el exequátur de la decisión ante los Juzgados
de Primera Instancia, tal y como señala el artículo 955 de la LEC 1881 tras la reforma operada por la Ley 62/2003, de 30
de diciembre de medidas, fiscales, administrativas y del orden social. No obstante, en aquellos casos en los que la resolución
judicial derive de un procedimiento equiparable a un procedimiento español de jurisdicción voluntaria, el Tribunal Supremo
ha proclamado en numerosas ocasiones, que su inscripción no queda sometida al requisito del exequátur, bastando a tales
efectos con el reconocimiento incidental de la resolución como requisito previo a su inscripción.

En definitiva, si el encargado del Registro Civil considera que la resolución extranjera fue dictada en el marco de
un procedimiento jurisdiccional de naturaleza contenciosa, denegará la inscripción de la resolución, al requerirse
previamente el exequátur de ésta de acuerdo a lo establecido en la LEC. Por el contrario, si estima que la resolución
extranjera tiene su origen en un procedimiento análogo a uno español de jurisdicción voluntaria controlará incidentalmente
si la resolución puede ser reconocida en España, como requisito previo a su inscripción.

En los casos en los que se solicite la inscripción del nacido en el extranjero mediante gestación por sustitución sin
que se presente una resolución que determine la filiación, reconocible incidentalmente o por exequátur, el encargado del
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Registro Civil denegará la inscripción. Ello no impedirá que el solicitante pueda intentar dicha inscripción por los medios
ordinarios regulados en el artículo 10.3 de la Ley 14/2006 de 26 de mayo, sobre técnicas de reproducción humana y artículos
764 y siguientes de la LEC.

En consecuencia, esta Dirección General, en ejercicio de las competencias que le vienen atribuidas por el artículo
9 de la Ley del Registro Civil, 41 de su Reglamento y 7 del Real Decreto 1125/2008, de 4 de junio, ha acordado establecer
y hacer públicas las siguientes directrices:

Primera.–1. La inscripción de nacimiento de un menor, nacido en el extranjero como consecuencia de técnicas de
gestación por sustitución, sólo podrá realizarse presentando, junto a la solicitud de inscripción, la resolución judicial dictada
por Tribunal competente en la que se determine la filiación del nacido.

2. Salvo que resultara aplicable un Convenio internacional, la resolución judicial extranjera deberá ser objeto de
exequátur según el procedimiento contemplado en la Ley de Enjuiciamiento Civil de 1881. Para proceder a la inscripción
de nacimiento deberá presentarse ante el Registro Civil español, la solicitud de la inscripción y el auto judicial que ponga
fin al mencionado procedimiento de exequátur.

3. No obstante lo anterior, en el caso de que la resolución judicial extranjera tuviera su origen en un procedimiento
análogo a uno español de jurisdicción voluntaria, el encargado del Registro Civil controlará incidentalmente, como requisito
previo a su inscripción, si tal resolución judicial puede ser reconocida en España. En dicho control incidental deberá
constatar:

a) La regularidad y autenticidad formal de la resolución judicial extranjera y de cualesquiera otros documentos que
se hubieran presentado.

b) Que el Tribunal de origen hubiera basado su competencia judicial internacional en criterios equivalentes a los
contemplados en la legislación española.

c) Que se hubiesen garantizado los derechos procesales de las partes, en particular, de la madre gestante.
d) Que no se ha producido una vulneración del interés superior del menor y de los derechos de la madre gestante.

En especial, deberá verificar que el consentimiento de esta última se ha obtenido de forma libre y voluntaria, sin incurrir
en error, dolo o violencia y que tiene capacidad natural suficiente.

e) Que la resolución judicial es firme y que los consentimientos prestados son irrevocables, o bien, si estuvieran
sujetos a un plazo de revocabilidad conforme a la legislación extranjera aplicable, que éste hubiera transcurrido, sin que
quien tenga reconocida facultad de revocación, la hubiera ejercitado.

Segunda.–En ningún caso se admitirá como título apto para la inscripción del nacimiento y filiación del nacido, una
certificación registral extranjera o la simple declaración, acompañada de certificación médica relativa al nacimiento del
menor en la que no conste la identidad de la madre gestante.

Madrid, 5 de octubre de 2010.–La Directora General de los Registros y del Notariado, María Ángeles Alcalá Díaz.

15382 Acuerdo de 1 de octubre de 2010, del Tribunal calificador de las oposiciones al Cuerpo de Aspirantes a
Registradores de la Propiedad, Mercantiles y de Bienes Muebles, por el que se señala la fecha en que han de dar
comienzo los ejercicios de las mismas. (BOE núm. 244, de 8-10-2010).

De conformidad con lo establecido en el artículo 505 del Reglamento Hipotecario, el Tribunal nombrado por Orden
JUS/2407/2010, de 9 de septiembre («BOE» de 16 de septiembre de 2010), que ha de juzgar las oposiciones de ingreso en
el Cuerpo de Aspirantes a Registradores de la Propiedad, Mercantiles y de Bienes Muebles, convocadas por Resolución de
13 de mayo de 2010, de la Dirección General de los Registros y del Notariado («BOE» de 19 de mayo de 2010 y corrección
de errores del 21 de mayo de 2010), ha acordado dar comienzo a las mismas el día 10 de noviembre de 2010, en la sede del
Tribunal, sito en calle Príncipe de Vergara, n.º 72, 28006 Madrid, a cuyo efecto se convoca en primer llamamiento a los
señores opositores comprendidos entre los números 1 al 50, ambos inclusive, para actuar ante el citado Tribunal para la
práctica del primer ejercicio por el orden del sorteo, a las dieciséis horas de la expresada fecha.

Madrid, 1 de octubre de 2010.–El Presidente del Tribunal, José Poveda Díaz.

MINISTERIO DE ECONOMÍA Y HACIENDA

15785 Real Decreto 1282/2010, de 15 de octubre, por el que se regulan los mercados secundarios oficiales de futuros,
opciones y otros instrumentos financieros derivados. (BOE 251, de 16-10-2010).

El Real Decreto 1814/1991, de 20 de diciembre, por el que se regulan los mercados oficiales de futuros y opciones,
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ha permitido durante casi veinte años el desarrollo de estos mercados en España, incrementándose progresivamente los
volúmenes de contratación y diversificando la gama de contratos negociados en ellos.

La evolución reciente de los mercados financieros en general, y del mercado de instrumentos financieros derivados
en particular, ha provocado la obsolescencia del citado Real Decreto 1814/1991, de 20 de diciembre, y la necesidad de
proceder a una revisión y actualización de la normativa por la que se rigen los mercados de futuros, opciones y otros
instrumentos financieros derivados en España. En este sentido hay que tener en cuenta que la Ley 47/2007, de 19 de
diciembre, por la que se modifica la Ley 24/1988, de 28 de julio, del Mercado de Valores, modificó el artículo 59 de dicha
ley con el objeto de introducir los elementos necesarios que permitieran la modernización de nuestros mercados secundarios
oficiales de instrumentos financieros derivados.

Con el presente real decreto se desarrolla el mencionado artículo 59 de la Ley 24/1988, de 28 de julio, del Mercado
de Valores, en adelante, Ley 24/1988, de 28 de julio, que tiene los siguientes objetivos. En primer lugar, equiparar nuestra
regulación a los estándares normativos propios de los mercados internacionales de nuestro entorno, para mejorar la
capacidad competidora de nuestros mercados. En segundo lugar, facilitar la introducción de nuevos productos, servicios y
líneas de negocio en los mercados españoles de instrumentos financieros derivados. En tercer lugar, reducir el riesgo
sistémico asociado principalmente a la compensación y liquidación de los contratos de instrumentos financieros derivados
y, por último, contribuir a la profundización del mercado único europeo con el establecimiento de acuerdos y conexiones
con otros mercados de derivados de nuestro entorno que favorezcan la interoperabilidad, las ganancias de eficiencia y la
posibilidad de elección de infraestructuras de mercado por parte de sus usuarios.

En orden al cumplimiento de los objetivos mencionados, las novedades más destacables del nuevo régimen jurídico
de los mercados secundarios oficiales de instrumentos financieros derivados son, por una parte, la ampliación de los
productos negociables y registrables en estos mercados, que no se circunscriben sólo a futuros u opciones, sino que
comprenden todos los instrumentos financieros derivados incluidos en el artículo 2 de la Ley 24/1988, de 28 de julio. Por
otra parte, se prevé la posibilidad de que la sociedad rectora del mercado pueda ofrecer los servicios de contrapartida central
de conformidad con lo dispuesto en el artículo 44 ter de la Ley 24/1988, de 28 de julio. Por último, hay que destacar el nuevo
sistema de aportación de garantías por los miembros del mercado y de utilización de las mismas por la sociedad rectora en
caso de producirse incumplimientos en el mercado.

El real decreto consta de 32 artículos, divididos en 6 capítulos, una disposición transitoria, una disposición
derogatoria y tres disposiciones finales. Los capítulos I y II, bajo las rúbricas respectivas de «Disposiciones generales» y
«De los mercados secundarios oficiales de futuros y opciones», se consagran a diversas cuestiones de orden general y en
ellos aparecen ya esbozadas algunas de las innovaciones fundamentales del proyecto. Así, dentro del capítulo I en el artículo
2, se establece la que es una de las novedades más importantes de este real decreto: la posibilidad de que la sociedad rectora
ofrezca servicios de negociación, registro y contrapartida central o bien sólo servicios de registro y contrapartida o sólo
servicios de negociación. Ya en el capítulo II, dividido en cuatro secciones, a través del artículo 4 y 11, se aligera el
contenido preceptivo del Reglamento del mercado y de las condiciones generales de los contratos, suprimiéndose algunas
menciones excesivamente concretas e innecesarias, tales como las modalidades de órdenes y los horarios de contratación,
en el primer caso, o el primer y último día de negociación, en el segundo.

Se suprime la preceptiva intervención de los organismos rectores de los mercados donde se negocie el subyacente
de los futuros y opciones en relación con la aprobación de nuevos contratos o su suspensión.

En el artículo 6 se encuentra otra de las grandes novedades, referida a la posibilidad de instaurar un régimen de
registro contable de doble escalón, formado por el registro central, a cargo de la sociedad rectora (sistema actual), y los
eventuales registros de detalle, a cargo de los miembros autorizados a actuar como registradores. Se asegura la
correspondencia entre ambos registros. En esta estructura, los clientes pueden escoger entre abrir su cuenta en el registro
central (sistema actual) o en el registro de detalle de un miembro. Las cuentas propias de los miembros se abren en el registro
central sin que sus posiciones se compensen con las de los clientes.

En el artículo 10 queda abierta la posibilidad de que la sociedad rectora ofrezca servicios de contrapartida central
para productos derivados negociados bilateralmente que, por sus características atípicas, no están admitidos a negociación
en los mercados organizados.

El capítulo III desarrolla las normas aplicables a las sociedades rectoras de los mercados secundarios oficiales de
futuros y opciones. En el artículo 14, se suprime la exigencia de que cada mercado de futuros y opciones cuente con su
propia sociedad rectora y se adecua la definición de las funciones de estas a los términos del actual artículo 59 de la Ley
del Mercado de Valores. Se estructura cada uno de esos mercados con carácter unitario, gestionado por una misma sociedad
rectora y regido por una normativa básica común, pero con la posibilidad de acoger diferentes grupos de contratos
organizados por el tipo de activo subyacente. Asimismo, en dicho artículo 14 se habilita a la sociedad rectora, de acuerdo
con las disposiciones del artículo 59 de la Ley del Mercado de Valores, para que pueda ofrecer los servicios de contrapartida
central a que se refiere el artículo 44 ter de la Ley del Mercado de Valores.

El capítulo IV contiene la regulación de los miembros de los mercados secundarios oficiales de futuros y opciones.
La regulación del acceso a la condición de miembro se adecua al artículo 59.3 de la Ley del mercado de Valores para hacerse
eco de las nuevas modalidades de miembros contenidas actualmente dicho cuerpo normativo. Igualmente, en consonancia
con el artículo 44 ter de la Ley del Mercado de Valores, se contempla la posibilidad de que adquieran la condición de
miembro las entidades encargadas de la depositaría central de valores y otras cámaras de contrapartida.
En el capítulo V se contiene el régimen de garantías. El real decreto diversifica dicho régimen, incorporándose la garantía
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aportada por el propio mercado y la garantía colectiva. Por otro lado, la estructuración del mercado por grupos de contratos
permite el establecimiento de un esquema de aportación de garantías adecuado al riesgo propio de cada grupo así como el
cumplimiento del principio de no contaminación entre los diferentes grupos de contratos.

Finalmente, en el capítulo VI se establecen los principios básicos que debe respetar el régimen de incumplimientos
de los miembros y clientes, que se recogerá en el Reglamento del Mercado.

En la parte final destaca la disposición derogatoria única que recoge la derogación del Real Decreto 1814/1991, de
20 de diciembre, por el que se regulan los mercados oficiales de futuros y opciones, así como cualquier otra norma de rango
igual o inferior al proyectado real decreto, en lo que resulte incompatible con su contenido.

En la disposición final primera se enuncian los títulos competenciales constitucionales que permiten al Gobierno de
la Nación dictar este real decreto, a saber: La competencia sobre la legislación mercantil, artículo 149.1.6.ª de la
Constitución; las bases de la ordenación del crédito, la banca y los seguros, artículo 149.1.11.ª de la Constitución, y las bases
y coordinación de la planificación general de la actividad económica, artículo 149.1.13.ª de la Constitución.

Por último, en la disposición final tercera, se dispone la entrada en vigor de la nueva norma al día siguiente de su
publicación en el «Boletín Oficial del Estado». La ausencia efectiva de «vacatio legis» se salva con el período de adaptación
de seis meses establecido por la disposición transitoria única.

En su virtud, a propuesta de la Vicepresidenta Segunda del Gobierno y Ministra de Economía y Hacienda, de acuerdo
con el Consejo de Estado, y previa deliberación del Consejo de Ministros en su reunión del día 15 de octubre de 2010,

DISPONGO:

CAPÍTULO I

Disposiciones generales

Artículo 1. Objeto.

Quedan regulados por el presente real decreto la creación, organización y funcionamiento de los mercados
secundarios oficiales de futuros y opciones de ámbito estatal.

Artículo 2. Mercados secundarios oficiales de futuros, opciones y otros instrumentos financieros derivados.

1. Los mercados secundarios oficiales de futuros, opciones y otros instrumentos financieros derivados tendrán por
objeto la negociación, registro, compensación, liquidación y contrapartida de aquellos contratos de futuros, opciones y de
otros instrumentos financieros derivados, cualquiera que sea el activo subyacente, previstos en el artículo 2 de la Ley
24/1988, de 28 de julio, que sean aptos para ello de acuerdo con lo que se establezca en el Reglamento del mercado y en
las correspondientes condiciones generales de cada contrato.

2. La sociedad rectora podrá llevar a cabo todas o solamente alguna de las funciones a las que se refiere el apartado
anterior, de acuerdo con lo que se establezca en las correspondientes condiciones generales de cada contrato. Además, la
sociedad rectora podrá realizar la actividad de contrapartida central, de acuerdo con las previsiones del artículo 44 ter de
la Ley 24/1988, de 28 de julio, con las particularidades y en los términos que, en su caso, se establezcan en el Reglamento
del mercado.

3. Los contratos estarán representados exclusivamente mediante anotaciones en cuenta en los registros contables de
la correspondiente sociedad rectora a las que será de aplicación el régimen contenido en el capítulo II del título I de la Ley
24/1988, de 28 de julio, con las adaptaciones que impongan las especiales características de aquéllos.

CAPÍTULO II

De los mercados secundarios oficiales de futuros y opciones

Sección primera. Autorización de los mercados secundarios oficiales de futuros y opciones

Artículo 3. Autorización e inscripción de mercados secundarios oficiales de futuros y opciones.

1. La autorización para la creación de mercados secundarios oficiales de futuros y opciones corresponderá al titular
del Ministerio de Economía y Hacienda, a propuesta de la Comisión Nacional del Mercado de Valores, en adelante, CNMV,
de conformidad con lo dispuesto en el artículo 31 bis de la Ley 24/1988, de 28 de julio. La solicitud deberá ir acompañada
de la siguiente documentación:

a) Una memoria explicativa en la que deberá constar, al menos, la justificación del proyecto y su viabilidad, la
identificación de los promotores y la dotación de medios materiales y humanos prevista.

b) Un proyecto de estatutos de la sociedad rectora.
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c) Un proyecto de Reglamento del mercado.
d) Una memoria de riesgos que deberá detallar conjuntamente los criterios y políticas en materia de gestión de los

riesgos que asume la sociedad rectora en el desarrollo de sus funciones, y especialmente en su función de cámara de
contrapartida de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 10, así como los mecanismos y procedimientos que empleará para
mitigarlos. La sociedad rectora mantendrá actualizada esta memoria, cuyas modificaciones se remitirán a la CNMV.

2. Una vez concedida la autorización a la que se refiere el apartado uno, los mercados secundarios oficiales de futuros
y opciones no podrán comenzar a operar hasta que su sociedad rectora quede inscrita en el registro oficial mencionado en
el artículo 92.i) de la Ley 24/1988, de 28 de julio. Dicha inscripción deberá producirse en el plazo de tres meses a contar
desde la constitución de la sociedad rectora.

Artículo 4. Reglamento del mercado.

1. Los mercados secundarios oficiales de futuros y opciones se regirán por los preceptos correspondientes de la Ley
24/1988, de 28 de julio, por lo dispuesto en el presente real decreto y por su propio Reglamento del mercado.
2. El Reglamento del mercado regulará, al menos, las siguientes materias:

a) Miembros del mercado:

1.º Clases de miembros.
2.º Condiciones de acceso a la condición de miembro, en sus diversas categorías.
3.º Contenido mínimo de los documentos contractuales que las diferentes clases de miembros deben suscribir con

la sociedad rectora.
4.º Funciones, obligaciones y derechos de las diferentes clases de miembros con la sociedad rectora y, en su caso,

entre los propios miembros del mercado.

b) Clientes:

1.º Derechos y obligaciones frente a la sociedad rectora y a las diferentes clases de miembros.
2.º Contenido mínimo de los documentos contractuales que deben suscribir con los miembros del mercado.
3.º Procedimientos para la presentación y tramitación de las reclamaciones de los clientes.

c) Negociación:

1.º Criterios generales de la negociación.
2.º Case de órdenes y registro de transacciones.
3.º Forma de establecimiento de los horarios de negociación.
4.º Resolución de incidencias.
5.º Sistema de difusión de la información.
6.º Supuestos de interrupción de la contratación.

d) Registro:

1.º Sistema de registro.
2.º Normas generales del registro.
3.º En su caso, régimen aplicable al registro central y al registro de detalle.
4.º Requisitos y funciones de los miembros autorizados para llevar el registro de detalle correspondiente a los

contratos de sus clientes.
5.º Tipos de cuentas.

e) Liquidación:

1.º Criterios generales de la liquidación.
2.º Procedimiento de liquidación de los contratos.

f) Contrapartida central:

1.º Criterios generales de la función de contrapartida incluyendo, en su caso, lo relativo a la responsabilidad de la
cámara de contrapartida central.

g) Garantías:
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1.º Régimen general de determinación.
2.º Método de constitución de las garantías exigibles a los miembros y a sus clientes.
3.º Criterios de remuneración de las garantías constituidas.
4.º En su caso, régimen general de las garantías aportadas por la sociedad rectora y régimen de la garantía colectiva.
5.º Potestad de la sociedad rectora para establecer límites a las posiciones abiertas de miembros y clientes.
6.º Criterios para la aplicación de las garantías.

h) Disciplina:

1.º Medidas que, sin perjuicio de lo previsto en el capítulo VI sobre el régimen de incumplimientos de este real
decreto, pueda adoptar la sociedad rectora para garantizar el adecuado desarrollo de la negociación, compensación,
liquidación, registro y contrapartida y el estricto cumplimiento de sus obligaciones por los participantes en el mercado.

2.º Régimen aplicable en caso de incumplimientos de los miembros y clientes.
3.º Funciones de supervisión de la sociedad rectora.

i) Contratos:

1.º Figurarán como anexo al Reglamento del mercado las condiciones generales de los contratos aprobados según
lo dispuesto en el artículo 11. Dichos anexos surtirán los efectos del documento previsto en el artículo 6 de la Ley 24/1988,
de 28 de julio.

2.º Podrán establecerse, también como anexo al Reglamento del mercado, diferentes categorías o grupos de contratos,
entendiendo por tales las clases de contratos consideradas conjuntamente a los efectos de la normativa y del régimen de
garantías aplicables a los mismos.

3. El titular del Ministerio de Economía y Hacienda, y con su habilitación expresa la CNMV, con el fin de proteger
el interés de los inversores, de fomentar el buen funcionamiento y la transparencia de los mercados y de asegurar el respeto
a las normas de la Ley 24/1988, de 28 de julio, podrán establecer normas a las que deban ajustarse obligatoriamente los
Reglamentos del mercado.

4. La CNMV podrá establecer normas de obligado cumplimiento para los miembros del mercado en sus relaciones
con sus clientes en lo referente a la documentación que debe acompañar la formalización de las órdenes de compra o venta
y el registro de las mismas.

5. Las disposiciones contenidas en el Reglamento del mercado tendrán el carácter de normas de ordenación y
disciplina del Mercado de Valores, estando obligados a su estricto cumplimiento la sociedad rectora, los miembros del
mercado y los clientes.

Artículo 5. Modificación del Reglamento del mercado.

1. La modificación del Reglamento del mercado requerirá la previa aprobación por la CNMV.
2. No requerirán aprobación las modificaciones derivadas del cumplimiento de normas legales o reglamentarias, de

resoluciones judiciales o administrativas, o aquellas que la CNMV, en contestación a consulta previa y dada su escasa
relevancia, no lo considere necesario. Estas modificaciones deberán ser comunicadas, en todo caso, a la CNMV en un plazo
no superior a dos días hábiles desde la adopción del acuerdo.

Sección segunda. Registro de contratos de instrumentos financieros derivados

Artículo 6. Registro.

1. El Reglamento del mercado determinará el sistema de registro de los instrumentos financieros derivados anotados
en cuenta. En concreto, serán objeto de registro los contratos de futuros, de opciones y de otros instrumentos financieros
a los que se refiere el artículo 2, que estén admitidos a efectos de negociación y contrapartida o solo a efectos de
contrapartida.

2. Respecto de los contratos mencionados en el apartado anterior, podrán ser objeto de registro contratos negociados
en los sistemas de negociación del mercado, contratos negociadas bilateralmente entre los miembros, entre los miembros
y los clientes, o entre los clientes, y contratos negociados en mercados o sistemas de negociación no gestionados por la
sociedad rectora, con los que ésta haya celebrado los oportunos acuerdos para llevar a cabo las funciones de cámara de
contrapartida central, o en mercados o sistemas gestionados por la sociedad rectora, según lo que se haya previsto en el
reglamento propio de dicho mercado o sistema de negociación.

3. La sociedad rectora, de acuerdo con lo dispuesto en el Reglamento del mercado, determinará los medios técnicos,
procedimentales y operativos necesarios para que los miembros puedan acceder al registro de los contratos mencionados
en el apartado 1.
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Artículo 7. Registro central y registros de detalle.

1. La llevanza del registro corresponderá a la sociedad rectora que, en su caso, desarrollará esta función junto con
los miembros autorizados para la llevanza de los registros de detalle, de acuerdo con lo previsto en este real decreto.

El Reglamento del mercado podrá prever la existencia de un desdoblamiento del registro central en registros de
detalle correspondientes a los contratos de los clientes de los miembros del mercado. En este caso, el registro contable de
los contratos estará formado por un registro central, a cargo de la sociedad rectora, y por los registros de detalle, a cargo de
los miembros autorizados a llevarlos, los cuales deberán cumplir los requisitos que se establezcan en el Reglamento del
mercado para gestionar dichos registros.

2. Los contratos se anotarán en el registro central y, en su caso, simultáneamente en los registros de detalle. Las
obligaciones de contrapartida de la sociedad rectora nacerán desde el momento en el que los contratos se anoten en el
registro central a su cargo. Todas las anotaciones que se practiquen en los registros de detalle estarán también reflejadas en
el registro central.

3. La modificación o cancelación de las anotaciones practicadas tanto en el registro central como en los registros de
detalle, sólo podrá llevarse a cabo en virtud de resolución judicial, salvo que se trate de errores materiales evidentes o fallos
técnicos, compensaciones de posición dentro de una cuenta o traspasos entre cuentas, en los términos del Reglamento del
mercado.

4. La sociedad rectora será responsable en todo momento del estricto control de la correspondencia entre las
posiciones reflejadas en las cuentas del registro central correspondientes a cada miembro y las de las cuentas de los registros
contables de detalle a cargo de dichos miembros. Además, la sociedad rectora será responsable de supervisar el método de
cálculo y constitución de las garantías exigidas por los miembros autorizados para la llevanza de los registros de detalle a
sus clientes.

La sociedad rectora establecerá los sistemas de comprobación necesarios para asegurar la correspondencia entre las
cuentas del registro de detalle a cargo de los miembros autorizados a llevarlos, y las cuentas del registro central, de manera
que las primeras tengan su fiel reflejo en las segundas.

Artículo 8. Tipos de cuentas.

1. Las cuentas del registro podrán ser propias o de clientes. Las cuentas propias de los miembros se abrirán
necesariamente en el registro central y su titular será el miembro. En ellas se registrarán, sin excepción, todas las posiciones
del miembro en el mercado. Los clientes podrán abrir, a través de los miembros, sus cuentas en el registro central gestionado
por la sociedad rectora, o en el registro de detalle gestionado por los miembros autorizados a llevarlo. El titular de cada una
de estas cuentas será un cliente y en ellas se anotarán sus posiciones.

2. Las cuentas de clientes del registro de detalle podrán ser de dos tipos:

a) Aquellas para las cuales se mantiene, a efectos del cálculo y constitución de garantías, separación entre las
posiciones de los clientes y las propias del miembro, y

b) Aquellas para las cuales, aún conservándose separadas las anotaciones de las posiciones de los clientes, no hay
separación, a efectos del cálculo y constitución de garantías, entre las posiciones de los clientes y las propias del miembro.
Los titulares de este último tipo de cuenta deberán ser contrapartes elegibles en los términos del artículo 78 ter de la Ley
24/1988, de 28 de julio.

3. Las cuentas de cliente abiertas en el registro de detalle tendrán su correspondencia en cuentas del registro central,
cuya titularidad corresponde al miembro, que reflejarán la suma de las posiciones de las cuentas de clientes abiertas en el
registro de detalle.

Las cuentas del registro central mencionadas en el apartado anterior, que engloban y reflejan las posiciones de las
cuentas del registro de detalle, podrán ser de dos tipos:

a) Aquellas para las cuales se mantiene, a efectos del cálculo y constitución de garantías, separación entre las
posiciones de los clientes y las propias del miembro, y

b) Aquellas para las cuales, aún conservándose separadas las anotaciones de las posiciones de los clientes no hay
separación a efectos del cálculo y constitución de garantías, entre las posiciones de los clientes y las propias del miembro.

4. Con el fin de facilitar la operativa de miembros y clientes, la sociedad rectora podrá establecer mecanismos que
faciliten la asignación de operaciones negociadas a través de un miembro a las cuentas de otro miembro, responsable de la
gestión de las posiciones del titular de dichas operaciones.

Artículo 9. Obligaciones de los miembros autorizados para la llevanza de registros de detalle.

1. Los miembros que soliciten a la sociedad rectora ser autorizados para llevar registros de detalle de los contratos
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de sus clientes con cuentas para las cuales las garantías estén separadas de las garantías correspondientes a la cuenta propia
del miembro, deberán disponer de unos recursos propios mínimos de dieciocho millones de euros o cumplir requisitos
alternativos que proporcionen un nivel equivalente de solvencia, de acuerdo con lo que se establezca en el Reglamento del
mercado, en función de la categoría de miembro o de las funciones que desarrollen.

Los miembros que quieran ser autorizados para llevar registros de detalle de los contratos de sus clientes con cuentas
para las cuales las garantías no estén separadas de las garantías correspondientes a la cuenta propia del miembro, deberán
disponer de unos recursos propios mínimos de quinientos millones de euros.

2. Los miembros que soliciten ser autorizados para llevar los registros de detalle deberán disponer de los medios
técnicos adecuados que permitan al miembro organizar y gestionar los registros de detalle de manera que mantengan la
adecuada correspondencia con el registro central a cargo de la sociedad rectora, gestionar las garantías correspondientes a
las posiciones registradas en las cuentas de los registros de detalle, y llevar a cabo cuantas actuaciones les correspondan en
desarrollo de esta función, de acuerdo con lo que se establezca en el Reglamento del mercado.

3. Los miembros autorizados a llevar los registros de detalle deberán aplicar y cumplir todas aquellas medidas que
la sociedad rectora establezca, tanto en el Reglamento del mercado como en las normas de desarrollo del mismo, en relación
con las obligaciones de estos miembros, la forma y estructura de los registros de detalle y la correspondencia entre estos
últimos y el registro central.

4. Los miembros autorizados a llevar registros de detalle estarán obligados a suministrar a la CNMV, a la sociedad
rectora y a cualquier autoridad que tenga legalmente atribuidas potestades respecto de la autorización y supervisión de la
actuación de los miembros, clientes y de la sociedad rectora, toda la información detallada que les sea requerida respecto
de las posiciones de cada cliente registradas en las cuentas de clientes del registro de detalle, del tipo que sean.

Sección tercera. Función de cámara de contrapartida central

Artículo 10. Cámara de contrapartida.

1. La sociedad rectora dará por sí misma, o asegurará por medio de otra entidad, previa aprobación de la CNMV,
contrapartida de todos los contratos que se negocien en los sistemas de negociación del mercado del que sea sociedad
rectora, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 44 ter de la Ley 24/1988, de 28 de julio. Se exceptúan, en su caso, y de
acuerdo con lo que se establezca en las correspondientes condiciones generales de los contratos, aquellos contratos que en
el mercado sólo sean objeto de negociación, respecto de los que la sociedad rectora haya alcanzado, en su caso, los
oportunos acuerdos con entidades de contrapartida central en las que se compensen y liquiden dichos contratos.

2. En el ejercicio de la función de contrapartida central previsto en el artículo 2.2, la sociedad rectora podrá establecer
acuerdos con otras entidades residentes y no residentes, cuyas funciones sean análogas o que gestionen sistemas de
compensación y liquidación de valores, participar en el accionariado de dichas entidades o admitir a las mismas como
accionistas. Dichos acuerdos requerirán la aprobación previa de la CNMV o, en su caso, del Gobierno, de acuerdo con lo
dispuesto en el artículo 31 de la Ley 24/1988, de 28 de julio, y su normativa de desarrollo.

3. Igualmente, la sociedad rectora podrá llevar a cabo funciones de contrapartida de:

a) Los contratos que, estando admitidos en el mercado a efectos de negociación y contrapartida, se hayan negociado
directamente entre los miembros, entre los miembros y los clientes, o entre los clientes y respecto de los cuales se haya
solicitado su registro,

b) Los contratos que, estando admitidos sólo a efectos de contrapartida, se hayan negociado directamente entre los
miembros, entre los miembros y los clientes, o entre los clientes y respecto de los cuales se haya solicitado su registro,

c) Los contratos negociados en mercados o en sistemas de negociación, no gestionados por la sociedad rectora, con
los que ésta haya celebrado los oportunos acuerdos para llevar a cabo las funciones de cámara de contrapartida central, o
gestionados por la sociedad rectora según lo que ésta haya previsto en el reglamento propio de dicho mercado o sistema de
negociación, todo ello de acuerdo con lo que se establezca en las correspondientes condiciones generales de los contratos.

Sección cuarta. Contratos de Instrumentos Financieros Derivados

Artículo 11. Condiciones generales de los contratos.

1. Corresponderá a la CNMV, a solicitud de la sociedad rectora, aprobar las condiciones generales de los contratos
que hayan de ser objeto de negociación, registro, compensación, liquidación y contrapartida, así como sus modificaciones.

2. Las condiciones generales de los contratos habrán de redactarse con claridad y precisión, y deberán contener, al
menos, los siguientes extremos:

a) Descripción del tipo de subyacente de los contratos.
b) Categoría o grupo de contratos al que pertenece, en su caso.
c) Importe nominal.
d) Funciones que la sociedad rectora llevará a cabo en relación con los contratos.
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e) Modo de determinación de los vencimientos de contratos admitidos a efectos de negociación y contrapartida.
f) Forma de cotización para los contratos que sean objeto de negociación.
g) Determinación del formato del precio para los contratos que se registren sólo a efectos de contrapartida.
h) Miembros con acceso a la negociación o al registro a efectos de contrapartida.
i) Criterios para la introducción de nuevas series, en el caso de las opciones.
j) Reglas de liquidación al vencimiento, con indicación, en su caso, de la forma de determinación de los valores

entregables o del precio de liquidación a vencimiento.
k) Reglas de determinación, si procede, de las garantías exigibles.

3. Podrán negociarse y registrarse a efectos de contrapartida, o sólo registrarse a efectos de contrapartida o sólo
negociarse contratos cuyo cumplimiento exija la entrega efectiva, al precio convenido, del activo subyacente a que se
refieran o de otro que resulte equivalente, de acuerdo con lo previsto en dichos contratos. También podrán negociarse y
registrarse a efectos de contrapartida, o sólo registrarse a efectos de contrapartida o sólo negociarse contratos cuya
liquidación se efectúe por diferencias, abonándose por la parte obligada el importe que resulte de la diferencia entre el precio
inicialmente convenido y el precio de liquidación, determinado de acuerdo con lo previsto en sus propias condiciones
generales, o contratos cuya liquidación pueda realizarse combinando la entrega física del activo subyacente y la liquidación
en efectivo, de acuerdo con lo que se establezca en las condiciones generales.

Artículo 12. Suspensión de la negociación o registro.

1. La CNMV podrá suspender la negociación o el registro de un contrato cuando concurran circunstancias especiales
que puedan perturbar el normal desarrollo de las operaciones en el mercado o aconsejen dicha medida en aras de la
protección de los inversores.

2. La sociedad rectora podrá suspender la negociación o el registro de uno o varios contratos, o la actuación en el
mercado de uno o varios de sus miembros, cuando resulte necesario para impedir la comisión de alguna infracción de normas
o para garantizar el ordenado desarrollo de la negociación, o cuando ello fuera necesario para la protección de los intereses
de la sociedad rectora, del mercado o de los participantes en el mismo. La sociedad rectora informará previamente de estas
actuaciones a la CNMV o lo pondrá inmediatamente en su conocimiento.

3. La sociedad rectora hará pública la suspensión de la negociación de los contratos, y la suspensión de la actuación
en el mercado de uno o varios miembros, salvo cuando pudiera causarse perjuicio grave a los intereses de los inversores o
al funcionamiento ordenado del mercado, de acuerdo con el régimen de publicidad que se prevea en el Reglamento del
mercado.

4. La suspensión, a que se refieren los dos números anteriores, quedará levantada en un plazo máximo de diez días
hábiles, salvo que fuera expresamente ratificada por subsistir las causas que hubieran originado la suspensión.

Artículo 13. Exclusión de contratos.

La sociedad rectora, atendiendo a razones de falta de liquidez o al interés general del mercado, podrá acordar la
exclusión de contratos, lo que, en ningún caso, podrá suponer la desaparición de las obligaciones y derechos asociados a
todos los que no estuvieran liquidados en ese momento. Inmediatamente después de adoptar la decisión deberá comunicarla
a la CNMV y hacerla pública.

CAPÍTULO III

De las sociedades rectoras de los mercados secundarios oficiales de futuros y opciones

Artículo 14. Naturaleza y funciones.

1. Los mercados secundarios oficiales de futuros y opciones estarán regidos y administrados por una sociedad
anónima, denominada sociedad rectora, que tendrá como objeto exclusivo las funciones contempladas en este real decreto
y aquellas directamente relacionadas con su desarrollo.

2. A la sociedad rectora le corresponde organizar, dirigir, ordenar y gestionar el registro, la negociación,
compensación y liquidación, así como la contrapartida de los contratos actuando como compradora en los contratos frente
al vendedor y como vendedora en los contratos frente al comprador. La sociedad rectora llevará a cabo todas o algunas de
estas funciones de acuerdo con lo establecido en este real decreto, en el Reglamento del mercado y en las condiciones
generales del correspondiente contrato.

3. La sociedad rectora será la responsable de la organización de los servicios que ofrezca y dispondrá de los medios
precisos para su funcionamiento, y en general, dirigirá y ordenará las actividades que se desarrollen en el mercado.

4. La sociedad rectora no tendrá la condición de miembro negociador del correspondiente mercado. No obstante,
realizará en el mercado las actuaciones encomendadas por este real decreto.
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Artículo 15. Estatutos.

1. Los estatutos de las sociedades rectoras y sus modificaciones deberán ser objeto de aprobación por la CNMV. No
requerirán aprobación las modificaciones derivadas del cumplimiento de normas legales o reglamentarias, de resoluciones
judiciales o administrativas, o aquellas que la CNMV, en contestación a consulta previa y dada su escasa relevancia, no lo
considere necesario. Estas modificaciones deberán ser comunicadas, en todo caso, a la CNMV en un plazo no superior a
dos días hábiles desde la adopción del acuerdo.

2. La aprobación de los estatutos sociales o de sus modificaciones estará condicionada a que se asegure de modo
suficiente:

a) El cumplimiento de la Ley 24/1988, de 28 de julio, y lo establecido en este real decreto y demás normativa de
desarrollo.

b) La inexistencia de normas ambiguas o insuficientemente desarrolladas y la previsión expresa de los elementos
necesarios para garantizar el adecuado desarrollo de su objeto social.

3. Los estatutos sociales de las sociedades rectoras deberán inspirarse en los fines del mercado y en el interés de sus
miembros y, de forma especial en el de los clientes, y deberán especificar, como mínimo:

a) La composición de los órganos colegiados y la determinación de los acuerdos que precisarán para su adopción de
mayorías cualificadas.

b) Las eventuales limitaciones de la titularidad o ejercicio de los derechos sociales, especialmente los de voto, que,
de acuerdo con el texto refundido de la Ley de Sociedades Anónimas aprobado por Real Decreto Legislativo 1/2010, de 2
de julio, se establezcan para evitar excesivas concentraciones del poder social o para el mejor respeto del interés del
mercado.

c) Los requisitos exigibles para poder ostentar la condición de accionista.

4. Si existiera una sociedad matriz de la sociedad rectora, el régimen de aprobación de sus estatutos sociales y de sus
modificaciones será el previsto en los apartados anteriores.

Artículo16. Órganos de administración y dirección.

1. Las sociedades rectoras deberán contar con un consejo de administración compuesto por no menos de cinco
personas y con, al menos, un director general.

2. El nombramiento de los miembros del consejo de administración y del director general deberá ser aprobado por
la CNMV a los efectos de comprobar que los nombrados reúnen los requisitos de las letras f) y g) del artículo 67.2 de la Ley
24/1988, de 28 de julio.

Artículo 17. Requisitos financieros.

1. El capital de las sociedades rectoras será el necesario para asegurar la consecución de su objeto social. Los recursos
propios de la sociedad rectora no deberán ser inferiores a dieciocho millones de euros ni a la suma de las garantías aportadas
por la sociedad rectora.

El titular del Ministerio de Economía y Hacienda o, con su habilitación expresa, la CNMV podrá determinar una
cantidad mínima de recursos propios inferior a la señalada en el párrafo anterior, atendiendo a las características del mercado
de que se trate y a la suficiencia de dichos recursos propios y su grado de liquidez, de acuerdo con los riesgos que asume
en cada momento y las pruebas de tensión y otras técnicas similares que utilice.

2. La sociedad rectora deberá mantener informada a la CNMV sobre los criterios de determinación de la suficiencia
de sus recursos propios, incluyendo su grado de liquidez y efectividad, de acuerdo a los riesgos que asume en cada momento
y al resultado de las pruebas de tensión u otras técnicas que utilice en dicha determinación. Todo ello se incluirá en la
memoria de riesgos a la que se refiere el artículo 3.1.d).

3. El capital social de la sociedad rectora deberá estar formado por acciones nominativas que estarán íntegramente
suscritas y desembolsadas.

Artículo 18. Funciones de supervisión a cargo de la sociedad rectora.

1. Sin perjuicio de las facultades de supervisión, inspección y sanción que corresponden a la CNMV, las sociedades
rectoras de los mercados de futuros y opciones deberán velar por la salvaguardia de los derechos de los inversores, por la
corrección y transparencia de los procesos de formación de los precios, por la seguridad del mercado y la ponderación de
los riesgos asumidos en los mismos, por la estricta observancia de las normas aplicables al registro, contratación y, en su
caso, contrapartida central y demás actividades propias del mercado, así como, en general, por su correcto desarrollo.

2. En cumplimiento de lo dispuesto en el apartado anterior, las sociedades rectoras:
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a) Pondrán de inmediato en conocimiento de la CNMV cuantos hechos o actuaciones puedan entrañar infracción de
normas de obligado cumplimiento o desviación de los principios inspiradores de la regulación de los mercados de valores,
así como toda infracción significativa de las normas del mercado y toda anomalía en las condiciones de negociación o de
actuación que pueda suponer abuso de mercado.

b) Prestarán a la CNMV cuanta asistencia les solicite en el ejercicio de sus funciones de supervisión e inspección
y en ejercicio de sus potestad sancionadora.

c) Podrán suspender la negociación de uno o varios contratos, o la actuación en el mercado de uno o varios de sus
miembros, o acordar la exclusión de uno o varios contratos, de acuerdo con lo dispuesto en los artículos 12 y 13.

d) Llevarán a cabo las necesarias actuaciones de comprobación del cumplimiento por los miembros de las
obligaciones que les corresponden, debiendo los miembros facilitar y cooperar en las referidas comprobaciones y atender
los requerimientos de información que se les dirijan.

e) En caso de incumplimiento de las obligaciones que corresponden a los miembros y clientes, adoptarán, o velarán
por que se adopten, las medidas que se hubieran previsto en el Reglamento del mercado. Estos incumplimientos podrán
conducir al cierre de todas las posiciones abiertas del miembro o cliente incumplidor y a la pérdida de la condición de
miembro o cliente, en la forma que se determine en el Reglamento del mercado.

3. Las sociedades rectoras deberán habilitar los medios y procedimientos necesarios para el ejercicio de las funciones
a que se refiere el apartado anterior, así como de las restantes funciones de vigilancia y supervisión del funcionamiento del
mercado, tanto en su aspecto de negociación como de registro, compensación así como de liquidación y contrapartida
central, en su caso, que les asigne este real decreto y demás normativa vigente.

4. La CNMV podrá requerir cuanta información sea precisa para evaluar el cumplimiento de estas obligaciones por
parte de las sociedades rectoras y establecer normas para el desarrollo de su actividad.

Artículo 19. Funciones de dirección.

1. Los miembros y clientes de los mercados secundarios oficiales de futuros y opciones estarán obligados a cumplir
cuantas decisiones adopte la sociedad rectora, dentro del marco de la legislación vigente, de sus estatutos sociales y del
Reglamento del mercado, en el ejercicio de sus funciones de organización, dirección, ordenación, gestión y supervisión del
registro, negociación, compensación y liquidación así como de contrapartida central.

2. Las decisiones de la sociedad rectora que tengan por objeto la ordenación y regulación general de aspectos
determinados del registro, negociación, compensación y liquidación así como de contrapartida, o del funcionamiento del
mercado o de la fijación de requisitos o criterios, ya sea en cumplimiento de una disposición legal o reglamentaria o en
cumplimiento del Reglamento del mercado, deberán ser publicadas y comunicadas a la CNMV, en las veinticuatro horas
siguientes a su adopción.

3. La CNMV podrá suspender la aplicación o dejar sin efecto las decisiones a las que se refiere el apartado anterior,
cuando estime que infringen la legislación del mercado de valores o perjudican la corrección y transparencia del proceso
de formación de precios o la protección de los inversores.

4. La CNMV velará por la correcta aplicación por parte de la sociedad rectora de la legislación vigente, del
Reglamento del mercado y de las decisiones a las que se refiere el apartado 2, pudiendo a tal fin requerir la modificación
de las mismas.

5. Deberán publicarse las decisiones de carácter particular de la sociedad rectora que desarrollen o apliquen las
decisiones a las que se refiere el apartado 2, o que tengan por objeto cuestiones de carácter técnico, operativo o
procedimental relativas al registro, negociación, compensación y liquidación así como de contrapartida central o al
funcionamiento del mercado.

Artículo 20. Régimen económico.

1. Los recursos ajenos de las sociedades rectoras no superarán en ningún momento el valor contable de sus recursos
propios. No se computarán, a estos efectos, los depósitos en garantía recibidos de miembros o clientes.

2. Las sociedades rectoras elaborarán un presupuesto estimativo anual, que deberá expresar detalladamente los
precios y comisiones que vayan a aplicar.

3. Las sociedades rectoras podrán exigir retribución por los bienes o servicios que presten, incluido el abono de
cantidades por negociación o liquidación de operaciones, la gestión de garantías, la conexión a los sistemas de negociación
y de liquidación y el pago de los servicios relacionados con la difusión o publicación de informaciones relativas al mercado.

4. Las sociedades rectoras deberán remitir a la CNMV su presupuesto estimativo anual antes del uno de diciembre
de cada año, junto con los precios y comisiones de los que deriven sus ingresos, así como las ulteriores modificaciones que
introduzcan en ese presupuesto, precios y comisiones.

5. La CNMV podrá establecer excepciones o limitaciones a los precios máximos de los servicios a los que se refiere
el apartado 3 cuando puedan afectar a la solvencia financiera de la sociedad rectora, provocar consecuencias perturbadoras
para el desarrollo del mercado de valores o contrarias a los principios que lo rigen, o introducir discriminaciones
injustificadas entre los distintos miembros del mercado. La CNMV podrá recabar de las sociedades rectoras la oportuna
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ampliación de la documentación y de los datos en los que se basa la fijación de sus precios y comisiones.
6. El titular del Ministerio de Economía y Hacienda y, con su habilitación expresa, la CNMV, establecerá los modelos

de los estados contables y estadísticos, tanto públicos como reservados, que las sociedades rectoras deben remitir a la
CNMV, dictará las normas sobre su elaboración y frecuencia de envío, y fijará la forma en que, en su caso, deberán hacerse
públicos.

7. La sociedad rectora deberá someter sus cuentas anuales a informe de auditoría, según lo establecido en el artículo
86 de la Ley 24/1988, de 28 de julio. El informe de auditoría anual será enviado a examen de la CNMV, que podrá dirigir
a la sociedad rectora las recomendaciones que estime pertinentes a resultas de aquel.

CAPÍTULO IV

De los miembros de los mercados secundarios oficiales de futuros y opciones

Artículo 21. Acceso a la condición de miembro.

1. Se consideran miembros del mercado las entidades facultadas para negociar contratos en el mercado y para solicitar
el registro de contratos a efectos de contrapartida, de conformidad con las especificaciones contenidas en el Reglamento
del mercado.

Los miembros podrán clasificarse en categorías, de acuerdo con los siguientes criterios:

a) Que actúen sólo por cuenta ajena, sólo por cuenta propia, o por cuenta ajena y por cuenta propia.
b) Que participen o no en la liquidación de los contratos.
c) Según otros criterios que la organización del mercado aconseje y el Reglamento del mercado prevea.

2. Sólo podrán adquirir la condición de miembro del mercado las entidades referidas en el artículo 59.3 de la Ley
24/1988, de 28 de julio. El Reglamento del mercado fijará las condiciones a cumplir para adquirir la condición de miembro
y, en particular, las que con carácter adicional se exijan a los miembros liquidadores y a los miembros autorizados para
gestionar un registro de detalle, en atención a los riesgos propios de sus especiales funciones.

3. Las entidades que pretendan acceder a la condición de miembro con capacidad restringida a la negociación y
solicitud de registro a efectos de contrapartida exclusivamente en relación con futuros y opciones y otros instrumentos
financieros con subyacente no financiero, deberán:

a) Gozar de reconocida y acreditada experiencia y profesionalidad en el sector propio del activo subyacente no
financiero correspondiente.

b) Contar con unos recursos propios mínimos de cincuenta mil euros.
c) Disponer de las medidas de organización necesarias para desarrollar adecuadamente la función de miembro del

mercado y,
d) Cumplir con los requisitos adicionales de solvencia, organización y especialidad que la sociedad rectora establezca.

4. En los casos en que la sociedad rectora lleve a cabo funciones de contrapartida central de acuerdo con lo dispuesto
en el artículo 44 ter de la Ley 24/1988, de 28 de julio, podrán adquirir la condición de miembros las entidades encargadas
de la depositaría central de valores autorizadas por su normativa a asumir riesgos y otras cámaras de contrapartida central,
de acuerdo con los oportunos acuerdos que la sociedad rectora haya celebrado al efecto. En todo caso, la sociedad rectora
podrá rechazar la participación de aquellas entidades que no admitan, en términos de reciprocidad, la participación de la
sociedad rectora en sus sistemas.

5. La condición de miembro del mercado se otorgará por la sociedad rectora, previa solicitud del interesado, de
acuerdo con los requisitos previstos en el Reglamento del mercado. La solicitud sólo podrá ser denegada o la condición de
miembro retirada por incumplimiento de los requisitos establecidos en el Reglamento del mercado.

6. La solicitud para el acceso a la condición de miembro del mercado deberá acompañarse de una certificación
expedida por la CNMV o el Banco de España según el tipo de entidad de que se trate, que acredite el cumplimiento de las
condiciones previstas en el artículo 59.3 de la Ley 24/1988, de 28 de julio.

7. La sociedad rectora remitirá a la CNMV una relación actualizada de sus miembros al menos una vez al trimestre.
8. De acuerdo con lo dispuesto en el artículo 84 de la Ley 24/1988, de 28 de julio, todos los miembros de los

mercados secundarios oficiales de futuros y opciones quedarán sujetos al régimen de supervisión, inspección y sanción
establecido en dicha ley.

Artículo 22. Pérdida de la condición de miembro.

La condición de miembro del mercado se pierde por renuncia o por incumplimiento de los requisitos y obligaciones
previstos en este real decreto y en el Reglamento del mercado.
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CAPÍTULO V

Del régimen de garantías

Artículo 23. Deber de constitución y mantenimiento de garantías.

1. El Reglamento del mercado establecerá el régimen de determinación, constitución, mantenimiento, exigencia y
gestión de las garantías que deban constituirse por los miembros y clientes, en función de:

a) Las posiciones abiertas que tengan contraídas o de las que sean responsables.
b) La categoría de miembro de que se trate.
c) Las funciones que desarrollen dichos miembros.

La sociedad rectora deberá mantener informada a la CNMV sobre los criterios de determinación de los parámetros
de cálculo de las garantías que aplique en cada momento. Dichos criterios se incluirán en la memoria de riesgos a la que se
refiere el artículo 3.1.d).

2. Las garantías que los miembros del correspondiente mercado y los clientes constituyan de conformidad con el
régimen contenido en su respectivo Reglamento y en relación a cualesquiera operaciones realizadas en el ámbito de actividad
de los mercados de futuros y opciones sólo responderán frente a las entidades a cuyo favor se constituyeron y únicamente
por las obligaciones que de tales operaciones deriven para con la sociedad rectora o los miembros del correspondiente
mercado.

3. De acuerdo con lo que se establezca en el Reglamento del mercado, las garantías se constituirán a favor de la
sociedad rectora por los miembros y clientes titulares de cuentas abiertas en el registro central y, en su caso, a favor de los
miembros autorizados a llevar registros de detalle, por los clientes titulares de cuentas de registro de detalle.

Las garantías a favor de la sociedad rectora se constituirán ante ésta o ante los miembros, según se establezca en el
Reglamento del mercado. Las garantías a favor de los miembros autorizados a llevar un registro de detalle, se constituirán
ante estos. En todo caso, los miembros deberán mantener un registro diferenciado de las garantías que ante ellos se
constituyan.

4. Los miembros autorizados a llevar los registros de detalle deberán aplicar y cumplir todas aquellas medidas que
la sociedad rectora establezca, tanto en el Reglamento del mercado como en las normas de desarrollo del mismo, en relación
con la gestión de garantías.

La sociedad rectora establecerá los sistemas de comprobación necesarios respecto de la adaptación de la gestión de
garantías de los miembros que estén autorizados a llevar registro de detalle conforme a lo dispuesto en el Reglamento del
mercado.

Artículo 24. Régimen de garantía colectiva.

1. El Reglamento del mercado podrá establecer un régimen de garantía colectiva, que será obligatorio para todas o,
en su caso, alguna categoría de miembros, de acuerdo con lo que se establezca en dicho Reglamento.

En el caso de que se establezca un régimen de garantía colectiva, el Reglamento del mercado deberá establecer los
criterios para determinar los miembros obligados a realizar aportaciones, los criterios para determinar los importes de dichas
aportaciones, la finalidad de las mismas.

2. La sociedad rectora deberá mantener informada a la CNMV sobre los criterios de determinación de los importes
de las garantías colectivas que aplique en cada momento, así como del resultado de las pruebas de tensión u otras técnicas
que utilice para dicha determinación. Estos criterios se incluirán en la memoria de riesgos a la que se refiere el artículo
3.1.d).

Artículo 25. Garantías aportadas por la sociedad rectora.

El Reglamento del mercado podrá establecer un régimen de aportación de garantías por la sociedad rectora atendiendo
a:

a) Las funciones de ordenación del registro, negociación, compensación, liquidación y contrapartida que realice la
sociedad rectora.

b) La naturaleza de los contratos que sean objeto de registro, negociación, compensación y liquidación y
contrapartida.

c) Las categorías de miembros que participen en el mercado y a las funciones que desarrollen.

Artículo 26. Actualización de las garantías.

1. El importe de las garantías se calculará diariamente y se actualizará con la periodicidad que determine el
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Reglamento del mercado.
2. Las reglas de determinación y actualización de las garantías tendrán en cuenta:

a) La naturaleza de las operaciones.
b) La posición financiera resultante para quien deba constituirlas.
c) La volatilidad y el margen máximo de fluctuación diaria de las cotizaciones.
d) Cualquier otra circunstancia que, a juicio de la sociedad rectora, pueda influir sobre el riesgo de eventuales

incumplimientos o afectar a la evolución de los mercados en que se negocien los activos en los que se basen los respectivos
futuros, opciones o instrumentos financieros derivados.

3. El incumplimiento de la obligación de la constitución o actualización de las garantías por un cliente o un miembro
del mercado podrá conducir al cierre de todas sus posiciones abiertas, en la forma que se determine en el Reglamento del
mercado. Adicionalmente podrán realizarse reclamaciones adicionales por quebrantos no cubiertos y por la aplicación de
las medidas previstas en el Reglamento del mercado en los supuestos de incumplimiento de las obligaciones a las que se
refiere este artículo.

Artículo 27. Materialización de las garantías.

1. La constitución de garantías se formalizará y materializará en los términos previstos en el Reglamento del mercado
a través de cualquier forma que, a juicio de la CNMV, suponga una garantía suficiente y líquida de cobertura de riesgos o
mediante aquella que, con carácter general, se establezca por la CNMV mediante circular.

2. La gestión patrimonial de las garantías aportadas por miembros y clientes se desarrollará en nombre y por cuenta
de los mismos con plena disponibilidad de las garantías por la sociedad rectora o el miembro a cuyo favor se hubieran
constituido, que deberán aplicarla a los fines para los que fueron constituidas en cumplimiento de lo dispuesto en el
Reglamento del mercado.

La sociedad rectora o el miembro del mercado controlará adecuadamente la inversión de los correspondientes fondos,
utilizando al efecto cuentas separadas de las suyas propias, e informará puntualmente de los correspondientes movimientos
para que tenga lugar su inmediata contabilización. Lo dispuesto en este apartado también será de aplicación en los casos
en los que las garantías constituidas a favor de la sociedad rectora sean custodiadas por una entidad diferente debidamente
autorizada para ello.

CAPÍTULO VI

Régimen de incumplimientos

Artículo 28. Régimen de incumplimientos.

El Reglamento del mercado establecerá el régimen aplicable en caso de incumplimiento por los miembros y clientes
de las obligaciones que les corresponden, determinando las causas de incumplimiento, las medidas a adoptar en caso de
incumplimiento así como los procedimientos a seguir para la adopción de esas medidas y las actuaciones que corresponda
llevar a cabo a la sociedad rectora o a los miembros del mercado.

Las medidas a adoptar en caso de incumplimiento podrán consistir en la suspensión temporal del miembro o cliente,
el cierre o el traslado de contratos registrados, la ejecución de las garantías constituidas y, en última instancia, la pérdida
de la condición de miembro o cliente.

Artículo 29. Causas de incumplimiento.

Se considerarán causas de incumplimiento, en los términos que se establezcan en el Reglamento del mercado, el
incumplimiento por el miembro o cliente de los requisitos y las obligaciones previstas en el Reglamento del mercado o en
los contratos que deben suscribir con la sociedad rectora o los miembros, así como de las normas de conducta que
correspondan a los miembros o clientes de acuerdo con lo establecido en la Ley 24/1988, de 28 de julio, en especial el de
las normas relativas a la prevención del abuso de mercado.

Artículo 30. Suspensión temporal de miembros y clientes.

1. En el momento en que existan indicios de que un miembro o cliente ha incumplido los requisitos y obligaciones
previstos en el Reglamento del mercado o en los contratos correspondientes, se podrá acordar su suspensión temporal, en
los términos que establezca el Reglamento del mercado.

2. Antes de acordar la suspensión temporal, si la causa de incumplimiento lo permitiera y siempre que no exista riesgo
para la sociedad rectora, para el mercado o para los participantes en el mismo, el Reglamento del mercado podrá prever que
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se conceda al miembro o cliente un plazo prudencial para proceder a subsanar el incumplimiento.
3. La suspensión temporal del miembro o cliente supondrá el establecimiento de las limitaciones oportunas a su

actuación en el mercado sin que, en ningún caso, se modifiquen sus obligaciones de constitución de garantías, ni de
realización de los pagos correspondientes a las liquidaciones que en cada caso procedan.

4. Las decisiones de suspensión temporal de miembros, en todo caso, y las de clientes, cuando se trate de un
incumplimiento de especial importancia y trascendencia, se comunicarán a la CNMV y, en su caso, a las correspondientes
autoridades que tengan legalmente atribuidas potestades respecto de la autorización y supervisión de la actuación de los
miembros, de los clientes y de la sociedad rectora.

Artículo 31. Cierre o traslado de los contratos.

1. En los términos que se establezcan en el Reglamento del mercado, declarado el incumplimiento de un miembro
o cliente se podrá proceder al cierre de sus contratos, así como al traslado o cierre de los contratos que el miembro
incumplidor tuviera por cuenta de sus clientes.

2. Tras comunicarlo a la CNMV, se gestionará el traslado de los contratos que el miembro que hubiera incurrido en
incumplimiento tuviera registrados por cuenta de sus clientes, junto con los instrumentos financieros y efectivo en que
estuvieran materializadas las correspondientes garantías.

3. Se podrán cerrar todos o parte de los contratos correspondientes:

a) En los casos en los que no se pudieran trasladar todos o algunos de los contratos de clientes.
b) En caso de que, a juicio de la sociedad rectora, la evolución del mercado tuviera como consecuencia que las

garantías correspondientes a todos o a algunos de los contratos de clientes no cubrieran adecuadamente el riesgo de la
sociedad rectora.

c) En caso de que las garantías por posición no cubran adecuadamente el riesgo del miembro a quien se efectúe el
traslado de los contratos según corresponda.

4. En los términos que se establezcan en el Reglamento del mercado, todos los costes y gastos derivados del
incumplimiento de un miembro o cliente, deberán ser abonados por el cliente o miembro incumplidor, deduciéndose, en su
caso, del producto obtenido de la ejecución de las garantías constituidas por éstos.

Artículo 32. Deberes de información y cooperación.

En los términos que en su caso se establezcan en el Reglamento del mercado, los sujetos que intervengan en los
procedimientos de adopción de medidas en caso de incumplimiento están sujetos a los siguientes deberes de información
y cooperación:

a) Informar al cliente o miembro incumplidor de las medidas adoptadas, a la mayor brevedad posible.
b) Colaborar plenamente con la CNMV y, en su caso, con las correspondientes autoridades que tengan legalmente

atribuidas potestades respecto de la autorización y supervisión de la actuación de los miembros, de los clientes y de la
sociedad rectora.

c) Cooperar en el intercambio de información en relación con las medidas adoptadas respecto al cliente o miembro
incumplidor, con cualquier mercado, cámara de contrapartida o sistema de compensación y liquidación en que actuara el
cliente o miembro incumplidor, y con la CNMV o cualquier autoridad que tenga legalmente atribuidas potestades respecto
de la autorización y supervisión de la actuación de los miembros, de los clientes y de la sociedad rectora.

Disposición transitoria única. Adaptación de los mercados autorizados a este real decreto.

1. Los mercados de futuros y opciones financieros autorizados al amparo de la Ley 24/1988, de 28 de julio,
dispondrán de un plazo de seis meses, a partir de la entrada en vigor del presente real decreto para adaptar las disposiciones
de su Reglamento del mercado.

2. Hasta que la CNMV haga pública la aprobación de los Reglamentos adaptados, estos mercados se regirán por lo
dispuesto en el Real Decreto 1814/1991, de 20 de diciembre, por el que se regulan los mercados oficiales de futuros y
opciones, su normativa de desarrollo, los Reglamentos vigentes a la fecha de entrada en vigor del presente real decreto y,
en su caso, por las circulares dictadas en desarrollo de éste.

3. Hasta que el titular del Ministerio de Economía y Hacienda haga uso, en su caso, de la habilitación a la que se
refiere la disposición final segunda del presente real decreto, se entenderá vigente la Orden ECO/3235/2002, de 5 de
diciembre, por la que se desarrollan las especialidades aplicables a los mercados secundarios oficiales de futuros y opciones
sobre el aceite de oliva.

4. Asimismo, dichos mercados habrán de remitir a la CNMV, en un plazo de seis meses a partir de la entrada en vigor
del presente real decreto, la memoria de riesgos a la que se refiere el artículo 3.1.d) del presente real decreto en la que se
detallen los criterios y políticas en materia de gestión de riesgos, así como los mecanismos y procedimientos que emplean
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para mitigarlos.

Disposición derogatoria única. Derogación normativa.

Queda derogado el Real Decreto 1814/1991, de 20 de diciembre, por el que se regulan los mercados oficiales de
futuros y opciones, así como cualquier otra norma de igual o inferior rango en lo que se oponga a este real decreto.

Disposición final primera. Títulos competenciales.

El presente real decreto se dicta de conformidad con lo dispuesto en el artículo 149.1.6.ª, 11.ª y 13.ª, de la
Constitución.

Disposición final segunda. Habilitación para el desarrollo de este real decreto.

El titular del Ministerio de Economía y Hacienda, y, con su habilitación expresa, la CNMV, dictará las disposiciones
necesarias para el desarrollo y aplicación del presente real decreto incluyendo, en su caso, las disposiciones que
eventualmente fueran necesarias por razón de las especiales características de determinados instrumentos financieros o de
los activos subyacentes en que los mismos se basen.

Disposición final tercera. Entrada en vigor.

El presente real decreto entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el «Boletín Oficial del Estado».
Dado en Madrid, el 15 de octubre de 2010.

JUAN CARLOS R.

La Vicepresidenta Segunda del Gobierno
y Ministra de Economía y Hacienda,

ELENA SALGADO MÉNDEZ

MINISTERIO DE TRABAJO E INMIGRACIÓN

15722 Resolución de 7 de octubre de 2010, de la Dirección General de Trabajo, por la que se publica la relación de fiestas
laborales para el año 2011. (BOE núm. 250, de 15-10-2010).

Vista la relación de Fiestas Laborales para el año 2011 remitidas por las diecisiete Comunidades Autónomas y las
Ciudades de Ceuta y Melilla al Ministerio de Trabajo e Inmigración.

Y teniendo en consideración los siguientes

Antecedentes de hecho

Primero.–De conformidad con lo establecido en el artículo 45.5 del Real Decreto 2001/1983, de 28 de julio, según
la redacción dada al mismo por el Real Decreto 1346/1989, de 2 de noviembre, las diecisiete Comunidades Autónomas y
las Ciudades de Ceuta y Melilla han remitido al Ministerio de Trabajo e Inmigración la relación de Fiestas Laborales para
el año 2011.

Segundo.–Que la remisión de las Fiestas Laborales a que se ha hecho referencia tiene por objeto el de su publicación
en el «Boletín Oficial del Estado» conforme a lo dispuesto en el artículo 45.4 del Real Decreto 2001/1983.

A los anteriores hechos son de aplicación los siguientes

Fundamentos de derecho

Primero.–Cuando el artículo 45 del Real Decreto 2001/1983, de 28 de julio, enumera las fiestas de ámbito nacional,
de carácter retribuido y no recuperable, distingue entre las señaladas en los apartados a), b) y c) que tienen el carácter de
nacional no sustituibles por las Comunidades Autónomas y aquellas, las reflejadas en el apartado d), respecto de las cuales
las Comunidades Autónomas pueden optar entre celebrar en su territorio dichas fiestas o sustituirlas por otras que, por
tradición les sean propias.

Segundo.–Que entre las facultades reconocidas a favor de las Comunidades Autónomas en el artículo 45.3 del Real
Decreto 2001/1983, se encuentra también la posibilidad de sustituir el descanso del lunes de las fiestas nacionales que
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coinciden en domingo por la incorporación a la relación de fiestas de la Comunidad Autónoma de otras que les sean
tradicionales, así como la opción entre la celebración de la Fiesta de San José o la de Santiago Apóstol en su correspondiente
territorio.

Asimismo, el apartado 2 del artículo 37 del Estatuto de los Trabajadores, Real Decreto Legislativo 1/1995, de 24 de
marzo, faculta en su último párrafo a aquellas Comunidades Autónomas que no pudieran establecer una de sus fiestas
tradicionales por no coincidir con domingo un suficiente número de fiestas nacionales a añadir, en el año que así ocurra,
una fiesta más, con carácter de recuperable, al máximo de catorce.

Tercero.–Que la Dirección General de Trabajo es competente para disponer la publicación en el «Boletín Oficial del
Estado» de la relación de fiestas comunicadas, en consecuencia con lo previsto en el ya mencionado artículo 45.4 del Real
Decreto 2001/1983, y en el Real Decreto 1129/2008, de 4 de julio, a fin de dar cumplimiento a la finalidad de facilitar el
general conocimiento en todo el territorio nacional del conjunto de las fiestas laborales, de tal forma que junto con la
publicación de las fiestas de las Comunidades Autónomas y de las Ciudades de Ceuta y Melilla se transcriban también las
fiestas laborales de ámbito nacional de carácter permanente que figuran en el mencionado precepto.

Vistos los preceptos legales citados y demás de general aplicación.

Esta Dirección General de Trabajo dispone la publicación en el «Boletín Oficial del Estado» de la relación de fiestas
de ámbito nacional, de Comunidad Autónoma y de las Ciudades de Ceuta y Melilla que figuran como anexo a esta
Resolución.

Madrid, 7 de octubre de 2010.–El Director General de Trabajo, José Luis Villar Rodríguez.
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16084 Corrección de errores de la Orden TIN/2504/2010, de 20 de septiembre, por la que se desarrolla el Real Decreto
39/1997, de 17 de enero, por el que se aprueba el Reglamento de los Servicios de Prevención, en lo referido a la
acreditación de entidades especializadas como servicios de prevención, memoria de actividades preventivas y
autorización para realizar la actividad de auditoría del sistema de prevención de las empresas. (BOE núm. 256, de
22-10-2010).

Advertidos errores en la Orden TIN/2504/2010, de 20 de septiembre, por la que se desarrolla el Real Decreto
39/1997, de 17 de enero, por el que se aprueba el Reglamento de los Servicios de Prevención, en lo referido a la acreditación
de entidades especializadas como servicios de prevención, memoria de actividades preventivas y autorización para realizar
la actividad de auditoría del sistema de prevención de las empresas, publicada en el «Boletín Oficial del Estado» número
235, de 28 de septiembre de 2010, se procede a efectuar las oportunas rectificaciones:

En los anexos I, III y IV, en todos los lugares en los que se cita la tarifa promedio, donde dice: «entre 1,5 y 5,45»,
debe decir: «entre 1,5 y 6».

En la página 82257, anexo I.1.a).4.º, donde dice: «serán de nivel superior o intermedio», debe decir: «serán de nivel
superior, o intermedio».

En la página 82268, en el tercer cuadro, séptima columna, donde dice: «N.º total de actuariones incluidas», debe
decir: «N.º total de actuaciones incluidas».

En la página 82268, en el tercer cuadro, en la nota al pie 2, donde dice: «se reflejará el número de presencia», debe
decir: «se reflejará el número de horas de presencia».

En la página 82273, en el tercer cuadro, en la nota al pie 1, donde dice: «en cada una se las columnas», debe decir:
«en cada una de las columnas».

En la página 82277, el tercer cuadro y sus notas al pie deben ser sustituidos por los siguientes:

Nombre de la
empresa

(razón social)

Centros de
trabajo de la

empresa1

Fecha de
realización
de la última

auditoría

Plantilla
en el

centro de
trabajo

N.º horas/año
dedicadas a la
empresa por

especialidades

N.º de visitas
realizadas al centro de

trabajo Duración total
de las visitas2

N.º total de
actuaciones

incluidas en la
programación

anual

N.º de actuaciones
ejecutadas por la

empresa del total de las
programadas

S H E/P T Totales
De

seguimiento

1 Cuando una empresa disponga de varios centros de trabajo, los datos deberán constar desglosados para
cada uno de dichos centros (1 fila por cada centro de trabajo).

2 En esta columna se reflejará el número de presencia en el centro de trabajo.

16552 Orden TIN/2777/2010, de 29 de octubre, por la que se modifica la Orden TAS/1562/2005, de 25 de mayo, por la que
se establecen normas para la aplicación y desarrollo del Reglamento General de Recaudación de la Seguridad
Social, aprobado por el Real Decreto 1415/2004, de 11 de junio. (BOE núm. 263, de 30-10-2010).

Las normas de aplicación y desarrollo del vigente Reglamento general de recaudación de la Seguridad Social,
aprobado por el Real Decreto 1415/2004, de 11 de junio, se contienen en la Orden TAS/1562/2005, de 25 de mayo.
La reciente aprobación de diversas normas legales y reglamentarias con incidencia en la regulación de la citada orden, así
como la experiencia obtenida en la gestión recaudatoria de la Seguridad Social y los avances técnicos en la tramitación de
los procedimientos correspondientes a dicha gestión, determinan la necesidad de proceder a la actualización y reforma de
algunos de sus preceptos.

Así, en primer lugar se procede a adecuar la determinación de funciones en materia de deducción y de recaudación
en vía de apremio establecida en los artículos 3 y 4 de la Orden TAS/1562/2005, de 25 de mayo, a la actual estructura y
distribución de competencias de la Tesorería General de la Seguridad Social, de acuerdo con la reforma efectuada por el Real
Decreto 1384/2008, de 1 de agosto, en el Real Decreto 1314/1984, de 20 de junio, por el que se regula la estructura y
competencias de la Tesorería General de la Seguridad Social.

Por otra parte, se amplía la regulación de los efectos del aplazamiento para el pago de deudas con la Seguridad Social,
contenida en el artículo 17 de la orden modificada, a fin de completar el supuesto previsto en su apartado 3 y de establecer,
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mediante un nuevo artículo 17 bis, la domiciliación en cuenta como forma de pago de sus vencimientos. También se da
nueva redacción a las subsecciones 1.ª y 3.ª de la sección octava de la Orden TAS/1562/2005, de 25 de mayo, dedicadas,
respectivamente, a la forma y lugar del pago de cuotas y a los supuestos especiales para su liquidación e ingreso.
En la primera de ellas se ha agilizado la emisión y cumplimentación de los documentos de cotización, así como el ingreso
de las cuotas, reforzando el uso del Sistema de Remisión Electrónica de Datos (RED) por los sujetos responsables del
cumplimiento de la obligación de cotizar, en ejercicio de las facultades atribuidas al Ministro de Trabajo e Inmigración, en
tal sentido, por los artículos 29 y 30 de la Ley 50/1998, de 30 de diciembre, de medidas fiscales, administrativas y del orden
social, y estableciendo la obligatoriedad del pago mediante documento electrónico de cotización de no haberse optado por
la domiciliación en cuenta.

Por su parte, la subsección 3.ª ha sido objeto de diversas reformas dirigidas a racionalizar su estructura y contenido,
destacando entre ellas la inclusión de un nuevo artículo 36 bis, cuyo contenido procede del anterior apartado 2 del artículo
36, que tenía difícil encaje en este último al estar referido a documentos de cotización presentados en plazo reglamentario
pero con ingreso de cuotas. También se habilita al Director General de la Tesorería General de la Seguridad Social para
autorizar, con carácter indefinido, la compensación de prestaciones objeto de pago delegado en documentos de cotización
correspondientes a períodos distintos a dicho pago.

Las modificaciones efectuadas en el artículo 32.3 y en la disposición final primera de la Orden TAS/1562/2005, de
25 de mayo, constituyen meras adaptaciones de su regulación a la nueva modalidad de pago mediante documento
electrónico, a que se refiere el artículo 31 de dicha orden.

El artículo 51 de la orden modificada, relativo a la aplicación presupuestaria de la devolución de ingresos indebidos
y del reembolso del coste de garantías, pasa a referirse,en su apartado 2, a las cuotas por todas las contingencias cubiertas
con una mutua de accidentes de trabajo y enfermedades profesionales de la Seguridad Social, quedando así comprendida
entre ellas la correspondiente al cese de actividad de los trabajadores autónomos, cuyo sistema de protección específico ha
sido recientemente regulado por la Ley 32/2010, de 5 de agosto. Se suprime, asimismo, su actual apartado 3, innecesario
tras la nueva redacción dada a los artículos 71.1 y 75.1 del Reglamento general de recaudación de la Seguridad Social por
el Real Decreto 897/2009, de 22 de mayo.

Finalmente, se añaden cuatro nuevas disposiciones adicionales a la Orden TAS/1562/2005, de 25 de mayo, dedicadas,
respectivamente, al servicio de asistencia y orientación que la Tesorería General de la Seguridad Social prestará, en
determinados supuestos, para el cumplimiento de las obligaciones en materia de encuadramiento, cotización y recaudación
por medios electrónicos; a los plazos para la incorporación efectiva y obligatoria al Sistema RED, como concreción de lo
previsto en el artículo 28.1 de dicha orden; a la implantación de la domiciliación del pago de aplazamientos establecida en
su nuevo artículo 17 bis y a la imputación contable de los recursos del sistema de la Seguridad Social, con la consiguiente
derogación de la Orden de 21 de julio de 1995, reguladora de dicha imputación.

Esta orden se dicta en uso de las atribuciones conferidas al efecto por la disposición final segunda del Reglamento
general de recaudación de la Seguridad Social, aprobado por el Real Decreto 1415/2004, de 11 de junio.

Por todo lo expuesto, con la aprobación previa de la Vicepresidenta Primera del Gobierno y Ministra de la
Presidencia, dispongo:

Artículo único. Modificación de la Orden TAS/1562/2005, de 25 de mayo, por la que se establecen normas para la
aplicación y desarrollo del Reglamento general de recaudación de la Seguridad Social, aprobado por el Real
Decreto 1415/2004, de 11 de junio.

La Orden TAS/1562/2005, de 25 de mayo, por la que se establecen normas para la aplicación y desarrollo del
Reglamento general de recaudación de la Seguridad Social, aprobado por el Real Decreto 1415/2004, de 11 de junio, queda
modificada como sigue: 

Uno. El artículo 3 queda redactado en los siguientes términos:

«Artículo 3. Determinación de los órganos competentes en materia de deducción. 

En los procedimientos de deducción de deudas que las administraciones públicas, organismos autónomos,
entidades públicas empresariales y demás entidades de derecho público tengan con la Seguridad Social, serán
competentes: 1. El titular de la Subdirección General de Afiliación y Procedimientos Especiales de la Tesorería
General de la Seguridad Social, para el ejercicio de las siguientes funciones:

a) La comunicación a la administración o entidad pública deudora del inicio del procedimiento de deducción,
con el respectivo trámite de audiencia, así como la resolución por la que se acuerde la improcedencia de las
actuaciones practicadas en dicho procedimiento, respecto de los recursos del sistema de la Seguridad Social que sean
objeto de gestión recaudatoria reservada a los órganos centrales de la Tesorería General de la Seguridad Social en
el artículo 2 de esta orden, así como respecto de los demás recursos objeto de gestión recaudatoria de la Tesorería
General de la Seguridad Social, sin perjuicio de lo dispuesto en el apartado 2 de este artículo.

b) La emisión de la resolución por la que se acuerde la retención y deducción a favor de la Seguridad Social
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a que se refieren los artículos 39 y 41 del Reglamento general de recaudación de la Seguridad Social.
c) La notificación del acuerdo de retención al ordenador de pagos competente. d) La notificación de la

aplicación y extinción de la deuda a la administración o entidad pública deudora cuando el procedimiento
recaudatorio se haya iniciado y seguido en los servicios centrales de la Tesorería General de la Seguridad Social.

2. Los titulares de los órganos o unidades con competencia en materia de recaudación en período voluntario
que determine el director provincial de la Tesorería General de la Seguridad Social, para el ejercicio de las siguientes
funciones:

a) La comunicación a la administración o entidad pública deudora del inicio del procedimiento de deducción,
con el respectivo trámite de audiencia, así como la resolución que acuerde la improcedencia de las actuaciones
practicadas, de resultar acreditada la inexistencia de deuda en el referido trámite, en los casos en que el procedimiento
recaudatorio se haya iniciado y deba continuarse por la respectiva dirección provincial.

b) La expedición de las providencias de apremio que inicien la vía ejecutiva, en los supuestos en que proceda
dicha expedición.»

Dos. El apartado 1 del artículo 4 queda redactado en los siguientes términos:

«1. Sin perjuicio de las funciones que tiene atribuidas en el artículo 1 de la Orden de 29 de marzo de 2000,
sobre establecimiento, reorganización y funciones de las unidades de recaudación ejecutiva de la Seguridad Social,
la Unidad de Recaudación Ejecutiva de ámbito estatal, con sede en Madrid y con jurisdicción sobre todo el territorio
español, llevará de forma centralizada la tramitación de la gestión recaudatoria respecto a las empresas que, por razón
de su número de trabajadores u otras circunstancias concurrentes, se determinen por el Director General de la
Tesorería General de la Seguridad Social, así como de las demás funciones que le encomiende el titular de la
Subdirección General de Afiliación y Procedimientos Especiales, de conformidad con lo previsto en el artículo 5.a)
del Real Decreto 1314/1984, de 20 de junio.

A los efectos indicados, la Unidad de Recaudación Ejecutiva de ámbito estatal podrá encomendar las
actuaciones ejecutivas que considere oportunas a las demás unidades de recaudación ejecutiva.»

Tres. Se añade un nuevo párrafo tercero al apartado 3 del artículo 17, con la siguiente redacción:

«En el caso de que la solicitud del nuevo aplazamiento sea denegada, habiéndose agotado el plazo
reglamentario de ingreso de la deuda, no se entenderá incumplido el aplazamiento del que se viniese disfrutando
siempre que el ingreso de la citada deuda se realice dentro de los cinco días siguientes a la fecha de notificación de
la resolución denegatoria.»

Cuatro. Se adiciona un nuevo artículo, el 17 bis, dentro de la subsección 2.ª de la sección cuarta, con la siguiente
redacción:

«Artículo 17 bis. Domiciliación del pago de aplazamientos.

1. Los beneficiarios de aplazamientos para el pago de deudas con la Seguridad Social deberán ingresar el
importe de los correspondientes vencimientos mediante domiciliación bancaria en cuenta corriente o libreta de ahorro
abierta en una entidad financiera autorizada para actuar como oficina recaudadora de la Seguridad Social, en los
términos y condiciones establecidos en este artículo.

No obstante lo dispuesto en el párrafo anterior, el pago de las cuotas inaplazables y del tercio de la deuda a que
se refieren, respectivamente, los artículos 32.1 y 33.4.b) del Reglamento general de recaudación de la Seguridad
Social, se realizará en la cuenta restringida de la unidad de recaudación ejecutiva que corresponda, mediante ingreso
en efectivo, cheque o transferencia bancaria.

2. Durante la vigencia del aplazamiento, se podrá solicitar la modificación de la cuenta de domiciliación de
pago. Dicha modificación surtirá efectos en función de la fecha de la presentación o de transmisión de la solicitud:

a) Las solicitudes presentadas o transmitidas entre los días 1 y 10 de cada mes, tendrán efectos en ese mismo
mes.

b) Las solicitudes presentadas o transmitidas entre los días 11 y último de cada mes, surtirán efectos el mes
siguiente.

3. Cuando se pretenda amortizar anticipadamente, de forma total o parcial, la deuda pendiente aplazada, el
sujeto responsable deberá comunicarlo previamente a la Tesorería General de la Seguridad Social, al objeto de que
ésta realice un nuevo cálculo del importe a ingresar, con los siguientes efectos:
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a) Las comunicaciones efectuadas entre los días 1 y 10 de cada mes, surtirán efectos en dicha mensualidad.
b) Las comunicaciones efectuadas entre los días 11 y último de cada mes, surtirán efectos en la siguiente

mensualidad.

4. La Tesorería General de la Seguridad Social comunicará mensualmente a las entidades colaboradoras el
importe de los vencimientos que hayan de ser cargados en las cuentas correspondientes. Tales entidades, por las
domiciliaciones de vencimientos que hayan sido autorizadas, abonarán con fecha valor del último día hábil de cada
mes la totalidad del importe de dichos vencimientos, ingresándolos en la cuenta única de la Tesorería General de la
Seguridad Social. Asimismo, habrán de remitir al obligado al pago el documento justificante del ingreso efectuado.
El adeudo se efectuará en todo caso por el importe íntegro del vencimiento, sin que puedan realizarse cargos por
importes parciales.»

Cinco. La subsección 1.ª de la sección octava queda redactada en los siguientes términos:

«Subsección 1.ª Normas sobre forma y lugar del pago de cuotas

Artículo 27. Forma del pago de cuotas.

1. De conformidad con lo previsto en los artículos 58 y 59 del Reglamento general de recaudación de la
Seguridad Social, los documentos de cotización deberán ser cumplimentados o, en su caso, sus datos habrán de ser
suministrados por los sujetos responsables del pago de las liquidaciones de cuotas correspondientes, a través de los
medios y sistemas y con las formalidades que establezca la Tesorería General de la Seguridad Social.

Cuando los datos para determinar la cotización hayan de transmitirse por medios electrónicos, dicha transmisión
deberá realizarse en las condiciones y con los efectos establecidos en la Orden de 3 de abril de 1995, sobre uso de
tales medios en relación con la inscripción de empresas, afiliación, altas y bajas de trabajadores, cotización y
recaudación en el ámbito de la Seguridad Social, o norma que la sustituya, así como en sus disposiciones de
aplicación y desarrollo.

2. La Tesorería General de la Seguridad Social emitirá los documentos electrónicos de cotización
correspondientes a las liquidaciones de cuotas relativas a las empresas y otros sujetos responsables encuadrados en
regímenes de la Seguridad Social y pertenecientes a colectivos incorporados voluntaria u obligatoriamente al Sistema
de Remisión Electrónica de Datos (Sistema RED) que hagan uso efectivo de éste, y los pondrá a disposición de los
sujetos autorizados a través de dicho sistema, siempre que las posibilidades técnicas así lo permitan y no hubiesen
optado por la domiciliación en cuenta como modalidad de pago.

3. La Tesorería General de la Seguridad Social emitirá los documentos electrónicos de cotización
correspondientes a las liquidaciones de cuotas de los Regímenes Especiales de los Trabajadores por Cuenta Propia
o Autónomos y de Empleados de Hogar; de los trabajadores por cuenta propia incluidos en el Régimen Especial de
los Trabajadores del Mar; de los trabajadores incluidos en el Régimen Especial Agrario de la Seguridad Social,
respecto de los periodos de inactividad agraria por los que resulten responsables del ingreso de las cuotas, y de los
convenios especiales con la Seguridad Social, y los pondrá a disposición de los sujetos responsables de su ingreso
en las direcciones provinciales de la Tesorería General de la Seguridad Social y administraciones de la Seguridad
Social o en los demás lugares que determine el Director General de dicho servicio común de la Seguridad Social,
siempre que no hubiesen optado por la domiciliación en cuenta como modalidad de pago.

Cuando se produzcan incrementos en las cuotas, en relación con las figuradas en los documentos de cotización
emitidos y puestos a disposición por la Tesorería General de la Seguridad Social, los sujetos responsables ingresarán
en la oficina recaudadora las cantidades liquidadas en dichos documentos sin modificación alguna hasta tanto se
emitan y se pongan a su disposición los nuevos documentos de cotización con las diferencias que se hubieran
producido. Dicha liquidación complementaria deberá ser satisfecha por el sujeto responsable dentro del mes siguiente
al de la recepción de tales documentos, salvo que en éstos se fije otro plazo de ingreso.

4. Si los sujetos responsables a que se refieren los apartados 2 y 3 optasen por pagar las cuotas por el sistema
de domiciliación en cuenta, las entidades financieras autorizadas para actuar como entidades colaboradoras pondrán
a su disposición el documento justificativo del pago realizado.

5. Lo establecido en los apartados anteriores no liberará a los sujetos responsables del pago de las cuotas del
deber de cumplir su obligación de cotizar dentro del plazo reglamentario, incurriendo, en otro caso, en el recargo,
intereses e infracciones que procedan.

Artículo 28. Obligación de incorporación al Sistema RED e incidencia del uso de medios electrónicos en la
adquisición y mantenimiento de beneficios en la cotización.

1. Conforme a lo previsto en el párrafo primero del artículo 30 de la Ley 50/1998, de 30 de diciembre, de
medidas fiscales, administrativas y del orden social, todas las empresas, agrupaciones de empresas y demás sujetos
responsables del cumplimiento de la obligación de cotizar, deberán incorporarse de manera efectiva al Sistema RED
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en los plazos y condiciones establecidos en la disposición adicional quinta de esta orden.
2. Conforme a lo previsto en el párrafo primero del artículo 29 de la Ley 50/1998, de 30 de diciembre, en el

caso de que las empresas, agrupaciones de empresas y demás sujetos responsables del cumplimiento de la obligación
de cotizar que hubieran solicitado u obtenido reducciones, bonificaciones o cualesquiera otros beneficios en las bases,
tipos y cuotas de la Seguridad Social y conceptos de recaudación conjunta, no se incorporen de manera efectiva al
Sistema RED en los plazos y condiciones establecidos en la disposición adicional quinta, no podrán obtener los
citados beneficios y quedarán suspendidos, sin más trámite, los que tuvieran concedidos, respecto de todos sus
trabajadores por cuenta ajena o asimilados y respecto de todos sus códigos de cuenta de cotización, tanto principales
como secundarios, desde la fecha en que tal incorporación debió realizarse. Dicha suspensión se aplicará, asimismo,
a los sujetos responsables que dejen de utilizar de forma efectiva el Sistema RED en las actuaciones relativas al
encuadramiento, cotización y recaudación.

La obtención de los beneficios indicados se regirá por la normativa vigente en el período de liquidación
correspondiente a la incorporación efectiva al Sistema RED y surtirá efectos desde el día primero de dicho período,
sin perjuicio de la pérdida de los beneficios por el tiempo transcurrido desde el nacimiento del derecho hasta tal
incorporación efectiva. Asimismo, la suspensión de aquellos beneficios quedará sin efecto y volverán a ser aplicables
a partir de la liquidación correspondiente a la nueva incorporación a dicho sistema, sin que quepa la recuperación
de los beneficios perdidos. Tanto en un caso como en otro, se considerará que los beneficios se han aplicado, a
efectos del cómputo de su duración, durante el periodo transcurrido entre la fecha inicial en que se hubiesen podido
obtener, se hubiesen obtenido o se hubiesen suspendido, y la de incorporación efectiva al Sistema RED.

No dará lugar a la pérdida de reducciones, bonificaciones o cualesquiera otros beneficios que tuvieran
concedidos, la falta de transmisión de datos a través del Sistema RED por causas de carácter técnico imputables a
la Tesorería General de la Seguridad Social, sin perjuicio de la obligación de presentar los documentos de cotización
y los de afiliación, altas, bajas y variaciones de datos dentro de los plazos establecidos.

3. A los efectos previstos en los apartados anteriores, se entiende por incorporación efectiva al Sistema RED
la utilización de dicho sistema para la realización de las actuaciones relativas al encuadramiento, cotización y
recaudación con plena validez y eficacia, generando los derechos y obligaciones establecidos por la normativa en
vigor en relación con dichos actos, así como de cualesquiera otras exigidas en la normativa de Seguridad Social, en
los términos y condiciones que fije la Tesorería General de la Seguridad Social.

4. El cumplimiento de la obligación de incorporación al Sistema RED a que se refiere el apartado 1 no se verá
afectado cuando las actuaciones de encuadramiento, cotización y recaudación puedan realizarse a través de otros
medios electrónicos distintos del citado sistema, en los términos y condiciones que fije la Tesorería General de la
Seguridad Social, a fin de facilitar la prestación de los servicios electrónicos en aplicación de la Ley 11/2007, de 22
de junio, de acceso electrónico de los ciudadanos a los servicios públicos.

Artículo 29. Lugar del pago de cuotas.

1. El ingreso de las cuotas en los plazos reglamentarios establecidos se efectuará mediante la presentación en
la oficina recaudadora autorizada del documento o documentos de cotización, sin perjuicio de las particularidades
previstas para su ingreso mediante los sistemas de domiciliación en cuenta y pago por documento electrónico de
cotización.

2. Los sujetos responsables del cumplimiento de la obligación de cotizar que, no estando obligados a ello, no
se hayan incorporado al Sistema RED, requerirán autorización expresa de la dirección provincial de la Tesorería
General de la Seguridad Social o de la administración de la Seguridad Social para efectuar dentro de plazo
reglamentario los ingresos de las liquidaciones de cuotas a que se refiere el apartado 1.c), en su ordinales 2.º, 3.º y
4.º, del artículo 56 del Reglamento general de recaudación de la Seguridad Social, previa comprobación de que
concurre el supuesto de que se trate.

3. Las entidades colaboradoras en la gestión recaudatoria de la Seguridad Social no podrán admitir el ingreso
de cuotas en forma distinta a las previstas en esta orden, o sin los requisitos o formalidades establecidos por la
Tesorería General de la Seguridad Social, salvo autorización previa de ésta.

Artículo 30. Domiciliación del pago de cuotas en las oficinas recaudadoras.

1. Los sujetos responsables del cumplimiento de la obligación de cotizar podrán domiciliar el pago de sus
cuotas en cualquiera de las entidades financieras autorizadas para actuar como oficinas recaudadoras, conforme al
procedimiento establecido al efecto por la Tesorería General de la Seguridad Social para el régimen de que se trate.

La autorización a las entidades financieras para actuar como órgano colaborador en la gestión recaudatoria
estará condicionada a la prestación por éstas de dicho servicio. 

a) Las empresas, agrupaciones de empresas y demás sujetos responsables del cumplimiento de la obligación
de cotizar que, de forma voluntaria u obligatoria, estén incorporados de manera efectiva al Sistema RED podrán
solicitar la domiciliación del pago de las cuotas cuando ello esté previsto por la Tesorería General de la Seguridad
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Social.
Dichas solicitudes deberán formularse en los plazos, términos y condiciones que determine la Tesorería General

de la Seguridad Social, con indicación, en todo caso, de la entidad financiera y del código de cuenta de cliente en
que se desea cargar el importe de la liquidación correspondiente.

La Tesorería General de la Seguridad Social efectuará la liquidación de cuotas cuya domiciliación se haya
solicitado y transmitirá información del importe a ingresar a través del Sistema RED al respectivo autorizado.

De no optarse por la domiciliación, el ingreso de las cuotas deberá realizarse obligatoriamente mediante el
correspondiente documento electrónico generado y puesto a disposición del interesado por la Tesorería General de
la Seguridad Social, salvo en los casos en que ésta no pueda proceder a la generación de dicho documento, siendo
de aplicación, en tal caso, lo previsto en el artículo 27.5. 

b) Los sujetos responsables del cumplimiento de la obligación de cotizar incluidos en los Regímenes Especiales
de los Trabajadores por Cuenta Propia o Autónomos, de Empleados de Hogar, de los Trabajadores del Mar, en el
caso de trabajadores por cuenta propia, y en el Régimen Especial Agrario, respecto de los periodos de inactividad
en los que los trabajadores resultan responsables del ingreso de las cuotas, así como en los supuestos de suscripción
de convenio especial con la Seguridad Social y, en su caso, en otros que determine la Tesorería General de la
Seguridad Social, podrán domiciliar el pago de las cuotas conforme a lo previsto en este artículo, en los términos y
con los efectos siguientes:

1.º La domiciliación del pago de cuotas, cuya solicitud podrá dirigirse a la Tesorería General de la Seguridad
Social o a las entidades financieras autorizadas, será válida hasta que se comunique la baja en dicho sistema de pago,
no requiriéndose una nueva solicitud para cada período de liquidación.

2.º La Tesorería General de la Seguridad Social facilitará un justificante de la solicitud presentada en el que
se indicará la fecha de efectos de la domiciliación y el mes en el que se realizará el primer adeudo en cuenta, salvo
que dicha solicitud se hubiese presentado ante la entidad financiera, en cuyo caso surtirá efectos a partir del mes
siguiente al de su presentación. Los ulteriores cambios en la domiciliación tendrán idénticos efectos.

3.º Las solicitudes de baja en la domiciliación surtirán efectos desde la fecha en ellas señalada, que en ningún
caso podrá ser anterior al mes siguiente al de su presentación.

Cuando los sujetos responsables a que se refiere este párrafo b) no opten por la domiciliación, deberán ingresar
las cuotas mediante el correspondiente documento electrónico de pago puesto a su disposición por la Tesorería
General de la Seguridad Social, en los términos señalados en el artículo 27.

2. La Tesorería General de la Seguridad Social comunicará mensualmente a las entidades financieras el importe
de las cotizaciones a efectuar por los sujetos responsables del cumplimiento de la obligación de cotizar que tengan
domiciliado en aquéllas el pago de las cuotas, con el fin de que quede ingresado su importe dentro del plazo
reglamentario establecido.

3. Las entidades financieras abonarán, por las domiciliaciones de cuotas que hayan sido autorizadas y con fecha
valor del último día hábil de cada mes, la totalidad del importe de las cuotas devengadas correspondientes,
ingresándolas en la cuenta única de la Tesorería General en la forma y con los efectos reglamentariamente
establecidos. Asimismo, habrán de remitir al sujeto responsable el documento justificante del pago realizado.

4. Cuando por error imputable a una entidad financiera el ingreso no se hubiera realizado en plazo
reglamentario, los perjuicios causados se compensarán conforme a lo previsto en la autorización de colaboración y,
en su caso, consistirán en el pago, con cargo a la entidad financiera, del interés legal desde la fecha en que el importe
de la deuda debió ponerse a disposición de la Tesorería General de la Seguridad Social hasta que dicho ingreso sea
realmente disponible por la misma.

Artículo 31. Documento electrónico de pago.

1. En los supuestos previstos en los apartados 2 y 3 del artículo 27, la Tesorería General de la Seguridad Social
emitirá documentos electrónicos de cotización para el pago de las cuotas. Dichos documentos serán los únicos válidos
para efectuar su ingreso en las entidades financieras, bien mediante su presentación directa en éstas, bien a través
de los canales de pago que dichas entidades tengan habilitados, tales como cajeros, banca telefónica o electrónica
u otros similares. Los ingresos realizados por medio de esos canales de pago en sábados, domingos o festivos se
entenderán realizados en días hábiles, a efectos de lo establecido en el artículo 8.b) del Reglamento general de
recaudación de la Seguridad Social.

2. Los sujetos responsables del ingreso de las cuotas de la Seguridad Social a que se refieren los apartados 2
y 3 del artículo 27, que no opten por la domiciliación en cuenta como forma de pago de las cuotas correspondientes
a cada período, sólo podrán efectuar dicho ingreso mediante el documento electrónico de cotización emitido y puesto
a su disposición por la Tesorería General de la Seguridad Social en la forma prevista en dicho artículo, salvo en los
casos en que ésta no pueda proceder al cálculo de la correspondiente liquidación por causas no imputables al sujeto
obligado.» Seis. El apartado 3 del artículo 32 queda redactado en los siguientes términos: «3. En el supuesto de que
el ingreso de las deudas con la Seguridad Social se realice mediante los sistemas de domiciliación en cuenta o pago
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por documento electrónico de cotización, no procederá realizar las actuaciones indicadas en los apartados anteriores
sino las previstas para dichos sistemas de pago, debiendo las entidades financieras entregar a los empresarios o
sujetos responsables, en todo caso, el correspondiente justificante del ingreso realizado.»

Siete. La subsección 3.ª de la sección octava queda redactada en los siguientes términos:

«Subsección 3.ª Supuestos especiales de liquidación y pago de cuotas 

Artículo 36. Presentación de documentos de cotización en plazo reglamentario sin ingreso de cuotas.

El empresario que prevea la imposibilidad de ingresar dentro de plazo reglamentario la totalidad de las cuotas
debidas a la Seguridad Social tendrá, en todo caso, la obligación de presentar los documentos de cotización en dicho
plazo. En tales supuestos, la presentación de documentos de cotización en plazo reglamentario tendrá los siguientes
efectos:

1. Respecto a la compensación de prestaciones abonadas en régimen de pago delegado:

En aquellos regímenes del sistema de la Seguridad Social en que esté prevista la colaboración obligatoria de
las empresas en la gestión de la Seguridad Social, los empresarios o sujetos responsables podrán compensar las
cantidades abonadas como consecuencia de dicha colaboración con el importe de las cuotas devengadas en idéntico
período, al que se refieran los documentos de cotización.

En estos documentos se harán constar el importe de las prestaciones correspondientes a cada contingencia que
haya sido satisfecho y el importe de la liquidación de cuotas, extinguiéndose ambos en la cantidad concurrente y
figurando en las liquidaciones la deuda con la Seguridad Social resultante, sobre la que se aplicará el recargo
correspondiente en función del momento en que se efectúe su ingreso.

No obstante, el importe de las prestaciones a las que tengan derecho los representantes de comercio, los artistas
y los profesionales taurinos no podrá ser compensado en los documentos de cotización, aunque concurran los
requisitos y condiciones establecidos en el artículo 60 del Reglamento general de recaudación de la Seguridad Social
y en esta orden, al satisfacerse tales prestaciones directamente a los beneficiarios por la entidad gestora o
colaboradora de la Seguridad Social responsable de ellas, conforme a lo dispuesto en el artículo 14 de la Orden de
20 de julio de 1987, por la que se desarrolla el Real Decreto 2621/1986, de 24 de diciembre, sobre integración de
regímenes especiales, en materia de campo de aplicación, inscripción de empresas, afiliación, altas y bajas, cotización
y recaudación. Fuera de este supuesto, los sujetos responsables no podrán realizar ninguna otra compensación de sus
créditos con sus deudas por cuotas en los documentos de cotización presentados sin ingreso, sin perjuicio de su
derecho a la satisfacción de tales créditos en la forma que proceda.

La Dirección General de la Tesorería General de la Seguridad Social podrá autorizar la compensación del
importe de la prestaciones abonadas en régimen de pago delegado que no hubiera podido efectuarse en los
documentos de cotización presentados en plazo reglamentario, en documentos de cotización correspondientes a los
períodos de cotización que señale dicha Tesorería General siempre que se ingresen en plazo reglamentario y que se
remita, con carácter previo, una resolución definitiva de la entidad gestora de la Seguridad Social reconociendo el
derecho al resarcimiento.

Asimismo, la Dirección General de la Tesorería General de la Seguridad Social, a la vista de las circunstancias
concurrentes en la empresa o sujeto responsable y previa petición de éstos, podrá autorizar con carácter general e
indefinido la compensación de las prestaciones abonadas en régimen de pago delegado en documentos de cotización
que se presenten en plazo reglamentario y se refieran a periodos distintos de aquellos a los que correspondan. Las
autorizaciones concedidas no supondrán en ningún caso una alteración del procedimiento previsto en cada momento
para el reconocimiento de las citadas prestaciones, en especial de los plazos establecidos para la presentación de la
documentación que sea preceptiva a efectos de tal reconocimiento. En todo caso, estas autorizaciones y sus
revocaciones se pondrán en conocimiento de la entidad gestora o colaboradora afectada por ellas, a través del
procedimiento que se establezca.

2. Respecto a la deducción por beneficios en la cotización a la Seguridad Social:

Los empresarios y demás sujetos responsables que, de conformidad con lo establecido en las normas vigentes,
puedan aplicarse deducciones en las cuotas a la Seguridad Social por reducciones, bonificaciones o cualesquiera otros
beneficios en la cotización, de conformidad con lo establecido en el artículo 77.Dos de la Ley 13/1996, de 30 de
diciembre, de medidas fiscales, administrativas y del orden social, perderán los beneficios correspondientes al mes
de que se trate si no ingresan en plazo reglamentario las cuotas de la Seguridad Social y por conceptos de recaudación
conjunta relativas a los trabajadores a que tales beneficios se refieran, no pudiendo deducir su importe en los
documentos de cotización presentados en dicho plazo, salvo cuando hubieran solicitado dentro de éste el
aplazamiento de las cuotas a que se refiera la liquidación y se hubiese concedido tal aplazamiento. No obstante,
cuando la deducción no hubiese podido practicarse en los documentos de cotización presentados y pagados en plazo
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reglamentario, los empresarios y demás sujetos responsables podrán solicitar a la Tesorería General de la Seguridad
Social la devolución de su importe previa resolución de la entidad gestora correspondiente reconociendo el derecho
a los beneficios en la cotización, salvo cuando éstos se concedan automáticamente en virtud de las disposiciones que
resulten aplicables.

3. Respecto a los recargos sobre las cuotas de la Seguridad Social: Si se presentaran los documentos de
cotización en plazo reglamentario pero no se ingresaran dentro de él las cuotas correspondientes, se devengarán los
recargos previstos en el artículo 10.1.a) del Reglamento general de recaudación de la Seguridad Social.

Artículo 36.bis. Aplicación indebida de compensaciones y deducciones.

Si en los documentos de cotización presentados dentro del plazo reglamentario se hubieran aplicado
indebidamente deducciones o compensaciones que no sean debidas a errores materiales o de cálculo y que no hayan
sido objeto de reclamación administrativa conforme al artículo 62.1.c) del Reglamento general de recaudación de
la Seguridad Social, pero que, tratándose de deducciones, resulten improcedentes según los datos obrantes en la
Tesorería General de la Seguridad Social o, en el caso de compensaciones, resulten declaradas improcedentes por
la entidad u órgano al que corresponda el reconocimiento, la denegación y el control de las prestaciones compensadas
en dichos documentos, la Tesorería General de la Seguridad Social recaudará el importe de tales compensaciones
o deducciones indebidas mediante la correspondiente reclamación de deuda efectuada en los términos establecidos
en los artículos 62 y siguientes del citado Reglamento general.

En el supuesto regulado en el artículo 31.1.d) de la Ley General de la Seguridad Social, relativo a la aplicación
indebida de las bonificaciones en la cotización previstas para la financiación de las acciones formativas del
subsistema de formación profesional para el empleo, los importes indebidamente deducidos se reclamarán mediante
acta de liquidación extendida por la Inspección de Trabajo y Seguridad Social y elevada a definitiva por la Tesorería
General de la Seguridad Social. 

Artículo 37. Presentación de documentos de cotización en plazo reglamentario con ingreso de la aportación de
los trabajadores.

De acuerdo con lo establecido en el artículo 19.1 del Reglamento general de recaudación de la Seguridad
Social, el empresario que prevea la imposibilidad de ingresar dentro de plazo reglamentario la totalidad de las cuotas
debidas a la Seguridad Social podrá efectuar exclusivamente, en dicho plazo, el ingreso separado de las fracciones
de cuotas correspondientes a las aportaciones de sus trabajadores, conforme al procedimiento que establezca la
Tesorería General de la Seguridad Social.

Fuera del supuesto previsto en el párrafo anterior y sin perjuicio de lo dispuesto en materia de aplazamientos,
el ingreso separado de la aportación del trabajador no podrá tener consideración de pago de dicha fracción de la
cuota.

Artículo 38. Presentación de documentos de cotización con saldo acreedor.

1. Los empresarios y demás sujetos responsables cuyas liquidaciones de cuotas a la Seguridad Social arrojen
un saldo acreedor por haber compensado prestaciones en régimen de pago delegado o por haber efectuado
deducciones que tuvieran concedidas y no hubiesen perdido, estarán obligados a presentar los documentos de
cotización en la dirección provincial de la Tesorería General de la Seguridad Social o administración de la Seguridad
Social que corresponda, o bien a través del Sistema RED, en el caso de sujetos incorporados a dicho sistema de forma
obligatoria o voluntaria, indicando la entidad financiera y el código de cuenta de cliente en que se desea que se
realice el abono.

2. Si la liquidación acreedora fuera considerada provisionalmente procedente por la Tesorería General de la
Seguridad Social y el empresario o sujeto responsable se hallara al corriente en el pago de sus cuotas, se autorizará
la devolución del saldo por el que aquél resulte acreedor, abonándose mediante transferencia bancaria.

No obstante, cuando el empresario o sujeto responsable se hallase al corriente en el pago de sus deudas por
tener concedido aplazamiento o moratoria para su ingreso, el importe de la liquidación acreedora se aplicará a la
deuda pendiente de amortización.

Si la liquidación resultara procedente pero el empresario o sujeto responsable no se hallara al corriente en el
pago de sus cuotas, el importe de la liquidación acreedora se aplicará al descubierto o descubiertos existentes,
comenzando por el más antiguo de entre los que se encuentren pendientes y con aplicación, en su caso, de lo
dispuesto en el artículo 52 del Reglamento general de recaudación de la Seguridad Social.

Si la liquidación acreedora efectuada por el empresario o sujeto responsable, que la Tesorería General de la
Seguridad Social hubiera considerado provisionalmente procedente, fuera declarada después improcedente por
resolución firme de la entidad gestora de las prestaciones compensadas o a la que corresponda el reconocimiento o
el control definitivo de las deducciones efectuadas en los documentos de cotización, una vez comunicada dicha
resolución definitiva a la dirección provincial de la Tesorería General de la Seguridad Social o administración de la
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Seguridad Social, ésta procederá a su reclamación mediante la correspondiente reclamación de deuda, conforme a
lo establecido en el artículo 62.1.c) del Reglamento general de recaudación de la Seguridad Social.

3. Si la liquidación acreedora efectuada por el empresario o sujeto responsable fuese considerada
provisionalmente improcedente por la Tesorería General de la Seguridad Social, pero continuase arrojando saldo
acreedor, se pondrá este hecho en conocimiento del sujeto responsable procediéndose en la forma indicada en el
apartado anterior, según corresponda.

Sin embargo, si la liquidación acreedora considerada provisionalmente improcedente no constituyera finalmente
saldo acreedor, el sujeto responsable deberá ingresar el débito resultante, ya sea sin recargo o incrementándolo con
el que proceda.

En este caso, el posible derecho al resarcimiento de las cantidades abonadas por el sujeto obligado como
consecuencia de su colaboración obligatoria con la Seguridad Social y al de las bonificaciones y reducciones que
la dirección provincial de la Tesorería General o administración de la Seguridad Social considere provisionalmente
aplicadas de forma improcedente en los documentos de cotización, podrá ejercitarse ante la entidad gestora o
colaboradora que corresponda. 4. Las actuaciones de comprobación de la Tesorería General de la Seguridad Social
a que se refieren los apartados precedentes no implicarán la conformidad de ésta respecto de los datos declarados
y aplicados por el sujeto responsable en las liquidaciones contenidas en los documentos de cotización.

Asimismo, las referidas actuaciones tendrán el carácter de liquidaciones provisionales, sujetas a revisión si se
estimara la impugnación formulada al respecto o, en su caso, como consecuencia de la resolución definitiva de la
entidad gestora competente que afecte y modifique tales liquidaciones de la dirección provincial o administración
de la Tesorería General de la Seguridad Social.» 

Ocho. El artículo 51 queda redactado en los siguientes términos:

«Artículo 51. Aplicación presupuestaria.

1. Los distintos conceptos constitutivos de las cantidades objeto de devolución como consecuencia de un
ingreso indebido reconocido en vía administrativa o judicial, así como del coste de garantías objeto de reembolso,
a que se refiere esta sección, se aplicarán con cargo al presupuesto de ingresos de la Tesorería General de la
Seguridad Social, con las excepciones que se señalan en el apartado siguiente.

2. Cuando la devolución o reembolso del coste de las garantías se refiera a cuotas por contingencias cubiertas
con una mutua de accidentes de trabajo y enfermedades profesionales de la Seguridad Social, a cuotas por conceptos
de recaudación conjunta con las de Seguridad Social y a otros recursos ajenos al sistema, así como al reintegro de
prestaciones por desempleo, su formalización tendrá carácter extrapresupuestario, aplicándose su importe con cargo
a la cuenta de relación de la mutua, órgano u organismo que corresponda.» Nueve. Se añaden cuatro nuevas
disposiciones adicionales, con la siguiente redacción: «Disposición adicional cuarta. Servicio de asistencia y
orientación para la cumplimentación de las actuaciones de encuadramiento, cotización y recaudación por medios
electrónicos.

En el marco de lo previsto por el artículo 8 de la Ley 11/2007, de 22 de junio, de acceso electrónico de los
ciudadanos a los servicios públicos, la Tesorería General de la Seguridad Social pondrá a disposición de las
empresas, agrupaciones de empresas y demás sujetos responsables obligados a incorporarse de manera efectiva al
Sistema RED, que por sus dificultades personales o su reducida dimensión y localización geográfica así lo requieran,
un servicio de asistencia técnica y asesoramiento, que incluirá los medios necesarios para garantizar la efectividad
del cumplimiento de la obligación de transmisión electrónica de los datos de encuadramiento, cotización y
recaudación impuesta por el artículo 28.1 de esta orden.

Dicho servicio se prestará siempre que el sujeto responsable no disponga de la correspondiente autorización
para transmitir por el Sistema RED, en los términos y condiciones que determine la Tesorería General de la
Seguridad Social. 

Disposición adicional quinta. Plazos de incorporación efectiva y obligatoria al Sistema RED.

1. Las empresas, agrupaciones de empresas y demás sujetos responsables del cumplimiento de la obligación
de cotizar, encuadrados en el Régimen General de la Seguridad Social, deberán estar incorporados de forma efectiva
al Sistema RED el 1 de enero de 2011, cualquiera que sea el número de trabajadores que mantengan en alta.

2. Las empresas, agrupaciones de empresas y demás sujetos responsables del cumplimiento de la obligación
de cotizar, encuadrados en otros regímenes de la Seguridad Social, que tengan más de diez trabajadores en alta a 31
de octubre de 2010, deberán estar incorporados de manera efectiva al Sistema RED el 1 de enero de 2011. Cuando
dicho número de trabajadores se alcance desde el 1 de noviembre de 2010, deberán incorporarse de manera efectiva
al citado sistema en un plazo de dos meses.

3. Si las incorporaciones efectivas a que se refieren los apartados anteriores no fuesen posibles en los plazos
señalados por causas técnicas del propio Sistema RED, tales incorporaciones se llevarán a cabo en los términos y
plazos que fije por resolución la Tesorería General de la Seguridad Social.
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Asimismo, la Tesorería General de la Seguridad Social podrá modificar los plazos señalados en los apartados
anteriores de resultar necesario por razones de gestión, o con carácter excepcional o transitorio en atención al número
de trabajadores, su dispersión o la naturaleza pública del sujeto responsable, siempre previa solicitud del interesado
en la que constará el plazo máximo solicitado para la efectiva incorporación al Sistema RED.

4. Con independencia de los plazos establecidos en los apartados anteriores, para la adquisición y
mantenimiento de reducciones, bonificaciones o cualesquiera otros beneficios en las bases, tipos y cuotas de la
Seguridad Social y conceptos de recaudación conjunta, será obligatoria la incorporación efectiva al Sistema RED
en los términos señalados en el artículo 28.2 de esta orden.

5. La incorporación efectiva al Sistema RED se mantendrá obligatoriamente con independencia del número de
trabajadores en alta que pase a tener el sujeto responsable autorizado o de que éste tenga o no concedidas
bonificaciones, reducciones u otros beneficios en la cotización, a partir de que se haya hecho efectiva la citada
incorporación.

Disposición adicional sexta. Efectos de la domiciliación del pago de aplazamientos. 

La domiciliación prevista en el párrafo primero del artículo 17 bis.1 de esta orden será obligatoria para todos
los aplazamientos que se concedan a partir del 1 de enero de 2011. Si llegada esa fecha no fuese posible el
cumplimiento de la citada obligación por causas técnicas imputables a la Tesorería General de la Seguridad Social,
ésta fijará por resolución los términos y condiciones en que dicho cumplimiento deberá llevarse a cabo.

Asimismo, aquellos aplazamientos concedidos con anterioridad a la fecha indicada respecto a los que, con
posterioridad a la misma, se produzcan los supuestos previstos en los apartados 2 y 3 del artículo 17 de esta orden,
deberán abonarse mediante el sistema de domiciliación en cuenta.

Los beneficiarios de aplazamientos concedidos con anterioridad a 1 de enero de 2011 con vencimientos
pendientes de ingreso a dicha fecha, podrán optar por domiciliar tales vencimientos previa solicitud y en los términos
establecidos en el artículo 17 bis de esta orden. Ejercitada la opción, la domiciliación en cuenta se mantendrá durante
toda la vigencia del aplazamiento concedido.

Disposición adicional séptima. Imputación contable de los recursos del sistema de la Seguridad Social.

La imputación contable de las operaciones derivadas de la gestión recaudatoria de los recursos del sistema de
la Seguridad Social, tanto en período voluntario como ejecutivo, se realizará de conformidad con las normas
contables y los criterios que, en su caso, se establezcan por la Intervención General de la Seguridad Social.»

Diez. La disposición final primera queda redactada en los siguientes términos:

«Disposición final primera. Habilitación específica.

De acuerdo con lo previsto en el artículo 58.1 del Reglamento general de recaudación de la Seguridad Social,
la Dirección General de la Tesorería General de la Seguridad Social podrá establecer y, en su caso, modificar los
documentos de cotización y recaudación en periodo voluntario, dictar las demás instrucciones a que deben atenerse
las entidades financieras y otros colaboradores en la gestión recaudatoria, los empresarios y demás sujetos
responsables del cumplimiento de la obligación de cotizar y del pago de los demás recursos del sistema de la
Seguridad Social, aprobar las claves de los diferentes contratos de trabajo a efectos de la gestión de la Seguridad
Social, así como establecer y modificar tanto los documentos de reclamación administrativa de deudas con la
Seguridad Social, a excepción de las actas expedidas por la Inspección de Trabajo y Seguridad Social, como los
documentos relativos a los trámites del procedimiento recaudatorio en vía de apremio, debiendo ajustarse, en todo
caso, a lo dispuesto en el citado Reglamento general y en esta orden respecto del trámite de gestión recaudatoria a
que tales documentos se refieran.»

Disposición derogatoria única. Derogación normativa.

Quedan derogadas cuantas disposiciones de igual o inferior rango se opongan a lo establecido en esta orden y, de
modo expreso, las siguientes: 

1. El artículo 16.3 de la Orden de 25 de noviembre de 1966, por la que se regula la colaboración de las empresas en
el Régimen General de la Seguridad Social.

2. La Orden de 21 de julio de 1995, por la que se modifican determinados criterios de imputación contable de los
recursos del sistema de la Seguridad Social.

Disposición final primera. Titulo competencial.
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Esta orden se dicta al amparo de lo dispuesto en el artículo 149.1.17.ª de la Constitución, que atribuye al Estado la
competencia exclusiva en materia de régimen económico de la Seguridad Social.

Disposición final segunda. Entrada en vigor.

La presente orden entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el «Boletín Oficial del Estado».

Madrid, 29 de octubre de 2010.–El Ministro de Trabajo e Inmigración, Valeriano Gómez Sánchez.

MINISTERIO DE LA PRESIDENCIA

16133 Real Decreto 1286/2010, de 15 de octubre, por el que se aprueba el Estatuto del organismo autónomo Instituto de
Vivienda, Infraestructura y Equipamiento de la Defensa. (BOE núm. 257, de 23-10-2010).

La disposición adicional quincuagésima primera de la Ley 26/2009, de 23 de diciembre, de Presupuestos Generales
del Estado para el año 2010, aprobó la refundición de los organismos autónomos Instituto para la Vivienda de las Fuerzas
Armadas y Gerencia de Infraestructura y Equipamiento de la Defensa, estableciendo que el nuevo Instituto de Vivienda,
Infraestructura y Equipamiento de la Defensa como organismo resultante de la citada refundición asumiría las funciones,
derechos y obligaciones de los dos organismos, remitiendo a un desarrollo posterior para la plena asunción y ejecución de
sus competencias. 

Dicha refundición responde a los principios de eficacia y eficiencia en el cumplimiento de los objetivos fijados,
economía, suficiencia y adecuación estricta de los medios a los fines institucionales, así como de racionalización y agilidad
de los procedimientos administrativos y de las actividades materiales de gestión, mediante la utilización eficaz de los
recursos humanos y materiales con los que cuentan ambos organismos. 

Así, el nuevo Instituto de Vivienda, Infraestructura y Equipamiento de la Defensa es el cauce apropiado para aunar
esfuerzos en la gestión y enajenación del patrimonio inmobiliario propio y puesto a disposición de una forma integral y
racional. Asimismo deberá continuar la enajenación tanto de aquellas viviendas militares inscritas, ya a favor de los extintos
patronatos de casas militares del Ejército de Tierra, de casas de la Armada y de casas del Ejército del Aire, ya a favor del
Instituto para la Vivienda de las Fuerzas Armadas, o cualquier otra que estuviere puesta a su disposición. 

Este organismo autónomo asume las funciones, los derechos y las obligaciones que en la actualidad desarrollan los
citados organismos autónomos y otras nuevas que la citada disposición adicional quincuagésima primera de la Ley 26/2009,
de 23 de diciembre, le atribuye, cuales son la gestión, explotación, utilización e, incluso, la enajenación, tanto en el ámbito
interno como en el extranjero de los bienes muebles destinados a la defensa que se pongan a su disposición para el
cumplimiento de sus fines y la posibilidad de que el Ministerio de Defensa encomiende al organismo la utilización y
explotación económica y comercial de los bienes afectados al dominio público cuyas características, situación y régimen
de utilización hagan posible este tipo de utilización adicional. 

De esta manera, el estatuto que se aprueba por medio de este real decreto es coherente con la normativa rectora de
los organismos autónomos que se refunden, es decir, con el artículo 71 de la Ley 50/1998, de 30 de diciembre, de Medidas
Fiscales, Administrativas y del Orden Social, de adaptación del organismo autónomo Gerencia de Infraestructura de la
Defensa a la Ley 6/1997, de 14 de abril, y con la Ley 26/1999, de 9 de julio, de medidas de apoyo a la movilidad geográfica
de los miembros de las Fuerzas Armadas. Además es heredero del Real Decreto 1687/2000, de 6 de octubre, por el que se
aprueba el Estatuto de la Gerencia de Infraestructura y Equipamiento de la Defensa y del Real Decreto 991/2000, de 2 de
junio, por el que se desarrolla la Ley 26/1999, de 9 de julio, que se derogan a la entrada en vigor de la nueva norma. 
La finalidad de las actividades inmobiliarias y urbanísticas del nuevo organismo será garantizar la financiación precisa para
el funcionamiento del organismo, la adquisición, previa autorización por el Consejo Rector, de infraestructura y
equipamiento para su uso por las Fuerzas Armadas, el cumplimiento de los fines de atención a la movilidad geográfica de
sus miembros, la profesionalización y modernización de la Defensa y del personal al servicio de la misma y la contribución
al desarrollo de programas específicos de investigación, desarrollo e innovación en este mismo ámbito, extremo, este último,
previsto en el apartado cinco de la citada disposición adicional quincuagésima primera de la Ley 26/2009, de 23 de
diciembre, que introduce la novedad de que el organismo autónomo pueda aplicar los ingresos procedentes de su actividad
de enajenación patrimonial, además de para el funcionamiento del organismo y el cumplimiento de los fines de atención a
la movilidad geográfica de los miembros de las Fuerzas Armadas, la profesionalización y modernización de la Defensa y
del personal al servicio de la misma, a programas específicos de investigación, desarrollo e innovación en este mismo
ámbito. 

La gestión del patrimonio responde en esta norma a los principios fijados en la Ley 33/2003, de 3 de noviembre, del
Patrimonio de las Administraciones Públicas para la gestión y administración de los bienes y derechos patrimoniales por
las Administraciones Públicas, así como en la disposición adicional cuarta.4 del Real Decreto Legislativo 2/2008, de 20 de
junio, por el que se aprueba el Texto Refundido de la Ley de Suelo, y contempla la obligación de coadyuvar al desarrollo
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y ejecución de las distintas políticas públicas en vigor, en particular a la política de vivienda, todo ello sin perjuicio de las
competencias que el organismo asume respecto del apoyo a la movilidad geográfica de los miembros de las Fuerzas
Armadas, de conformidad con la Ley 26/1999, de 9 de julio, de medidas de apoyo a la movilidad geográfica de los miembros
de las Fuerzas Armadas. 

Adicionalmente, respecto a las competencias del nuevo organismo resultante de la fusión, esta norma desarrolla las
competencias en materia de enajenación de bienes muebles, armamento y material que le han sido atribuidas legalmente y
regula la posibilidad de realizar actividades de gestión relativas a la utilización y explotación económica y comercial de los
bienes afectados al dominio público cuyas características, situación y régimen de utilización hagan posible este tipo de
utilización adicional, cuando las mismas le sean encomendadas por el Ministerio de Defensa. 

En su virtud, a iniciativa de la Ministra de Defensa, a propuesta conjunta de las Ministras de la Presidencia y de
Economía y Hacienda, de acuerdo con el Consejo de Estado y previa deliberación del Consejo de Ministros en su reunión
del día 15 de octubre de 2010, 

DISPONGO: 

Artículo único. Aprobación del Estatuto del organismo autónomo denominado Instituto de Vivienda, Infraestructura y
Equipamiento de la Defensa. 

1. De acuerdo con lo dispuesto en el apartado Uno de la disposición adicional quincuagésima primera de la Ley
26/2009, de 23 de diciembre, de Presupuestos Generales del Estado para el año 2010, se hace efectiva la refundición de los
organismos autónomos Instituto para la Vivienda de las Fuerzas Armadas y Gerencia de Infraestructura y Equipamiento de
la Defensa en el organismo denominado Instituto de Vivienda, Infraestructura y Equipamiento de la Defensa, cuyo estatuto
se aprueba y se inserta a continuación. 

2. Asimismo, esta norma desarrolla el artículo 71 de la Ley 50/1998, de 30 de diciembre, de Medidas Fiscales,
Administrativas y del Orden Social, y la Ley 26/1999, de 9 de julio, de medidas de apoyo a la movilidad geográfica de los
miembros de las Fuerzas Armadas. 

Disposición adicional primera. Constitución del organismo. 

La constitución efectiva del Instituto de Vivienda, Infraestructura y Equipamiento de la Defensa se producirá en el
momento de la entrada en vigor de este real decreto, momento en el que se extinguirán los organismos que se refunden. 

Disposición adicional segunda. Remisión normativa. 

1. Todas las referencias de la normativa vigente al Instituto para la Vivienda de las Fuerzas Armadas y a la Gerencia
de Infraestructura y Equipamiento de la Defensa, se entenderán hechas al Instituto de Vivienda, Infraestructura y
Equipamiento de la Defensa. 

2. Todas las delegaciones de competencia existentes a favor del Director Gerente del Instituto para la Vivienda de
las Fuerzas Armadas y del Director Gerente de la Gerencia de Infraestructura y Equipamiento de la Defensa se entenderán
efectuadas al Director Gerente del Instituto de Vivienda, Infraestructura y Equipamiento de la Defensa. 

Disposición adicional tercera. Integración de patrimonios. 

1. Todos los bienes, derechos y obligaciones integrantes del patrimonio de los organismos autónomos suprimidos
quedan incorporados al patrimonio del Instituto de Vivienda, Infraestructura y Equipamiento de la Defensa, a la entrada en
vigor de este real decreto. 

Asimismo, todos los bienes que hubieran sido puestos a disposición de la extinta Gerencia de Infraestructura y
Equipamiento de la Defensa seguirán, en la misma situación jurídica, respecto del Instituto de Vivienda, Infraestructura y
Equipamiento de la Defensa. 

2. De acuerdo con lo previsto en la disposición adicional quincuagésima primera.dos de la Ley 26/2009, de 23 de
diciembre, de Presupuestos Generales del Estado para el año 2010, el Instituto de Vivienda, Infraestructura y Equipamiento
de la Defensa se subrogará en las funciones y en la titularidad de los derechos, obligaciones y toda clase de relaciones
jurídicas que correspondan a los organismos autónomos suprimidos. 

3. Los cambios de titularidad de los citados derechos, obligaciones y relaciones jurídicas que correspondan a los
organismos autónomos suprimidos, producidos a consecuencia de la subrogación a que se refiere el apartado anterior, no
darán lugar en ningún caso a la extinción de los contratos o de las relaciones jurídicas preexistentes. 

Disposición adicional cuarta. Plan director. 

En las materias relativas al pago de la compensación económica, la adjudicación de viviendas militares en régimen
de arrendamiento especial y la concesión de ayudas para el acceso a la propiedad de vivienda, la Subsecretaría de Defensa
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elaborará un plan director anual, que deberá ser aprobado por el Pleno del Consejo Rector del organismo, con carácter previo
a su ejecución, en el que se establecerán las medidas y criterios a seguir en el desarrollo y ejecución de dichas materias.
Corresponderá al Consejo rector el seguimiento y control de la ejecución de dicho plan. 

Disposición transitoria primera. Expedientes de desahucio. 

En los expedientes de desahucio que se encuentren en tramitación a la entrada en vigor de este real decreto y en
aquellos sobre los que habiendo recaído resolución administrativa no se haya dictado sentencia firme, en los que concurran
las condiciones y requisitos que se establecen en los artículos 23 y 29 del estatuto que se aprueba por medio de este real
decreto, por acreditarse la residencia habitual o la concurrencia de situaciones de grave necesidad, se dictará de oficio
resolución de archivo o, en su caso, se desistirá de la solicitud de autorización judicial de entrada en el domicilio de la
vivienda militar, cualquiera que sea la fase en que se encuentre el procedimiento, aunque hubiere recaído el correspondiente
auto. 

El plazo de seis meses que se contiene en el artículo 22.5 del estatuto que se aprueba por medio de este real decreto
será aplicable a todos aquellos expedientes de desahucio que se hallaren en tramitación a la entrada en vigor de este real
decreto. 

Disposición transitoria segunda. Inmuebles en proceso de enajenación. 

Todos los inmuebles que a la entrada en vigor de este real decreto se encontrasen en proceso de enajenación,
mantendrán las condiciones ya establecidas o comprometidas para su venta. 

No obstante lo anterior, los bienes en proceso de enajenación en pública subasta, podrán enajenarse bajo las
condiciones establecidas en el estatuto que se aprueba por medio de este Real Decreto, cuando dicha subasta fuera declarada
desierta. 

Disposición transitoria tercera. Régimen transitorio del personal. 

1. Las unidades administrativas y puestos de trabajo con nivel orgánico inferior a Subdirección General continuarán
subsistentes y, en tanto se adoptan las medidas de desarrollo procedentes, pasarán a depender provisionalmente de las
subdirecciones generales del Instituto de Vivienda, Infraestructura y Equipamiento de la Defensa, de acuerdo con las
funciones atribuidas a cada una de ellas en el estatuto que se aprueba por medio de este real decreto. 

2. A todo el personal afectado por la supresión de los organismos refundidos se le respetará la situación administrativa
o laboral en que se encuentre en el momento en que ésta tenga lugar y continuará percibiendo sus retribuciones con cargo
a los créditos a los que venían imputándose hasta que se adopten las medidas de desarrollo de este real decreto. 

Disposición transitoria cuarta. Viviendas desafectadas. 

Las viviendas desafectadas y que hubieren sido puestas a disposición de la extinta Gerencia de Infraestructura y
Equipamiento de la Defensa, una vez integradas en el patrimonio propio del Instituto de Vivienda, Infraestructura y
Equipamiento de la Defensa, cuando sean calificadas como viviendas militares con arreglo a las prescripciones que se
determinan en el estatuto que se aprueba por medio de este real decreto, se enajenarán con arreglo a lo dispuesto en su título
III, capítulo II. 

Disposición transitoria quinta. Enajenación de inmuebles de los organismos refundidos. 

Hasta el 31 de diciembre de 2012, el Instituto de Vivienda, Infraestructura y Equipamiento de la Defensa, podrá
enajenar las viviendas militares y los demás bienes inmuebles que estuvieren inscritos en los diferentes registros de la
propiedad a favor del Instituto para la Vivienda de las Fuerzas Armadas o de los extintos patronatos de Casas Militares del
Ejército de Tierra, de Casas de la Armada y de Casas del Ejército del Aire, y de la Gerencia de Infraestructura y
Equipamiento de la Defensa, sin necesidad de actualizar las titularidades registrales de dichos bienes o de los que se pusieren
a su disposición, así como, en su caso, de los bienes muebles de los que sea titular. 

Disposición transitoria sexta. Ejecución presupuestaria. 

1. El Instituto de Vivienda, Infraestructura y Equipamiento de la Defensa asumirá como propios, desde la entrada
en vigor de este real decreto y hasta la terminación del presente ejercicio económico, los presupuestos de los organismos
refundidos, con cargo a cuyas dotaciones se contraerán indistintamente las nuevas obligaciones, en los términos previstos
en la Ley de Presupuestos Generales del Estado para el año 2010 y en la Ley 47/2003, de 26 de noviembre, General
Presupuestaria. 

2. Como consecuencia de lo anterior, el Instituto de Vivienda, Infraestructura y Equipamiento de la Defensa rendirá
dos cuentas anuales en el ejercicio 2010, correspondientes a cada uno de los organismos refundidos. 
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Disposición transitoria séptima. Incorporación de viviendas. 

A las viviendas que se hubiesen incorporado al patrimonio del Instituto para la Vivienda de las Fuerzas Armadas con
anterioridad a la entrada en vigor de este real decreto, y no se les hubiese asignado el destino que corresponda con arreglo
a lo dispuesto en el artículo 5 de la Ley 26/1999, de 9 julio, les será de aplicación lo dispuesto en el artículo 19.1, párrafo
segundo, del estatuto que se aprueba por medio de este real decreto, siempre que concurran los requisitos que se contemplan
en el mismo. 

Disposición transitoria octava. Vigencia de determinadas normas. 

En tanto existan viviendas a las que les sea de aplicación, mantendrán su vigencia las disposiciones siguientes: 

a) Orden Ministerial 26/1993, de 17 de marzo, por la que se regula el régimen aplicable a las viviendas contempladas
en el artículo 44 del Real Decreto 1751/1990, de 20 de diciembre. 

b) Orden Ministerial 127/1993, de 28 de diciembre, por la que se fijan los nuevos cánones de uso de las viviendas
contempladas en el artículo 44 del Real Decreto 1751/1990, de 20 de diciembre, reguladas por la Orden Ministerial 26/1993,
de 17 de marzo. 

c) Orden ministerial 22/1997, de 17 de febrero, por la que se dictan normas en relación con el procedimiento para
la tramitación y resolución de solicitudes de prórroga, al amparo de lo dispuesto en el artículo 34 del Real Decreto
1751/1990, de 20 de diciembre. 

Disposición derogatoria única. Derogación normativa. 

1. Quedan derogados el Real Decreto 991/2000, de 2 de junio, por el que se desarrolla la Ley 26/1999, de 9 de julio,
de medidas de apoyo a la movilidad geográfica de los miembros de las Fuerzas Armadas y el Real Decreto 1687/2000, de
6 de octubre, por el que se aprueba el Estatuto de la Gerencia de Infraestructura y Equipamiento de la Defensa. 

2. Asimismo, quedan derogadas cuantas disposiciones de igual o inferior rango se opongan a lo establecido en este
real decreto. 

Disposición final primera. Modificación del Real Decreto 1638/1999, de 22 de octubre, por el que se regula la enajenación
de bienes muebles y productos de defensa en el Ministerio de Defensa. 

El Real Decreto 1638/1999, de 22 de octubre, por el que se regula la enajenación de bienes muebles y productos de
defensa en el Ministerio de Defensa queda modificado de la siguiente manera: 

Uno. El primer párrafo del artículo 6.4 queda redactado como sigue: 

«4. Con los informes favorables de la Intervención General de Defensa y la Asesoría Jurídica General, y el
Acuerdo de Consejo de Ministros al que se refiere el artículo 4.2, cuando proceda, se dictará por el Ministro de
Defensa el acuerdo de enajenación y, en su caso, de puesta a disposición del organismo autónomo Instituto de
Vivienda, Infraestructura y Equipamiento de la Defensa, que implicará por sí solo la desafectación y la baja en
inventario de los bienes muebles o productos de defensa de que se trate.» 

Dos. En el artículo 9 se introduce un nuevo párrafo segundo, con la siguiente redacción: 

«En los casos en que la enajenación se efectúe por el Instituto de Vivienda, Infraestructura y Equipamiento de
la Defensa, el organismo remitirá a la Dirección General de Armamento y Material la información contable que se
señala en el párrafo anterior.» 

Tres. El artículo 10 queda redactado como sigue: 

«Artículo 10. Ingresos. 

1. Los ingresos procedentes de las enajenaciones efectuadas por el organismo autónomo Instituto de Vivienda,
Infraestructura y Equipamiento de la Defensa se destinarán a los fines establecidos en el artículo 5.4 de su estatuto.

2. En el resto de los casos, los citados ingresos serán transferidos al Tesoro Público de acuerdo con los
procedimientos establecidos en la normativa presupuestaria vigente.» 

Disposición final segunda. Facultades de desarrollo.

Se autoriza al Ministro de Defensa para dictar, en el ámbito de sus competencias, cuantas disposiciones resulten
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necesarias para el desarrollo y aplicación de este real decreto, sin perjuicio de las autorizaciones expresas que en él se
recogen. 

Disposición final tercera. Entrada en vigor. 

El presente real decreto entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el «Boletín Oficial del Estado». Dado
en Madrid, el 15 de octubre de 2010.

JUAN CARLOS R. 

La Vicepresidenta Primera del Gobierno 
y Ministra de la Presidencia, 

MARÍA TERESA FERNÁNDEZ DE LA VEGA SANZ 

16134 Real Decreto 1287/2010, de 15 de octubre, por el que se desarrolla la estructura orgánica básica del Ministerio de
Defensa.  (BOE núm. 257, de 23-10-2010).

El Real Decreto 495/2010, de 30 de abril, por el que se aprueba la estructura orgánica básica de los departamentos
ministeriales ha modificado la actualmente existente y la de sus organismos autónomos con el objetivo de conseguir la
máxima eficacia y racionalidad en la acción de la Administración General del Estado. Igualmente habilita a la Ministra de
la Presidencia para elevar al Consejo de Ministros los proyectos de reales decretos por los que se adapten las estructuras
orgánicas de los ministerios. 

En la nueva estructura del Ministerio de Defensa se suprime la Dirección General de Comunicación de la Defensa,
creándose la Oficina de Comunicación del Ministerio de Defensa, con rango de Subdirección General, que por el presente
Real Decreto pasa a depender del Gabinete del Ministro. 

Asimismo, el Real Decreto 495/2010 dispone que el titular del INVIFAS tenga, igualmente, categoría de Subdirector
General. 

Estos cambios y la experiencia acumulada durante la vigencia del Real Decreto 1126/2008 de 4 de julio, por el que
se desarrolla la estructura orgánica básica del Ministerio de Defensa, aconsejan una nueva organización en la estructura del
Departamento que permita conseguir la máxima eficacia en ejecución de la política de defensa y la gestión de la
administración militar. 

La Secretaria de Estado de Defensa asume nuevos cometidos relacionados con la gestión del patrimonio histórico
militar, museos y archivos militares. De esta forma, la Subdirección General de Patrimonio Histórico-Artístico pasará a
depender directamente del Secretario de Estado de Defensa. 

En cuanto a los sistemas y tecnologías de la información y a las comunicaciones, se reorganizan dentro de la
Dirección General de Infraestructura con el fin de mejorar su eficacia y reducir costes, suprimiendo la Inspección General
del Plan Director de Sistemas de Información y Telecomunicaciones y la Subdirección General de Servicios Técnicos y
Telecomunicaciones, cuyas funciones son asumidas por la nueva Subdirección General de Tecnologías de la Información
y Comunicaciones. 

En el ámbito de la Subsecretaría, la Dirección General de Reclutamiento y Enseñanza Militar, centrará su actuación
en el ámbito de la enseñanza militar y la captación de efectivos, manteniendo sus competencias sobre los reservistas. A su
vez, la planificación del reclutamiento pasa a depender de la Dirección General de Personal, para dar una mayor coherencia
a la política de personal. 

Se modifica también el estatuto del organismo autónomo Cría Caballar de las Fuerzas Armadas, para incluir entre
sus funciones aquella que permita atender la demanda creciente de perros en los Ejércitos, como consecuencia de su
utilización en operaciones de seguridad y rescate, aprovechando los medios, instalaciones y personal especializados en
producción animal con que cuenta este organismo autónomo, sin que suponga ningún incremento de costes. 

Con dependencia directa del Ministro de Defensa la Dirección General de Relaciones Institucionales de la Defensa
será responsable de la política cultural del Departamento y de las relaciones institucionales de la defensa, asumiendo
competencias sobre las publicaciones. 

La Dirección General de Relaciones Institucionales de la Defensa persigue que la sociedad española conozca, valore
y se identifique con el esfuerzo solidario y efectivo mediante el cual, las Fuerzas Armadas salvaguardan los intereses
nacionales. Una política de defensa comprometida con la paz y la seguridad debe tratar no solamente los aspectos defensivos
militares, sino también y muy especialmente los de naturaleza política, diplomática, económica y, particularmente, los
socioculturales, que están en la génesis de la prevención y resolución de conflictos, 

Los objetivos marcados para llevar a cabo esta tarea abarcan tanto la difusión y el fomento de la cultura de la Defensa
entre todos los ciudadanos como la planificación y desarrollo de las relaciones institucionales, constituyendo una herramienta
fundamental para ello, las publicaciones de Defensa. 

El carácter heterogéneo de las competencias atribuidas a la Dirección General de Relaciones Institucionales de la
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Defensa y su relación directa con operadores públicos y privados de todos los ámbitos de la cultura, determina la
conveniencia de que su titular pueda no reunir obligatoriamente la condición de funcionario. 

En el ámbito de la Secretaria General de Política de Defensa se incluyen en su estructura la Oficina de Aplicación
del Convenio entre los Estados parte del Tratado del Atlántico Norte relativo al estatuto de sus fuerzas, creada por Orden
ministerial 72/1991, de 1 de octubre y la Comisión de Coordinación de la Actividad Internacional del Ministerio de Defensa,
creada por Orden DEF/1951/2009, de 15 de julio. 

A la vista de los numerosos cambios que se introducen en la organización de este departamento ministerial y en aras
de la no dispersión reglamentaria, se ha optado por la redacción de un nuevo real decreto de estructura, derogando el
actualmente vigente. 

En su virtud, a iniciativa de la Ministra de Defensa, a propuesta de la Vicepresidenta Primera del Gobierno y Ministra
de la Presidencia y previa deliberación del Consejo de Ministros en su reunión del día 15 de octubre de 2010, 

DISPONGO: 

Artículo 1. Organización general del Departamento. 

1. El Ministerio de Defensa es el departamento de la Administración General del Estado al que corresponde la
preparación, el desarrollo y la ejecución de la política de defensa determinada por el Gobierno y la gestión de la
Administración militar. 

2. Las competencias atribuidas en este real decreto se entenderán en coordinación y sin perjuicio de aquellas que
corresponden a otros departamentos ministeriales. 

3. El Ministerio de Defensa, bajo la dirección del titular del Departamento, se estructura en: 

a) La Secretaría de Estado de Defensa. 
b) La Subsecretaría de Defensa. 
c) La Secretaría General de Política de Defensa. 
d) Las Fuerzas Armadas. 

4. Está adscrito orgánicamente al Ministerio de Defensa, con dependencia directa del Ministro, el Centro Nacional
de Inteligencia. 

5. La Guardia Civil depende del Ministro de Defensa en los términos previstos en la Ley Orgánica 2/1986, de 13 de
marzo, de Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado, en la Ley 42/1999, de 25 de noviembre, de Régimen del Personal
del Cuerpo de la Guardia Civil, en la Ley Orgánica 5/2005, de 17 de noviembre, de la Defensa Nacional, y en la Ley
Orgánica 12/2007, de 22 de octubre, del régimen disciplinario de la Guardia Civil. 

6. Depende directamente del Ministro de Defensa la Dirección General de Relaciones Institucionales de la Defensa
7. Son órganos asesores y consultivos del Ministro de Defensa: 

a) El Consejo Superior del Ejército de Tierra. 
b) El Consejo Superior de la Armada. 
c) El Consejo Superior del Ejército del Aire. 
d) Las Juntas Superiores de los cuerpos comunes de las Fuerzas Armadas. 

8. Como órgano de asistencia inmediata al Ministro, existe un Gabinete, con rango de dirección general, con la
estructura que establece el artículo 18.2 del Real Decreto 495/2010, de 30 de abril, por el que se aprueba la estructura
orgánica básica de los departamentos ministeriales. 

También depende del Gabinete del Ministro de Defensa, con nivel orgánico de subdirección general, la Oficina de
Comunicación del Ministerio de Defensa, a la que le corresponde, dirigir y mantener las relaciones informativas y de
publicidad institucional con los medios de comunicación social y la sociedad en su conjunto, difundir la información de
carácter general del Departamento, coordinar las oficinas de comunicación de los Cuarteles Generales, mandos y unidades
de los ejércitos, coordinar los contenidos de la página web del ministerio y la dirección funcional y editorial de la Revista
Española de Defensa. 

La Oficina de Comunicación del Ministerio de Defensa actuará como portavoz oficial del Departamento, contando
para el desarrollo de este cometido con una Oficina de Comunicación Social y otra Oficina de Publicidad Institucional, cuyos
titulares tendrán el nivel orgánico que se determine en la relación de puestos de trabajo. 

9. El Ministro de Defensa dispone, también como órgano de apoyo, asesoramiento y asistencia inmediata, de un
Gabinete Técnico, cuyo Director será un oficial general, con rango de director general. 

Artículo 2. Fuerzas Armadas. 

1. Las Fuerzas Armadas, integradas en el Ministerio de Defensa, son el elemento fundamental de la defensa y
constituyen una entidad única, que se concibe como un conjunto integrador de las formas de acción específicas de cada uno
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de sus componentes: el Ejército de Tierra, la Armada y el Ejército del Aire. 
2. Las Fuerzas Armadas se organizan en dos estructuras: una orgánica, para la preparación de la fuerza, y otra

operativa, para su empleo en las misiones que se le asignen, regulada de forma específica en el Real Decreto 787/2007, de
15 de junio. La estructura orgánica posibilitará la generación de la estructura operativa. 

3. La estructura operativa, configurada como una cadena de autoridades militares situadas en tres niveles: el
estratégico, el operativo y el táctico, conforme a lo establecido en el Real Decreto 787/2007, de 15 de junio, por el que se
regula la estructura operativa de las Fuerzas Armadas, se concreta en el Estado Mayor de la Defensa que, con arreglo a la
Ley Orgánica 5/2005, de 17 de noviembre, de la Defensa Nacional, constituye el órgano auxiliar de mando y apoyo al Jefe
de Estado Mayor de la Defensa y contará con: 

a) Un Cuartel General, en el que se agrupan: 

1.º El Estado Mayor Conjunto de la Defensa, órgano auxiliar de mando del Jefe de Estado Mayor de la Defensa, al
que apoya en la definición y desarrollo de la estrategia militar, el planeamiento y la conducción estratégica de las
operaciones y en el resto de sus competencias. 

2.º El Centro de Inteligencia de las Fuerzas Armadas, órgano responsable de facilitar la inteligencia militar precisa
para alertar sobre situaciones de interés militar con riesgo potencial de crisis, procedentes del exterior, y prestar el apoyo
necesario a las operaciones. 

3.º Los demás órganos auxiliares, de asistencia y asesoramiento necesarios para apoyar al Jefe de Estado Mayor de
la Defensa en el cumplimiento de sus funciones. 

b) El Mando de Operaciones, como órgano de la estructura operativa, subordinado al JEMAD, responsable de realizar
el planeamiento y la conducción operacional, así como el seguimiento de los planes operativos y las operaciones militares
que se le asignen y con las funciones que se le encomiendan en la regulación específica relativa a la estructura operativa
de las Fuerzas Armadas, en la que está integrado de forma permanente. 

c) Los servicios unificados que se creen. 

4. La estructura orgánica, en conformidad con la Ley Orgánica 5/2005, de 17 de noviembre, de la Defensa Nacional,
está compuesta por el Ejército de Tierra, la Armada y el Ejército del Aire, que aportan las capacidades básicas para la
estructura operativa. Cada uno de ellos está compuesto por: 

a) El Cuartel General, constituido por el conjunto de órganos que encuadran los medios humanos y materiales
necesarios para asistir al Jefe de Estado Mayor en el ejercicio del mando sobre su respectivo ejército. 

b) La Fuerza, establecida como el conjunto de medios humanos y materiales que se agrupan y organizan con el
cometido principal de prepararse para la realización de operaciones militares. En su ámbito, se llevará a cabo el
adiestramiento, la preparación y la evaluación de sus unidades y se realizarán, en tiempo de paz, las misiones específicas
permanentes que se le asignen. 

c) El Apoyo a la Fuerza, entendido como el conjunto de órganos responsables de la dirección, gestión, administración
y control de los recursos humanos, materiales y financieros, asignados a cada uno de los ejércitos. En su ámbito se dirigirá
y se controlará el mantenimiento de la Fuerza y se llevarán a cabo las actividades del apoyo logístico que posibilitan la vida
y funcionamiento de las unidades, centros y organismos. 

5. Corresponde al Jefe de Estado Mayor de la Defensa, con rango de Secretario de Estado, bajo la autoridad del
Ministro de Defensa, ejercer el mando del Estado Mayor de la Defensa y las funciones establecidas en el Real Decreto
787/2007, de 15 de junio, y demás normativa aplicable. 

6. Dependen del Jefe de Estado Mayor de la Defensa las representaciones militares en los organismos internacionales.
7. El Jefe de Estado Mayor de la Defensa dispone, además del Gabinete Técnico de carácter militar, de un Gabinete

con nivel orgánico de subdirección general, con la estructura que establece el artículo 18.3 del Real Decreto 495/2010, de
30 de abril. 

8. El Jefe de Estado Mayor de la Defensa ostentará la representación del Departamento, por delegación del Ministro,
en los casos en que este se la encomiende, y la representación militar nacional ante las organizaciones internacionales de
Seguridad y Defensa. 

9. Los Jefes de Estado Mayor del Ejército de Tierra, de la Armada y del Ejército del Aire, con rango de
subsecretarios, bajo la autoridad del Ministro de Defensa, ejercen el mando de sus respectivos ejércitos y en particular les
corresponde: 

a) Desarrollar la organización, de acuerdo con lo dispuesto por el Ministro de Defensa, así como instruir, adiestrar,
administrar, proporcionar apoyo logístico y velar por la motivación, disciplina y bienestar de su respectivo ejército para
mantener en todo momento la máxima eficacia, de acuerdo con los recursos asignados. 

b) Desarrollar y ejecutar las misiones que, en tiempo de paz, tengan asignadas con carácter permanente. 
c) Garantizar la adecuada preparación de la Fuerza de su respectivo ejército para su puesta a disposición de la
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estructura operativa de las Fuerzas Armadas. 
d) Asesorar al Jefe de Estado Mayor de la Defensa en el empleo de las unidades de su ejército, así como en la

elaboración y formulación de los aspectos específicos de sus respectivas capacidades. 
e) Definir las especificaciones militares de los sistemas de armas y de apoyo necesarios para sus ejércitos e

inspeccionar técnicamente la ejecución de los programas de equipamiento e infraestructura militar correspondientes. 
f) Asesorar al Secretario de Estado de Defensa en la preparación, dirección y desarrollo de la política económica,

de armamento y material y de infraestructura de sus ejércitos e informarle sobre su ejecución. 
g) Asesorar e informar al Ministro de Defensa sobre las necesidades en materia de personal y de enseñanza. 
h) Asesorar al Jefe de Estado Mayor de la Defensa sobre los aspectos del régimen del personal militar que afecten

a la operatividad. 
i) Asesorar al Subsecretario de Defensa en el planeamiento, dirección e inspección de la política de personal y

enseñanza, colaborar con él en su desarrollo e informarle de su aplicación. 
j) Planear y dirigir la instrucción y adiestramiento. 
k) Definir las capacidades y diseñar los perfiles necesarios para el ejercicio profesional a los que debe atender la

enseñanza y dirigir la formación militar general y específica. 
l) Dirigir la gestión de personal. 
m) Decidir, proponer o informar conforme a lo previsto en la legislación vigente, en relación con los aspectos básicos

que configuran la carrera militar. 
n) Velar por los intereses generales del personal militar bajo su mando, tutelando en particular el régimen de derechos

y libertades derivado de la norma constitucional y de su desarrollo legal. 
ñ) Evaluar el régimen del personal así como las condiciones de vida en buques, bases y acuartelamientos. 

10. La Unidad Militar de Emergencias, que depende orgánicamente del Ministro de Defensa, operativamente del Jefe
de Estado Mayor de la Defensa y funcionalmente de los órganos superiores y directivos que su normativa específica
determina, es una fuerza conjunta que tiene como misión la intervención en cualquier lugar del territorio nacional, para
contribuir a la seguridad y bienestar de los ciudadanos en los supuestos de grave riesgo, catástrofe, calamidad u otras
necesidades públicas, con arreglo a lo dispuesto en el Real Decreto 416/2006, de 11 de abril, por el que se establece la
organización y el despliegue de la Fuerza del Ejército de Tierra, de la Armada y del Ejército del Aire, así como de la Unidad
Militar de Emergencias, en el Real Decreto 399/2007, de 23 de marzo, por el que se aprueba el protocolo de intervención
de la Unidad Militar de Emergencias (UME) y en la normativa que los desarrolla. 

Artículo 3. Secretaría de Estado de Defensa. 

1. La Secretaría de Estado de Defensa es el órgano superior del Departamento al que corresponde, bajo la superior
autoridad del Ministro, la coordinación general de los órganos superiores y directivos del Departamento. Así mismo, le
corresponde la dirección, impulso y gestión de la política económica, de armamento y material, de infraestructura y de
sistemas y tecnologías de la información en el ámbito de la defensa. 

2. Además de las competencias que le encomienda el artículo 14 de la Ley 6/1997, de 14 de abril, de Organización
y Funcionamiento de la Administración General del Estado, en particular, le corresponden las siguientes funciones: 

a) Dirigir y coordinar la obtención y administración de los recursos económicos, así como fomentar y coordinar la
investigación científica y técnica, en materias que afecten a la defensa nacional. 

b) Dirigir la política de armamento, material e infraestructura en su relación con organismos internacionales y
extranjeros, en coordinación con el Ministerio de Asuntos Exteriores y de Cooperación. 

c) Establecer la previsión de las disponibilidades económicas para la formulación de los programas a largo, medio
o corto plazo. 

d) Apoyar al Ministro en la coordinación de la actividad de los distintos órganos superiores y directivos del
Departamento. 

e) Dirigir y coordinar la planificación, obtención y gestión de los sistemas de información y comunicaciones, así
como la política de seguridad de la información. 

3. De la Secretaría de Estado de Defensa dependen los siguientes órganos directivos: 

a) La Dirección General de Armamento y Material. 
b) La Dirección General de Asuntos Económicos. 
c) La Dirección General de Infraestructura. 

4. Como órganos de apoyo, asesoramiento y asistencia inmediata al Secretario de Estado de Defensa, existen un
Gabinete, con nivel orgánico de subdirección general, con la estructura que establece el artículo 18.3 del Real Decreto
495/2010, de 30 de abril, y un Gabinete Técnico, cuyo Director será un oficial general u oficial, también con rango de
subdirector general. 
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5. El Secretario de Estado de Defensa ostentará la representación del Departamento, por delegación del Ministro, en
los casos en que este se la encomiende. 

6. Está adscrito a la Secretaría de Estado de Defensa el organismo autónomo Instituto Nacional de Técnica
Aeroespacial «Esteban Terradas». 

7. Está adscrita a la Secretaría de Estado de Defensa la Subdirección General de Patrimonio Histórico-Artístico que
desarrolla las siguientes funciones: 

a) Gestionar la protección, conservación y divulgación del patrimonio histórico militar, mueble y documental. 
b) Programar la política de museos militares. 
c) Catalogar los castillos y establecimientos militares de carácter histórico-artístico y programar sus utilidades. 
d) Catalogar los archivos militares y programar su funcionamiento. 

Artículo 4. Dirección General de Armamento y Material. 

1. La Dirección General de Armamento y Material es el órgano directivo al que corresponde la preparación,
planificación y desarrollo de la política de armamento y material del Departamento, así como la supervisión y dirección de
su ejecución. A estos efectos, dependen funcionalmente de esta Dirección General los órganos competentes en las citadas
materias de los tres ejércitos y de los organismos autónomos del Departamento. 

2. Corresponden a la Dirección General de Armamento y Material las siguientes funciones: 

a) Planificar, programar y dirigir el desarrollo de la política de armamento y material, gestionando y tramitando, en
su caso, los expedientes de adquisición de los sistemas y equipos necesarios para las Fuerzas Armadas. Armonizar y
racionalizar el escenario de sostenimiento de los ejércitos, para lo cual determinará y aprobará el Concepto de Apoyo
Logístico de los nuevos sistemas de armas, y adaptará el de los existentes aplicando principios de racionalidad. 

b) Proponer los programas de obtención y modernización del armamento y material, así como los de mantenimiento
y apoyo logístico. Dirigir, coordinar y efectuar el seguimiento de los programas en realización. Desarrollar y, en su caso,
gestionar los programas específicos que el Secretario de Estado de Defensa le asigne. 

c) Negociar y gestionar la cooperación industrial y las compensaciones derivadas de las adquisiciones en el exterior
y controlar la transferencia de tecnología nacional a terceros países, así como evaluar, controlar y coordinar la obtenida como
consecuencia de programas, acuerdos o convenios internacionales. 

d) Colaborar en la formulación y ejecución de la política industrial de la defensa, coordinando su actuación con el
Ministerio de Industria, Turismo y Comercio y otros organismos pertinentes. 

e) Mantener un conocimiento actualizado de las capacidades que ofrece la industria nacional en relación con la
defensa, clasificando las empresas suministradoras por sectores tecnológicos e industriales. 

f) Dirigir y, en su caso, ejecutar la inspección técnica y económica de la actividad industrial relacionada con los
bienes y servicios para la defensa, e intervenir como órgano técnico en el aseguramiento de la calidad del armamento y
material de defensa. 

g) Colaborar con la Dirección General de Política de Defensa en la planificación civil de emergencia, y coordinar,
en su caso, la ejecución de los planes relativos a las industrias relacionadas con el sector. 

h) Normalizar, catalogar y homologar los sistemas de armas, equipos y productos de interés para las Fuerzas
Armadas, así como la sistemática de gestión de material y repuestos, promoviendo su unificación e interoperabilidad. 

i) Velar por el cumplimiento de la normativa sobre seguridad industrial en el ámbito de su competencia. 
j) Ejercer las atribuciones que sobre fabricación, comercialización y transporte de armas y explosivos encomiendan

al Ministerio de Defensa los reglamentos respectivos. 
k) Ejercer las competencias que en materia de aeronavegabilidad establece la normativa vigente y supervisar el

cumplimiento de la misma por los diversos organismos implicados. 
l) Impulsar y desarrollar, en coordinación con la Dirección General de Política de Defensa, las directrices de la

política de armamento y material del Departamento en su relación con organismos internacionales y extranjeros, ejerciendo
la representación nacional en los comités y órganos de decisión sobre asuntos de armamento y material. Negociar, gestionar
y promover, en la parte que corresponda a la política de armamento, los programas de cooperación con organismos
internacionales y con otros países. 

m) Participar en el control del comercio exterior de material y tecnologías de defensa y de doble uso, tanto en la
importación como en la exportación y tránsito, de acuerdo con la legislación vigente. 

n) Gestionar las solicitudes de autorización administrativa correspondientes a las inversiones extranjeras en España
en actividades directamente relacionadas con la Defensa Nacional, previstas en el artículo 11 del Real Decreto 664/1999,
de 23 de abril, sobre inversiones exteriores. 

ñ) Proponer, promover y gestionar los planes y programas de investigación y desarrollo de sistemas de armas y
equipos de interés para la defensa nacional, en coordinación con los organismos nacionales e internacionales competentes
en este ámbito. 

3. De la Dirección General de Armamento y Material dependen los siguientes órganos directivos: 
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a) La Subdirección General de Planificación y Programas, que desarrolla las funciones señaladas en el apartado 2.a),
b) y c). 

b) La Subdirección General de Inspección y Servicios Técnicos, que desarrolla las funciones señaladas en el apartado
2.d), e), f), g), h), i), j) y k). 

c) La Subdirección General de Relaciones Internacionales, que desarrolla las funciones señaladas en el apartado 2.l),
m) y n). 

d) La Subdirección General de Tecnología e Innovación, que desarrolla las funciones señaladas en el apartado 2.ñ).

4. Está adscrito a la Dirección General de Armamento y Material el organismo autónomo Canal de Experiencias
Hidrodinámicas de El Pardo. 

5. Depende, igualmente, de la Dirección General de Armamento y Material el Instituto Tecnológico «La Marañosa».

Artículo 5. Dirección General de Asuntos Económicos. 

1. La Dirección General de Asuntos Económicos es el órgano directivo al que corresponde la preparación,
planificación y desarrollo de la política económica y financiera del Departamento, así como la supervisión y dirección de
su ejecución. A estos efectos, dependen funcionalmente de esta Dirección General los órganos competentes en las citadas
materias de los tres ejércitos y de los organismos autónomos del Departamento. 

2. Corresponden a la Dirección General de Asuntos Económicos las siguientes funciones: 

a) Planificar, programar y dirigir el desarrollo de la política económica y financiera, gestionando y tramitando los
procesos contractuales y de gasto necesarios para hacer frente a las necesidades de la defensa. 

b) Preparar y proponer procedimientos unificados de gestión económica-financiera en el ámbito del Departamento.
c) Desarrollar, dirigir y llevar la contabilidad del Departamento, en sus vertientes presupuestaria, financiera y

analítica. 
d) Ejercer el control de todos los gastos del Departamento e informar sobre estos. 
e) Ejercer las competencias y funciones relativas a la elaboración, ejecución y seguimiento del presupuesto

establecidas en la Ley General Presupuestaria y demás disposiciones generales que regulan estas materias. 
f) Ejercer las competencias y funciones que reglamentariamente se señalan a las Oficinas Presupuestarias. 
g) Dirigir la programación económica del Departamento a largo, medio y corto plazo, y controlar su desarrollo. 
h) Realizar estudios, informes y propuestas en materia de su competencia. 
i) Administrar los recursos que se le asignen y los no atribuidos expresamente a otros órganos del ministerio. 
j) Gestionar todos los recursos económicos destinados a las adquisiciones en el extranjero, de acuerdo con lo

establecido reglamentariamente en esta materia y ejercer su control económico-financiero. 
k) Gestionar los créditos del Departamento destinados a financiar la participación española en organismos

internacionales, ejerciendo la representación nacional en los comités de recursos y órganos de decisión en asuntos
financieros, en coordinación con el Estado Mayor de la Defensa y la Dirección General de Política de Defensa, según los
casos. 

l) Administrar los recursos financieros destinados al funcionamiento de las Consejerías de Defensa y representaciones
militares en el extranjero. 

m) Gestionar los recursos destinados a financiar la participación de las Fuerzas Armadas en situaciones de crisis y
emergencia nacional, coordinando con el Estado Mayor de la Defensa y la Dirección General de Política de Defensa, según
los casos, su relación con las autoridades civiles competentes. 

n) Gestionar y controlar los recursos financieros destinados a financiar la participación de las Fuerzas Armadas en
operaciones de paz y ayuda humanitaria, en coordinación con el Estado Mayor de la Defensa. 

ñ) Efectuar el análisis de costes en el ámbito del Departamento. 
o) Efectuar el análisis de costes y precios de las empresas suministradoras o que participen en programas de defensa.
p) Elaborar y coordinar las normas sobre procedimientos de contratación en el ámbito del Departamento, así como

controlar su cumplimiento. 

3. De la Dirección General de Asuntos Económicos dependen, con rango de subdirección general, los siguientes
órganos directivos: 

a) La Subdirección General de Contabilidad, que desarrolla las funciones señaladas en el apartado 2.c), d) y ñ) y las
que le correspondan del apartado 2.a), b), e) y h). 

b) La Oficina Presupuestaria, que desarrolla las funciones señaladas en el apartado 2.f) y g) y las que le correspondan
del apartado 2.a), b),e) y h). 

c) La Subdirección General de Gestión Económica, que desarrolla las funciones señaladas en el apartado 2.i), j), k),
l), m) y n) y las que le correspondan del apartado 2.a), b) y h). 

d) La Subdirección General de Contratación, que desarrolla las funciones señaladas en el apartado 2.o) y p) y las que
le correspondan del apartado 2.a), b) y h). 



61

4. Depende de la Dirección General de Asuntos Económicos la Junta general de enajenaciones y liquidadora de
material. 

Artículo 6. Dirección General de Infraestructura. 

1. La Dirección General de Infraestructura es el órgano directivo al que corresponde la preparación, planeamiento
y desarrollo de las políticas de infraestructura, medioambiental y de los sistemas, tecnologías y políticas de seguridad de
la información del Departamento, así como la supervisión y dirección de su ejecución. A estos efectos, dependen
funcionalmente de esta Dirección General los órganos competentes en las citadas materias de los tres ejércitos y de los
organismos autónomos del Departamento. 

2. Corresponden a la Dirección General de Infraestructura las siguientes funciones: 

a) Elaborar los estudios necesarios conducentes a la definición de las políticas de infraestructura y medioambiental
del Departamento. 

b) Proponer para su aprobación los planes y programas de infraestructura del Departamento y, en su caso, gestionar
los que se le encomienden, así como efectuar el seguimiento de su ejecución de forma que permita el análisis de los costes.

c) Relacionarse, en coordinación con la Dirección General de Política de Defensa, con organismos internacionales
en materia de infraestructura y medio ambiente. Asimismo, le corresponde el seguimiento y control de los programas y
proyectos internacionales, del ámbito de su competencia, en los que participe el Departamento. 

d) Realizar estudios, inspecciones, dictámenes, informes y proyectos de cualquier tipo, en el campo de la
infraestructura y del medio ambiente. 

e) Dirigir la ordenación territorial de la infraestructura del Ministerio de Defensa. 
f) Dirigir la gestión de los bienes y derechos afectos al Ministerio de Defensa y llevar su inventario. 
g) Ejercer las competencias ministeriales en relación con las servidumbres aeronáuticas y con las zonas de interés

para la defensa nacional, de seguridad de las instalaciones y de acceso restringido a la propiedad por parte de extranjeros.
h) Iniciar los procesos de adquisición de bienes y derechos integrados en los planes y programas de infraestructura

del Departamento. 
i) Realizar las expropiaciones de bienes y derechos, así como los arrendamientos pertinentes. 
j) Elaborar la tipificación de instalaciones y materiales en el ámbito de su competencia, así como llevar a cabo la

supervisión de proyectos y obras. 
k) Definir las políticas y estrategias corporativas en el ámbito de las tecnologías de la información, comunicaciones

y seguridad de la información del Ministerio de Defensa, así como la planificación y coordinación de las actuaciones en estas
materias. 

l) Dirigir y gestionar, de forma completa e integrada, las infraestructuras, los servicios y el ciclo de vida de los
sistemas de información y telecomunicaciones de ámbito corporativo para Propósito General, así como de los sistemas de
información que sean de interés específico del Órgano Central. 

m) Colaborar con el Estado Mayor de la Defensa en las tareas de diseño, obtención y mantenimiento de los sistemas
de información y telecomunicaciones de ámbito corporativo para Mando y Control. 

n) Coordinar las actuaciones de los ejércitos y de la Unidad Militar de Emergencias, así como de los organismos
autónomos que lo requieran, en el ámbito de los sistemas de información que sean específicos de cada uno de ellos. 

ñ) Operar un centro corporativo como plataforma única para la prestación de todos los servicios de información y
telecomunicaciones de propósito general, asegurando su disponibilidad. 

o) Planificar y supervisar la ejecución o, en su caso, ejecutar las actuaciones en materia de cartografía. 
p) Definir y gestionar los acuerdos de nivel de servicio, prestando a los usuarios la asistencia y soporte definidos para

cada uno de los servicios ofrecidos. 
q) Colaborar en la formulación y ejecución de la política medioambiental del Estado coordinando su actuación con

el Ministerio de Medio Ambiente y Medio Rural y Marino y otros organismos pertinentes, y elaborar y proponer la
correspondiente normativa. 

r) Desarrollar la política medioambiental del Departamento y dirigir y supervisar el plan de ahorro y eficiencia
energética. 

s) Impulsar y coordinar la implementación de sistemas de gestión ambiental y de tecnologías alternativas. 
t) Dirigir, preparar y desarrollar todas las acciones relacionadas con la protección ambiental y la conservación de la

biodiversidad, en colaboración con otras Administraciones. 

3. De la Dirección General de Infraestructura dependen los siguientes órganos directivos: 

a) La Subdirección General de Planificación y Control, que desarrolla las funciones señaladas en el apartado 2.b)
y e) y las que le correspondan del apartado 2.a), c) y d). 

b) La Subdirección General de Patrimonio, que desarrolla las funciones señaladas en el apartado 2.f), g), h) e i) y las
que le correspondan del apartado 2.d). 

c) La Subdirección General de Tipificación y Supervisión, que desarrolla las funciones señaladas en el apartado 2.j)
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y las que le correspondan del apartado 2.d). 
d) La Subdirección General de Tecnologías de la Información y Comunicaciones, que desarrolla las funciones

señaladas en el apartado 2.k), l), m), n), ñ), o) y p). 
e) La Subdirección General de Sostenibilidad Ambiental y Eficiencia Energética, que desarrolla las funciones

señaladas en el apartado 2.q), r), s) y t), y las que le correspondan del apartado 2.a), c) y d). 

4. Está adscrito a la Dirección General de Infraestructura el organismo autónomo Instituto de Vivienda,
Infraestructura y Equipamiento de la Defensa. 

5. Dependen directamente de la Dirección General de Infraestructura: 

a) El organismo autónomo Servicio Militar de Construcciones. 
b) El Laboratorio de Ingenieros del Ejército. 

Artículo 7. Subsecretaría de Defensa. 

1. La Subsecretaría de Defensa es el órgano directivo del Departamento al que corresponde, bajo la superior autoridad
del Ministro, la dirección, impulso y gestión de la política de personal, de reclutamiento, de enseñanza y sanitaria del
Departamento, así como la representación ordinaria del ministerio, la dirección de sus servicios comunes y el ejercicio de
las atribuciones a que se refiere el artículo 15 de la Ley 6/1997, de 14 de abril, de Organización y Funcionamiento de la
Administración General del Estado, y, en particular, el desempeño de las siguientes funciones: 

a) Elaborar o proponer disposiciones en materia de personal y enseñanza militar. 
b) Dirigir la gestión general de todo el personal militar y la específica de los Cuerpos Comunes de las Fuerzas

Armadas y del personal militar que no se halle encuadrado en alguno de los ejércitos. 
c) Dirigir, coordinar y controlar la política retributiva en el ámbito del Departamento y sus organismos autónomos.
d) Dirigir la planificación y el desarrollo de la política de reclutamiento y régimen general del personal militar. 
e) Dirigir, coordinar y controlar la política social en el ámbito del Departamento y sus organismos autónomos. 
f) Impulsar y coordinar el desarrollo legislativo y reglamentario del Departamento. 
g) Mantener las oportunas relaciones con los órganos de la jurisdicción militar en orden a la provisión de los medios

necesarios y a la ejecución de las resoluciones judiciales. 
h) Acordar, conforme a la normativa vigente, y previos los informes que estime necesarios, la inserción en el «Boletín

Oficial del Ministerio de Defensa» de las disposiciones generales, resoluciones y actos administrativos. 
i) Dirigir los organismos que constituyen la estructura periférica de los órganos centrales del Departamento. 
j) Dirigir, coordinar y controlar las actuaciones relativas a la inspección del régimen de personal de los miembros

de las Fuerzas Armadas, así como de las condiciones de vida en buques, bases y acuartelamientos. 
k) Coordinar e impulsar la política de igualdad y la incorporación e integración de la mujer en las Fuerzas Armadas.
l) Dirigir y coordinar los servicios de prevención de riesgos laborales del Departamento, conforme a la normativa

vigente. 

2. El Subsecretario de Defensa ostentará la representación del Departamento, por delegación del Ministro, en los
casos en que este se la encomiende. 

3. El Subsecretario de Defensa dispone de un Gabinete Técnico, como órgano de apoyo, asesoramiento y asistencia
inmediata. Su Director será un oficial general u oficial, con nivel orgánico de subdirector general. 

4. Dependen de la Subsecretaría de Defensa los siguientes órganos directivos, con rango de dirección general: 

a) La Secretaría General Técnica. 
b) La Dirección General de Personal. 
c) La Dirección General de Reclutamiento y Enseñanza Militar. 

5. Con nivel orgánico de subdirección general, dependen de la Subsecretaría del Departamento los siguientes órganos
directivos: 

a) La Subdirección General de Régimen Interior, órgano al que corresponde atender al gobierno, seguridad, régimen
interior, funcionamiento, mantenimiento y servicios generales de los órganos centrales del ministerio, así como al registro
y archivo generales. 

b) La Subdirección General de Servicios Económicos y Pagadurías, órgano al que corresponde ejercer las
competencias que, en materia de ejecución del presupuesto, control de créditos, gestión económica y rendición de cuentas,
le atribuya la normativa al respecto, así como dirigir y gestionar las pagadurías de los órganos centrales, salvo las que estén
atribuidas a la Dirección General de Asuntos Económicos. 

También es el órgano de coordinación con la Dirección General de Asuntos Económicos para el seguimiento e
información del presupuesto del Departamento. 
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6. Asimismo, dependen de la Subsecretaría de Defensa los siguientes órganos: 

a) La Asesoría Jurídica General de la Defensa. 
b) La Intervención General de la Defensa. 
c) La Inspección General de Sanidad de la Defensa. 

7. Está adscrito a la Subsecretaría de Defensa el organismo autónomo Instituto Social de las Fuerzas Armadas. 
8. Las Delegaciones de Defensa en las comunidades autónomas y en las Ciudades de Ceuta y Melilla dependen

orgánicamente de la Subsecretaría del Departamento, conforme a lo establecido en el Real Decreto 308/2007, de 2 de marzo,
sobre organización y funcionamiento de las Delegaciones de Defensa. 

9. La inspección tanto del régimen de personal de los miembros de las Fuerzas Armadas como de las condiciones
de vida en buques, bases y acuartelamientos la podrá ejercer por medio de las Subdirecciones Generales de Planificación
y Coordinación de Personal Militar, de Ordenación y Política de Enseñanza y de Reclutamiento por medio de la Inspección
General de Sanidad de la Defensa, que actuarán como órganos de inspección en el ámbito de sus respectivas competencias,
o por medio de los mandos de personal de los ejércitos. 

Artículo 8. Secretaría General Técnica. 

1. La Secretaría General Técnica es el órgano directivo al que corresponde la asistencia técnico-administrativa a las
autoridades del ministerio; la preparación y desarrollo de la política del Departamento en materia de organización,
procedimientos y métodos de trabajo, así como la supervisión y dirección de su ejecución, y la coordinación de los
organismos que constituyen la estructura periférica de los órganos centrales del ministerio. Aestos efectos, dependen
funcionalmente de este centro directivo los órganos competentes en las citadas materias de los tres ejércitos y de los
organismos autónomos del Departamento. 

2. Corresponde a la Secretaría General Técnica el ejercicio de las funciones que le atribuyen la Ley 50/1997, de 27
de noviembre, del Gobierno, y el artículo 17 de la Ley 6/1997, de 14 de abril, de Organización y Funcionamiento de la
Administración General del Estado, y, en particular, el desempeño de las siguientes funciones: 

a) Informar las disposiciones generales del Departamento, de conformidad con las normas de procedimiento
administrativo; tramitar las consultas al Consejo de Estado, preparar las compilaciones de las disposiciones vigentes y
proponer la revisión y refundición de textos legales. 

b) Elaborar estudios e informes sobre cuantos asuntos sean sometidos a la deliberación del Consejo de Ministros,
de las Comisiones Delegadas del Gobierno y de la Comisión General de Secretarios de Estado y Subsecretarios. 

c) Proponer y elaborar normas sobre reformas de organización, procedimientos y métodos de trabajo, para la
racionalización, simplificación y modernización de la Administración militar y facilitar su acceso a los ciudadanos por
medios electrónicos. 

d) Dirigir, coordinar y, en su caso, ejecutar las actuaciones relativas a estudios sociales y planificar y supervisar la
ejecución o, en su caso, ejecutar las actuaciones en materia estadística e investigación operativa. 

e) Llevar a cabo la inserción en el «Boletín Oficial del Ministerio de Defensa» de las disposiciones generales,
resoluciones y actos administrativos que correspondan. 

f) Coordinar, gestionar e inspeccionar las Delegaciones de Defensa y las residencias militares dependientes de la
Subsecretaría de Defensa. 

g) Tramitar los conflictos de atribuciones que corresponda resolver al Ministro, al Subsecretario o a otra autoridad
superior del Departamento. 

h) Tramitar y formular propuestas de resolución de los recursos administrativos, de las reclamaciones previas a la
vía judicial, civil o laboral, de las reclamaciones de indemnización y de las solicitudes formuladas al amparo del derecho
de petición, así como tramitar los procedimientos de revisión de oficio de los actos administrativos. 

i) Cumplimentar las actuaciones que correspondan al Ministerio de Defensa derivadas de los recursos
contencioso-administrativos, y tramitar y proponer las órdenes de ejecución de las sentencias que se dicten en aquellos. 

j) Dirigir los servicios de información administrativa y atención al ciudadano del Departamento, centrales y
periféricos, de acuerdo con la normativa vigente. 

3. Dependen de la Secretaría General Técnica, con rango de subdirección general, los siguientes órganos directivos:

a) La Vicesecretaría General Técnica, que desarrolla las funciones señaladas en el apartado 2.a), b), c), d) y e). 
b) La Subdirección General de Recursos e Información Administrativa, que desarrolla las funciones señaladas en

el apartado 2.g), h), i) y j). 

4. Está adscrito a la Secretaría General Técnica el organismo autónomo Cría Caballar de las Fuerzas Armadas. 

Artículo 9. Dirección General de Personal. 
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1. La Dirección General de Personal es el órgano directivo al que corresponde el planeamiento de la política de
personal del Departamento y la programación y desarrollo de esa política en lo que se refiere al personal militar y al personal
civil al servicio del Ministerio de Defensa, así como la supervisión y dirección de su ejecución en el marco del Planeamiento
de la Defensa. A estos efectos, dependen funcionalmente de esta Dirección General los órganos competentes en las citadas
materias de los ejércitos y de los organismos autónomos del Departamento. 

2. Corresponde a la Dirección General de Personal las siguientes funciones: 

a) Elaborar y proponer los criterios generales que han de presidir la planificación integral del personal en el
Departamento. 

b) Dirigir y coordinar la planificación de efectivos de personal militar y reservistas voluntarios, así como la
planificación del reclutamiento, de acuerdo con las previsiones que se establezcan, y elaborar las propuestas de provisiones
de plazas de las Fuerzas Armadas. 

c) Coordinar y controlar la revisión y actualización de todas las plantillas y las relaciones de puestos militares del
Departamento. 

d) Elaborar las normas y establecer los criterios generales aplicables a la gestión del personal militar, así como ejercer
la función inspectora del régimen de personal de los miembros de las Fuerzas Armadas en el ámbito de sus competencias.

e) Gestionar, con respecto al personal militar de los cuerpos comunes, las competencias atribuidas al Ministro y al
Subsecretario de Defensa. 

f) Gestionar, con respecto al personal del Servicio de Asistencia Religiosa de las Fuerzas Armadas, las competencias
atribuidas al Ministro y al Subsecretario de Defensa. 

g) Llevar a cabo la tramitación de las competencias atribuidas al Ministro y al Subsecretario de Defensa referidas
al conjunto del personal militar. 

h) Coordinar la aplicación de la normativa específica que afecta al personal civil del Departamento. 
i) Gestionar las competencias que, con respecto al personal civil, tengan atribuidas el Ministro y el Subsecretario de

Defensa, así como gestionar y ejercer aquellas otras que le estén atribuidas por la normativa vigente. 
j) Elaborar y proponer las disposiciones en materia retributiva que, con respecto al personal civil, sean competencia

del Departamento. Gestionar y tramitar los asuntos relacionados con esta materia cuya resolución corresponda al Ministro
y al Subsecretario de Defensa y gestionar y ejercer las competencias que le estén atribuidas por la normativa vigente. 

k) Elaborar, proponer y dirigir la política de acción social y la formación para el personal civil del Departamento.
l) Elaborar y proponer las disposiciones de adaptación del sistema retributivo de los miembros de las Fuerzas

Armadas, así como informar y formular propuestas sobre aquellos asuntos que tengan incidencia en aquel. Gestionar y
tramitar los asuntos relacionados con esta materia cuya resolución corresponda al Ministro y al Subsecretario de Defensa,
así como gestionar y ejercer aquellas otras que le estén atribuidas por la normativa vigente. 

m) Cuantificar y proponer los efectivos y costes de personal que haya que incluir en los escenarios plurianuales y
en el anteproyecto de presupuesto, así como controlar y evaluar el gasto de personal del Departamento. 

n) Planificar, controlar y coordinar, en el aspecto funcional, el sistema de información para la gestión del personal
del Departamento. 

ñ) Tramitar los expedientes, reconocer los derechos pasivos y conceder las prestaciones de clases pasivas causadas
por el personal militar. 

o) Dirigir y coordinar la planificación de efectivos del personal civil del Departamento y la revisión y actualización
de las relaciones de puestos de trabajos de este personal. 

p) Coordinar e impulsar las políticas de igualdad de la mujer en las Fuerzas Armadas. 

3. De la Dirección General de Personal dependen los siguientes órganos directivos: 

a) La Subdirección General de Planificación y Coordinación de Personal Militar, que desarrolla las funciones
señaladas en el apartado 2.a), b), c) y d). 

b) La Subdirección General de Gestión de Personal Militar, que desarrolla las funciones señaladas en el apartado 2.e),
f) y g). 

c) La Subdirección General de Personal Civil, que desarrolla las funciones señaladas en el apartado 2.h), i), j) y k).
d) La Subdirección General de Costes de Recursos Humanos, que desarrolla las funciones señaladas en el apartado

2.l), m), n), ñ) y o). 

4. Depende de esta Dirección General, la División del Servicio de Apoyo al Personal, con el nivel que se determine
en la correspondiente relación de puestos de trabajo, a la que corresponde elaborar, proponer y dirigir la política social para
el personal militar, así como gestionar los planes y programas derivados de la misma, establecer y coordinar la aplicación
del plan global de calidad de vida del personal militar y proporcionar, en su caso, asistencia a sus familiares. 

5. También depende de esta Dirección General el Centro de Estudio sobre la situación de la Mujer en las Fuerzas
Armadas (Observatorio de la Mujer en las FAS). 

6. Asimismo, dependen de la Dirección General de Personal: 
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a) El Arzobispado Castrense. 
b) La Unidad Administrativa de las Reales y Militares Órdenes de San Fernando y San Hermenegildo. 

Artículo 10. Dirección General de Reclutamiento y Enseñanza Militar. 

1. La Dirección General de Reclutamiento y Enseñanza Militar es el órgano directivo al que corresponde, en el marco
de la planificación integral, la preparación, el planeamiento y el desarrollo de la política de enseñanza del personal militar
y de los reservistas voluntarios. También le corresponde la captación y selección del personal para las Fuerzas Armadas así
como la preparación de las salidas profesionales del personal militar y la dirección, supervisión y evaluación de la ejecución
de estas actividades. A tales efectos, de esta Dirección General dependen funcionalmente el Centro Superior de Estudios
de la Defensa Nacional y los órganos competentes en las antedichas materias de los ejércitos y de los organismos autónomos
del Departamento. 

2. Corresponden a la Dirección General de Reclutamiento y Enseñanza Militar las siguientes funciones: 

a) Diseñar y ordenar el sistema de enseñanza militar, como sistema unitario integrado en el conjunto del sistema
educativo general, en lo referente a la enseñanza militar de formación, enseñanza militar de perfeccionamiento y aquellos
cursos de altos estudios de la defensa nacional que reglamentariamente se determinen, atendiendo en todos los casos a sus
propias necesidades y peculiaridades y tomando como referencia el marco europeo y el sistema educativo general. 

b) Supervisar el funcionamiento del sistema de centros universitarios de la defensa para lograr la correcta
coordinación de las enseñanzas de carácter militar y las conducentes a la obtención de los títulos de grado, así como diseñar,
coordinar y supervisar las acciones para la obtención de las demás titulaciones civiles. Asimismo, ordenar, establecer,
orientar e impulsar las relaciones y acuerdos con las diferentes Administraciones, Universidades y entidades culturales,
sociales y empresariales, en relación con la enseñanza o la investigación en el ámbito docente. 

c) Elaborar y proponer las directrices generales de los planes de estudios para la enseñanza militar de formación de
los militares de carrera, de los militares de complemento y de los militares de tropa y marinería, así como coordinar la
redacción de los correspondientes planes de estudios. También le corresponde coordinar los planes de formación de los
reservistas. 

d) Elaborar y proponer el régimen general de los centros docentes militares, del alumnado y del profesorado. 
e) Proponer la creación, transferencia, coordinación, unificación o supresión de centros docentes militares. 
f) Planificar, dirigir y coordinar, en el aspecto funcional, el sistema integrado de enseñanza virtual en las Fuerzas

Armadas. 
g) Elaborar, dirigir y coordinar el sistema de evaluación para la mejora de la enseñanza en las Fuerzas Armadas. 
h) Dirigir las enseñanzas del personal de los cuerpos comunes de las Fuerzas Armadas, las enseñanzas de carácter

común, y el funcionamiento de los centros docentes directamente dependientes de esta Dirección General. 
i) Elaborar, en coordinación con la Dirección General de Política de Defensa, los programas de cooperación

internacional en materia de enseñanza y ejercer su dirección. 
j) Dirigir y apoyar la captación de militares de carrera, militares de complemento, militares de tropa y marinería y

reservistas voluntarios. 
k) Dirigir y supervisar la ejecución de las funciones de captación y selección del personal de las Fuerzas Armadas

por medio de todos aquellos organismos, centros y dependencias que tengan como objeto esa captación y selección. 
l) Dirigir y gestionar los procesos de selección de personal para las Fuerzas Armadas así como la incorporación de

aquél a los centros para su formación. 
m) Elaborar y proponer las medidas a aplicar al personal de las Fuerzas Armadas en cuanto estén orientadas a las

salidas profesionales de aquél y coordinar su aplicación. 
n) Elaborar y aplicar los mecanismos para que el personal de las Fuerzas Armadas acceda a módulos educativos y

programas de formación que les habiliten para las salidas profesionales. 
ñ) Redactar e implantar planes de salidas profesionales en colaboración con las distintas Administraciones públicas

y con el sector privado. 

3. De la Dirección General de Reclutamiento y Enseñanza Militar dependen los siguientes órganos directivos: 

a) La Subdirección General de Ordenación y Política de Enseñanza, que desarrolla las funciones señaladas en el
apartado 2.a), b), c), d), e), f), g), h) e i). 

b) La Subdirección General de Reclutamiento, que desarrolla las funciones señaladas en el apartado 2.j), k), l, m),
n) y ñ). 

Artículo 11. Asesoría Jurídica General de la Defensa. 

1. La Asesoría Jurídica General de la Defensa emite los informes jurídicos preceptivos, de acuerdo con las
disposiciones vigentes, y evacua aquellos que le sean solicitados por los órganos superiores y directivos del ministerio. El
informe de la Asesoría Jurídica General de la Defensa, cuando sea preceptivo, se emitirá siempre en último lugar e
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inmediatamente antes de la resolución que proceda, salvo en los casos en que por norma de rango igual o superior se
disponga otra cosa. 

2. La función de asesoramiento jurídico, función única en el ámbito del Departamento, se ejerce bajo la dirección
del Asesor Jurídico General de la Defensa, quien a tal fin puede dictar instrucciones a las Asesorías Jurídicas de los
Cuarteles Generales de los ejércitos y a cualquier otra en el ámbito del Departamento, y evacuar las consultas que le
formulen tendentes a asegurar la debida coordinación y unidad de criterios. 

3. Sin perjuicio de las competencias específicas del Ministro y del Subsecretario de Defensa, la Asesoría Jurídica
General es la encargada de las relaciones del Departamento con los órganos de gobierno de la jurisdicción militar, la Fiscalía
Togada y la Abogacía General del Estado-Dirección del Servicio Jurídico del Estado. Igualmente, asiste a la Subsecretaría
de Defensa en el estudio, preparación y ejecución de cuantos asuntos se le encarguen relativos a la Administración
penitenciaria militar. 

4. Las funciones a que se refieren los apartados anteriores son desarrolladas por personal perteneciente al Cuerpo
Jurídico Militar. 

5. El cargo de Asesor Jurídico General es desempeñado por un general consejero togado, en situación de servicio
activo. 

6. El cargo de Asesor Jurídico General de la Defensa tiene precedencia sobre los demás cargos del Cuerpo Jurídico
Militar. 

Artículo 12. Intervención General de la Defensa. 

1. La Intervención General de la Defensa, dependiente funcionalmente de la Intervención General de la
Administración del Estado, tiene como cometido ejercer, en el ámbito del Ministerio de Defensa y de los organismos
autónomos adscritos a este, el control interno de la gestión económico-financiera, mediante el ejercicio de la función
interventora y, en los términos, condiciones y alcance que se determine en cada caso por la Intervención General de la
Administración del Estado, el control financiero permanente y la auditoría pública. 

Asimismo, le corresponde ejercer la notaría militar en la forma y condiciones establecidas por las leyes y emitir
cuantos informes le sean solicitados, en materia de su competencia, por los órganos superiores y directivos del Ministerio
de Defensa. 

2. Las funciones referidas en el apartado anterior se ejercen, por personal perteneciente al Cuerpo Militar de
Intervención, bajo la dirección del Interventor General de la Defensa, quien, a tal fin, puede dictar instrucciones a las
Intervenciones Delegadas Centrales en los Cuarteles Generales de los ejércitos y a cualquier otra del Departamento, respecto
a la interpretación y aplicación de la normativa de carácter general, y evacuar las consultas que aquellas le formulen
tendentes a asegurar la debida coordinación y unidad de criterio. 

3. El Interventor General de la Defensa asume todas las competencias que le atribuye la norma que regula la
estructura orgánica básica de la Intervención General de la Defensa. 

4. El cargo de Interventor General de la Defensa es desempeñado por un general de división interventor, en situación
de servicio activo. 

5. El cargo de Interventor General de la Defensa tiene precedencia sobre los demás cargos del Cuerpo Militar de
Intervención. 

Artículo 13. Inspección General de Sanidad de la Defensa. 

1. La Inspección General de Sanidad de la Defensa es el órgano al que corresponde la preparación, planeamiento y
desarrollo de la política sanitaria. En el marco de la planificación general y planes directores de recursos derivados del
planeamiento de la defensa militar, le corresponde la planificación específica de los recursos materiales y financieros que
tenga asignados, así como la integración de las necesidades generales de recursos humanos. Además le corresponde el
asesoramiento de los órganos superiores del Departamento en materia de sanidad militar. 

2. Sin perjuicio de su naturaleza y adscripción orgánica dependen funcionalmente de esta Inspección las Direcciones
de Sanidad de los ejércitos. Por ello, la Inspección General de Sanidad de la Defensa dictará instrucciones técnicas y órdenes
de servicio dirigidas a estas Direcciones para garantizar el mejor aprovechamiento e integración de los recursos disponibles
y alcanzar el máximo grado de cobertura y eficacia sanitaria en las Fuerzas Armadas. 

3. En particular, le corresponden las siguientes funciones: 

a) Elaborar estudios y propuestas sobre la sanidad militar en todos los aspectos referentes a las competencias
específicas de cada una de las especialidades que integran el Cuerpo Militar de Sanidad. En el ámbito logístico-operativo,
se hará de acuerdo con los requerimientos y requisitos operativos establecidos en el planeamiento de la defensa militar. 

b) Coordinar los apoyos sanitarios, logístico-operativos según las directrices recibidas del Jefe de Estado Mayor de
la Defensa y de los Jefes de Estado Mayor del Ejército de Tierra, de la Armada y del Ejército del Aire. 

c) Dirigir la gestión de la red sanitaria militar, así como dirigir y coordinar las actividades sanitario-periciales y de
prevención sanitaria en el ámbito de la defensa. 

d) Gestionar la ordenación farmacéutica y la producción de elaborados farmacéuticos. 
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e) Coordinar con los ejércitos y, en su caso, aportar el apoyo farmacéutico. 
f) Proponer, dirigir, coordinar con los ejércitos, y en su caso aportar, el apoyo veterinario en el ámbito de la defensa.
g) Dirigir, coordinar y, en su caso, ejecutar las actuaciones relativas a psicología en las Fuerzas Armadas. 
h) Elaborar y proponer los convenios en materia sanitaria. 
i) Relacionarse, en coordinación con la Dirección General de Política de Defensa, con organismos internacionales

en materia de su competencia. 

4. El cargo de Inspector General de Sanidad de la Defensa es desempeñado por un general de división del Cuerpo
Militar de Sanidad en situación de servicio activo. 

5. El cargo de Inspector General de Sanidad de la Defensa tiene precedencia sobre los demás cargos del Cuerpo
Militar de Sanidad. 

Artículo 14. Secretaría General de Política de Defensa. 

1. La Secretaría General de Política de Defensa es el órgano directivo del Departamento al que corresponde, bajo
la superior autoridad del Ministro, el desarrollo y ejecución de la política de defensa del Departamento, de los aspectos no
operativos de la política militar, excluidos los relativos a la preparación de la Fuerza. En particular, desempeña las siguientes
funciones: 

a) Coordinar con otros departamentos la planificación general de la defensa. 
b) Dirigir la elaboración de las directrices en materia de política de defensa, tanto en el ámbito de las relaciones

bilaterales con otros Estados como en el de las organizaciones internacionales de seguridad y defensa a las que España
pertenezca, en coordinación con el Ministerio de Asuntos Exteriores y de Cooperación y sin perjuicio del principio de unidad
de acción en el exterior del Estado. 

c) Impulsar y desarrollar las acciones de política de defensa en el ámbito de las organizaciones internacionales,
especialmente en la Alianza Atlántica y en la Unión Europea, en coordinación con el Ministerio de Asuntos Exteriores y
de Cooperación y sin perjuicio del principio de unidad de acción en el exterior del Estado. 

d) Impulsar y desarrollar las acciones de política de defensa en el ámbito de las relaciones bilaterales, en coordinación
con el Ministerio de Asuntos Exteriores y de Cooperación y sin perjuicio del principio de unidad de acción en el exterior
del Estado. 

e) Fomentar el desarrollo de los aspectos internacionales de la política de defensa a través de las Agregadurías de
Defensa en las Misiones Diplomáticas Permanentes de España y de los Consejeros de Defensa en las Representaciones
Permanentes en las Organizaciones Internacionales. 

f) Dirigir la participación española en los sistemas de planificación de las organizaciones o alianzas a las que España
pertenezca. 

g) Dirigir la elaboración de los tratados, acuerdos, convenios y conferencias internacionales de interés para la defensa
nacional, en coordinación con el Ministerio de Asuntos Exteriores y de Cooperación y sin perjuicio del principio de unidad
de acción en el exterior del Estado. 

h) Coordinar al Departamento en la colaboración con otros departamentos en la respuesta y resolución de situaciones
de crisis y conflictos en el ámbito de la política de seguridad y defensa, en el marco del Sistema nacional de conducción de
situaciones de crisis. 

i) Dirigir el órgano permanente de trabajo de la autoridad nacional para la planificación civil de la defensa y ostentar
la representación nacional en este ámbito en las organizaciones internacionales de defensa colectiva o alianzas a la que
España pertenezca. 

j) Coordinar la colaboración del Ministerio de Defensa con los organismos competentes para situaciones de
emergencia en el ámbito nacional, y en coordinación con el Ministerio de Asuntos Exteriores y de Cooperación en el ámbito
internacional. 

k) Planificar la preparación y disponibilidad de los recursos no propiamente militares para satisfacer las necesidades
de la defensa nacional en el ámbito del Departamento. 

l) Impulsar y desarrollar el pensamiento estratégico en el ámbito del Ministerio de Defensa y en colaboración con
otros centros públicos o privados. 

2. El Secretario General de Política de Defensa ostentará la representación del Departamento, por delegación del
Ministro, en los casos en que este se la encomiende y, en especial, ante las organizaciones internacionales de seguridad y
defensa colectivas de las que España forme parte. 

3. El Secretario General de Política de Defensa actúa como Secretario del Consejo de Defensa Nacional y como
Presidente de la Comisión Interministerial de Defensa. 

4. El Secretario General de Política de Defensa dispone de un Gabinete Técnico, como órgano de apoyo,
asesoramiento y asistencia inmediata. 

5. De la Secretaría General de Política de Defensa depende la Dirección General de Política de Defensa. 
6. Asimismo, depende del Secretario General de Política de Defensa la División de Asuntos Estratégicos y Seguridad,



68

con el nivel que se determine en la correspondiente relación de puestos de trabajo, a la que corresponde el estudio y
valoración de cuestiones relacionadas con la política de seguridad y defensa y el impulso y desarrollo de las acciones
necesarias para potenciar el pensamiento estratégico en el ámbito del Ministerio de Defensa y en colaboración con otros
centros públicos o privados. 

7. Funcionarán adscritos al Ministerio de Defensa, a través de la Secretaría General de Política de Defensa, como
órganos colegiados: 

a) La Comisión Interministerial de Defensa, con la composición y funciones previstas en sus correspondientes
disposiciones orgánicas. 

b) La Sección española del Comité Permanente Hispano-Norteamericano con la composición y funciones previstas
en sus correspondientes disposiciones orgánicas. 

c) La Comisión de Coordinación de la Actividad Internacional del Ministerio de Defensa, con la composición y
funciones previstas en sus correspondientes disposiciones orgánicas. 

8. Dependen de la Secretaría General de Política de Defensa las Agregadurías de Defensa en la Misiones
Diplomáticas de España en el exterior y los Consejeros de Defensa en las Representaciones Permanentes ante las
Organizaciones internacionales en las que estén acreditados, en los términos regulados en su normativa específica. 

Artículo 15. Dirección General de Política de Defensa. 

1. La Dirección General de Política de Defensa es el órgano directivo al que corresponde el planeamiento y desarrollo
de la política de defensa. A estos efectos, dependen funcionalmente de esta Dirección General los órganos competentes en
las citadas materias de las Fuerzas Armadas y de los organismos autónomos del Departamento. 

2. Corresponden a la Dirección General de Política de Defensa las siguientes funciones: 

a) Elaborar y proponer las líneas generales de actuación y las directrices precisas en materia de política de defensa
para el Planeamiento de la Defensa y de los aspectos no operativos de la política militar, así como controlar y coordinar su
desarrollo y ejecución. 

b) Planificar y desarrollar las acciones de política de defensa en el ámbito internacional. 
c) Preparar, negociar y proponer los tratados, acuerdos, convenios y conferencias internacionales de interés para la

defensa nacional, en coordinación con los órganos superiores y directivos del Departamento en el ámbito de sus respectivas
competencias y con el Ministerio de Asuntos Exteriores y de Cooperación. 

d) Efectuar el seguimiento y evaluación de la situación internacional, en el ámbito de la política de seguridad y
defensa. 

e) Contribuir al seguimiento, respuesta y resolución de situaciones de crisis y conflictos en el ámbito de la política
de seguridad y defensa, en el marco del Sistema nacional de conducción de situaciones de crisis. 

f) Actuar como órgano permanente de trabajo de la autoridad nacional para la planificación civil de emergencia. 
g) Proponer la normativa, planificar y gestionar la colaboración del Ministerio de Defensa con los organismos

competentes en situaciones de emergencia. 
h) Planificar la preparación y disponibilidad de los recursos no propiamente militares para satisfacer las necesidades

de la defensa nacional en el ámbito del Departamento. 
i) Efectuar el seguimiento y canalizar la participación en los organismos y foros internacionales relacionados con la

proliferación y el control de armamentos, desde la perspectiva de la política de defensa. 
j) Ejercer las competencias derivadas de la dependencia funcional que la Secretaría General de Política de Defensa

tiene atribuidas con respecto a la Unidad Militar de Emergencias. 

3. De la Dirección General de Política de Defensa dependen los siguientes órganos directivos: 

a) La Subdirección General de Planes y Relaciones Internacionales, que desarrolla las funciones señaladas en el
apartado 2.b), c) y d) y las que le correspondan del apartado 2.a), i) y j). 

b) La Subdirección General de Cooperación y Defensa Civil, que desarrolla las funciones señaladas en el apartado
2.e), f), g) y h) y las que le correspondan del apartado 2.a), i) y j). 

4. Depende asimismo de esta Dirección General, a través de la Subdirección General de Planes y Relaciones
Internacionales, la Oficina de Aplicación del Convenio entre los Estados Partes del Tratado del Atlántico Norte, relativo
al Estatuto de sus Fuerzas. 

Artículo 16. Dirección General de Relaciones Institucionales de la Defensa. 

1. La Dirección General de Relaciones Institucionales de la Defensa, dependiente directamente del Ministro de
Defensa, es el órgano directivo al que le corresponde la planificación y desarrollo de la política cultural del Departamento,
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las publicaciones y las relaciones institucionales de la defensa. 
En atención a las características específicas de esta Dirección General, su titular, de conformidad con lo previsto en

el artículo 18.2 de la Ley 6/1997, de 14 de abril, de Organización y Funcionamiento de la Administración General del
Estado, no será preciso que ostente la condición de funcionario. 

2. En particular, le corresponden las siguientes funciones: 

a) Impulsar y coordinar la política de promoción, difusión y fomento de la conciencia de defensa nacional. 
b) Coordinar, impulsar y difundir la acción cultural del Departamento. 
c) Gestionar, editar y publicar las publicaciones oficiales del Departamento, de acuerdo con las atribuciones que le

confiere la legislación vigente sobre ordenación de publicaciones oficiales; dirigir y, en su caso, ejecutar las actuaciones
relativas a documentación, y promover las publicaciones de interés para el Departamento. 

d) Coordinar las bibliotecas del Departamento. 

3. Dependen de la Dirección General de Relaciones Institucionales de la Defensa los siguientes órganos directivos:

a) El Instituto Español de Estudios Estratégicos, con nivel orgánico de subdirección general, que desarrolla las
funciones señaladas en el apartado 2.a) y b). A tal fin, potenciará las actuaciones conjuntas con los Ministerios de Educación
y de Cultura, las universidades e instituciones educativas. 

b) La Subdirección General de Publicaciones, que desarrollará las funciones señaladas en el apartado 2 c) y d). 

Artículo 17. Consejos Superiores del Ejército de Tierra, de la Armada y del Ejército del Aire. 

Los Consejos Superiores del Ejército de Tierra, de la Armada y del Ejército del Aire son los órganos colegiados
asesores y consultivos del Ministro de Defensa y del Jefe de Estado Mayor del ejército respectivo, con las competencias y
funciones que les atribuye la Ley 39/2007, de 19 de noviembre, de la carrera militar, y demás normas reglamentarias que
resulten de aplicación. 

Artículo 18. Juntas Superiores de los Cuerpos Comunes de las Fuerzas Armadas. 

Las Juntas Superiores de los Cuerpos Jurídico Militar, Militar de Intervención, Militar de Sanidad y de Músicas
Militares son los órganos colegiados asesores y consultivos del Ministro de Defensa en aquellas materias que les atribuye
la Ley 39/2007, de 19 de noviembre, de la carrera militar, y demás normas reglamentarias que resulten de aplicación. 

Disposición adicional primera. Orden de precedencias de las autoridades del Departamento. 

El orden de precedencia de las autoridades superiores del Departamento en los actos de carácter especial a que alude
el Ordenamiento General de Precedencias del Estado, aprobado por el Real Decreto 2099/1983, de 4 de agosto, y en el
régimen interno del ministerio, es el siguiente: 

a) Ministro de Defensa. 
b) Jefe de Estado Mayor de la Defensa. 
c) Secretario de Estado de Defensa. 
d) Subsecretario de Defensa. 
e) Secretario General de Política de Defensa. 
f) Jefe de Estado Mayor del Ejército de Tierra. 
g) Jefe de Estado Mayor de la Armada. 
h) Jefe de Estado Mayor del Ejército del Aire. 

Disposición adicional segunda. Redes y sistemas de información y telecomunicaciones. 

1. Por acuerdo de Consejo de Ministros se determinarán las redes y sistemas que hayan de ser dirigidas y gestionadas
por la Subdirección General de Tecnologías de la Información y Comunicaciones. 

2. Previo acuerdo con la Subdirección General de Tecnologías de la Información y Comunicaciones, la Dirección
General de Protección Civil y Emergencias del Ministerio del Interior podrá hacer uso, en situaciones de emergencia, de
las redes dirigidas y gestionadas por la citada Subdirección General. 

Disposición adicional tercera. Establecimiento Penitenciario Militar de Alcalá de Henares. 

El Establecimiento Penitenciario Militar de Alcalá de Henares seguirá adscrito a la Subsecretaría de Defensa, con
dependencia orgánica y funcional de la misma, sin perjuicio del apoyo logístico que no pueda ser prestado por la
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Subsecretaría, que será facilitado por la cadena logística de cada ejército. 

Disposición adicional cuarta. Supresión de órganos y unidades. 

Quedan suprimidos los siguientes órganos y unidades del Departamento: 

a) La Subdirección General de Tecnología y Centros. 
b) La Subdirección General de Personal Militar. 
c) La Subdirección General de Servicios Técnicos y Telecomunicaciones. 
d) La Subdirección General de Gestión de Enseñanza y Desarrollo Profesional. 
e) La Subdirección General de Documentación y Publicaciones. 
f) La Subdirección General de la Comunicación. 
g) La Inspección General del Plan Director de Sistemas de Información y Telecomunicaciones. 

Disposición transitoria única. Unidades y puestos de trabajo con nivel orgánico inferior a subdirección general. 

Las unidades y puestos de trabajo con el nivel orgánico inferior a subdirección general continuarán subsistentes y
serán retribuidos con cargo a los mismos créditos presupuestarios hasta que se aprueben las correspondientes relaciones o
catálogos de puestos de trabajo del Departamento adaptados a la estructura orgánica de este real decreto. 

Las unidades y puestos de trabajo encuadrados en los órganos suprimidos, o cuya dependencia orgánica haya sido
modificada por este real decreto, se adscribirán provisionalmente, mediante resolución del Subsecretario, y previo acuerdo,
en su caso, del Secretario de Estado, hasta tanto entren en vigor las correspondientes relaciones o catálogos de puestos de
trabajo, a los órganos regulados en este real decreto en función de las atribuciones que estos tengan asignadas. 

Disposición derogatoria única. Derogación normativa. 

1. Queda derogado el Real Decreto 1126/2008, de 4 de julio, por el que se desarrolla la estructura orgánica básica
del Ministerio de Defensa. 

2. Asimismo, quedan derogadas cuantas disposiciones de igual o inferior rango se opongan a lo dispuesto en este real
decreto. 

Disposición final primera. Modificación del Estatuto del Organismo Autónomo Cría Caballar de las Fuerzas Armadas,
aprobado por el Real Decreto 1664/2008, de 17 de octubre. 

Se añade un nuevo párrafo f) al artículo 5 del Estatuto del Organismo Autónomo Cría Caballar de las Fuerzas
Armadas, aprobado por el Real Decreto 1664/2008, de 17 de octubre, con la siguiente redacción: 

«f) Facilitar la producción canina que atienda necesidades de los tres Ejércitos y Unidades dependientes del
Órgano Central del Ministerio de Defensa.» 

Disposición final segunda. Facultades de desarrollo. 

Se faculta al Ministro de Defensa para que, previo el cumplimiento de los trámites legales oportunos, adopte las
medidas que sean necesarias para el desarrollo y ejecución de este real decreto. 

Disposición final tercera. Entrada en vigor. 

El presente real decreto entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el «Boletín Oficial del Estado». 

Dado en Madrid, el 15 de octubre de 2010. 

JUAN CARLOS R. 

La Vicepresidenta Primera del Gobierno 
y Ministra de la Presidencia, 

MARÍA TERESA FERNÁNDEZ DE LA VEGA SANZ 
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ESTATUTO DEL INSTITUTO DE VIVIENDA, INFRAESTRUCTURA Y EQUIPAMIENTO DE LA DEFENSA 

TÍTULO I 

Del Instituto de Vivienda, Infraestructura y Equipamiento de la Defensa 

CAPÍTULO I 

Disposiciones generales

Artículo 1. Naturaleza y adscripción. 

1. El Instituto de Vivienda, Infraestructura y Equipamiento de la Defensa, creado por la disposición adicional
quincuagésima primera de la Ley 26/2009, de 23 de diciembre, de Presupuestos Generales del Estado para el año 2010, se
configura como organismo autónomo, dependiente del Ministerio de Defensa, integrado en la Secretaría de Estado de
Defensa, adscrito a la Dirección General de Infraestructura, y sometido al régimen previsto para los Organismos públicos
en el título III de la Ley 6/1997, de 14 de abril, de Organización y Funcionamiento de la Administración General del Estado,
sin perjuicio de las excepciones previstas en el artículo 2 de este estatuto respecto del régimen patrimonial de las viviendas
militares. 

2. El organismo autónomo Instituto de Vivienda, Infraestructura y Equipamiento de la Defensa, tiene personalidad
jurídica pública diferenciada, patrimonio y tesorería propios, así como autonomía de gestión y plena capacidad de obrar,
dentro de su esfera de competencia, para el ejercicio de las potestades administrativas precisas para el cumplimiento de los
fines que el artículo 71 de la Ley 50/1998, de 30 de diciembre, de Medidas Fiscales, Administrativas y de Orden Social, y
la Ley 26/1999, de 9 de julio, de medidas de apoyo a la movilidad geográfica de los miembros de las Fuerzas Armadas
atribuyen a la Gerencia de Infraestructura y Equipamiento de la Defensa y al Instituto para la Vivienda de las Fuerzas
Armadas, asumiendo las funciones, derechos y obligaciones que se establecen en la referida disposición adicional
quincuagésima primera de la Ley 26/2009, de 23 de diciembre, y en este estatuto. 

Artículo 2. Régimen jurídico. 

El Instituto de Vivienda, Infraestructura y Equipamiento de la Defensa, se rige por la disposición adicional
quincuagésima primera de la Ley 26/2009, de 23 de diciembre, y por las disposiciones contenidas en el artículo 71 de la Ley
50/1998, de 30 de diciembre, y en la Ley 26/1999, de 9 de julio, así como por la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de
Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común, la Ley 6/1997, de 14 de
abril, la Ley 33/2003, de 3 de noviembre, del Patrimonio de las Administraciones Públicas, la Ley 47/2003, de 26 de
noviembre, General Presupuestaria, la Ley 30/2007, de 30 de octubre, de Contratos del Sector Público y el Real Decreto
Legislativo 2/2008, de 20 de junio por el que se aprueba el texto refundido de la Ley del Suelo, por las normas que
desarrollan las citadas leyes, por las que se contienen en este estatuto y demás que resulten de aplicación, con las
excepciones establecidas en la citada Ley 26/1999, de 9 de julio, respecto al régimen patrimonial de las viviendas militares.
Artículo 3. Régimen presupuestario, económico financiero y de contabilidad. 
El régimen presupuestario, económico-financiero, de contabilidad y de intervención y control financiero será el establecido
para los organismos autónomos en la Ley 47/2003, de 26 de noviembre, y demás normativa que resulte de aplicación. 

Artículo 4. Régimen de contratación. 

El régimen de contratación del Instituto de Vivienda, Infraestructura y Equipamiento de la Defensa se regirá por lo
dispuesto en la Ley 30/2007, de 30 de octubre. 

Artículo 5. Régimen patrimonial. 

1. El patrimonio del Instituto está integrado, además de por aquellos bienes que le sean adscritos por la
Administración General del Estado, por los inmuebles, suelo, bienes y derechos de la extinta Gerencia de Infraestructura
y Equipamiento de la Defensa, los extintos Patronatos de Casas Militares y el también extinto Instituto para la Vivienda de
las Fuerzas Armadas, así como por las viviendas calificadas como viviendas militares y aquellos bienes y derechos que
adquiera en el curso de su gestión o que le sean incorporados por cualquier persona pública o privada y por cualquier título.

2. Asimismo, el Instituto de Vivienda, Infraestructura y Equipamiento de la Defensa podrá gestionar, enajenar o
realizar cualquier otro negocio jurídico permitido por las leyes respecto de los bienes que se pongan a su disposición a partir
de la entrada en vigor del real decreto por el que se aprueba este estatuto y de aquellos que ya fueron puestos a disposición
de la extinta Gerencia de infraestructura y Equipamiento de la Defensa, sin perjuicio de lo dispuesto en el apartado 1 de la
disposición adicional séptima de la Ley 33/2003, de 3 de noviembre. 

3. Los recursos económicos del Instituto de Vivienda, Infraestructura y Equipamiento de la Defensa podrán provenir
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de las siguientes fuentes: 

a) Los bienes y derechos que integran su patrimonio. 
b) Los productos y rentas de dicho patrimonio. 
c) Los bienes muebles e inmuebles puestos a su disposición por el Ministerio de Defensa. 
d) Los ingresos ordinarios y extraordinarios obtenidos en el ejercicio de sus actividades. 
e) Los ingresos obtenidos como consecuencia de las enajenaciones de todo tipo de bienes inmuebles y muebles así

como los resultantes de su explotación. 
f) Las consignaciones específicas que tuviera asignadas en los Presupuestos Generales del Estado. 
g) Las transferencias corrientes o de capital que procedan de las Administraciones o entidades públicas. 
h) Las donaciones, legados y otras aportaciones de entidades privadas y de particulares, así como de organizaciones,

ya sean nacionales o internacionales. 
i) Cualquier otro recurso que, por precepto legal o reglamentario, pudiera serle atribuido. 

4. Los ingresos procedentes de las actividades del Instituto de Vivienda, Infraestructura y Equipamiento de la Defensa
se aplicarán a cubrir las obligaciones derivadas del funcionamiento y de los fines del Instituto previstos en este estatuto, así
como en las normas de rango legal que se citan en artículo 1.2. En concreto, se aplicarán a atender la adquisición de
infraestructura y equipamiento para su uso por las Fuerzas Armadas, la compensación económica y las ayudas para la
adquisición de vivienda de sus miembros, así como a los fines de profesionalización y modernización de la Defensa y del
personal al servicio de la misma, y a programas específicos de investigación, desarrollo e innovación en el ámbito de la
defensa. 

Asimismo, podrán aplicarse a las necesidades operativas de las Fuerzas Armadas, pudiendo cumplirse tales fines
mediante las oportunas transferencias del Instituto de Vivienda, Infraestructura y Equipamiento de la Defensa al Estado. 

5. La posibilidad de remisión de fondos del organismo al Estado para atender necesidades de las Fuerzas Armadas
se hará en aquellos casos previstos por norma con rango de ley y se ajustará al siguiente procedimiento: 

a) El Consejo Rector evaluará, dentro de sus previsiones presupuestarias anuales, las posibilidades de financiación
que para necesidades operativas de las Fuerzas Armadas le hayan sido solicitadas, de acuerdo con los planes aprobados por
el Ministerio de Defensa. 

b) El Director Gerente, una vez autorizado por el Consejo Rector, dispondrá de la iniciación de los preceptivos
expedientes de modificación presupuestaria necesarios para tal finalidad. 

Artículo 6. Régimen de personal. 

1. El personal al servicio del organismo autónomo Instituto de Vivienda, Infraestructura y Equipamiento de la
Defensa será funcionario, civil o militar, o personal laboral, en los mismos términos que los establecidos para la
Administración General del Estado y con respeto a las peculiaridades de sus respectivos regímenes jurídicos que sean de
aplicación. 

2. El organismo autónomo Instituto de Vivienda, Infraestructura y Equipamiento de la Defensa propondrá a los
órganos competentes, a través del Ministerio de Defensa, las relaciones de puestos de trabajo del personal funcionario y
laboral. 

3. En todo caso corresponderán en exclusiva al personal funcionario, civil o militar, los puestos cuyas funciones
impliquen la participación directa o indirecta en el ejercicio de las potestades públicas o la salvaguardia de los intereses
generales del Estado y de las Administraciones Públicas. 

4. La provisión de puestos de trabajo y movilidad del personal funcionario, civil o militar, y, en su caso, del personal
laboral, se llevará a cabo en los términos previstos para la Administración General del Estado con respeto a las
peculiaridades de los regímenes jurídicos que sean de aplicación en función de los tipos de personal a que se refiere el
apartado 1 de este artículo. 

Artículo 7. Funciones. 

El Instituto de Vivienda, Infraestructura y Equipamiento de la Defensa tiene como funciones las siguientes: 

a) La adquisición por compra o por cualquier otro medio admitido en derecho de bienes inmuebles y derechos reales,
destinados a la infraestructura y uso por las Fuerzas Armadas, así como de bienes muebles, armamento y material para su
uso por aquellas. 

b) La enajenación a título oneroso de bienes inmuebles que sean desafectados por el Ministerio de Defensa y puestos
a su disposición, ajustándose tales enajenaciones a lo previsto en el artículo 71.cinco de la Ley 50/1998, de 30 de diciembre,
en la Ley 33/2003, de 3 de noviembre, y a las disposiciones de este estatuto. 

c) La enajenación a título oneroso de las viviendas militares que resulten enajenables de acuerdo con lo dispuesto
en la Ley 26/1999, de 9 de julio, y en este estatuto. 
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d) La gestión, explotación, utilización y la enajenación a título oneroso, tanto en el ámbito interno como en el
extranjero de los bienes muebles, armamento, material y equipamiento destinados a la Defensa que no siendo de utilidad
para el Departamento se pongan a su disposición para el cumplimiento de sus fines. 

e) Coadyuvar, con la gestión de los bienes inmuebles que sean puestos a su disposición, al desarrollo y ejecución de
las distintas políticas públicas en vigor y, en particular, de la política de vivienda, en colaboración con las administraciones
competentes. A tal efecto, podrá suscribir con dichas administraciones convenios, protocolos o acuerdos tendentes a
favorecer la construcción de viviendas sujetas a algún régimen de protección que permita tasar su precio máximo en venta,
alquiler u otras formas de acceso a la vivienda. 

f) Reconocer y abonar las compensaciones económicas previstas en la Ley 26/1999, de 9 de julio. 
g) Adjudicar viviendas en régimen de arrendamiento especial al personal militar. 
h) Conceder ayudas para la adquisición de viviendas por el personal militar. 
i) Mantener, conservar y gestionar las viviendas militares y demás bienes inmuebles que se integran en su patrimonio.
j) Promover y apoyar la constitución de cooperativas que ejecuten programas de construcción de viviendas en

propiedad para el personal militar. 
k) La aplicación de medidas que faciliten el ejercicio del derecho de uso vitalicio de las viviendas militares en los

términos previstos en la Ley 26/1999, de 9 de julio. 
l) Desarrollar las directrices del Ministerio de Defensa en materia de patrimonio, contribuyendo a la realización de

los planes de infraestructura de las Fuerzas Armadas, mediante la ejecución de programas y proyectos de inversión, incluidos
aquellos destinados a la mejora de las condiciones de vida del personal militar, en materia de alojamientos, dentro del marco
del proceso de profesionalización y modernización de las Fuerzas Armadas. 

m) La colaboración con las Corporaciones locales y con las Comunidades Autónomas o sus organismos públicos en
el planeamiento urbanístico y su coordinación con los planes de infraestructura de las Fuerzas Armadas, pudiendo, en su
caso, proponer modificaciones a los planes urbanísticos, y redactar planes parciales, especiales y estudios de detalle, así
como la realización de obras de conservación, reparación, urbanización y cualesquiera otras actuaciones necesarias para el
cumplimiento de sus fines. 

n) La contribución con informes técnicos a la elaboración y realización de los planes de infraestructura de las Fuerzas
Armadas. 

o) La utilización y explotación económica y comercial de los bienes afectados al dominio público en los casos
contemplados en el artículo 49 de este estatuto. 

Artículo 8. Capacidad legal. 

Para el cumplimiento de sus fines, el Instituto tendrá la más amplia capacidad legal para: 

a) Administrar y disponer de su patrimonio propio para el cumplimiento de sus fines, así como percibir los frutos,
rentas y demás rendimientos o productos de sus bienes propios o puestos a su disposición. 

b) Adquirir por cualquier título, enajenar y arrendar toda clase de bienes inmuebles y muebles así como cualesquiera
derechos sobre los mismos. 

c) Gravar, permutar, enajenar y disponer a título oneroso de los bienes que constituyen su patrimonio y de los que
se pongan a su disposición. 

d) Contratar o ejecutar directamente la realización de las obras definidas en el artículo 106 de la Ley 30/2007, de 30
de octubre, y la prestación de toda clase de servicios. 

e) Repercutir a los usuarios los servicios y suministros que se presten en las viviendas militares y exigir el pago de
los mismos. 

f) Resolver las reclamaciones sobre responsabilidad patrimonial que se formulen contra el organismo. 

Artículo 9. Fin de la vía administrativa. 

Con arreglo a lo establecido en la disposición adicional decimoquinta.3 de la Ley 6/1997, de 14 de abril, los actos
y resoluciones del Director Gerente del Instituto ponen fin a la vía administrativa. 
Contra dichos actos y resoluciones sólo procederá recurso contencioso-administrativo, pudiendo interponerse, con carácter
potestativo, recurso de reposición. 

CAPÍTULO II 

De la organización del Instituto 

Artículo 10. Órganos de gobierno. 

Los órganos de gobierno del Instituto son los siguientes: 
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a) El Consejo Rector. 
b) El Director Gerente. 

Artículo 11. Consejo Rector. 

1. El Consejo Rector podrá reunirse en Pleno y en Comisión Permanente. 
2. El Pleno del Consejo Rector estará integrado por los siguientes miembros: 

a) Presidente: el Secretario de Estado de Defensa. 
b) Vicepresidente: el Director Gerente del Instituto. 
c) Vocales: 

1.º El Subsecretario de Defensa. 
2.º El Director General de Infraestructura del Ministerio de Defensa. 
3.º El Director General de Armamento y Material del Ministerio de Defensa. 
4.º El Director General de Asuntos Económicos del Ministerio de Defensa. 
5.º El Director General de Presupuestos del Ministerio de Economía y Hacienda. 
6.º El Director General del Patrimonio del Estado del Ministerio de Economía y Hacienda.
7.º El Secretario General Técnico del Ministerio de la Presidencia.
8.º El Asesor Jurídico General de la Defensa.
9.º El Interventor General de la Defensa.
10.º Los segundos Jefes del Estado Mayor de los tres Ejércitos. 

d) Secretario: el Secretario General del Instituto, con voz pero sin voto. 

3. La Comisión Permanente estará integrada por los siguientes miembros: 

a) Presidente: el Director Gerente del Instituto. 
b) Vocales: 

1.º El Director General de Infraestructura del Ministerio de Defensa. 
2.º El Director General de Asuntos Económicos del Ministerio de Defensa. 
3.º El Director General de Personal del Ministerio de Defensa. 
4.º El Asesor Jurídico General de la Defensa. 
5.º El Interventor General de la Defensa. 

c) Secretario: el Secretario General del Instituto, con voz pero sin voto. 

Artículo 12. Competencias del Consejo Rector y de la Comisión Permanente. 

1. El Consejo Rector, como órgano de gobierno, tiene como funciones principales las de dirigir, orientar, fomentar
y facilitar las actividades propias del Instituto. 

2. Corresponde al Pleno del Consejo Rector: 

a) La alta dirección del organismo, estableciendo las directrices básicas para su gobierno, dirección y administración.
b) Conocer la ejecución y desarrollo de los objetivos, así como de los estados de gastos e ingresos del Instituto.
c) Aprobar las líneas generales del escenario presupuestario plurianual y del anteproyecto de presupuesto del

organismo, su plan general anual de actuación, con el programa de inversiones del Instituto y ser informado de la propuesta
de cuentas anuales, así como evaluar, dentro de sus previsiones presupuestarias anuales, las posibilidades de financiación
a las que hace referencia el artículo 5.5.a). 

d) Ser informado de las operaciones de crédito y las demás de endeudamiento del Instituto, dentro de los límites de
la Ley anual de Presupuestos Generales del Estado, así como de las adquisiciones directas. 

e) Proponer al Ministro de Defensa la fijación del importe del canon arrendaticio o, en su caso, de las tasas por el
uso de las viviendas militares y plazas de aparcamiento y la cuantía de la compensación económica. 

f) Aprobar la enajenación de suelo a cooperativas cuyo fin primordial sea la construcción de viviendas en propiedad
para los miembros de las Fuerzas Armadas. 

g) Aprobar el importe máximo de la ayuda para el acceso a la propiedad de la vivienda. 
h) Autorizar los convenios que vayan a ser celebrados por el Instituto en los casos previstos en el artículo 71.dos.e)

de la Ley 50/1998, de 30 de diciembre. 
i) Conocer de los convenios de venta y/o permuta con otros órganos y organismos de la Administración General del

Estado, de las Comunidades Autónomas y de las Corporaciones locales y autorizar, en los casos establecidos expresamente
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en este estatuto, la transmisión gratuita de bienes y derechos del organismo. 
j) Conocer de todo proyecto de modificación de la estructura o las funciones del organismo que en este estatuto se

establecen. 
k) Dictar sus propias normas de funcionamiento en todo aquello que no estuviere previsto en este estatuto. 
l) Conocer de las encomiendas que se encarguen al organismo. 
m) La aprobación previa de la contratación relativa a las adquisiciones de bienes inmuebles y de adquisición o

suministro de bienes muebles, armamento, material y equipamiento para uso de las Fuerzas Armadas. 
n) Cualesquiera otras funciones necesarias para la consecución de los fines del organismo, que le pudieren

corresponder por precepto legal o reglamentario. 
o) Aprobar el Plan director que se contiene en la disposición adicional cuarta del real decreto por el que se aprueba

este estatuto. 

3. Serán competencias indelegables del Pleno las señaladas en las letras a), b), c), d), e), f), g) y h) y o) del párrafo
anterior. 

4. Serán competencias de la Comisión Permanente las siguientes: 

a) Desarrollar las misiones que le encomiende o delegue el Pleno del Consejo Rector. 
b) Velar por el cumplimiento de sus acuerdos. 

Artículo 13. Funcionamiento del Consejo Rector y de la Comisión Permanente y funciones del secretario. 

1. Las reuniones del Pleno del Consejo Rector tendrán lugar, al menos, una vez al año y, con carácter extraordinario,
cuando así sea convocado. 

2. La Comisión Permanente se reunirá, cuando así lo estime su presidente, para ser informada sobre el desarrollo de
las actuaciones del Instituto y, con carácter extraordinario, cuando así sea convocada. 

3. El funcionamiento y régimen de adopción de los acuerdos del Consejo Rector y de la Comisión Permanente se
regirán por lo establecido en este estatuto y por las normas contenidas en el título II, capítulo II, de la Ley 30/1992, de 26
de noviembre. 

4. El Secretario del Consejo Rector tendrá como funciones: 

a) Redactar y autorizar las actas y expedir certificaciones de los acuerdos adoptados. 
b) Trasladar los acuerdos del Consejo Rector. 
c) Realizar cualquier otra tarea que le fuera encomendada y que sea inherente a su condición de Secretario del

Consejo Rector. 

5. En caso de vacante, ausencia o enfermedad y cuando concurra alguna causa justificada se establece el siguiente
régimen de suplencias: 

a) El Presidente será suplido por el Vicepresidente. 
b) El Vicepresidente será suplido por un Subdirector General del organismo según el orden que se expresa en el

artículo 16.1 de este estatuto. El mismo régimen se aplicará cuando actúe como presidente de la comisión permanente. 
c) Los Vocales serán suplidos preferentemente por un Subdirector General de su propia Dirección General, a

excepción del Subsecretario de Defensa, que será suplido por el Director General de Personal. Los Segundos Jefes del
Estado Mayor de los tres Ejércitos, el Asesor Jurídico General de la Defensa y el Interventor General de la Defensa serán
suplidos en los términos señalados por el artículo 17 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre. 

d) El Secretario será suplido por un Subdirector General, según el orden que se expresa en el artículo 16.1 de este
estatuto. 

Artículo 14. Facultades de los Presidentes del Consejo Rector y de la Comisión Permanente. 

1. Serán facultades del Presidente del Consejo Rector: 

a) Ostentar su representación. 
b) Acordar la convocatoria de las sesiones ordinarias y extraordinarias y la fijación del orden del día. 
c) Presidir las sesiones, moderar el desarrollo de los debates y suspenderlos por causas justificadas. 
d) Velar por el cumplimiento de este estatuto y de los acuerdos adoptados por el Consejo Rector. 
e) Dirimir con su voto los empates, a efectos de adoptar acuerdos. 
f) Visar las actas y certificaciones de los acuerdos del Consejo Rector. 

2. Las facultades establecidas en el párrafo anterior serán ejercidas por el presidente de la Comisión Permanente
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respecto de la misma. 

Artículo 15. Director Gerente. 

1. El Director Gerente, con rango de Subdirector General, será nombrado y separado conforme a lo dispuesto en el
artículo 19.2 de la Ley 6/1997, de 14 de abril, asumiendo la dirección y gestión del Instituto. 

2. En particular, le corresponde: 

a) Ostentar la representación del Instituto y ejercer la dirección de personal y de los servicios y actividades del
mismo, sin perjuicio de las competencias que en esta materia correspondan, de acuerdo con la legislación vigente, a otras
Administraciones Públicas y organismos. 

b) Aprobar gastos y ordenar pagos, previa consignación presupuestaria para este fin, efectuar toda clase de cobros
e ingresos del Instituto y actuar como órgano de contratación de acuerdo con el artículo 291.2 de la Ley 30/2007, de 30 de
octubre. 

c) Elaborar y elevar al Consejo Rector, para su conocimiento, el escenario presupuestario plurianual, el anteproyecto
de presupuestos, el plan general anual de actuación, con el programa de inversiones del Instituto, las operaciones de crédito
y las demás de endeudamiento del Instituto, las propuestas para la determinación del canon arrendaticio de uso o, en su caso,
de las tasas correspondientes a todas las viviendas militares y plazas de aparcamiento y de la cuantía de la compensación
económica. 

d) Aprobar y rendir las cuentas anuales en los términos señalados por la Ley 47/2003, de 26 de noviembre, autorizar
las operaciones de crédito y las demás de endeudamiento del Instituto e iniciar los expedientes de modificación
presupuestaria que se prevén en el artículo 5.5.b). 

e) Aprobar las tasaciones de los bienes inmuebles y acordar la enajenación de los bienes muebles e inmuebles, a
excepción de lo dispuesto en el artículo 32.3. 

f) Celebrar los contratos de adquisición de bienes inmuebles y de adquisición o suministro de bienes muebles,
armamento, material y equipamiento para uso de las Fuerzas Armadas, previa aprobación por el Consejo Rector. 

g) Desarrollar y ejecutar el Plan Director anual elaborado por la Subsecretaría en materia de viviendas militares, y
medidas de apoyo a la movilidad, así como convocar y conceder las ayudas para el acceso a la propiedad de la vivienda y
reconocer el derecho a percibir compensación económica. 

h) Presentar al Consejo Rector las propuestas para la determinación del canon arrendaticio de uso o, en su caso, de
las tasas correspondientes a todas las viviendas militares y plazas de aparcamiento y de la cuantía de la compensación
económica prevista en la Ley 26/1999, de 9 de julio. 

i) Acordar la revisión de oficio, respecto de los actos dictados por los órganos de él dependientes, resolver los
expedientes de responsabilidad patrimonial del Instituto y las reclamaciones previas en asuntos civiles y laborales. 

j) Celebrar convenios de colaboración en el ámbito de su competencia y ejecutar las encomiendas que se encarguen
al organismo, de acuerdo con lo previsto en el artículo 49. 

k) Determinar y, en su caso, adjudicar las viviendas militares que, se ofertarán en las diferentes localidades en
régimen de arrendamiento especial, así como los locales comerciales, y fijar el importe de sus alquileres, en la forma prevista
reglamentariamente y autorizar la ejecución de obras e inspeccionar el estado de conservación y uso que se hace de las
viviendas, locales comerciales y demás inmuebles. 

l) Incoar y resolver los procedimientos de recuperación posesoria, y de desahucio respecto de los contratos suscritos
por los usuarios de vivienda militar, por las causas contempladas en este estatuto, determinar los destinos señalados el
artículo 29.1.b) y autorizar el realojo y declarar el derecho a indemnización que se establecen en el artículo 22.3. 

m) Proponer a las Corporaciones locales y a las Comunidades Autónomas las modificaciones de los instrumentos
de planificación territorial y urbanística, para una mejor administración de los bienes inmuebles afectados al Ministerio de
Defensa y coordinación con los planes de infraestructura de las Fuerzas Armadas. 

n) Autorizar la permuta de bienes inmuebles, salvo en los casos previstos en el artículo 45.2, así como la explotación
de los bienes y derechos patrimoniales contemplados en el artículo 47. 

o) En general, ejercer todas aquellas funciones o competencias que se le atribuyan por una norma legal o
reglamentaria, así como conocer, resolver y ejecutar cuantos asuntos no estén atribuidos expresamente al Consejo Rector
y afecten al buen gobierno y administración del Instituto. 

3. En caso de ausencia, vacante o enfermedad el Director Gerente será suplido por los Subdirectores Generales de
él dependientes, siguiendo el orden en que se citan en el artículo 16.1. 

Artículo 16. Estructura orgánica del Instituto. 

1. El Instituto, para su funcionamiento y administración, contará con las siguientes unidades, con nivel orgánico de
Subdirección General, dependientes del Director Gerente: 

a) Secretaría General. 
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b) Subdirección General de Gestión. 
c) Subdirección General Económico-Financiera. 
d) Subdirección General Técnica y de Enajenación. 

2. Corresponde a la Secretaría General: 

a) Gestionar el régimen interior, la seguridad, el registro, el archivo y los servicios generales, así como la
planificación general. 

b) La administración del personal, la tramitación y gestión de sus asuntos, la elaboración y propuesta de la nómina,
las relaciones con otras unidades y órganos de representación competentes en la materia, así como la gestión y promoción
de los programas de formación del Instituto. 

c) Mantener las oportunas relaciones con las Delegaciones de Defensa, a fin de coordinar el funcionamiento de las
áreas de gestión patrimonial. 

d) Dirigir los servicios de información administrativa y atención al ciudadano del organismo de acuerdo con la
normativa vigente, así como la gestión de las Tecnologías de Información y Comunicación. 

e) Las relaciones con otros órganos de otras Administraciones Públicas, en materia de su competencia. 
f) Llevar el inventario del mobiliario y demás efectos de uso por las distintas unidades del Instituto. 

3. Corresponde a la Subdirección General de Gestión: 

a) Desarrollar las actividades relativas a la utilización y explotación económica y comercial de los bienes afectados
al dominio público cuyas características, situación y régimen de utilización hagan posible este tipo de utilización adicional,
en los términos que se le encomienden por el Ministerio de Defensa. 

b) La administración, aprovechamiento y explotación de los bienes y derechos patrimoniales según lo dispuesto en
el título IV, capítulo II. 

c) Estudiar y elaborar los convenios en materia de su competencia. 
d) Gestionar los asuntos relacionados con la asignación de las viviendas militares en régimen de arrendamiento

especial y los locales comerciales arrendados. 
e) Tramitar los expedientes de subrogación de los contratos sobre viviendas militares, los que afecten a los realojos

por razones humanitarias y los de reducción de cánones. 
f) La gestión del régimen de ocupación de los pabellones de cargo. 
g) Elaborar y ejecutar los programas de obras en las viviendas militares, pabellones de cargo, locales comerciales

y demás inmuebles, así como los necesarios para su mantenimiento, conservación y reposición. 
h) Gestionar todos los asuntos relacionados con las comunidades de propietarios en las que el Instituto forme parte.
i) Tramitar los asuntos relacionados con la asignación a los beneficiarios de la compensación económica, así como

realizar las actividades de gestión necesarias para otorgar ayudas y subvenciones para el acceso a la propiedad de vivienda.

4. Corresponde a la Subdirección General Económico-Financiera: 

a) Gestionar los ingresos y gastos, realizar cobros y pagos y gestionar la tesorería y, en general, todos los asuntos
económicos que afectan al organismo. 

b) Preparar y elaborar el escenario presupuestario plurianual, el anteproyecto de presupuestos y realizar la gestión
contable. 

c) Tramitar y gestionar los expedientes de contratación. 
d) Tramitar los expedientes de adquisición de armamento, material y equipamiento para su uso por las Fuerzas

Armadas. 
e) Elaborar la cuenta anual. 
f) Coordinar el plan de financiación anual. 

5. Corresponde a la Subdirección General Técnica y de Enajenación: 

a) Formar y mantener actualizado el inventario de los bienes muebles e inmuebles y derechos constituidos sobre los
mismos. 

b) Estudiar y elaborar los convenios en materia de su competencia. 
c) Realizar las actividades necesarias para, la identificación y depuración física de los bienes inmuebles incluyendo,

en caso necesario, el deslinde, el levantamiento de planos y su inscripción registral. 
d) El estudio y análisis urbanísticos así como las actuaciones referentes a la instrucción y modificación de las figuras

de planeamiento urbanístico que puedan concernir a los bienes inmuebles así como, en su caso, a los bienes afectados al
Ministerio de Defensa a solicitud de la Dirección General de Infraestructura. 

e) La realización de los informes técnicos de los instrumentos de planificación territorial y urbanística, en desarrollo
de la legislación aplicable en materia del suelo, así como los que le sean requeridos en materia de propiedades del Ministerio
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de Defensa. 
f) La redacción de cualquiera de los instrumentos de planeamiento urbanístico que se precisen en relación con los

inmuebles. 
g) La elaboración de las hojas de aprecio para la fijación del justiprecio en los expedientes de expropiación o

reversión y, en este último caso, propuesta de nombramiento del técnico que haya de asistir como vocal a los jurados
provinciales de expropiación. 

h) La tasación de los bienes inmuebles incluso, en su caso, de los bienes afectados al Ministerio de Defensa a
solicitud de la Dirección General de Infraestructura, salvo en los casos previstos en la disposición adicional segunda Ley
26/1999, de 9 de julio. 

i) La redacción de proyectos y las direcciones de obra de todo tipo relacionadas con la urbanización o la edificación
de los inmuebles. 

j) La elaboración de los pliegos de prescripciones técnicas y presupuestos relacionados con las funciones urbanísticas
para su aprobación por el Director-Gerente. 

k) Preparar, tramitar y ejecutar los expedientes de enajenación de viviendas militares y demás inmuebles o derechos
constituidos sobre estos. 

l) Tramitar los expedientes de enajenación, tanto en el ámbito interno como en el extranjero, de los bienes muebles
pertenecientes al patrimonio de Defensa que se pongan a su disposición para el cumplimiento de sus fines. 

6. El Director Gerente del Instituto podrá contar con una unidad de apoyo, con el nivel orgánico que se establezca
en la relación de puestos de trabajo. 

7. El Instituto de Vivienda, Infraestructura y Equipamiento de la Defensa contará con una Asesoría Jurídica y una
Intervención Delegada, con el nivel orgánico que se establezca para cada una en la correspondiente relación de puestos de
trabajo: 

a) La Asesoría Jurídica dependerá directamente del Director Gerente, con el nivel orgánico que se establezca en la
correspondiente relación de puestos de trabajo, sin perjuicio de la dependencia funcional de la Asesoría Jurídica General
del Departamento. 

b) La Intervención Delegada ejercerá el control interno de la gestión económico-financiera mediante el ejercicio de
la función interventora, el control financiero permanente y la auditoría pública en los términos previstos por la Ley 47/2003,
de 26 de noviembre; el ejercicio de la notaría militar, en la forma y condiciones establecidas en las leyes y el asesoramiento
económico-fiscal. Dependerá funcionalmente de la Intervención General de la Administración del Estado, a través de la
Intervención General de la Defensa. 

TÍTULO II 

Viviendas militares y pabellones de cargo 

CAPÍTULO I 

Viviendas militares 

Artículo 17. Calificación de las viviendas. 

1. Las viviendas cuya titularidad o administración correspondía al extinto Instituto para la Vivienda de las Fuerzas
Armadas y a los Cuarteles Generales de los Ejércitos, así como las que sean calificadas como tales en aplicación de este
estatuto, con excepción de aquellas a las que hace referencia el apartado 2, tendrán la calificación única de viviendas
militares y serán destinadas a los fines señalados en los artículos siguientes. 

Asimismo, el Ministro de Defensa podrá calificar como viviendas militares, cuando se declaren innecesarias y queden
desafectadas para los fines y destinos que tienen asignados, cualesquiera otras viviendas administradas por unidades, centros
y organismos del Departamento. 

2. Las viviendas destinadas a domicilio oficial o de representación social del militar, por razón del cargo que ostente
o del destino asignado, tendrán la denominación única de pabellones de cargo. 

Artículo 18. Viviendas militares. 

1. Todas las viviendas calificadas como viviendas militares se integran en el patrimonio propio del Instituto de
Vivienda, Infraestructura y Equipamiento de la Defensa, con excepción de aquellas que constituyan elemento inseparable
de bases, acuartelamientos, edificios o establecimientos militares, cuya relación corresponde determinar al Ministro de
Defensa mediante las correspondientes órdenes ministeriales comunicadas. 

2. Se facilitarán en arrendamiento especial, las viviendas militares no enajenables, localizadas dentro de bases,
acuartelamientos, edificios o establecimientos militares, las que por su ubicación supongan un riesgo para la seguridad de
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los mismos y aquellas otras que se encuentren en zonas específicas en las que resulte necesario disponer de viviendas para
el personal destinado en las mismas, en especial en las ciudades de Ceuta y Melilla, donde, no obstante, podrán declararse
enajenables las que no sean útiles para atender las necesidades de vivienda de las Fuerzas Armadas. 

El Ministro de Defensa, mediante las correspondientes órdenes ministeriales comunicadas, determinará la relación
de las viviendas militares no enajenables. Solo estas viviendas serán objeto de cesión de uso, mediante contrato
administrativo especial, que se formalizará en el correspondiente documento administrativo. 

La citada relación podrá ser modificada cuando varíen las circunstancias que sirvieron para su elaboración, señalando
en las disposiciones que se dicten al efecto el uso o destino posterior que tendrán las viviendas militares afectadas. 

3. Las viviendas militares, con excepción de las no enajenables señaladas en el apartado anterior, podrán enajenarse
en las condiciones y de acuerdo con el procedimiento que se regula en este estatuto. 

Artículo 19. Derecho de uso de vivienda militar. 

1. El que con anterioridad a la entrada en vigor de la Ley 26/1999, de 9 de julio, hubiera adquirido el derecho de uso
de una vivienda militar, como titular de contrato, podrá mantenerlo con carácter vitalicio, sin perjuicio de las limitaciones
que se establecen en el artículo 10 de la referida norma legal. 

No obstante, respecto de las viviendas que se incorporen al patrimonio del Instituto de Vivienda, Infraestructura y
Equipamiento de la Defensa con posterioridad a la entrada en vigor del presente estatuto, tendrán la consideración de
titulares del derecho de uso a todos los efectos, quienes las ocupen en virtud de título contractual o cualquier acto expreso
o tácito del organismo o institución que tuviese la propiedad o administración de aquellas en cada momento, siempre que
figuren en el correspondiente documento administrativo de entrega y recepción o incorporación a los patrimonios de los
organismos que se refunden. 

2. En caso de fallecimiento del titular a que se refiere el apartado 1 anterior, podrán ser beneficiarios del derecho de
uso, también con carácter vitalicio y sin posibilidad de transmitir esta condición a terceros, el cónyuge que conviviera con
él al tiempo del fallecimiento y las personas que se relacionan a continuación, si hubieran convivido con el transmitente del
derecho los dos años inmediatamente anteriores: 

a) Persona en análoga relación de afectividad que el cónyuge. 
b) Hijos del titular con una discapacidad igual o superior al 65 por 100. 
c) Demás hijos del titular, salvo que el fallecimiento de éste se haya producido con posterioridad al día 11 de julio

de 1999, fecha de entrada en vigor de la Ley 26/1999, de 9 de julio, en cuyo caso podrán mantener el derecho de uso dos
años o hasta la fecha en que alcancen la edad de veinticinco años, si ésta fuese posterior. 

d) Ascendientes del titular en primer grado. 

Si existieran dos o más personas de las relacionadas en este apartado, la condición de beneficiario sólo podrá recaer
en una persona física que quedará determinada por el orden en que se citan anteriormente, resolviéndose los casos de
igualdad entre los hijos a favor del de menor edad. 

3. En los casos de viviendas que, por sentencia firme de nulidad, separación o divorcio, o por resolución judicial que
así lo declare, se encuentren ocupadas por persona distinta del titular del contrato, el derecho de uso del adjudicatario tendrá
el alcance que se señale en la correspondiente sentencia o resolución judicial. 

4. La adquisición y mantenimiento del derecho de uso de una vivienda militar está condicionado, en todo caso, a que
la misma constituya la residencia habitual del titular o, en su defecto, del beneficiario que se determine. 

5. Lo preceptuado en los apartados anteriores se entenderá, en todo caso, sin perjuicio de lo que se establece en el
artículo 22, sobre resolución de contratos de viviendas militares, y en el artículo 29, sobre pérdida del derecho de uso de
las viviendas militares no enajenables, ambos de este estatuto. 

6. La acreditación de los requisitos exigidos para ser beneficiario del derecho de uso de una vivienda militar,
corresponderá a los interesados por los medios de prueba legalmente admitidos. 

Artículo 20. Canon arrendaticio de uso y tasas. 

1. La contraprestación por el uso de las viviendas militares y plazas de aparcamiento consistirá en el abono de los
correspondientes cánones mensuales. 

El usuario de una vivienda militar vendrá obligado a satisfacer el canon mensual que tenga fijado, así como a abonar
los servicios repercutibles, haciendo efectivo su importe, en el periodo que corresponda, mediante domiciliación bancaria.

2. Los citados cánones, así como las cantidades a abonar por servicios repercutibles, tienen la naturaleza de precios
públicos, salvo que proceda su calificación como tasa en los supuestos excepcionales determinados en el artículo 18.1,
siendo de aplicación, en consecuencia, los procedimientos que para su reclamación o reintegro prevé la legislación
reguladora de las tasas y precios públicos. 

3. El Ministro de Defensa fijará la cuantía de los cánones de uso de las viviendas militares y plazas de aparcamiento
que se adjudiquen. 

Para la fijación de los citados cánones, en el caso de las viviendas militares, se tendrán en cuenta los precios del
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mercado de alquiler de viviendas en las diferentes localidades, la ubicación, superficie y estado dotacional de la vivienda
y, en el de las plazas de aparcamiento, los grupos de localidades y la consideración de plaza cerrada o abierta. 

La cuantía resultante no superará el 50 por 100 del precio medio del mercado de alquiler de viviendas en la
correspondiente localidad. 

4. La cuantía de los cánones de uso de viviendas militares y plazas de aparcamiento administradas por el Instituto
de Vivienda, Infraestructura y Equipamiento de la Defensa, será actualizada cada año mediante la aplicación del Índice de
Precios de Consumo correspondiente al ejercicio económico anterior, incluidas las que fueron adjudicadas con anterioridad
a la entrada en vigor de la Ley 26/1999, de 9 de julio, que quedó fijada para el año 2000 en el importe que venían abonando
los usuarios en el año 1999, salvo en los casos en que la vivienda haya sufrido una rehabilitación total o parcial, en cuyo
caso el canon se actualizará de acuerdo con los nuevos parámetros. 

Artículo 21. Conservación, reparaciones y gastos repercutibles. 

1. Serán de cuenta del Instituto de Vivienda, Infraestructura y Equipamiento de la Defensa los gastos derivados de
las viviendas militares por los siguientes conceptos: 

a) La conservación y mantenimiento general de ascensores, patios, jardines, portales, escaleras y demás zonas y
elementos de uso común de los edificios. 

b) Las reparaciones que resulten necesarias en las viviendas y edificios por averías en las conducciones de agua,
electricidad, gas, calefacción, ventilación, salida de humos, etc., salvo las pequeñas reparaciones que exija el desgaste por
el uso ordinario de la vivienda. 

c) Las reparaciones de aquellos elementos constructivos que afecten a la estabilidad y estanqueidad del inmueble.
d) Los suministros ordinarios de agua y fluido eléctrico para servicios comunes. 

2. Serán de cuenta de los usuarios de las viviendas militares los gastos no recogidos en el apartado anterior y, en
particular, los derivados de los siguientes conceptos: 

a) Los suministros, servicios y consumos individualizados o susceptibles de medición por contador y los tributos que
los graven. En los inmuebles en que no exista contador individualizado la imputación se hará mediante prorrateo, en función
de la superficie de la vivienda o zona de que se trate, para los gastos de calefacción o limpieza, y en función del número de
personas que habitan la vivienda en los consumos directos para el caso del suministro del agua. 

b) Los servicios de limpieza de zonas comunes interiores. 
c) Los desperfectos, deterioros y averías producidas en las viviendas y zonas comunes del inmueble por mal uso,

descuido o negligencia de los usuarios y, en todo caso, los que se constaten fuera del deterioro normal al abandonar la
vivienda una vez efectuada la correspondiente comprobación. 

El procedimiento y criterios para la imputación de estos gastos se hará efectiva con carácter general, mediante
resolución del Director Gerente del organismo, que podrá establecer una cantidad fija para su cobro cuando la cuantía de
los gastos repercutibles representen un importe inferior al 20 por 100 del canon correspondiente. 

3. No obstante lo establecido en el apartado 1 de este artículo, una vez constituida la comunidad de propietarios de
un determinado inmueble, se estará a las normas de constitución de la misma, así como a los acuerdos que se adopten en
las juntas que se celebren, y el Instituto asumirá los gastos que le correspondan según su cuota de participación como
propietario. 

En este caso, la imputación de los gastos repercutibles a los usuarios de las viviendas militares, se hará de acuerdo
con lo que resulte de la administración de las diferentes comunidades de propietarios en las que se integre el Instituto de
Vivienda, Infraestructura y Equipamiento de la Defensa. 

4. En el caso de que habiten en la vivienda personas con minusvalía, le será de aplicación lo dispuesto en el artículo
24 de la Ley 29/1994, de 24 de noviembre, de Arrendamientos Urbanos. 

Artículo 22. Resolución de contratos. 

1. Son causas de resolución de pleno derecho de los contratos relativos a cualquier vivienda militar, las siguientes:

a) La falta de pago del canon arrendaticio de uso o de las cantidades cuyo abono haya asumido o sean repercutibles
al usuario, correspondientes a tres mensualidades. 

b) El subarriendo o la cesión del uso de la vivienda. 
c) La realización de daños causados dolosamente en la finca o de obras no autorizadas por el Instituto de Vivienda,

Infraestructura y Equipamiento de la Defensa que modifiquen la configuración de la vivienda y de sus accesorios o
provoquen la disminución de la estabilidad o seguridad de la misma. 

d) Cuando en la vivienda tengan lugar actividades molestas, insalubres, nocivas, peligrosas o ilícitas. 
e) Cuando la vivienda deje de estar destinada a satisfacer la necesidad de vivienda habitual del beneficiario o se
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utilice para actividades ajenas a dicho fin. 
f) Cuando el titular disponga de otra vivienda adquirida por los procedimientos de adjudicación directa o concurso

a los que se hace referencia en los artículos 40 y 41. 
g) El fallecimiento del titular si no existen beneficiarios definidos en el artículo 19. 
h) La extinción de las causas por las que se otorgó el derecho de uso de la vivienda, previstas en el artículo 19. 

2. Asimismo, podrá resolverse el contrato de cualquier vivienda militar, aunque haya sido desafectada, por las
siguientes causas: 

a) Cuando por razones de interés público se modifique el destino del inmueble. 
b) Cuando a resultas de la división horizontal de la finca haya de modificarse el destino de la vivienda. 
c) Cuando, con arreglo al planeamiento urbanístico en vigor, la parcela en que se ubique la vivienda no haya agotado

su edificabilidad. 
d) Cuando haya sido declarada la ruina técnica, económica o urbanística de la vivienda o del inmueble en que se

ubica, conforme a lo establecido en la legislación vigente en la materia. 
e) Previa y expresa aceptación por parte del titular del contrato o, en su caso, del beneficiario del derecho de uso,

cuando la conservación de la vivienda, debido a su estado 
o características particulares, sea manifiestamente antieconómica. 

f) Cuando la vivienda se encuentre en el interior de una base, acuartelamiento, edificio o establecimiento militar y
el titular del contrato o, en su caso, el beneficiario del derecho de uso, no esté destinado en unidades, centros u organismos
ubicados en los mismos. 

En los supuestos regulados en las letras a), b), c), d) y f), antes de proceder a la resolución de los contratos, se
publicará en el «Boletín Oficial del Ministerio de Defensa» la relación de estas viviendas militares, sin perjuicio de la
posterior notificación individual a los usuarios afectados, para que en el plazo de 15 días, desde la fecha de notificación,
los interesados puedan formular las alegaciones que, en su caso, estimen oportunas. 

3. En los supuestos referidos en el apartado 2, acordada la resolución del contrato, el titular del derecho de uso podrá
optar entre: 

a) Ser realojado en otra vivienda militar de similares características, si hubiera disponibles. 
b) recibir una indemnización, que se fijará en el importe de 36 mensualidades del canon máximo vigente para las

viviendas militares en el momento de producirse dicha resolución o, si fuera mayor, en una cantidad igual al 70 por 100 del
valor real de mercado de la vivienda cuando el usuario cuente menos de 20 años, minorando, a medida que aumenta la edad,
en la proporción de un uno por ciento menos por cada año más, con el límite mínimo del 10 por 100. 

En el supuesto previsto en el apartado 2.f), si el afectado es militar de carrera con una relación de servicios de carácter
permanente, el realojo al que se refiere la letra a) podrá realizarse en otra vivienda situada en el interior de una base,
acuartelamiento, edificio o establecimiento militar, sólo en el caso de que aquél esté destinado en unidades, centros u
organismos ubicados en los mismos. La vivienda así adjudicada se regirá por el régimen establecido en este estatuto para
las viviendas militares no enajenables. 

Quienes opten por recibir la indemnización a que se refiere la letra b) no podrán adquirir una vivienda militar por
el procedimiento de concurso. 

4. Corresponde al Ministro de Defensa, a propuesta del Secretario de Estado de Defensa, la competencia para
modificar por razones de interés público el destino de los inmuebles calificados como viviendas militares o de cualquier otro
inmueble destinado a vivienda. 

La desafectación de un determinado inmueble, se considerará, a estos efectos, como razón de interés público que
modifica el destino de las viviendas militares que se encuentren ubicadas en aquel. De igual modo se entenderá que concurre
el interés público cuando cualquier otro inmueble destinado a vivienda sea declarado de interés para la defensa. 

Corresponde al Director Gerente del Instituto de Vivienda, Infraestructura y Equipamiento de la Defensa autorizar
el realojo al que hace referencia el apartado 3.a) y declarar el derecho a la indemnización que se contempla en el apartado
3.b), cuyo importe se hará efectivo una vez haya sido desalojada la vivienda. 

5. Producida cualquiera de las causas de resolución del contrato que se establecen en los apartados 1 y 2, si el usuario
no desalojara voluntariamente la vivienda en el plazo de un mes, desde el requerimiento que le dirija al efecto el Instituto
de Vivienda, Infraestructura y Equipamiento de la Defensa, se incoará el correspondiente expediente administrativo de
desahucio, que se ajustará al procedimiento señalado en la legislación sobre viviendas de protección oficial, cuya resolución
deberá notificarse a los interesados en el plazo máximo de seis meses. 

Artículo 23. Reglas especiales de la residencia en determinadas causas de resolución. 

1. A los solos y exclusivos efectos de lo dispuesto en el artículo 22.1.e) y h), se entenderá que los titulares de contrato
que se encuentren en la situación de servicio activo o de reserva con destino, mantendrán la residencia habitual en la
vivienda militar, aún en el caso de que pasen a ocupar destino, voluntario o forzoso, en otra localidad distinta de aquella en
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la que se encuentra el inmueble, siempre que el desempeño de aquel destino no sea por un plazo superior a veinticuatro
meses y concurran o persistan, además, los requisitos que se establecen en el apartado siguiente. 

Lo dispuesto en el párrafo anterior no será de aplicación a aquellos destinos que lleven aparejada la adjudicación de
pabellón de cargo. 

Asimismo, será requisito ineludible que el titular del contrato vuelva a tener inmediatamente un destino en la misma
localidad o área geográfica donde se encuentra ubicada la vivienda militar, al término del período de los veinticuatro meses
de haber estado destinado en otra. 

2. De igual forma se entenderá que mantienen la residencia habitual quienes se encuentren realizando cualquier curso
del sistema de enseñanza en las Fuerzas Armadas, ya sea de formación, de perfeccionamiento o de altos estudios de la
Defensa Nacional y reúnan los requisitos señalados en este artículo que les sean de aplicación. 

Respecto de los titulares de contrato que no se encuentran en la situación de servicio activo o de reserva con destino,
se considerará que conservan aquella residencia habitual cuando durante el indicado plazo y a través de los pertinentes
controles de ocupación se acredite que ocupan el inmueble de manera real y efectiva en los términos que se señalan en los
apartados 3 y 4 de este artículo. 

3. Serán, además, requisitos necesarios y concurrentes para entender que se mantiene la residencia habitual a los
efectos de lo dispuesto en los artículos 19 y 29, los siguientes: 

a) Que el cónyuge no separado legalmente o de hecho, la persona en análoga relación de afectividad que el cónyuge,
los ascendientes del titular en primer grado y, en su caso, los hijos del titular menores de edad, o que tengan una
discapacidad igual o superior al 65 por 100, tengan fijada la residencia en la vivienda militar. 

b) Que los residentes en la vivienda militar la ocupen real y efectivamente. 

4. La residencia habitual se justificará mediante certificado de empadronamiento expedido por el Registro competente
de la localidad donde se encuentre ubicada la vivienda militar, que habrá de ser coincidente con la fecha de su adjudicación,
casamiento o inicio de análoga relación de afectividad y, en su caso, nacimiento. 

5. La ocupación real y efectiva de la vivienda militar se podrá acreditar mediante el Documento Nacional de Identidad
y la presentación de prueba documental justificativa de la asignación, en la localidad o área geográfica del lugar donde este
sito el inmueble, de los servicios sanitarios, educativos, sociales o cualesquiera otros que justifiquen su uso y disfrute
ordinario. 

6. En cualquier caso, quienes se encuentren en situaciones especiales graves de necesidad personal, social o
económica, podrán continuar en el uso de la vivienda militar hasta que desaparezca la gravedad o urgencia de aquéllas. 
Se entenderá que existen situaciones de especial gravedad cuando, al menos, el nivel de recursos individual sea inferior al
20 por cien del Haber Regulador fijado para el personal del grupo de clasificación «C1» en las respectivas leyes de
presupuestos para cada ejercicio económico, mediante el cálculo previsto en el apartado tercero de la Orden Ministerial
154/2000, de 9 de julio, por la que se arbitran diversas medidas tendentes a facilitar el derecho de uso a determinados
usuarios de vivienda militar.

CAPÍTULO II 

Régimen de las viviendas militares no enajenables 

Artículo 24. Cesión de uso. 

1. Las viviendas militares que se declaren expresamente no enajenables, según lo establecido en el artículo 18.2,
podrán ser objeto de cesión de uso en régimen de arrendamiento especial. 

2. La adjudicación, uso y desalojo de estas viviendas se regirá por lo determinado en este capítulo, sin perjuicio de
lo regulado con carácter general para las viviendas militares en el capítulo anterior. 

Artículo 25. Beneficiarios. 

1. El Instituto de Vivienda, Infraestructura y Equipamiento de la Defensa podrá adjudicar vivienda militar en régimen
de arrendamiento especial al militar de carrera de las Fuerzas Armadas, que se encuentre en la situación de servicio activo
o en la de reserva con destino, cuando cambie de destino que suponga cambio de localidad o área geográfica y de residencia
habitual respecto de la que tenía en el momento inmediatamente anterior al del nuevo destino. 

Por razones de economía de medios y mejor aprovechamiento de los recursos disponibles, los militares referidos en
el párrafo anterior que se encuentren en primer destino o posteriores destinos sin cambio de localidad o área geográfica,
podrán acceder a vivienda militar en régimen de arrendamiento especial si no existieran peticionarios que cumplan todos
los requisitos señalados. 

Para un mejor aprovechamiento de los recursos y conservación del patrimonio inmobiliario disponible en aquellas
localidades, fijadas por el Ministro de Defensa, en las que existan viviendas militares no enajenables que se encuentren
desocupadas, podrán ofrecerse en régimen de arrendamiento especial al militar de complemento y al militar profesional de
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tropa y marinería con una relación de servicios de carácter temporal, que tenga suscrito un compromiso de larga duración,
en las condiciones establecidas en este estatuto. 

2. El militar al que se le adjudique una vivienda militar y quede en la situación de servicio activo pendiente de
asignación de destino, por haber cesado en el que tenía, podrá continuar ocupándola hasta que se le asigne uno nuevo,
momento en el que se estará a lo dispuesto en este capítulo. 

3. Podrán continuar ocupando la vivienda que tuviera adjudicada el militar que pase a la situación de excedencia
voluntaria por el artículo 110.5 de la Ley 39/2007, de 19 de noviembre, de la carrera militar, durante el tiempo de
permanencia en esta situación, y el militar que pase a la situación de servicios especiales, prevista en el artículo 109.1.d)
de la citada Ley, por haber sido designado como candidato a elecciones para órganos representativos públicos en ejercicio
del derecho de sufragio pasivo o haber resultado elegido en las mismas, durante un periodo máximo de seis meses. 

Asimismo, podrán continuar ocupando la vivienda las mujeres militares profesionales víctimas de violencia de
género, que pasen a la situación de excedencia voluntaria, para hacer efectiva su protección o su derecho a la asistencia
integral por el artículo 110.6 de la Ley 39/2007, de 19 de noviembre, durante los plazos señalados en el mismo. 

Igual consideración tendrán las mujeres a quienes los jueces asignen el uso de la vivienda militar como consecuencia
de violencia de género, con independencia de la situación conyugal que mantengan respecto del titular de contrato de
vivienda militar. 

4. El militar al que se le adjudique una vivienda militar y pase a la situación de suspensión de funciones, o a la de
suspensión de empleo por imposición de sanción disciplinaria extraordinaria, podrá continuar ocupando la vivienda en la
nueva situación por un periodo máximo de seis meses. 

5. El militar al que se le adjudique una vivienda militar y pierda el derecho al uso de la misma por haber pasado a
la situación de suspensión de empleo, si la sanción disciplinaria extraordinaria de suspensión de empleo ejecutada fuere
posteriormente revocada con carácter definitivo, en vía administrativa o jurisdiccional, será repuesto en su derecho cuando
cese en dicha situación. 

En consecuencia, si hubiese desalojado la vivienda, además de abonársele la compensación económica
correspondiente al tiempo transcurrido desde el desalojo, se le adjudicará de nuevo en el caso de encontrarse aún vacía, u
otra en la misma localidad o área geográfica o, en su defecto, percibirá la compensación económica en las condiciones y
límites que se establecen en este estatuto. En el supuesto de que no haya desalojado la vivienda, se archivará el expediente
de desahucio, que en su caso se hubiere incoado. 

De igual forma se actuará en el caso de sobreseimiento del procedimiento, sentencia absolutoria o terminación del
expediente gubernativo sin declaración de responsabilidad, que motivó el pase a la situación de suspensión de funciones.

6. Al militar procedente de las situaciones de reserva, excedencia voluntaria y, sin perjuicio de lo establecido en el
apartado anterior, de las de suspensión de empleo o suspensión de funciones que se le asigne un destino, podrá adjudicársele
una vivienda militar únicamente si la localidad o área geográfica de éste es distinta de la del último destino que haya tenido
en situación de servicio activo o de reserva. 

Igual tratamiento tendrá el militar al que se le asigne destino procedente de la situación de servicios especiales, salvo
que se encontrase en dicha situación por haber sido autorizado por el Ministro de Defensa para participar en el desarrollo
de programas específicos de interés para la defensa en organismos, entidades o empresas ajenos al Ministerio de Defensa;
en tal caso, podrá adjudicársele una vivienda militar si la localidad o área geográfica en que se encontraba en situación de
servicios especiales es distinta de la del destino asignado. 

Artículo 26. Solicitud. 

1. Para la adjudicación de una vivienda militar en régimen de arrendamiento especial, será condición previa e
indispensable la solicitud de los interesados. 

En cada localidad o área geográfica en la que existan viviendas militares no enajenables que puedan serles
adjudicadas, los interesados podrán cursar su solicitud, una vez asignado destino a la citada localidad o área geográfica, con
independencia de que hayan solicitado o estén percibiendo compensación económica. 

2. La solicitud se formalizará en modelo oficial acompañando la justificación documental que se determine y se
dirigirá al Director Gerente del Instituto de Vivienda, Infraestructura y Equipamiento de la Defensa, el cual podrá recabar
de los órganos de gestión de personal que corresponda la acreditación de las condiciones profesionales alegadas por los
solicitantes. Aquellas que tengan entrada en cualquier registro del citado Instituto o en los de las Delegaciones,
Subdelegaciones u Oficinas Delegadas de Defensa antes del día 15 de cada mes surtirán efectos al mes siguiente. 

Las modificaciones de circunstancias que afecten a la puntuación del baremo de personal ya incluido en lista, tendrá
efecto el día primero del mes siguiente a su comunicación 
o publicación. 

3. Las solicitudes se ordenarán en dos listas. Una, en la que se incluirán los solicitantes que reúnan todos los
requisitos y otra, en la que figurará el personal al que hace referencia el párrafo segundo del artículo 25.1. 

Dentro de cada lista, la ordenación se llevará a cabo de acuerdo con el baremo que determine el Ministro de Defensa.
Las relaciones resultantes se publicarán el décimo día de cada mes, o el siguiente hábil, en las correspondientes,

Subdelegaciones y Oficinas Delegadas de Defensa y en las oficinas del Instituto, donde los interesados tomarán
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conocimiento de su inclusión o exclusión y puntuación asignada, al objeto de que, en el plazo de diez días naturales a partir
de dicha publicación, puedan formular reclamaciones que se resolverán antes de producirse el acto de elección de vivienda
al que se refiere el artículo 27.4. 

4. Los solicitantes vendrán obligados a notificar al Instituto de Vivienda, Infraestructura y Equipamiento de la
Defensa cualquier modificación de sus circunstancias familiares. 

Artículo 27. Oferta. 

1. Corresponde al Director Gerente del Instituto de Vivienda, Infraestructura y Equipamiento de la Defensa
determinar las viviendas militares que, en su caso, se ofertarán en las diferentes localidades en régimen de arrendamiento
especial, de acuerdo con las disponibilidades existentes. 

2. Para que las viviendas militares puedan ser ofertadas a los solicitantes, será condición necesaria que se encuentren
desocupadas. Las viviendas se ofertarán y mantendrán en condiciones de habitabilidad, siendo a cargo del Instituto de
Vivienda, Infraestructura y Equipamiento de la Defensa las reparaciones y reposiciones que resulten necesarias en los
elementos constructivos internos, externos o comunes, que serán repercutidas a los usuarios cuando las mismas sean por
causa del mal uso o negligencia de éstos. 

Las condiciones de habitabilidad, la atribución de gastos y la determinación de la superficie útil y número de
dormitorios mínimos en relación con el número de miembros de la unidad familiar, serán establecidas por el Secretario de
Estado de Defensa, en conformidad con el plan director que se contiene en la disposición adicional cuarta del real decreto
por el que se aprueba este estatuto. 

3. Junto con la relación de solicitantes referida en el artículo 26.3 se expondrá, en su caso, la relación de las viviendas
militares que serán objeto de ofrecimiento y la orden de convocatoria para el acto de elección, indicando para cada una de
ellas su identificación, superficie útil, piezas de las que consta, anejos de los que pudiera disponer, importe del canon, grupos
de clasificación del personal militar que podrán optar a la misma y el número de miembros de la unidad familiar mínimo
exigible para poder ser adjudicada. 

4. Los solicitantes o sus representantes debidamente acreditados deberán personarse en el acto de elección, en el
lugar, día y hora fijados en la correspondiente convocatoria, en el que se ofertarán las viviendas militares por riguroso orden
de baremación y de acuerdo con las características de las mismas. 

5. Las viviendas militares con una superficie útil inferior a 120 metros cuadrados, serán ofrecidas a todos los
solicitantes. Aquéllas cuya superficie útil sea igual o superior a 120 metros cuadrados, serán ofertadas prioritariamente, sí
los hubiere, a solicitantes cuya unidad familiar conste de siete o más miembros. 

6. Ofertada una vivienda militar que reúna las condiciones referidas en el apartado 2 de este artículo, la renuncia por
el solicitante a la misma, expresa o por incomparecencia al acto de elección, causará únicamente el efecto de su baja en la
lista de peticionarios de vivienda militar, a la que no podrá incorporarse en tanto continúe destinado en la misma localidad
o área geográfica. 

7. De cada acto de elección de viviendas militares se levantará el acta correspondiente, en la que quedará constancia
de las aceptaciones y renuncias, así como de cualquier incidencia que se produzca. La referida acta deberá estar firmada,
en todo caso, por aquellos solicitantes que hayan aceptado una vivienda. 

La renuncia a una vivienda con posterioridad al acto de elección, salvo que se deba a una causa no imputable al
beneficiario, surtirá los efectos establecidos en el artículo 28.5. 

8. La opción a plaza de aparcamiento, si la hubiere, será potestativa. El uso de la plaza de aparcamiento podrá ser
objeto de renuncia en cualquier momento, pero finalizará ineludiblemente al cesar en el uso de la vivienda militar. 

Artículo 28. Adjudicación.

1. La adjudicación de las viviendas militares, ofertadas en régimen de arrendamiento especial y que hayan sido objeto
de elección, se hará mediante resolución del Director Gerente del Instituto de Vivienda, Infraestructura y Equipamiento de
la Defensa y será efectiva desde el momento de su notificación al interesado. 

2. El contrato de cesión de uso, de naturaleza administrativa especial, se formalizará en el correspondiente documento
administrativo, en los términos y condiciones que se determinen de acuerdo con lo establecido en este estatuto. 

Habida cuenta de la naturaleza de los contratos a suscribir y de sus destinatarios, éstos quedarán exentos de prestación
de garantía. 

3. 
Notificada la adjudicación y formalizado el contrato, se procederá a la entrega de la vivienda militar, de lo que quedará
constancia en el acta correspondiente. A partir de este momento, el adjudicatario dispondrá de un plazo de un mes para su
ocupación, previa entrega, en su caso, de la vivienda militar que viniere ocupando. 

Excepcionalmente, por razones derivadas del destino o por circunstancias personales debidamente acreditadas, el
Director Gerente del Instituto de Vivienda, Infraestructura y Equipamiento de la Defensa podrá ampliar el citado plazo. 
Transcurrido dicho plazo sin que se ocupare la vivienda por causa imputable al beneficiario, la adjudicación quedará sin
efecto y aquél no podrá incorporarse a la lista de peticionarios de vivienda militar, ni percibir compensación económica, en
tanto continúe destinado en la misma localidad o área geográfica. 
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4. El adjudicatario vendrá obligado a abonar el canon o, en su caso, la tasa correspondiente al mes en que se le
entrega la vivienda militar así como por la plaza de aparcamiento en el supuesto de que aquella la tuviere, si ésta se produce
en los primeros diez días y, consecuentemente, dejará de percibir la compensación económica del mismo mes en el supuesto
de que viniera percibiéndola. 

5. Una vez entregada formalmente la vivienda militar adjudicada, si el beneficiario renuncia a la misma no podrá
incorporarse a la lista de peticionarios de vivienda militar, ni percibir compensación económica, en tanto continúe destinado
en la misma localidad o área geográfica. 

6. El adjudicatario de una vivienda militar vendrá obligado a notificar al Instituto de Vivienda, Infraestructura y
Equipamiento de la Defensa, en el plazo de quince días, el cese en el destino que da derecho a su ocupación, así como
cualquier cambio en su situación que suponga la cesación o modificación de este derecho. 

7. No podrán resultar adjudicatarios de vivienda militar en régimen de arrendamiento especial en una determinada
localidad, los militares que hayan sido desalojados en virtud de resolución judicial como consecuencia de la tramitación de
un expediente administrativo de desahucio en dicha localidad. 

Artículo 29. Pérdida del derecho de uso. 

1. El derecho de uso de las viviendas militares que se declaren expresamente como no enajenables y se ocupen, en
régimen de arrendamiento especial, con posterioridad al 11 de julio de 1999, cesará por las siguientes causas: 

a) Cambio en la situación administrativa que otorgó el derecho al uso de la vivienda. 
b) Cambio de destino cuando implique cambio de localidad o área geográfica o cuando la vivienda esté vinculada

al citado destino. 

No obstante lo anterior, por necesidades operativas de los Ejércitos, el Director Gerente del Instituto de Vivienda,
Infraestructura y Equipamiento de la Defensa, previo informe de aquellos, podrá determinar destinos en los que, aún no
coincidiendo con el lugar donde está sita la vivienda militar, no cesará el derecho de uso. 

El régimen establecido en el párrafo anterior será de aplicación a: 

1.º Destinos cuya duración no sea superior al plazo de 24 meses siempre que se obtenga un destino inmediato
posterior en la localidad o área geográfica donde se encuentre ubicada la vivienda militar. 

2.º Destinos en los que, quienes los desempeñen, se encuentren realizando cualquier curso de enseñanza en las
Fuerzas Armadas de formación, perfeccionamiento o de altos estudios de la defensa nacional. 

En todo caso, se exceptúan del régimen señalado en el párrafo segundo de esta letra b) aquellos destinos que lleven
aparejada la adjudicación de pabellón de cargo. 

La relación de los destinos a los que hace referencia dicho párrafo segundo será objeto de publicación en el «Boletín
Oficial del Ministerio de Defensa». 

c) Pérdida de la condición de militar de carrera o de militar profesional de tropa y marinería. 
d) Pase a retiro del titular. 
e) Fallecimiento del titular. 

A las causas de las letras a), c), d) y e), podrán serles de aplicación, en su caso, la previsión dispuesta en el artículo
23.6. 

2. Los usuarios de la vivienda deberán desalojarla en el plazo de un mes a partir de la fecha en que surta efectos la
correspondiente disposición declarativa de cualquiera de las causas o del fallecimiento del titular. 

En el caso de no producirse el desalojo voluntario, se incoará el correspondiente expediente de desahucio que se
ajustará al procedimiento señalado en los artículos 142 al 144 del Decreto 2114/1968, de 24 de julio, por el que se aprueba
el Reglamento para la aplicación de la Ley sobre viviendas de protección oficial, texto refundido aprobado por Decretos
2131/1963, de 24 de julio, y 3964/1964, de 3 de diciembre. 

Artículo 30. Viviendas militares no enajenables vinculadas a determinados destinos. 

1. El Secretario de Estado de Defensa, oídos los Cuarteles Generales de los Ejércitos y los centros directivos del
departamento, determinará la relación de las viviendas militares no enajenables localizadas dentro de bases,
acuartelamientos, edificios o establecimientos militares, que quedan vinculadas a los destinos genéricos de las unidades,
centros u organismos ubicados en ellos. 

2. El régimen aplicable a las viviendas mencionadas en el apartado anterior y a sus usuarios será el establecido en
este estatuto, con las excepciones que se señalan a continuación: 

a) Únicamente podrán ser ofrecidas y, por tanto, adjudicadas al personal que tenga asignado los destinos a los que
estén vinculadas. 
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b) Para la fijación de la cuantía de los cánones de uso de estas viviendas se tendrá en cuenta, además de lo establecido
en el artículo 20, su ubicación en el interior de bases, acuartelamientos, edificios o establecimientos militares y su
vinculación a destinos genéricos de unidades, centros u organismos. 

c) El cese en el destino al que estuviere vinculada la vivienda, será causa de pérdida del derecho de uso de la misma,
siendo de aplicación lo establecido en el artículo 29.2. No obstante, cuando se den los supuestos previstos en el párrafo
segundo del artículo 29.1.b), se estará a lo que se previene en el mismo. 

3. A las viviendas militares vinculadas a determinados destinos que se encuentren ocupadas por personal al que no
le corresponda, así como a sus usuarios, no les será de aplicación lo establecido en el apartado 2.b). 

CAPÍTULO III 

Pabellones de cargo 

Artículo 31. Pabellones de cargo. 

1. El Ministro de Defensa regulará el régimen aplicable a los pabellones de cargo, en el que se determinarán los
cargos y destinos a los que se asignarán como domicilio oficial o de representación social, atendiendo a criterios, entre otros,
de destacada responsabilidad o a la necesidad de una presencia continuada en función de las actividades que deban
realizarse; el procedimiento para la calificación y descalificación como tales de los correspondientes inmuebles; las normas
para su adjudicación, ocupación, administración, conservación y desalojo; y las incompatibilidades que, en su caso, se
consideren de aplicación a sus usuarios. 

2. Para su calificación como pabellones de cargo, se elegirán prioritariamente las viviendas ubicadas en el interior
de bases, acuartelamientos, edificios y establecimientos militares; en su defecto, las integradas en edificios declarados no
enajenables y en último lugar, y con carácter excepcional, otras viviendas. 

3. Producido el cese efectivo en el cargo, la extinción de la causa que motivo la adjudicación de un pabellón de cargo,
o cualquiera de las previstas en el artículo 22 que puedan resultar aplicables, y una vez transcurrido el plazo que se fije desde
la recepción del requerimiento que se le haga por el Instituto de Vivienda, Infraestructura y Equipamiento de la Defensa,
para el desalojo voluntario del inmueble, sin que el titular o quienes con él convivan lo hubiesen desalojado, se incoará el
correspondiente expediente administrativo de desahucio, que se ajustará al procedimiento establecido en los artículos
precedentes para las viviendas militares. 

4. Los inmuebles calificados como pabellones de cargo no podrán ser enajenados y su descalificación, cuando hayan
variado las circunstancias que la motivaron, se realizará una vez que se encuentren vacíos, mediante la correspondiente
disposición en la que se señalará su uso o destino posterior. 

TÍTULO III 

Enajenación de bienes y derechos 

CAPÍTULO I 

Disposiciones generales para la enajenación de los bienes inmuebles 

Artículo 32. Disposiciones generales y trámites previos. 

1. Los bienes inmuebles, distintos de las viviendas militares, que sean desafectados por el Ministro de Defensa y
puestos a la disposición del Instituto de Vivienda, Infraestructura y Equipamiento de la Defensa serán objeto de enajenación,
sin perjuicio de lo dispuesto en el título IV, capítulo II. 

El régimen especial de enajenación de las viviendas militares será el establecido en la disposición adicional segunda
de la Ley 26/1999, de 9 de julio, y en el capítulo III de este título. 

2. También se considerarán disponibles a efectos de su enajenación onerosa por el Instituto de Vivienda,
Infraestructura y Equipamiento de la Defensa los bienes inmuebles que, en sustitución de otros inicialmente desafectados
y puestos a disposición, se obtengan como consecuencia de la formalización de permutas, reparcelaciones efectuadas en
ejecución del planeamiento urbanístico, ejecución de convenios y operaciones patrimoniales que el Instituto pueda realizar
para mejorar la rentabilidad de las enajenaciones de los inmuebles. 

3. El órgano competente para acordar la enajenación de los bienes inmuebles y derechos reales propios o puestos a
disposición del organismo público será el Director Gerente del Instituto de Vivienda, Infraestructura y Equipamiento de la
Defensa, excepto cuando la enajenación se lleve a cabo por el procedimiento de enajenación directa, en cuyo caso será el
Ministro de Defensa, que podrá delegar en el Director Gerente. 

No obstante lo anterior, la enajenación deberá ser autorizada por el Consejo de Ministros en los casos previstos en
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el artículo 135.3 de la Ley 33/2003, de 3 de noviembre. 
4. La puesta a disposición del Instituto de Vivienda, Infraestructura y Equipamiento de la Defensa no perjudicará los

posibles derechos de terceros sobre dichos bienes, que serán ejercidos ante el organismo autónomo, el cual quedará
subrogado a todos los efectos en los derechos y obligaciones que correspondían al Estado. 

El Instituto será competente para realizar cuantas actuaciones se promuevan de oficio 
o a instancia de los interesados en razón de los derechos que pudieran derivarse de la desafectación del fin para el que los
bienes hubieran sido, en su día, expropiados o donados. 

5. Con carácter previo a la enajenación, los bienes inmuebles deberán estar depurados física y jurídicamente,
practicándose el deslinde si fuese necesario e inscribiéndose en el Registro de la Propiedad si todavía no lo estuviesen,
ejerciendo el organismo las facultades de investigación, deslinde y regularización registral, además de todas aquellas
previstas en la legislación correspondiente. 

No obstante, podrán enajenarse bienes que se vayan a segregar de otros de titularidad de quien los enajene, o en
trámite de inscripción, deslinde o sujetos a cargas o gravámenes, siempre que estas circunstancias se pongan en
conocimiento del adquirente y sean aceptadas por este. 

Podrán enajenarse bienes litigiosos conforme a lo dispuesto en el artículo 140 de la Ley 33/2003, de 3 de noviembre.
6. Antes de proceder a la enajenación de cualquier bien inmueble puesto a disposición, se efectuará la tasación

pericial del mismo en los términos señalados en el artículo 114 de la Ley 33/2003, de 3 de noviembre, bien por los servicios
técnicos del Instituto o, con carácter excepcional, por servicios externos de tasación. 

La tasación deberá ser aprobada por el Director Gerente del organismo. 
Las tasaciones tendrán un plazo de validez de un año, contado desde su aprobación. 
7. Con carácter previo a la enajenación de los bienes inmuebles, el Instituto deberá comunicarlo al Ministerio de

Economía y Hacienda a través de la Dirección General del Patrimonio del Estado, que podrá optar por mantener los bienes
en el Patrimonio del Estado para afectarlos a cualquier otro servicio de la Administración General del Estado o de sus
organismos públicos. 

Para ello, será necesaria la previa tramitación de la correspondiente compensación presupuestaria a favor del Instituto
de Vivienda, Infraestructura y Equipamiento de la Defensa, por el valor del bien. 

Dicho valor será el que se obtenga, considerando el uso urbanístico correspondiente al destino que vaya a otorgarle
la Administración General del Estado o el organismo publico, dependiente de la misma, que fuere destinatario del bien, aún
cuando la actual clasificación y calificación urbanística de dicho bien implique un valor superior. 

Con carácter excepcional, la compensación presupuestaria a favor del Instituto de Vivienda, Infraestructura y
Equipamiento de la Defensa podrá realizarse parcialmente en especie, en particular en obras y en la construcción de
instalaciones que se consideren necesarias para efectuar operaciones vinculadas a la entrega del bien. 

Transcurridos dos meses desde la notificación al Ministerio de Economía y Hacienda sin haber recibido contestación,
se entenderá que dicho Ministerio no opta por mantener los bienes en el Patrimonio del Estado. 

8. La Intervención General de la Administración del Estado emitirá informe previo en los procedimientos de
enajenación directa y permuta de bienes o derechos cuyo valor supere 1.000.000 de euros, en los de explotación cuya renta
anual exceda dicha cuantía, y en los de cesión gratuita que hayan de ser autorizados por el Consejo de Ministros. Este
informe examinará especialmente las implicaciones presupuestarias y económico-financieras de la operación. 

9. La enajenación de bienes inmuebles y derechos sobre los mismos, ubicados en el extranjero, desafectados y puestos
a disposición del Instituto se tramitará y resolverá por el mismo, previo informe favorable del Ministro de Economía y
Hacienda,. 

10. No podrá procederse a la enajenación de terrenos colindantes con el dominio público marítimo-terrestre o
emplazados en su zona de influencia sin la previa declaración de resultar innecesarios para la protección o utilización de
dicho dominio, en los términos previstos en el artículo 17 de la Ley 22/1988, de 28 de julio, de Costas. 

CAPÍTULO II 

Forma de enajenación de los bienes inmuebles 

Artículo 33. Formas de enajenación. 

1. La enajenación de los bienes inmuebles podrá realizarse mediante concurso, subasta o adjudicación directa. 
2. No obstante lo anterior, la enajenación de las viviendas militares, a excepción de las contempladas en el artículo

41.3, se efectuará por el procedimiento establecido en la disposición adicional segunda de la Ley 26/1999, de 9 de julio, y
en el capítulo III de este título. 

Artículo 34. Disposiciones comunes a los concursos y las subastas. 

1. El Director Gerente, previo informe de la Asesoría Jurídica, aprobará los pliegos de condiciones reguladores del
concurso o subasta en los que necesariamente deberán constar, conforme a lo señalado por el artículo 97.3 del Reglamento
de la Ley 33/2003, de 3 de noviembre, la plena descripción del objeto que se enajena, el procedimiento de venta
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seleccionado, la tasación del bien o derecho, que determinará el tipo de licitación, los requisitos que han de reunir los
licitadores y la documentación que deban presentar, las garantías a constituir, el lugar y plazo de presentación de aquéllas
y todo lo relativo a la apertura de ofertas y adjudicación así como las demás condiciones que procedieren según el tipo de
enajenación elegido. 

2. La mesa de licitación estará compuesta por un presidente, que será el Subdirector General Económico-Financiero,
el asesor jurídico del organismo o, en su defecto, un miembro del Cuerpo Jurídico Militar, el interventor delegado del
organismo o un miembro del Cuerpo Militar de Intervención y dos vocales en representación del organismo, uno de los
cuales pertenecerá a la subdirección general que resulte competente por razón de la materia. Asimismo, uno de los dos
vocales, que deberá ser funcionario, actuará como Secretario con voz y voto. 

3. De acuerdo con el artículo 137.6 de la Ley 33/2003, de 3 de noviembre, para poder participar en los procedimientos
de enajenación, distintos de los referentes a las viviendas militares, los cuales se regirán por sus disposiciones específicas,
los interesados deberán constituir una garantía por importe del 25 por cien del tipo de licitación, que podrá consignarse ante
la mesa de licitación o acreditarse que se ha depositado en la Caja General de Depósitos o en cualquiera de sus sucursales,
sin que la constitución de la citada garantía otorgue derecho alguno a la venta. 

Dicho depósito se devolverá a quienes no hayan resultado adjudicatarios. 
En el caso de admitirse la constitución de la garantía ante la mesa de licitación se considerará como metálico no

solamente el dinero en efectivo de curso legal, sino también el cheque bancario con la firma y sello de la entidad, a favor
del Instituto de Vivienda, Infraestructura y Equipamiento de la Defensa. Igualmente, se considerará como metálico el cheque
ordinario a favor del Instituto y conformado por la entidad bancaria. 

En el caso de que la garantía se constituya ante la Caja General de Depósitos o sus sucursales, ésta podrá consignarse
en efectivo, aval prestado por alguno de los bancos, cajas de ahorro, cooperativas de crédito, establecimientos financieros
de crédito y sociedades de garantía reciproca autorizados para operar en España. 

De concurrir licitadores agrupados, la garantía expresará necesariamente que cubre solidariamente las
responsabilidades de la agrupación y de cada una de las empresas. 

4. La resolución del concurso o la adjudicación de la subasta se notificarán a quienes resulten adquirentes, para que
procedan al pago del precio, los gastos del procedimiento y los tributos que correspondan mediante ingreso en la cuenta del
organismo en el plazo de un mes desde la recepción de la notificación. 

En caso de pago aplazado, se seguirán las prescripciones contendidas en los artículos 134 de la Ley 33/2003, de 3
de noviembre, y 99 de su Reglamento General. 

5. De acuerdo con lo previsto en el artículo 113.3 de la mencionada Ley 33/2003, de 3 de noviembre, las
enajenaciones de bienes inmuebles o derechos sobre los mismos se formalizarán en escritura pública. Los gastos que se
originen como consecuencia de ello, serán por cuenta del adjudicatario. La falta de concurrencia del adjudicatario al
otorgamiento de la escritura implicará el decaimiento de su derecho y la pérdida de la fianza, sin perjuicio del resarcimiento
al organismo de los daños y perjuicios ocasionados. 

6. En el caso de que la adjudicación resulte fallida por no poder formalizarse el contrato por causa imputable al
adjudicatario, la enajenación podrá realizarse a favor del licitador que hubiese presentado la siguiente oferta más ventajosa
o proceder a la enajenación directa del bien. 

Sección 1.ª Concurso 

Artículo 35. Procedimiento de concurso. 

1. En caso de inmuebles cuya forma de enajenación sea el concurso, se aplicarán las normas sobre esta materia
contenidas en el título V, capítulo II, del Reglamento General de la Ley 33/2003, de 3 de noviembre. 

2. No obstante lo anterior, la enajenación de las viviendas militares se regirá por lo dispuesto en el capítulo III de
este título. 

Sección 2.ª Subasta 

Artículo 36. Procedimiento de subasta. 

1. El Instituto de Vivienda, Infraestructura y Equipamiento de la Defensa podrá enajenar por subasta los bienes
inmuebles y derechos de este título, que sean puestos a su disposición, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 71.cinco
de la Ley 50/1998, de 30 de diciembre, en este estatuto y, en su defecto, por las previsiones contenidas en la Ley 33/2003,
de 3 de noviembre, y demás disposiciones de desarrollo. 

2. Asimismo podrá enajenar por subasta las viviendas militares, a las que hace referencia el artículo 41.3, en los
términos previstos en la Ley 26/1999, de 9 de julio, en este estatuto y demás disposiciones de desarrollo. 

3. Podrán ser utilizados para la subasta de los bienes inmuebles y derechos reales las modalidades de subasta pública
al alza o con presentación de posturas en sobre cerrado. Asimismo se podrán utilizar medios telemáticos para la realización
de las subastas de acuerdo con los procedimientos que se establezcan al respecto. 
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Artículo 37. Subasta al alza y con proposición económica en sobre cerrado. 

1. A las subastas al alza y con proposición económica en sobre cerrado se les aplicarán las normas del título V,
capítulo II del Reglamento General de la Ley 33/2003, de 3 de noviembre, en aquello que les resulten aplicables. 

2. Con carácter específico, se establecen las siguientes normas para este tipo de subastas: 

a) Pliego de condiciones: el Director Gerente del Instituto, previo informe de la Asesoría Jurídica, aprobará los
pliegos de condiciones reguladores de las subastas en los que necesariamente se identificará: 

1.º El objeto de la subasta. 
2.º La clase de subasta. 
3.º El precio tipo de licitación, que no podrá ser inferior al de tasación del bien. 
4.º Los requisitos que han de reunir los licitadores y la documentación que deban presentar. 5.º La garantía a

constituir, el lugar y plazo de presentación de la misma y todo lo relativo a la apertura de ofertas y adjudicación, de acuerdo
con la clase de subasta. 

b) Anuncios: la subasta se anunciará de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 138.3 de la Ley 33/2003, de 3 de
noviembre. 

El Instituto de Vivienda Infraestructura y Equipamiento de la Defensa podrá establecer mecanismos complementarios
tendentes a difundir información sobre los bienes inmuebles en proceso de venta, incluida la creación, con sujeción a las
previsiones de la Ley Orgánica 15/1999, de 13 de diciembre, de Protección de Datos de Carácter Personal, de ficheros con
los datos de las personas que, voluntaria y expresamente, soliciten les sea remitida. 

c) Acreditación de la personalidad, capacidad y representación: los licitadores deberán acreditar ante la mesa su
personalidad, capacidad y representación, mediante los documentos que a estos efectos se determinan en los pliegos de
condiciones de la subasta. 

d) Adjudicación: la adjudicación definitiva se realizará en el plazo máximo de treinta días a contar desde el día
siguiente al de celebración de la subasta, por el Director Gerente del organismo, previo informe de la Asesoría Jurídica del
mismo. Si no se dictara el acuerdo de adjudicación dentro del plazo señalado en el párrafo anterior, los licitadores tendrán
derecho a retirar sus proposiciones y a que se les devuelvan las garantías que hubieran prestado. 

e) El pago del importe: El adjudicatario de la subasta deberá ingresar el importe del remate, los gastos del
procedimiento y los tributos que correspondan en la cuenta del Instituto en el Banco de España en el plazo de un mes,
contado desde el día siguiente a la notificación de la resolución de adjudicación. 

f) En caso de que el adjudicatario no cumpla con las obligaciones establecidas en los párrafos anteriores, se
considerará decaído automáticamente en su derecho y se acordará la pérdida de la fianza, así como el resarcimiento al
Instituto de Vivienda, Infraestructura y Equipamiento de la Defensa de los daños y perjuicios que hubiera podido ocasionar.

Sección 3.ª Enajenación directa 

Artículo 38. Enajenación directa. 

1. Los bienes inmuebles propios y los puestos a disposición del Instituto de Vivienda, Infraestructura y Equipamiento
de la Defensa podrán ser enajenados de forma directa en los supuestos que se contemplan en el artículo 137.4 de la Ley
33/2003, de 3 de noviembre. 

2. El procedimiento de venta directa se ajustará a lo establecido en el presente capítulo para cada tipo de bienes y
en el Real Decreto 1373/2009, de 28 de agosto, por el que se aprueba el Reglamento General de la Ley 33/2003, de 3 de
noviembre. 

3. En caso de enajenaciones directas se podrá contemplar parte del pago en especie, en particular en obras y en la
construcción de instalaciones que se consideren necesarias para efectuar operaciones vinculadas a la entrega del bien. 

4. En las ventas directas de inmuebles podrán estipularse aplazamientos de pago de hasta las tres cuartas partes del
precio por período no superior a diez años y siempre que el pago de las cantidades aplazadas se garantice suficientemente
mediante condición resolutoria explícita, hipoteca, aval bancario, seguro de caución u otra garantía suficiente usual en el
mercado. El interés de aplazamiento no podrá ser inferior al interés legal del dinero. 

5. Los gastos que se originen como consecuencia de la enajenación, serán por cuenta del comprador. 

CAPÍTULO III 

Enajenación de viviendas militares 

Artículo 39. Normas generales y calendarios de ventas. 

1. Las viviendas que no estén incluidas en las órdenes ministeriales a las que se refiere el artículo 18.2, podrán ser
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objeto de enajenación de acuerdo con las normas contenidas en este estatuto que serán de expresa aplicación en todo caso,
excluyéndose, por tanto, cualquier otro régimen específico al que pudieran haberse acogido con anterioridad las citadas
viviendas militares y demás inmuebles. 

2. Los precios de venta para la enajenación por adjudicación directa de las viviendas y los que se fijen como base
de licitación para su enajenación por los procedimientos de concurso o subasta, se determinarán por resolución del Director
Gerente del Instituto de Vivienda, Infraestructura y Equipamiento de la Defensa y serán los que figuren en las respectivas
ofertas de venta. 

3. Los adjudicatarios de viviendas militares harán efectivo el importe de la compraventa al contado, en el momento
de formalizar la escritura pública. 

4. Desde el momento en que se enajene en todo o en parte un inmueble, la comunidad de propietarios asumirá todos
los servicios y elementos comunes de la finca transmitida. En cada una de ellas, se integrará el Instituto de Vivienda,
Infraestructura y Equipamiento de la Defensa como propietario de las viviendas o locales que no hayan sido enajenados.

5. Las viviendas adquiridas por el procedimiento de adjudicación directa o concurso no podrán ser objeto de
enajenación hasta tanto no hayan transcurrido tres años desde el momento de la compraventa, salvo fallecimiento del
adquirente. 

La hipoteca de la vivienda, a los solos efectos de su compra, no se entenderá incluida en esta prohibición legal de
disposición del bien inmueble. 

Se entenderá por hipoteca a los solos efectos de su compra la que se formalice en el momento de adquisición de la
vivienda, cualquiera que sea la cuantía de la misma. 

En todo caso, durante el periodo de diez años desde la adquisición de la vivienda, la primera transmisión por actos
ínter vivos de la misma, de parte de ella o de la cuota indivisa, deberá ser notificada fehacientemente al Instituto de
Vivienda, Infraestructura y Equipamiento de la Defensa, con indicación del precio y condiciones en que se pretende realizar
la compraventa. En el plazo de un mes desde la recepción de la notificación, el referido Instituto deberá autorizar la
transmisión o ejercer el derecho de tanteo. 

El tercero adquirente, quedará obligado a remitir al mismo organismo una copia de la escritura pública en que se
efectuó la compraventa. Si la transmisión se hubiere efectuado sin haber practicado la precitada notificación o en condiciones
distintas de las indicadas en ésta, el Instituto podrá ejercer el derecho de retracto en el plazo de un mes desde la recepción
de la escritura pública. 

Para la inscripción de los referidos títulos de propiedad en el correspondiente Registro de la Propiedad, será condición
necesaria la acreditación de haber efectuado los trámites previstos en los dos párrafos anteriores. 

6. Los contratos de compraventa que se suscriban como consecuencia de la enajenación de viviendas militares,
locales comerciales y otros inmuebles de propiedad del extinto Instituto para la Vivienda de las Fuerzas Armadas tendrán
la naturaleza de contratos privados de la Administración. 

7. El Ministro de Defensa fijará, en todo caso, los criterios para determinar el orden de prelación y los calendarios
de venta de las viviendas militares, de acuerdo con los intereses públicos. 

8. Las viviendas militares para poder ser enajenadas deberán estar administradas por el Instituto de Vivienda,
Infraestructura y Equipamiento de la Defensa y formar parte de su patrimonio, previa depuración, en su caso, de su situación
física y jurídica; estar inscritas en el Registro de la Propiedad, una vez finalizados los trabajos necesarios de segregación,
liberación de cargas y división horizontal del inmueble correspondiente; y no estar incluidas en las relaciones de viviendas
militares no enajenables a las que se refiere el artículo 18.2. 

Artículo 40. Enajenación de viviendas ocupadas. 

1. Las viviendas ocupadas podrán ser ofrecidas al titular del contrato referido en el artículo 19 o, en el caso de
fallecimiento de éste, al cónyuge que conviviera con él al tiempo del fallecimiento y, en su defecto, a las personas que se
relacionan a continuación, si hubieran convivido con el último titular los dos años inmediatamente anteriores y siempre que
la vivienda constituya la residencia habitual de las mismas: 

a) Persona en análoga relación de afectividad que el cónyuge, 
b) hijos del titular con una minusvalía igual o superior al 65 por ciento, 
c) demás hijos del titular y 
d) ascendientes del titular en primer grado. 

Si existieran dos o más personas de las relacionadas en el párrafo precedente, la vivienda sólo podrá ser ofrecida a
una de ellas, siguiendo el orden en el que se citan anteriormente y resolviéndose los casos de igualdad entre los hijos a favor
del de menor edad. 

En los casos de viviendas que por sentencia firme de nulidad, separación o divorcio, o por resolución judicial que
así lo declare, se encuentren ocupadas por persona distinta del titular del contrato, la enajenación de la vivienda a dicho
titular sólo será posible siempre que, concurriendo todos los demás requisitos previstos en este estatuto, se cumpla la
condición de hacer constar expresamente en la escritura pública de compraventa, los extremos relativos a la atribución del
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uso de la vivienda familiar que figuren en el convenio regulador aprobado por el Juez o, en su defecto, en las medidas
tomadas por éste, así como en todas las modificaciones judiciales dictadas por alteración sustancial de las circunstancias
de conformidad con lo prevenido en los artículos 90 y 91 del Código Civil, y que se produjeran antes del otorgamiento de
la citada escritura. 

Sin perjuicio de lo dispuesto en los párrafos anteriores, las viviendas ocupadas serán ofrecidas a la persona que
tuviera asignado su uso por sentencia firme de separación, divorcio o nulidad, o por resolución judicial que así lo declare,
en el supuesto de que no constituya la residencia habitual del titular del contrato y que éste renuncie expresamente a ejercer
el derecho de compra una vez recibida la oferta, o de forma tácita si en el plazo de dos meses desde la recepción de la citada
oferta no manifiesta su voluntad de adquisición, o proceda a revocar la aceptación de la misma, perdiendo éste el derecho
de ocupación permanente de la vivienda en régimen de arrendamiento especial y siéndole de aplicación lo establecido en
el artículo 60.5. 

La habilitación contenida en los párrafos anteriores para que pueda procederse a la enajenación de las viviendas, no
se entenderá como derecho adquirido a favor de los posibles compradores hasta que reciban la correspondiente oferta. No
obstante, en el supuesto de que la persona a la que haya de serle ofrecida la vivienda, conforme a lo dispuesto en los párrafos
primero y segundo, falleciere antes de recibir la oferta correspondiente, los que le sigan en el orden de prelación podrán,
si no les correspondiere el derecho de uso con carácter vitalicio conforme a lo dispuesto en el artículo 19, continuar
transitoriamente en el uso de la vivienda hasta tanto reciban dicha oferta. 

2. La adquisición de la vivienda será potestativa, manteniéndose el derecho del usuario a la ocupación permanente
de la misma en régimen de arrendamiento especial, conforme se determina en el artículo 19. Se exceptúa el caso de
ocupación transitoria de la vivienda previsto en el último párrafo del apartado anterior, en cuyo supuesto, si en el plazo de
dos meses desde la recepción de la citada oferta que conste fehacientemente, el interesado no manifestase su voluntad
expresa de adquisición, el Instituto de Vivienda, Infraestructura y Equipamiento de la Defensa podrá resolver de pleno
derecho el contrato suscrito sobre la misma, sin que sea de aplicación a este caso lo dispuesto en el apartado 5 de este
artículo. 

3. El precio final de venta de las viviendas ocupadas se fijará de acuerdo con el valor real de mercado en el momento
de su ofrecimiento, al que se aplicará la deducción que se señala en este apartado. 

A estos efectos, se considerará como valor real de mercado el que se fije por al menos dos entidades de tasación,
inscritas en el registro correspondiente del Banco de España y seleccionadas mediante concurso público, según el siguiente
procedimiento: 

a) Las entidades de tasación seleccionadas, a requerimiento del Instituto de Vivienda, Infraestructura y Equipamiento
de la Defensa, efectuarán sendas tasaciones de las viviendas, tomando como base el método de comparación,
procedimientos, criterios e instrucciones técnicas señalados en la Orden ECO/805/2003, de 27 de marzo, sobre normas de
valoración de bienes inmuebles y de determinados derechos para ciertas finalidades financieras, o norma que la sustituya
y aquellas otras condiciones que se establezcan en los pliegos de prescripciones técnicas. 

b) La tasación determinará el precio medio por metro cuadrado de la superficie total construida del inmueble. En
dicha tasación se computarán los elementos comunes y servicios generales del inmueble, la edificabilidad residual si la
hubiere, y en el supuesto de viviendas unifamiliares, el valor de la parcela sobre la que se asienta la vivienda. 

Las empresas de tasación fijarán el valor real de mercado de cada vivienda teniendo en cuenta el precio medio por
metro cuadrado referido en el párrafo anterior, las correspondientes correcciones por su situación y características específicas
relevantes y que los espacios destinados a aparcamiento se atribuirán por partes iguales entre todas las viviendas del
inmueble. 

c) El valor real de mercado de cada vivienda será el que resulte de hallar la media aritmética de las tasaciones y tendrá
una vigencia de doce meses a efectos de la oferta de venta a sus usuarios, transcurridos los cuales será necesario
determinarlo de nuevo según el procedimiento descrito. 

Al importe resultante como valor real de mercado se le aplicará una deducción que, teniendo en cuenta los criterios
que han venido rigiendo para fijar los cánones de uso y la ponderación del derecho de ocupación vitalicio de los usuarios,
se valora de forma unitaria en el 50 por 100, determinando así el precio final de venta. 

4. Las viviendas ocupadas serán enajenadas por el procedimiento de adjudicación directa, con las siguientes
particularidades: 

a) El Director Gerente del Instituto de Vivienda, Infraestructura y Equipamiento de la Defensa dictará la orden de
inicio del expediente de enajenación, que podrá referirse a una vivienda o a un grupo de ellas. 

b) Autorizada la iniciación del expediente, se notificará de forma individual a cada usuario la oferta de venta, en la
que se incluirá el precio final asignado a la vivienda que ocupa y las condiciones generales y particulares que se determinen.
Asimismo, se les comunicará el plazo en el que, si aceptan la oferta precisamente en los términos en que se haya realizado,
deberán ponerlo en conocimiento del Instituto de Vivienda, Infraestructura y Equipamiento de la Defensa. 

c) Finalizado el plazo señalado en la letra anterior, el Director Gerente dictará la oportuna resolución adjudicando
las viviendas cuya oferta haya sido aceptada, en el precio y en las condiciones determinadas, lo cual se notificará de forma
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individual a los interesados. No obstante, para aquellas aceptaciones realizadas una vez transcurrido el plazo señalado, se
podrá dictar resolución de adjudicación siempre que la tasación se encuentre vigente y las necesidades del Instituto lo
permitan. 

d) Una vez adjudicada la vivienda el Instituto de Vivienda, Infraestructura y Equipamiento de la Defensa procederá
a realizar las actuaciones pertinentes para la formalización del correspondiente contrato de compraventa. 

Si algún adjudicatario no formalizase la correspondiente escritura de compraventa en la fecha que se señale, se
considerará que no acepta la oferta de venta de la vivienda que ocupa. 

5. Los usuarios que no hubieran aceptado, de forma expresa o tácitamente, la oferta de venta de la vivienda que
ocupan, o no lo hicieran en el plazo citado en la letra b) del apartado anterior o no formalizaran la escritura de compraventa,
podrán posteriormente solicitar su compra durante un plazo de cinco años a contar desde dicha oferta. En este caso, la nueva
oferta se realizará cuando no perturbe los calendarios de ventas previstos y el precio final de venta se fijará nuevamente,
de acuerdo con el procedimiento establecido en el apartado 3 de este artículo. 

Artículo 41. Enajenación de viviendas desocupadas. 

1. Las viviendas desocupadas, salvo las que en su caso el Ministro de Defensa opte por asignar a otras unidades del
Departamento, podrán ser enajenadas mediante concurso entre personal al servicio del Ministerio de Defensa, de acuerdo
con los baremos y procedimiento que determine el Ministro de Defensa. 

En los citados baremos se tendrán en cuenta, entre otros parámetros, la situación administrativa, antigüedad, cargas
familiares y proposición económica de los concursantes, ponderando, con carácter prioritario y por este orden, que el militar
se encuentre en la situación de servicio activo, así como la circunstancia, debidamente acreditada, de haber desalojado la
vivienda militar que ocupaba, en aplicación del Real Decreto 1751/1990, de 20 de diciembre, como consecuencia del pase
a situaciones de reserva. 

2. En los correspondientes concursos, se fijará como precio de licitación para cada vivienda el precio final de venta
resultante de la valoración efectuada según el procedimiento descrito en el apartado 3 del artículo anterior. 

3. Las viviendas desocupadas que no se adjudiquen por el procedimiento de concurso, serán enajenadas por subasta
pública, con sujeción al procedimiento previsto en el capítulo II. 

También podrán ser enajenadas por adjudicación directa cuando concurran las circunstancias previstas en el artículo
137.4 de la citada Ley 33/2003, de 3 de noviembre. 

CAPÍTULO IV 

Enajenación de locales comerciales 

Artículo 42. Enajenación de locales comerciales. 

1. Los locales comerciales que se encuentren arrendados podrán ser enajenados por el sistema de adjudicación directa
a su legítimo arrendatario en el precio que se fije, por resolución del Director Gerente del Instituto de Vivienda,
Infraestructura y Equipamiento de la Defensa, de acuerdo con el procedimiento descrito en el artículo 40.4, sin aplicación
de la deducción que en el mismo se prevé. 

2. Los locales comerciales y demás inmuebles que no tengan usuario, o que éste no haya aceptado la compra en los
términos señalados en el apartado anterior, serán enajenados con arreglo a los procedimientos establecidos en el artículo
137 de la Ley 33/2003, de 3 de noviembre, y en el capítulo II del título V, de su Reglamento General. 

3. En la enajenación de estos inmuebles se observarán las prescripciones contenidas en el artículo 32.7. 

CAPÍTULO V 

Enajenación de suelo a cooperativas 

Artículo 43. Enajenación de suelo a cooperativas. 

1. En orden a facilitar el acceso a la propiedad de vivienda de los miembros de las Fuerzas Armadas el Instituto de
Vivienda, Infraestructura y Equipamiento de la Defensa podrá acordar la enajenación de suelo a cooperativas cuyo fin
primordial sea la construcción de viviendas en propiedad para los miembros de las Fuerzas Armadas. 

2. Sólo será susceptible de enajenación a cooperativas el suelo que, en el momento de la constitución del Instituto
de Vivienda, Infraestructura y Equipamiento de Defensa, fuera de titularidad del extinto Instituto de Vivienda de las Fuerzas
Armadas. 

3. El Ministro de Defensa determinará los requisitos y procedimientos para la aplicación de la medida prevista en
este artículo y fijará los criterios de valoración para su concesión, acordes con la finalidad de las mismas. Todo ello de
conformidad con las condiciones que se señalan en el apartado siguiente. 

4. La enajenación de suelo a cooperativas estará sujeta a la disponibilidad de terrenos destinados para esta finalidad
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por el Instituto de Vivienda, Infraestructura y Equipamiento de la Defensa y deberá reunir, en todo caso, las siguientes
condiciones: 

a) Las viviendas a construir por las citadas cooperativas serán en régimen de protección oficial. 
b) La enajenación del suelo se realizará mediante el procedimiento de concurso. 
c) El precio de oferta del suelo se fijará de acuerdo con el módulo legalmente establecido según el régimen señalado

anteriormente. 
d) La adjudicación del concurso se realizará por la aplicación del baremo que a tal efecto se establezca por el Ministro

de Defensa, en el que se primará, entre otras condiciones de los cooperativistas, la de ser militar profesional que mantiene
una relación de servicios de carácter permanente, en situación de servicio activo. 

CAPÍTULO VI 

Enajenación de bienes muebles 

Artículo 44. Enajenación de bienes muebles, armamento, material, equipamiento y otros productos de defensa. 

1. El Instituto de Vivienda, Infraestructura y Equipamiento de la Defensa podrá enajenar, previa puesta a disposición
por parte del Ministro de Defensa, bienes muebles, armamento, material, equipamiento y otros productos de defensa, del
Ministerio de Defensa, y una vez dictado el correspondiente acuerdo de enajenación que implicará su desafectación y baja
del inventario. 

La tramitación del procedimiento para la enajenación de estos bienes, así como su valoración, se realizará por los
órganos que se señalan en el Real Decreto 1638/1999, de 22 de octubre, por el que se regula la enajenación de bienes
muebles y productos de defensa en el Ministerio de Defensa, y sus disposiciones de desarrollo correspondiendo al Director
Gerente la formalización del contrato. En los casos en que la enajenación se rija por la Ley 33/2003, de 3 de noviembre,
corresponderá al Director Gerente la formalización del contrato o el dictado de la resolución de enajenación. 

2. Para las enajenaciones en el extranjero se estará a lo que se establece en la Ley 53/2007, de 28 de diciembre, sobre
el control del comercio exterior de material de Defensa y de doble uso, así como las disposiciones que la desarrollan. 

3. La enajenación de bienes muebles distintos a los contemplados en los apartados anteriores se realizará en los
términos previstos en este estatuto para la enajenación de bienes inmuebles en lo que fuere de aplicación, así como en la
Ley 33/2003, de 3 de noviembre. 

TÍTULO IV 

Otras formas de gestión de los bienes 

CAPÍTULO I 

Permuta y cesión gratuita 

Artículo 45. Permuta. 

1. Los inmuebles integrantes del patrimonio propio del Instituto de Vivienda, Infraestructura y Equipamiento de la
Defensa, así como los puestos a disposición del mismo y una vez declarados enajenables, podrán ser permutados por otros
ajenos, previa tasación pericial de unos y otros, siempre que de la misma resulte que la diferencia del valor entre los bienes
que se trate de permutar no sea superior al 50 por 100 del que lo tenga mayor. 

2. Corresponde autorizar la permuta al Director Gerente del organismo autónomo, salvo cuando el valor del bien o
derecho, según tasación, exceda de 20 millones de euros, que deberá ser autorizada por el Consejo de Ministros. 

3. La permuta de bienes y derechos del Instituto de Vivienda, Infraestructura y Equipamiento de la Defensa, se
sujetará a las reglas previstas en el artículo 153 de la Ley 33/2003, de 3 de noviembre, y capítulo VI del título V de su
Reglamento General. 

Artículo 46. Cesión gratuita. 

1. Los bienes puestos a disposición del Instituto de Vivienda, Infraestructura y Equipamiento de la Defensa que estén
siendo utilizados de manera continua como carreteras, caminos o zonas de distribución de tráfico con carácter público,
extraordinariamente podrán ser transmitidos gratuitamente a favor de las Comunidades Autónomas y entidades locales en
las que se encuentren ubicados, siempre y cuando no se altere el uso al que venía destinándose. 

2. La cesión gratuita de bienes y derechos se regirá por las prescripciones contenidas en el título V, capítulo V,
sección 5.ª, del la Ley 33/2003, de 3 de noviembre, y en el título V, capítulo VI, sección 1.ª, de su Reglamento General. 

3. En todo caso, dicha transmisión deberá contar con la preceptiva autorización del Consejo Rector. 
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CAPÍTULO II 

Administración, aprovechamiento y explotación de los bienes 

Artículo 47. Competencia. 

El Director Gerente del organismo podrá acordar la explotación los bienes y derechos patrimoniales propios y puestos
a disposición del Instituto que se prevea que no van a ser enajenados al menos en los siguientes cinco años, y se considere
que se obtendría una mayor rentabilidad mediante la explotación de los mismos. 

Artículo 48. Procedimientos. 

1. La explotación de los bienes o derechos patrimoniales podrá efectuarse a través de cualquier negocio jurídico. 
2. El procedimiento para la adjudicación será el establecido en el artículo 107 de la Ley 33/2003, de 3 de noviembre.
3. Podrán concertarse contratos de arrendamiento con opción de compra sobre inmuebles con sujeción a las mismas

normas de competencia y procedimiento aplicables a las enajenaciones. 
Se exceptúa la cesión de uso de las viviendas militares en régimen de arrendamiento especial, de los pabellones de

cargo, de las plazas de garaje y, en su caso, de los locales comerciales, que se regirán por las normas contenidas en la Ley
26/1999, de 9 de julio, y en este estatuto, así como en sus disposiciones de desarrollo. 

4. La atribución del uso de bienes o derechos patrimoniales por plazo inferior a 30 días no se sujetará a los requisitos
de este capítulo. El Director Gerente fijará en el acto de autorización, tanto las condiciones de la utilización como la
contraprestación a satisfacer por el solicitante. 

Artículo 49. Encomienda para la utilización y explotación de bienes afectados a dominio público. 

1. El Ministerio de Defensa podrá encomendar al organismo la utilización y explotación económica y comercial de
los bienes afectados al dominio público cuyas características, situación y régimen de utilización hagan posible este tipo de
utilización adicional. 

2. Dichas encomiendas quedarán sujetas a las condiciones que para cada caso se establezcan. 

TÍTULO V 

Adquisición de bienes y derechos 

Artículo 50. Adquisición de bienes inmuebles o derechos. 

1. De conformidad con lo dispuesto por el artículo 116.2 de la Ley 33/2003, de 3 de noviembre, la adquisición de
bienes inmuebles o derechos sobre los mismos a título oneroso o gratuito se efectuará por el Director Gerente, previo
informe favorable del Ministerio de Economía y Hacienda. 

2. La adquisición de bienes inmuebles y derechos con destino a infraestructura de la defensa para su uso por las
Fuerzas Armadas ha de estar previamente autorizada en el programa de inversiones del Instituto aprobado por el Consejo
Rector del organismo. 

3. La adquisición onerosa de inmuebles tendrá lugar mediante concurso público. No obstante, el Director Gerente
podrá autorizar la adquisición directa cuando lo considere conveniente por las peculiaridades de la necesidad a satisfacer,
las condiciones del mercado inmobiliario, la urgencia de la adquisición resultante de acontecimientos imprevisibles, o la
especial idoneidad del bien. 

Asimismo, se podrá acordar la adquisición directa en los supuestos del artículo 116.4 de la Ley 33/2003, de 3 de
noviembre. 

Efectuada la adquisición del inmueble o derecho se comunicará al Ministerio de Economía y Hacienda para que
pueda ser dado de alta en el Inventario General de Bienes y Derechos del Patrimonio del Estado, remitiendo al efecto copia
del título en virtud del cual se verificó la adquisición. 

4. La afectación a los fines del Ministerio de Defensa para uso por las Fuerzas Armadas deberá ser acordada por el
Ministerio de Economía y Hacienda inscribiéndose, una vez efectuada, en el Registro de la Propiedad por el Instituto de
Vivienda, Infraestructura y Equipamiento de la Defensa. 

5. La adquisición de bienes inmuebles sitos en el extranjero y derechos sobre los mismos será acordada por el
Instituto de Vivienda, Infraestructura y Equipamiento de la Defensa, previo informe favorable del Ministerio de Economía
y Hacienda. 

Artículo 51. Adquisición de bienes muebles, armamento y material y equipamiento. 

1. La adquisición onerosa de bienes muebles, armamento y material y equipamiento para uso de las Fuerzas Armadas
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ha de estar previamente autorizada en el programa de inversiones aprobado por el Consejo Rector, correspondiendo el título
de propiedad de dichos bienes, desde el momento mismo de la adquisición, al patrimonio del Estado afectado al Ministerio
de Defensa. 

No obstante lo anterior, la adquisición gratuita de bienes muebles se regirá por lo dispuesto en el artículo 41 del
Reglamento General de la Ley 33/2003, de 3 de noviembre. 

2. El Consejo Rector evaluará, dentro de sus previsiones presupuestarias anuales, las posibilidades de financiación
que para la adquisición de bienes muebles, armamento y material y equipamiento le hayan sido solicitadas, de acuerdo con
los planes aprobados por el Ministerio de Defensa. 

3. Los proyectos en que se materializan las adquisiciones onerosas deberán figurar identificados en el anexo de
inversiones reales del organismo que acompaña a los Presupuestos Generales del Estado. 

TÍTULO VI 

Cooperación urbanística 

Artículo 52. Convenios urbanísticos. 

De acuerdo con lo establecido en el título VIII, capítulo II, de la Ley 33/2003, de 3 de noviembre, el Instituto de
Vivienda, Infraestructura y Equipamiento de la Defensa, podrá celebrar convenios urbanísticos con Comunidades
Autónomas, Corporaciones locales o sus organismos públicos, que podrán referirse a las propias necesidades que se trata
de satisfacer mediante la elaboración y aprobación del planeamiento urbanístico adecuado o a las actuaciones jurídicas
necesarias para la ejecución del planeamiento ya aprobado, todo ello con arreglo a la normativa urbanística aplicable y sin
perjuicio de cuanto se dispone en la disposición adicional segunda del Texto Refundido de la Ley de Suelo, aprobado por
Real Decreto Legislativo 2/2008, de 20 de junio. 

Artículo 53. Aportaciones a Juntas de Compensación. 

Los bienes puestos a disposición del Instituto de Vivienda, Infraestructura y Equipamiento de la Defensa podrán
aportarse a juntas de compensación de acuerdo con la legislación urbanística vigente previa adhesión expresa. 

TÍTULO VII

De la compensación económica y de las ayudas para el acceso a la propiedad de vivienda 

CAPÍTULO I 

Disposiciones comunes 

Artículo 54. Definición de localidad y área geográfica. 

1. A efectos del reconocimiento de compensación económica y adjudicación de vivienda militar en régimen de
arrendamiento especial, se entenderá por localidad cada uno de los municipios que figuren en la relación de entidades locales
determinada por el Ministerio de Política Territorial, con las salvedades que se señalan en los apartados siguientes. 

2. Respecto a los requisitos establecidos para ser beneficiario de compensación económica o de vivienda militar en
régimen de arrendamiento especial, el Ministro de Defensa, a propuesta del Consejo Rector del Instituto de Vivienda,
Infraestructura y Equipamiento de la Defensa y previo informe de los Jefes de Estado Mayor de los Ejércitos, podrá
identificar como una única localidad el área geográfica formada por dos o más términos municipales, en función de su
razonable proximidad, posibilidades de comunicación entre ellos y existencia en los mismos de unidades, centros u
organismos del Ministerio de Defensa. 

3. Para la fijación del importe de la compensación económica, así como del canon de uso de las viviendas militares
y plazas de aparcamiento, el Ministro de Defensa podrá asociar las diferentes localidades en grupos, en función de similares
condiciones relativas, principalmente, a la entidad de los municipios y al mercado de alquiler de las viviendas, así como a
cualesquiera otras características que en cada caso se consideren oportunas. 

4. Para las medidas en kilómetros, a los efectos que se prevén respecto de la residencia habitual, se estará a lo que
se disponga en la correspondiente orden ministerial reguladora de la materia. 

Artículo 55. Destinos. 

A los solos efectos del reconocimiento de compensación económica y adjudicación de vivienda militar en régimen
de arrendamiento especial, se tendrá en cuenta lo siguiente: 
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a) Sólo generarán derecho a la adjudicación de vivienda militar los destinos regulados en el título V de la Ley
39/2007, de 19 de noviembre, y en sus disposiciones de desarrollo. 

Para el reconocimiento de la compensación económica, además de los destinos citados en el párrafo anterior, también
tendrá la consideración de destino el nombramiento como alumno o concurrente de un curso del sistema de enseñanza militar
regulado en el título IV de la Ley 39/2007, de 19 de noviembre, y en sus disposiciones de desarrollo, cualquiera que sea su
duración, si el alumno o concurrente no lo tuviera o cesara en el de origen. En su caso, las sucesivas fases en que estuviera
dividido el curso, si conllevaran cambio de localidad, tendrán también la consideración de destino. 

b) La comisión de servicios y la comisión de servicios con la consideración de residencia eventual no serán
consideradas, en ningún caso, como destino. 

c) Los destinos en el extranjero no generarán derecho a percibir compensación económica. 
d) Para el militar de complemento y el militar profesional de tropa y marinería con una relación de servicios de

carácter temporal, se considerará como primer destino el que tuvieran asignado al cumplir tres años de tiempo de servicios.
e) Para que surta los efectos establecidos en los párrafos anteriores de este apartado, en las solicitudes de ambas

medidas de apoyo deberá acreditarse, mediante la publicación de la correspondiente resolución en el «Boletín Oficial del
Estado» o en el «Boletín Oficial del Ministerio de Defensa», lo siguiente: 

1.º Los destinos señalados en la letra a) con indicación de la fecha de efectividad y la localidad en la que el interesado
prestará sus servicios o desarrollará sus actividades, con independencia de la adscripción administrativa que, en su caso, se
determine. 

2.º Cuando proceda, las fases en las que esté dividido el curso, con indicación de la localidad y duración de cada una
de ellas. 

3.º El primer destino de los militares de complemento y profesionales de tropa y marinería con una relación de
servicios de carácter temporal, con indicación de la fecha y localidad en la que se cumplieron tres años de tiempo de
servicios. 

CAPÍTULO II 

Compensación económica 

Artículo 56. Beneficiarios. 

1. El Ministerio de Defensa facilitará al militar de carrera de las Fuerzas Armadas, que se encuentre en situación de
servicio activo o en la de reserva con destino, cuando cambie destino que suponga cambio de localidad o área geográfica
y de residencia habitual respecto de la del primer o anterior destino, la compensación económica que se fije según lo
establecido en este capítulo. 

Al militar de complemento y al militar profesional de tropa y marinería que mantiene una relación de servicios de
carácter temporal, también se le facilitará compensación económica una vez cumplidos tres años de tiempo de servicios,
cuando se den las circunstancias señaladas en el párrafo anterior. 

2. El militar que tenga reconocido el derecho a compensación económica y quede en la situación de servicio activo
pendiente de asignación de destino por haber cesado en el que tenía podrá continuar percibiéndola hasta completar el plazo
máximo de 36 meses fijado en el artículo siguiente. Si el nuevo destino que se le asigne está en la misma localidad o área
geográfica, el tiempo que haya percibido compensación económica le será computado a efectos del citado plazo máximo.

3. El militar que haya perdido el derecho a percibir compensación económica por haber pasado a la situación de
suspensión de empleo, si la sanción disciplinaria extraordinaria de suspensión de empleo ejecutada fuere posteriormente
revocada con carácter definitivo en vía administrativa o jurisdiccional, será repuesto en su derecho cuando cese en dicha
situación y percibirá la compensación económica que le hubiere correspondido, según el plazo máximo fijado. 

De igual forma se actuará respecto al militar que haya pasado a la situación de suspensión de funciones, en el caso
de sobreseimiento del procedimiento, sentencia absolutoria o terminación del expediente gubernativo sin declaración de
responsabilidad. 

En los casos de pérdida del derecho a percibir compensación económica por haber pasado a la situación de suspensión
de empleo o de suspensión de funciones en los que la sanción correspondiente se confirme de forma definitiva y ésta no
conlleve la pérdida de destino, el militar será repuesto en su derecho desde el momento en que, cumplida la sanción, se
reincorpore a dicho destino. 

4. El militar que haya perdido el derecho a percibir compensación económica por haber pasado a la situación de
servicios especiales por haber sido designado como candidato a elecciones para órganos representativos públicos en el
ejercicio del derecho de sufragio pasivo o haber resultado elegido en las mismas, y se reincorpore a su destino en el plazo
de 6 meses será repuesto en su derecho desde el momento de dicha reincorporación. 

5. El militar que haya perdido el derecho a percibir compensación económica por haber pasado a la situación de
excedencia voluntaria en virtud del artículo 110.5 de la Ley 39/2007, de 19 de noviembre, y que procedente de dicha
situación se incorpore a un destino en la misma localidad o área geográfica que la del último destino obtenido en situación
de servicio activo, será repuesto en su derecho desde el momento de dicha incorporación, si bien el tiempo que haya
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percibido compensación económica en la citada localidad o área geográfica le será computado a los efectos del plazo
máximo fijado. 

6. El militar procedente de las situaciones de reserva y, sin perjuicio de lo establecido en los tres apartados anteriores,
de las de excedencia voluntaria, suspensión de empleo o suspensión de funciones al que se le asigne un destino podrá
percibir compensación económica únicamente si la localidad o área geográfica de éste es distinta de la del último destino
que haya tenido en situación de servicio activo o de reserva. 

Igual tratamiento tendrá el militar al que se le asigne un destino procedente de la situación de servicios especiales,
salvo que se encontrase en dicha situación por haber sido autorizado por el Ministro de Defensa a participar en el desarrollo
de programas específicos de interés para la defensa en organismos, entidades o empresas ajenos al Ministerio de Defensa.
En tal caso podrá percibir compensación económica si la localidad o área geográfica en que se encontraba en situación de
servicios especiales es distinta de la del destino asignado. 

Artículo 57. Reconocimiento del derecho. 

1. Corresponde al Director Gerente del Instituto la competencia para reconocer el derecho a percibir compensación
económica, previa solicitud de los interesados. 

2. La solicitud, se formalizará en modelo oficial que se dirigirá al Director Gerente del Instituto, quien determinará
los documentos que permitan acreditarlo y, en concreto, la residencia habitual, sin perjuicio de que pueda recabar de los
órganos de gestión de personal que corresponda la acreditación de las condiciones profesionales alegadas por los solicitantes.
3. La compensación económica se reconocerá mensualmente a los beneficiarios de la misma, a partir del mes siguiente al
de la fecha en que haya presentado la solicitud en cualquiera de los registros o lugares que se señalan en el artículo 38.4 de
la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, durante el periodo de tiempo en que se encuentren destinados de forma continuada en
cada localidad o área geográfica, con una duración máxima de treinta y seis meses. 

Los procedimientos iniciados por las referidas solicitudes deberán resolverse y notificarse a los interesados, en la
forma que se establece en el apartado 4 de este artículo, y en un plazo máximo de seis meses contados a partir de su entrada
en los registros del Instituto. 

4. Las relaciones de los perceptores de compensación económica se expondrán en edición electrónica en la red
intranet del Ministerio de Defensa, en la página web del Instituto, antes del día 25 de cada mes, lo que surtirá efectos de
notificación a los interesados. 

Las inadmisiones o exclusiones se expondrán de igual forma y se notificarán individualmente a los interesados, en
el lugar indicado a tal efecto en la solicitud. Contra la inadmisión o exclusión de las citadas relaciones los interesados podrán
formular los recursos que procedan. 

5. La compensación económica se percibirá por meses vencidos, según la situación en que se encuentre el interesado
el primer día hábil de cada uno de ellos. 

6. El Ministro de Defensa determinará las normas para acreditar el cambio de residencia habitual, a los efectos de
solicitud de compensación económica. 

Artículo 58. Cuantía y naturaleza. 

1. La cuantía de la compensación económica será fijada cada año por Orden del Ministro de Defensa, teniendo en
cuenta los precios del mercado de alquiler de viviendas en las diferentes localidades y las equivalencias entre los empleos
militares y los grupos/ subgrupos de clasificación de los funcionarios al servicio de las Administraciones Públicas que se
señalan a continuación: 

a) General de Ejército, Almirante General o General del Aire a Teniente: Subgrupo A1. 
b) Alférez y Suboficial Mayor a Sargento: Subgrupo A2. 
c) Cabo Mayor a Soldado con una relación de servicios de carácter permanente: Subgrupo C1. 
d) Cabo Primero a Soldado con una relación de servicios de carácter temporal: Subgrupo C2. 

2. La compensación económica, sin perjuicio de sus efectos fiscales, no tiene carácter retributivo. 
Su percepción indebida dará lugar al reintegro, siendo de aplicación, a tales efectos, lo establecido en el título II de

la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, General de Subvenciones, y en el Reglamento General de Recaudación, aprobado por
Real Decreto 939/2005, de 29 de julio. 

La compensación de deudas podrá tener lugar, entre otros casos, cuando los pagos indebidos hayan sido originados
por la falta de comunicación debida a los beneficiarios o por errores en las liquidaciones mensuales de pagos efectuados y
el obligado al reintegro tenga reconocido el derecho a percibir la referida compensación económica. 

CAPÍTULO III 
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Ayudas para el acceso a la propiedad de vivienda 

Artículo 59. Ayudas para la adquisición de vivienda. 

1. Para facilitar el acceso a la propiedad de vivienda de los miembros de las Fuerzas Armadas el Instituto de
Vivienda, Infraestructura y Equipamiento de la Defensa podrá otorgar la concesión de ayudas y subvenciones a los militares
de carrera de las Fuerzas Armadas. 

2. El Ministro de Defensa determinará los requisitos y procedimientos para la aplicación de la medida prevista en
este artículo y fijará los criterios de valoración para su concesión, acordes con la finalidad de las mismas. Todo ello de
conformidad con las condiciones que se señalan en los apartados siguientes. 

3. La concesión de ayudas para la adquisición de vivienda en propiedad se realizará en los términos previstos en la
Ley 47/2003, de 26 de noviembre, y estará condicionada, en todo caso, a las disponibilidades presupuestarias de cada
ejercicio económico. 

4. Para poder acceder a estas ayudas deberán reunirse los siguientes requisitos: 

a) Que el solicitante se encuentre en situación de servicio activo. 
b) Que la vivienda adquirida esté ubicada en territorio nacional y tenga la consideración de primera vivienda. 

Tendrán la condición de primera vivienda aquéllas en las que ni el solicitante, su cónyuge o persona en análoga
relación de afectividad, fuesen propietarios, en todo o en parte, de inmueble destinado a vivienda, en la fecha de terminación
del plazo para presentar las solicitudes de la respectiva convocatoria de ayudas. 

Se entenderá que no tienen la consideración de primera vivienda, a los efectos de concesión de la ayuda, las que
hayan sido demolidas, declaradas en ruina, o que por decisión judicial no esté atribuido el uso y disfrute al solicitante. 

5. En los expedientes de tramitación para su concesión se tendrán en cuenta, entre otros parámetros de baremación
de las solicitudes, el tiempo de servicios en las Fuerzas Armadas y las cargas familiares. 

TÍTULO VIII 

De las incompatibilidades 

Artículo 60. Régimen general. 

1. La percepción de compensación económica para atender a las necesidades de vivienda originadas por cambio de
destino que suponga cambio de localidad o área geográfica, el uso de viviendas militares en régimen de arrendamiento
especial, la obtención de ayudas para el acceso a la propiedad de vivienda, la ocupación de pabellones de cargo y la
adquisición de vivienda enajenada por el Ministerio de Defensa por los procedimientos de adjudicación directa o concurso,
tendrán el régimen de incompatibilidades que se establece en los apartados siguientes. 

2. El titular de una vivienda militar o pabellón de cargo no podrá percibir compensación económica durante el tiempo
que la esté ocupando. 

3. No se podrá ser titular de dos viviendas militares. Asimismo, durante el tiempo que se esté ocupando un pabellón
de cargo, a su titular no se le podrá adjudicar una vivienda militar. 

4. En ningún caso se podrá adquirir más de una vivienda enajenada por el Ministerio de Defensa o sus organismos
por el procedimiento de concurso o adjudicación directa o por cooperativa que la hubiere construido en terrenos enajenados
por los extintos Instituto para la Vivienda de las Fuerzas Armadas o Gerencia de Infraestructura y Equipamiento de la
Defensa. 

5. Quienes adquieran una vivienda por el procedimiento de concurso o adjudicación directa, o como beneficiarios
de cooperativa que la hubiera construido en terrenos enajenados por los extintos Instituto para la Vivienda de las Fuerzas
Armadas o Gerencia de Infraestructura y Equipamiento de la Defensa, no podrán acceder a la percepción de compensación
económica, ni al uso de viviendas militares en régimen de arrendamiento especial, ni a la obtención de ayudas para el acceso
a la propiedad de vivienda, ni a cualquier otra ayuda del Ministerio de Defensa o sus organismos para la adquisición de
vivienda. 

6. Quienes perciban cualquier clase de subvención o ayuda, otorgada por el Ministerio de Defensa o sus organismos
para la adquisición de vivienda, no podrán acceder a otra de la misma naturaleza, ni a la percepción de compensación
económica, ni al uso de viviendas militares en régimen de arrendamiento especial, ni a la obtención de ayudas para el acceso
a la propiedad de vivienda, ni a la adquisición de vivienda por el procedimiento de concurso 
o adjudicación directa. 

Artículo 61. Titulares de viviendas militares enajenables. 

Quienes sean titulares de vivienda militar enajenable, durante el tiempo que la estén ocupando, no podrán acceder
a la percepción de compensación económica, ni al uso de viviendas militares en régimen de arrendamiento especial, ni a
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la obtención de ayudas para el acceso a la propiedad de vivienda, ni a cualquier otra ayuda otorgada por el Ministerio de
Defensa o sus organismos para la adquisición de vivienda, ni adquirir vivienda por el procedimiento de concurso previsto
en el artículo 41. 

Artículo 62. Propietarios de viviendas enajenadas por el Ministerio de Defensa. 

Sin perjuicio de lo dispuesto en este título, quienes con anterioridad a la entrada en vigor de la Ley 26/1999, de 9 de
julio, hayan adquirido una vivienda adjudicada por el procedimiento de concurso o adjudicación directa por el Ministerio
de Defensa o sus organismos, o por cooperativa que la hubiere construido en terrenos enajenados por el Instituto para la
Vivienda de las Fuerzas Armadas, no podrán acceder a ninguna de las medidas de apoyo previstas en este estatuto, salvo
la compensación económica o vivienda en régimen de arrendamiento especial en localidad de destino distinta a la de
ubicación de la vivienda adquirida, y cuando en el solicitante concurran las circunstancias que para ser beneficiario de ellas
se determinan en este estatuto. 

MINISTERIO DE POLÍTICA TERRITORIAL Y ADMINISTRACIÓN PÚBLICA

16553 Real Decreto 1365/2010, de 29 de octubre, sobre ampliación de los medios económicos adscritos a los servicios
traspasados por el Real Decreto 467/2003, de 25 de abril, sobre traspaso a la Comunidad Autónoma de Andalucía
de la gestión realizada por el Instituto Nacional de Empleo, en el ámbito del trabajo, el empleo y la formación. (BOE
núm. 263, de 30-10-2010).

Mediante el Real Decreto 467/2003, de 25 de abril, fueron traspasados las funciones y servicios, así como los bienes,
derechos, obligaciones, medios personales y créditos presupuestarios correspondientes a la gestión que venía realizando el
Instituto Nacional de Empleo, en materia de trabajo, empleo y formación, en el ámbito de la Comunidad Autónoma de
Andalucía.

En virtud de ejecución de sentencia dictada por la Sala de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal Supremo, se
ha incrementado en un efectivo la relación de medios personales que fueron objeto de traspaso mediante el real decreto
citado, por lo que procede ampliar los medios económicos traspasados para adecuar la valoración del coste efectivo del
traspaso a los costes derivados de la ejecución de la sentencia dictada.

Asimismo, el Estatuto de Autonomía para Andalucía, aprobado por la Ley Orgánica 2/2007, de 20 de marzo,
establece, en su artículo 184.4.e), que corresponde a la Comisión Mixta de Asuntos Económicos y Fiscales
Estado-Comunidad Autónoma acordar la valoración de los traspasos de servicios del Estado a la Comunidad Autónoma,
y, en su disposición transitoria primera, que la Comisión Mixta Paritaria Gobierno-Junta de Andalucía regulará el proceso,
el tiempo y las condiciones de traspaso de las competencias propias de la Comunidad Autónoma, así como que determinará
el traspaso de medios materiales y personales necesarios para el ejercicio de tales competencias.

En la sesión plenaria de la Comisión Mixta Paritaria Gobierno-Junta de Andalucía, celebrada con fecha 20 de abril
de 2010, se acordó apoderar al Presidente y a la Vicepresidenta de la Comisión Mixta para que, sin necesidad de reunir al
Pleno de la citada Comisión y previa conformidad de ambas Administraciones, prestasen su conformidad a los
correspondientes Acuerdos de ampliación de medios personales y/o económicos derivados del cumplimiento de sentencias.

De conformidad con todo lo anterior, el Presidente y la Vicepresidenta de la Comisión Mixta de la Comisión Mixta
Paritaria Gobierno-Junta de Andalucía han prestado su conformidad al Acuerdo por el que se amplían los medios
económicos adscritos a los servicios traspasados por el Real Decreto 467/2003, de 25 de abril, sobre traspaso a la Comunidad
Autónoma de Andalucía de la gestión realizada por el Instituto Nacional de Empleo, en el ámbito del trabajo, el empleo y
la formación, que se eleva al Gobierno para su aprobación mediante real decreto.

En su virtud, en cumplimiento de lo dispuesto en la disposición transitoria primera del Estatuto de Autonomía para
Andalucía, a propuesta del Vicepresidente Tercero del Gobierno y Ministro de Política Territorial y Administración Pública
y previa deliberación del Consejo de Ministros en su reunión del día 29 de octubre de 2010, 

DISPONGO:

Artículo 1.

Se aprueba el Acuerdo por el que se amplían los medios económicos adscritos a los servicios traspasados por el Real
Decreto 467/2003, de 25 de abril, sobre traspaso a la Comunidad Autónoma de Andalucía de la gestión realizada por el
Instituto Nacional de Empleo, en el ámbito del trabajo, el empleo y la formación, y que se transcribe como anexo a este real
decreto.

Artículo 2.
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En consecuencia, quedan transferidos a la Comunidad Autónoma de Andalucía los créditos presupuestarios
correspondientes, en los términos que resultan del propio acuerdo y de la relación anexa número 1.

Artículo 3.

La transferencia a que se refiere este real decreto tendrá efectividad a partir del día señalado en el acuerdo.

Artículo 4.

Los créditos presupuestarios que se determinen con arreglo a la relación número 1 del anexo, serán dados de baja
en los conceptos de origen y transferidos por el Ministerio de Economía y Hacienda a los conceptos habilitados en la Sección
32 de los Presupuestos Generales del Estado, destinados a financiar el coste de los servicios asumidos por las comunidades
autónomas, una vez se remitan al Departamento citado, por parte del Servicio Publico de Empleo Estatal, los respectivos
certificados de retención de crédito, a fin de dar cumplimiento a lo dispuesto en la normativa vigente sobre Presupuestos
Generales del Estado.

Disposición final única. Entrada en vigor

El presente real decreto entrará en vigor el mismo día al de su publicación en el «Boletín Oficial del Estado».

Dado en Madrid, el 29 de octubre de 2010.

JUAN CARLOS R.

El Vicepresidente Tercero del Gobierno
y Ministro de Política Territorial y Administración Pública,

MANUEL CHAVES GONZÁLEZ

ANEXO

Doña Carmen Cuesta Gil y don Guillermo Rodigo Vila, Secretarios de la Comisión Mixta Paritaria prevista en la disposición
transitoria primera de la Ley Orgánica 2/2007, de 20 de marzo, de reforma del Estatuto de Autonomía para Andalucía,

CERTIFICAN

Que el Presidente y la Vicepresidenta de la Comisión Mixta Paritaria Gobierno-Junta de Andalucía, en virtud del
acuerdo de apoderamiento adoptado por el Pleno de la Comisión Mixta en su reunión del día 20 de abril de 2010, han
prestado su conformidad al Acuerdo por el que se amplían los medios económicos adscritos a los servicios traspasados por
el Real Decreto 467/2003, de 25 de abril, sobre traspaso a la Comunidad Autónoma de Andalucía de la gestión realizada
por el Instituto Nacional de Empleo, en el ámbito del trabajo, el empleo y la formación, en los términos que a continuación
se expresan: 

A) ANTECEDENTES

Mediante el mencionado Real Decreto 467/2003, de 25 de abril, fueron traspasados las funciones y servicios, así
como los bienes, derechos, obligaciones, medios personales y créditos presupuestarios correspondientes a la gestión que
venía realizando el Instituto Nacional de Empleo, en materia de trabajo, empleo y formación, en el ámbito de la Comunidad
Autónoma de Andalucía.

En virtud de ejecución de sentencia dictada por la Sala de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal Supremo, se
ha incrementado en un efectivo la relación de medios personales que fueron objeto de traspaso mediante el real decreto
citado, por lo que procede ampliar los medios económicos traspasados para adecuar la valoración del coste efectivo del
traspaso a los costes derivados de la sentencia dictada.

El Estatuto de Autonomía para Andalucía, aprobado por la Ley Orgánica 2/2007, de 20 de marzo, establece, en su
artículo 184.4.e), que corresponde a la Comisión Mixta de Asuntos Económicos y Fiscales Estado-Comunidad Autónoma
acordar la valoración de los traspasos de servicios del Estado a la Comunidad Autónoma, y, en su disposición transitoria
primera, que la Comisión Mixta Paritaria Gobierno-Junta de Andalucía regulará el proceso, el tiempo y las condiciones de
traspaso de las competencias propias de la Comunidad Autónoma, así como que determinará el traspaso de medios
materiales y personales necesarios para el ejercicio de tales competencias.

En la sesión plenaria de la Comisión Mixta Paritaria Gobierno-Junta de Andalucía, celebrada con fecha 20 de abril
de 2010, se acordó apoderar al Presidente y a la Vicepresidenta de la Comisión Mixta para que, sin necesidad de reunir al
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Pleno de la citada Comisión y previa conformidad de ambas Administraciones, prestasen su conformidad a los
correspondientes Acuerdos de ampliación de medios personales y/o económicos derivados del cumplimiento de sentencias.

En consecuencia con lo expuesto, procede formalizar la ampliación de los medios traspasados por el Real Decreto
467/2003, de 25 de abril, sobre traspaso a la Comunidad Autónoma de Andalucía de la gestión realizada por el Instituto
Nacional de Empleo, en el ámbito del trabajo, el empleo y la formación.

B) VALORACIÓN DE LAS CARGAS FINANCIERAS DE LOS MEDIOS QUE SE AMPLÍAN

De conformidad con lo establecido en el artículo 184. 4 e) del Estatuto de Autonomía, la Subcomisión Mixta de
Asuntos Económicos y Fiscales Estado-Comunidad Autónoma, con fecha 18 de octubre de 2010, ha adoptado el acuerdo
de valoración siguiente:

1. La valoración provisional, en valores del año base 2007, que corresponde al coste efectivo anual de las funciones
y servicios que se traspasan a la Comunidad Autónoma de Andalucía se eleva a 27.134,03 euros. Dicha valoración será
objeto de revisión en los términos establecidos en el artículo 21.1 de la Ley 22/2009, de 18 de diciembre, por la que se regula
el sistema de financiación de las Comunidades Autónomas de régimen común y Ciudades con estatuto de Autonomía y se
modifican determinadas normas tributarias. 

2. La financiación, en euros de 2010, que corresponde al coste efectivo anual de los medios que se amplían, se detalla
en la relación adjunta número 1.

3. Transitoriamente, hasta tanto se produzca la revisión del Fondo de Suficiencia Global como consecuencia de la
incorporación al mismo del coste efectivo del traspaso, este coste se financiará mediante la consolidación en la Sección 32
de los Presupuestos Generales del Estado, de los créditos relativos a los distintos componentes de dicho coste, por los
importes que se determinen, susceptibles de actualización por los mecanismos generales previstos en cada Ley de
Presupuestos Generales del Estado. 

4. Como entrega por una sola vez y sin que se incorpore en el coste efectivo del traspaso, se transfiere a la Comunidad
de Andalucía, con cargo al presupuesto del Servicio Público de Empleo Estatal, aplicaciones presupuestarias
19.101.241A.130 y 19.101.241A.160; así como 19.101.251M.130 y 19.101.251M.160 la cantidad de 35.517,75 euros para
financiar los gastos correspondientes a las retribuciones de un efectivo de personal desde su incorporación a la prestación
de servicios en la Comunidad de Andalucía hasta la fecha de efectividad de este acuerdo de ampliación de medios
económicos.

C) FECHA DE EFECTIVIDAD DE LA AMPLIACIÓN DE MEDIOS

La ampliación de medios objeto del presente Acuerdo tendrá efectividad a partir del 1 de noviembre 2010.

Y para que conste, expedimos la presente certificación en Málaga, a 19 de octubre de 2010.–Los Secretarios de la
Comisión Mixta Paritaria, Carmen Cuesta Gil y Guillermo Rodrigo Vila.

RELACIÓN NÚMERO 1

Valoración del coste efectivo de la ampliación de medios a la Comunidad Autónoma de Andalucía

Aplicación presupuestaria Euros

    19.101.241A.130 . . . . . . . .
    19.101.251M.130 . . . . . . . .
    19.101.241A.160 . . . . . . . .
    19.101.251M.160 . . . . . . . .

1.960,64  
15.863,43  

2.025,17  
3.304,23  

Total coste efectivo . . . . . . . . 23.153,47  

MINISTERIO DE VIVIENDA

16492 Real Decreto 1260/2010, de 8 de octubre, por el que se modifica el Real Decreto 1472/2007, de 2 de noviembre, por
el que se regula la renta básica de emancipación de los jóvenes. (BOE núm. 262, de 29-10-2010).
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El Real Decreto 1472/2007, de 2 de noviembre, por el que se regula la renta básica de emancipación de los jóvenes,
establece un conjunto de ayudas para favorecer la emancipación de los jóvenes mediante su acceso a viviendas en alquiler,
las condiciones que han de reunir los beneficiarios y las líneas básicas del procedimiento de solicitud, tramitación y pago.

El Real Decreto 366/2009, de 20 de marzo, por el que se modifica el Real Decreto 1472/2007, de 2 de noviembre,
introdujo como principal novedad la previsión de que el pago del alquiler por parte del beneficiario de las ayudas se
efectuara mediante el cargo de recibos domiciliados en su cuenta, así como una modificación de los aspectos relativos a la
acreditación de la vida laboral del solicitante de la ayuda y a la aportación de la referencia catastral de la vivienda.

La experiencia adquirida en estos dos años y medio y la necesidad de avanzar por el camino de la consolidación
fiscal, aconsejan agilizar la tramitación contable de las solicitudes presentadas, con el objeto último de extremar el
cumplimiento de los principios de eficiencia en la asignación del gasto público y eficacia en la gestión de las ayudas.

Se trata de evitar que, una vez reconocido el derecho a la prestación, el incumplimiento imputable al beneficiario
pueda paralizar indefinidamente el procedimiento de gestión del pago, bloqueando de esa manera la capacidad de maniobra
en la tramitación administrativa y contable de las ayudas. Igualmente, se precisan con mayor claridad algunas actuaciones
de los beneficiarios para facilitar su cumplimiento y la ejecución del presupuesto para el fin propuesto en cada ejercicio,
evitando la paralización contable y el traslado de obligaciones a otros ejercicios, al mismo tiempo que se consigue la
emancipación del mayor número de jóvenes posible.

En la tramitación se ha dado audiencia a las organizaciones y asociaciones reconocidas por la Ley que agrupan o
representan a quienes resultan afectados por la disposición, y han sido consultadas las Comunidades Autónomas y las
Ciudades de Ceuta y Melilla.

En su virtud, a propuesta de la Ministra de Vivienda y previa deliberación del Consejo de Ministros en su reunión
del día 8 de octubre de 2010,

DISPONGO:

Artículo único. Modificación del Real Decreto 1472/2007, de 2 de noviembre, por el que se regula la renta básica de
emancipación de los jóvenes.

El Real Decreto 1472/2007, de 2 de noviembre, por el que se regula la renta básica de emancipación de los jóvenes,
se modifica en lo siguiente:

Uno. El artículo 2 se modifica en lo siguiente:

El primer párrafo de la letra c) del apartado 1 queda redactado como sigue:

«c) Disponer de, al menos, una fuente regular de ingresos que le reporte unos ingresos brutos anuales inferiores
a 22.000 euros. A los efectos del cómputo de esta cantidad, se tendrán en cuenta los ingresos correspondientes al año
natural.»

Dos. El artículo 3 se modifica en lo siguiente:

Se añade un apartado 6 que queda redactado como sigue:

«6. El incumplimiento de los requisitos legalmente establecidos producirá la suspensión cautelar de la
ordenación del pago de las ayudas por el Ministerio de Vivienda. La incidencia será comunicada a los beneficiarios
y a las Comunidades Autónomas y Ciudades de Ceuta y Melilla, a los efectos de lo dispuesto en el apartado 2 del
artículo 4.»

Tres. El artículo 4 se modifica en lo siguiente:

El apartado 2 queda redactado como sigue:

«2. El órgano competente de la Comunidad Autónoma o Ciudades de Ceuta y Melilla donde se ubique la
vivienda objeto del contrato de arrendamiento, instruirá y resolverá, en el plazo máximo de dos meses, sobre el
reconocimiento del derecho a la renta básica de emancipación, incluyendo, en su caso, en la resolución, el plazo
máximo de duración de la ayuda a la que se refiere el apartado 2 del artículo 3. Si transcurridos seis meses desde la
notificación de la resolución que reconoce el derecho a la renta básica de emancipación, el beneficiario no ha
acreditado el cumplimiento de todos los requisitos establecidos en el apartado 3 del artículo 3 de este Real Decreto,
la Comunidad Autónoma o Ciudad de Ceuta y Melilla dictará nueva resolución declarando la extinción del derecho
desde la fecha de efectos económicos que se indica en la resolución de reconocimiento del derecho, excepto en el
caso en que la falta de acreditación no sea imputable al beneficiario. El interesado no cobrará el importe de las ayudas
y estas no se considerarán devengadas. No obstante lo anterior, el interesado podrá realizar una nueva solicitud de
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la Renta Básica de Emancipación de los Jóvenes.
Asimismo, se dictará resolución que declare la extinción del derecho a la renta básica de emancipación, si

transcurrido un plazo de tres meses desde que se produzca la notificación de una suspensión cautelar ocasionada por
un incumplimiento de los requisitos que habilitan para la percepción de la ayuda, no se ha acreditado la subsanación
del mismo, excepto en el caso en que la falta de subsanación no sea imputable al beneficiario. El interesado no
cobrará el importe de las ayudas y éstas no se considerarán devengadas desde el mes en que se produjo el
incumplimiento que da lugar a la suspensión cautelar, con independencia de la fecha en que se notifique, sin perjuicio
de que pueda realizar una nueva solicitud de la Renta Básica de Emancipación de los Jóvenes.

Conforme a la regulación establecida en los párrafos que anteceden, la Comunidad Autónoma o Ciudad de
Ceuta o Melilla, una vez transcurridos los plazos establecidos en los párrafos anteriores, desde la notificación del
inicio del procedimiento, concederá trámite de audiencia al interesado y, si en el plazo otorgado no acredita o subsana
el requisito omitido que causó la suspensión cautelar, dictará nueva resolución declarando la extinción del derecho
desde la fecha de efectos económicos indicada en el primer párrafo de este apartado o desde la fecha en que se
produjo el incumplimiento que da lugar a la suspensión cautelar, sin perjuicio de que pueda proceder el
reconocimiento de un nuevo derecho, que tendrá la fecha de efectos económicos señalada en el apartado 2 del artículo
3 y en el apartado 4 del artículo 4 de este Real Decreto, según las condiciones que se acrediten por los interesados
en la nueva solicitud. La Comunidad Autónoma o Ciudad de Ceuta o Melilla, notificará al interesado la resolución
por la que se extingue el derecho y, simultáneamente, la comunicará al Ministerio de Vivienda a través del sistema
de comunicación automatizada previsto en el apartado 5 del artículo 4.

Si se obtiene una nueva resolución que reconozca el derecho a la Renta Básica de Emancipación de los Jóvenes,
los interesados podrán cobrar hasta un máximo de cuatro años, sean o no consecutivos, o hasta aquel en el que se
cumpla la edad de 30 años, en su caso, descontando el periodo de tiempo correspondiente a las ayudas que hayan
sido efectivamente cobradas con motivo de resoluciones anteriores.»

El apartado 6 queda redactado como sigue:

«6. El interesado presentará la resolución de reconocimiento definitivo del derecho a la renta básica de
emancipación a la entidad de crédito colaboradora a través de la cual haya solicitado recibir dichas ayudas. La
entidad lo comunicará al Ministerio de Vivienda si no hubiera recibido previamente del mismo la autorización de
pago, a efectos de recabarla, según los criterios que se acuerden al efecto con dicho Ministerio. Igualmente, el
interesado presentará ante la entidad de crédito colaboradora las resoluciones de modificación o extinción del derecho
a la renta básica de emancipación.»

Cuatro. El artículo 6 se modifica en lo siguiente:

El primer párrafo queda redactado del modo siguiente:

«La solicitud de la renta básica de emancipación implicará la autorización para que la Administración Pública
competente pueda solicitar a las Administraciones u organismos públicos competentes y a las entidades de crédito
a las que se refiere el artículo 8, la información que resulte necesaria para acreditar el cumplimiento o mantenimiento
de los requisitos que motivaron la concesión de la ayuda. La verificación del mantenimiento de los requisitos para
ser beneficiario de la renta básica de emancipación se realizará, al menos, una vez al año, y se referirá a todos los
ejercicios cerrados en que el interesado haya sido beneficiario de las ayudas, sin perjuicio de que puedan realizarse
otras comprobaciones en cualquier momento en que la Administración Pública competente estime oportuno.»

Cinco. El artículo 9 se modifica como sigue:

El apartado 3 queda redactado del modo siguiente:

«3. El incumplimiento de las condiciones y requisitos para disfrutar de las ayudas reguladas en este Real
Decreto dará lugar a la pérdida al derecho a las mismas y al reintegro de las cantidades percibidas, junto con los
intereses de demora de las mismas, conforme a lo establecido en la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, General de
Subvenciones. El reintegro podrá limitar sus efectos al correspondiente ejercicio anual objeto de comprobación, sin
perjuicio de que la Administración Pública competente pueda, si lo estima oportuno, comprobar en cualquier
momento el cumplimiento de las condiciones y requisitos en los ejercicios siguientes y exigir el reintegro de las
ayudas que procedan con los intereses de demora de las mismas.»

Disposición adicional única. Impresos de solicitud y resolución.

A los efectos de lo dispuesto en el apartado 2 del artículo 4, a partir de su entrada en vigor, se informará de los plazos
para la extinción establecidos en los impresos de solicitud y en la resolución por la que se aprueba el derecho a la renta
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básica de emancipación.

Disposición transitoria única. Aplicación de los plazos de extinción

El plazo de seis meses que se regula en el apartado 2 del artículo 4 se contará, respecto de las resoluciones que
reconozcan el derecho a la renta básica de emancipación con fecha anterior a la entrada en vigor de este real decreto, desde
la entrada en vigor del mismo.

El plazo de tres meses que se regula en el apartado 2 del artículo 4, solamente podrá aplicarse, respecto a los
incumplimientos producidos con anterioridad a la entrada en vigor de este real decreto, desde que sea notificado el
requerimiento de subsanación, que deberá ser posterior a la entrada en vigor de este real decreto.

Disposición final única. Entrada en vigor.

El presente real decreto entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el «Boletín Oficial del Estado».
Dado en Madrid, el 8 de octubre de 2010.

JUAN CARLOS R.

La Ministra de Vivienda,
BEATRIZ CORREDOR SIERRA

BANCO DE ESPAÑA

15161 Resolución de 1 de octubre de 2010, del Banco de España, por la que se publican determinados índices de referencia
oficiales para los préstamos hipotecarios a tipo variable destinados a la adquisición de vivienda. (BOE núm. 239,
de 2-10-2010).

Índices de referencia oficiales para los préstamos hipotecarios a tipo variable destinados a la adquisición de vivienda1.

Septiembre de 2010

    Porcentaje    
1. Referencia interbancaria a 1 año (Euríbor) . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 1,420        
2. Tipo interbancario a 1 año (MIBOR)2 . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 1,418        
3. Rendimiento interno en el mercado secundario de la Deuda Pública entre 2 y 6 años . . . . . . . . . . . . . . . . . . 2,850        

Madrid, 1 de octubre de 2010.–El Director General de Regulación, José María Roldán Alegre.

________________
1 La definición y forma de cálculo de estos índices se recoge en las Circulares del Banco de España 5/1994, de 22 de julio

(«BOE» de 3 de agosto), 7/1999, de 29 de junio («BOE» de 9 de julio) y 1/2000, de 28 de enero («BOE» de 10 de febrero).
2 Este tipo ha dejado de tener la consideración de tipo de referencia oficial del mercado hipotecario para las operaciones

formalizadas después de la entrada en vigor de la O.M. de 1 de diciembre de 1999 («BOE» de 4 de diciembre).

16021 Resolución de 19 de octubre de 2010, del Banco de España, por la que mensualmente se publican determinados
índices de referencia oficiales para los préstamos hipotecarios a tipo variable destinados a la adquisición de
vivienda. (BOE núm. 254, de 20-10-2010).

Índices de referencia oficiales para los préstamos hipotecarios a tipo variable destinados a la adquisición de vivienda1.

Septiembre de 2010
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    Porcentaje    

1. Tipo medio de los préstamos hipotecarios a más de tres años para adquisición de vivienda libre:

De bancos . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 2,652
De cajas de ahorro . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 2,927
Del conjunto de entidades de crédito . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 2,799

2. Tipo activo de referencia de las cajas de ahorro . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 5,125

Madrid, 19 de octubre de 2010.–El Secretario General del Banco de España, José Antonio Alepuz Sánchez.

_______________
1 La definición y forma de cálculo de estos índices se recoge en la Circular del Banco de España 5/1994, de 22 de julio (BOE de 3 de
agosto), 7/1999, de 29 de junio (BOE de 9 de julio) y 1/2000, de 28 de enero (BOE de 10 de febrero).

COMISIÓN NACIONAL DEL MERCADO DE VALORES

16493 Circular 3/2010, de 14 de octubre, de la Comisión Nacional del Mercado de Valores, sobre procedimientos
administrativos de autorización de las entidades de capital-riesgo y de sus sociedades gestoras, de autorización de
las modificaciones de sus reglamentos y estatutos y de comunicación de los cambios de consejeros y directivos.
(BOE núm. 262, de 29-10-2010).

La Ley 25/2005, de 24 de noviembre, reguladora de las entidades de capital-riesgo y sus sociedades gestoras (en
adelante, Ley 25/2005), según se indica en su exposición de motivos, persigue, respetando el esquema básico establecido
por la Ley 1/1999, dotar a las entidades de capital-riesgo de un marco jurídico más flexible, inspirándose en tres pilares:
agilización del régimen administrativo, flexibilización de las reglas de inversión e introducción de figuras aceptadas en la
práctica por la industria de capital-riesgo de los países más avanzados.

En otro orden de cuestiones, la Ley 10/2010, de 28 de abril, de prevención del blanqueo de capitales y de la
financiación del terrorismo, incluye a las Sociedades Gestoras de Entidades de Capital-Riesgo (SGECR) y a las Sociedades
de Capital-Riesgo (SCR) cuya gestión no esté encomendada a una sociedad gestora como entidades sujetas a las obligaciones
establecidas en esta Ley. En consecuencia, de acuerdo con la normativa de desarrollo de la citada Ley y con lo establecido
en el artículo 10 de la Ley 25/2005, serán exigibles a estas entidades procedimientos y órganos para la prevención del
blanqueo de capitales.

De acuerdo con lo expuesto, el objeto de la presente Circular es, tomando como base la Circular 4/1999, de 22 de
septiembre, de la Comisión Nacional del Mercado de Valores, sobre procedimientos administrativos y modelos normalizados
de las entidades de capital-riesgo y de sus sociedades gestoras, adaptarse al nuevo marco jurídico establecido por la Ley
25/2005, mejorando en lo posible los procedimientos y modelos normalizados establecidos para las Entidades de
Capital-Riesgo (ECR) y sus sociedades gestoras. En cuanto a los modelos normalizados, que serán en todo caso de
utilización voluntaria por parte de los promotores de las ECR y SGECR, ya no figuran en un anexo de la presente Circular
sino que, de acuerdo con el contenido mínimo previsto en esta Circular, estarán en todo momento a disposición de los
promotores en la sede electrónica de la CNMV, permanentemente actualizados. Con ello, se pretende ofrecer modelos
normalizados que gocen de una elevada flexibilidad y que se adapten de forma rápida y eficiente a los cambios que afecten
a las ECR y sus sociedades gestoras. 

En este sentido, la Ley 25/2005 faculta al Ministro de Economía y Hacienda y, con su habilitación expresa, a la
Comisión Nacional del Mercado de Valores (CNMV), para determinar para cada tipo de ECR y atendiendo a sus
especialidades, así como para las SGECR, los requisitos y modelos normalizados de solicitud de autorización de nuevas
entidades y los modelos normalizados de los documentos que se deban acompañar. 

Por su parte, la citada Ley, por un lado, hace referencia a que las modificaciones en el proyecto constitutivo, en los
estatutos sociales o en el reglamento de gestión de las ECR deberán ser aprobadas por la CNMV, siendo preciso en
consecuencia determinar los requisitos y modelos normalizados de solicitud de autorización y demás documentos que la
acompañen y, por otro lado, remite a lo dispuesto para las ECR, en lo referente a las condiciones y requisitos para la
autorización e inscripción de SGECR, señalando que los procedimientos para autorizar la constitución de una SGECR y la
modificación de sus estatutos serán los previstos para las ECR.

Asimismo, la Ley 25/2005 indica que no requerirán de autorización previa, aunque deberán ser comunicados
posteriormente a la CNMV para su constancia en el registro correspondiente, las modificaciones de los estatutos y de los
reglamentos que tengan por objeto, entre otros supuestos previstos específicamente en la Ley, modificaciones para las que
la CNMV, en contestación a consulta previa o mediante resolución de carácter general, haya considerado innecesario por
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su escasa relevancia el trámite de autorización.
Por otro lado, la citada Ley señala que las modificaciones que tengan lugar en el seno del consejo de administración

de las SCR y de las SGECR deberán notificarse a la CNMV, así como los cambios de directores generales y asimilados en
la forma y con el contenido que la Comisión Nacional determine.

En consecuencia, al amparo de las habilitaciones señaladas, se ha considerado conveniente aprovechar esta Circular
para calificar de escasa relevancia determinadas modificaciones de reglamentos de FCR y de estatutos sociales de SCR, así
como para regular el procedimiento para comunicar a la CNMV los cambios en el seno del consejo de administración de
las SCR y SGECR y los cambios de directivos y asimilados de las mismas y los documentos que se acompañarán.

La Orden Ministerial de 17 de junio de 1999, que desarrolla la ya derogada Ley 1/1999, de 5 de enero, reguladora
de las entidades de capital-riesgo y sus sociedades gestoras, habilita expresamente a la CNMV para determinar, en relación
a los procedimientos de autorización de nuevas ECR y SGECR y de autorización de las modificaciones de sus estatutos
sociales o reglamentos de gestión, los requisitos y modelos normalizados de solicitud de autorización y los modelos
normalizados de los documentos que se deben acompañar. En uso de dicha habilitación, la presente Circular establece
cuantos procedimientos y documentos son aplicables para obtener la autorización del proyecto de constitución de ECR y
SGECR, así como para la modificación de los reglamentos de gestión y estatutos sociales de las entidades ya existentes.
De acuerdo con lo indicado en el artículo 23 letra a) de la Ley del Mercado de Valores, el Comité Consultivo de la CNMV,
en sesión celebrada el 24 de mayo de 2010, ha emitido el preceptivo informe en relación con el texto de la presente Circular.
En su virtud, el Consejo de la CNMV, de acuerdo con el Consejo de Estado, en su reunión del 14 de octubre de 2010, ha
dispuesto: 

Norma 1.ª Ámbito de aplicación.–La presente Circular será de aplicación a las sociedades y fondos de capital-riesgo
(en lo sucesivo, SCR y FCR, respectivamente y ECR, conjuntamente), y a las sociedades gestoras de entidades de
capital-riesgo (SGECR).

Norma 2.ª Tramitación de los proyectos de constitución de las ECR y las SGECR.–La tramitación de los proyectos
de constitución de las ECR y de las SGECR reguladas por la Ley 25/2005 se iniciará mediante la presentación ante la
CNMV de una solicitud de autorización de FCR, SCR o SGECR, así como de todos aquellos documentos e informaciones,
según establece la Ley 25/2005, que sean necesarios para la valoración del proyecto.

En el caso de las ECR, la CNMV, una vez haya verificado que el proyecto planteado reúne los requisitos exigidos
en la normativa vigente, emitirá la preceptiva autorización administrativa previa.

No obstante, en el caso de FCR que no vayan a constituirse mediante escritura pública, se podrá solicitar que la
CNMV acuerde en un solo acto la autorización del fondo y su inscripción en el correspondiente registro administrativo.

En el caso de las SGECR, la CNMV remitirá al Ministerio de Economía y Hacienda para su resolución la
correspondiente propuesta acompañada de la solicitud de autorización y demás documentación presentada al efecto.

Norma 3.ª Solicitud de autorización de ECR y documentos que se deben acompañar.

1. Los promotores de una ECR presentarán la solicitud de autorización, así como toda aquella información que
constituye la memoria explicativa con los contenidos establecidos en la Ley 25/2005. En el supuesto de FCR, presentarán
también los documentos señalados en los números 2 y 3 de esta Norma y, en el caso de SCR que hubiesen encomendado
la gestión de sus activos a una tercera entidad, los documentos señalados en los números 2, 3, 4 y 5. Cuando las SCR no
hubieran encomendado la gestión de sus activos a una tercera entidad, los promotores presentarán adicionalmente a los
documentos señalados en los números 2, 3, 4 y 5, los documentos señalados en los números 6 y 7 de esta norma.

En el caso de FCR que no vayan a constituirse mediante escritura pública en los que los promotores soliciten a la
CNMV que acuerde en un solo acto la autorización del fondo y su inscripción en el registro administrativo, los promotores
presentarán, además de la solicitud de autorización e inscripción simultáneas, los documentos señalados en los números 2,
3 y 8 de esta norma.

Los promotores de la ECR podrán adjuntar a la solicitud de autorización cualquier otro documento o información
de interés para la correcta evaluación del proyecto. 

2. Folleto informativo. El folleto, que sólo será exigible para las ECR de régimen común, contendrá aquellos aspectos
principales de la ECR, de carácter jurídico y financiero, que permitan al inversor formular un juicio fundado sobre la
inversión que se le propone. 

El folleto informativo contendrá, como mínimo, la siguiente información:

a) Datos identificativos de la ECR y régimen de administración, dirección y gestión de la entidad.
b) Política de inversión.
c) Características generales: Patrimonio o capital, con indicación del porcentaje desembolsado y valor nominal de

las acciones e inicial de las participaciones, duración de la ECR, definición del perfil de los potenciales inversores, número
de accionistas o partícipes en la constitución, número de accionistas o partícipes con participación significativa y objetivo
de patrimonio o capital social que se pretende alcanzar, criterios sobre distribución de resultados, denominación del auditor,
régimen de disolución y liquidación, carácter abierto o cerrado de la entidad y, en su caso, posibilidad de suscripciones o
reembolsos con indicación de la periodicidad del cálculo de valor liquidativo.

d) Comisiones aplicadas.
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e) Obligaciones de información al partícipe o accionista y fiscalidad.

3. Proyecto de reglamento de gestión o de estatutos sociales.

3.1 El reglamento de gestión constituye el conjunto de normas que, ajustadas a la legislación vigente en cada
momento, regirán el FCR.

El reglamento de gestión contendrá, como mínimo, la siguiente información:

a) Datos generales: denominación, objeto y plazo de duración.
b) La sociedad gestora, su sistema de remuneración, régimen de sustitución de la sociedad gestora y, en su caso, la

existencia de un comité de inversiones.
c) Características básicas de las participaciones y clases, en su caso, con indicación del número de cada tipo, régimen

de emisión y reembolso de las participaciones, incluyendo, en su caso, el número de reembolsos que se garantice,
periodicidad de los mismos y régimen de preavisos si los hubiere.

d) Periodicidad con la que habrá de calcularse el valor de las participaciones a efectos de suscripciones y reembolsos
y plazo de duración de la prohibición de suscripciones y reembolsos, si las hubiese.

e) Política de inversiones, criterios sobre determinación y distribución de resultados y forma o criterio de designación
de los auditores.

f) Requisitos y formas para llevar a cabo la modificación del contrato de constitución, del reglamento de gestión y
condiciones para ejercer, en su caso, el derecho de separación por parte del partícipe.

g) Causas de disolución del FCR y normas para su liquidación, indicando la forma de distribuir en tal caso el
patrimonio, así como los requisitos de publicidad que previamente habrán de cumplirse.

3.2. Los estatutos sociales recogerán, además de las menciones genéricas relacionadas en el Real Decreto Legislativo
1/2010, de 2 de julio, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley de Sociedades de Capital, la política de inversiones
de la SCR y la posibilidad de que la gestión de las inversiones, previo acuerdo de la Junta General o por su delegación el
consejo de administración, la realice una SGECR o una sociedad gestora de instituciones de inversión colectiva o una
entidad habilitada para prestar el servicio de inversión a que se refiere la letra d) del apartado 1 del artículo 63 de la Ley
24/1988, de 28 de julio, del Mercado de Valores con la que contrate el mencionado servicio.

4. Historial profesional, debidamente firmado, de los miembros del consejo de administración de la SCR, así como
de los directores generales y asimilados, en el que quede reflejado su conocimiento y experiencia en materias relacionadas
con los mercados financieros o de gestión empresarial. Tratándose de personas jurídicas que vayan a ser designadas
consejeros, se remitirá el historial profesional de las personas físicas que las representen en su cargo de consejero.

5. Condiciones sobre la honorabilidad comercial, empresarial o profesional para cada una de las personas que accedan
a los cargos a que se refiere el número anterior. Tratándose de personas jurídicas que vayan a ser designadas consejeros,
dichas condiciones se referirán tanto a las personas jurídicas como a las personas físicas que las representen en su cargo de
consejero.

6. Manual de prevención de blanqueo de capitales, a los efectos de que la CNMV recabe el informe preceptivo del
Servicio Ejecutivo de la Comisión de Prevención de Blanqueo de Capitales e Infracciones Monetarias en cuanto a la
idoneidad de los procedimientos incluidos en el referido manual.

7. Reglamento interno de conducta.
8. Contrato constitutivo del FCR.

Norma 4.ª Solicitud de autorización de SGECR y documentos que se deben acompañar.

1. Los promotores de una SGECR presentarán la solicitud de autorización, toda aquella información que constituye
la memoria explicativa con los contenidos establecidos en la Ley 25/2005, así como los documentos señalados en los
números 2, 3, 4, 5, y 6 de esta norma y cualquier otro documento o información de interés que consideren oportuno.

2. Proyecto de estatutos sociales. Se deberá hacer constar, además de las menciones genéricas del Real Decreto
Legislativo 1/2010, de 2 de julio, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley de Sociedades de Capital, las propias
de este tipo de sociedades según lo previsto en la Ley 25/2005.

3. Historial profesional, debidamente firmado, de los miembros del consejo de administración y de los directores
generales y asimilados, en el que quede reflejado su conocimiento y experiencia en materias relacionadas con los mercados
financieros o de gestión empresarial. Tratándose de personas jurídicas que vayan a ser designadas consejeros, se remitirá
el historial profesional de las personas físicas que las representen en su cargo de consejero.

4. Condiciones sobre la honorabilidad comercial, empresarial o profesional para cada una de las personas que accedan
a los cargos a que se refiere el número anterior.

Tratándose de personas jurídicas que vayan a ser designadas consejeros, dichas condiciones se referirán tanto a las
personas jurídicas como a las personas físicas que las representen en su cargo de consejero.
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5. Manual de prevención de blanqueo de capitales, a los efectos de que la CNMV recabe el informe preceptivo del
Servicio Ejecutivo de la Comisión de Prevención de Blanqueo de Capitales e Infracciones Monetarias en cuanto a la
idoneidad de los procedimientos incluidos en el referido manual.

6. Reglamento interno de conducta.

Norma 5.ª Solicitud de autorización previa de las modificaciones de reglamentos de gestión o estatutos sociales de
entidades ya inscritas y documentos que se deben acompañar.–El procedimiento para la modificación de los reglamentos
de gestión de los FCR o de los estatutos sociales de las SCR, que requieran autorización previa de la CNMV, en los términos
previstos en los artículos 12 y 15 de la Ley 25/2005, se ajustará al mismo procedimiento previsto para su autorización y
requerirá la presentación de una solicitud de autorización previa de la modificación estatutaria o reglamentaria, según sea
el caso, del texto de los artículos a modificar del reglamento del FCR o de los estatutos de la SCR y de una descripción
justificativa de los motivos de las modificaciones estatutarias o reglamentarias previstas cuya autorización se solicita.

El procedimiento para la modificación de los estatutos sociales de las SGECR, en los términos del artículo 42.3 de
la Ley 25/2005, se ajustará al mismo procedimiento previsto para su autorización y requerirá la presentación de una solicitud
de autorización previa de la modificación estatutaria, del texto de los artículos a modificar de los estatutos de la SGECR y
de una descripción justificativa de los motivos de las modificaciones estatutarias previstas cuya autorización se solicita.

Norma 6.ª Modificaciones de escasa relevancia de reglamentos de gestión o estatutos sociales de entidades ya
inscritas que no precisan de autorización previa.

1. De acuerdo con lo señalado en el artículo 12.Tres de la Ley 25/2005, no requerirán autorización previa, aunque
deberán ser comunicadas posteriormente a la CNMV para su constancia en el registro correspondiente, las modificaciones
de los estatutos sociales y de los reglamentos que tengan por objeto:

a) Cambio de domicilio dentro del territorio nacional, así como el cambio de denominación.
b) Incorporación a los reglamentos de los fondos de capital-riesgo o a los estatutos de las sociedades de capital-riesgo

de preceptos legales o reglamentarios de carácter imperativo o prohibitivo, o cumplimiento de resoluciones judiciales o
administrativas.

c) Las ampliaciones de capital con cargo a reservas y dinerarias de las sociedades de capital-riesgo, así como las
ampliaciones de patrimonio de los fondos de capital-riesgo, hasta alcanzar el patrimonio comprometido.

d) Aquellas otras modificaciones para las que la CNMV, en contestación a consulta previa o, mediante resolución
de carácter general, haya considerado innecesario, por su escasa relevancia, el trámite de autorización.

2. A los efectos de lo establecido en el artículo 12.Tres, letra d) de la Ley 25/2005, se considerarán de escasa
relevancia las modificaciones de los reglamentos de gestión de FCR y de los estatutos sociales de SCR que se señalan a
continuación:

FCR:

a) Aprobación de textos refundidos.
b) Adaptación del reglamento de gestión a modelos normalizados publicados por la CNMV.
c) Modificación del plazo de duración del fondo.
d) Sustitución de personas-clave de la sociedad gestora del FCR.
e) Modificación de los artículos relativos a la composición, funcionamiento y remuneración de los órganos

consultivos del FCR, salvo que se alteren las condiciones necesarias para la conservación de la autorización.
f) Transformación del sistema de representación de las participaciones del FCR en

anotaciones en cuenta.
g) Reducción de la cifra de patrimonio comprometido del FCR.

SCR:

a) Aprobación de textos refundidos.
b) Adaptación de los estatutos sociales a modelos normalizados publicados por la CNMV.
c) Modificación del plazo de duración de la SCR.
d) Sustitución de personas-clave de la sociedad gestora de la SCR.
e) Modificación de los artículos relativos a la composición, funcionamiento y remuneración de los órganos

consultivos de la SCR, salvo que se alteren las condiciones necesarias para la conservación de la autorización.
f) Transformación del sistema de representación de las acciones de la SCR en

anotaciones en cuenta.
g) Modificación de los artículos relativos a la composición, funcionamiento y remuneración de los órganos sociales,

salvo que se alteren las condiciones necesarias para la conservación de la autorización.
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h) Aumento o reducción del valor nominal de las acciones.

Norma 7.ª Cambios en el consejo de administración y de directores generales y asimilados de SCR y SGECR.–Las
modificaciones que tengan lugar en el seno del consejo de administración de las SCR o SGECR, incluyendo el cambio de
representante persona física de los consejeros que sean personas jurídicas, así como los cambios de directores generales y
asimilados de las mismas deberán comunicarse a la CNMV en el plazo máximo de los 7 días siguientes a la fecha en que
se haya producido tal modificación o cambio. En el caso de las personas que accedan por primera vez a dichos cargos, junto
a la comunicación del nombramiento, se adjuntará el historial profesional debidamente firmado, así como las condiciones
sobre la honorabilidad comercial, empresarial o profesional.

Norma 8.ª Solicitud de información adicional por parte de la CNMV.–Sin perjuicio del contenido de los documentos
establecidos en cada caso, la CNMV, en el ámbito de sus competencias, podrá requerir la incorporación de cuantos datos,
informes o antecedentes se consideren oportunos, con el objetivo de lograr una mejor verificación del cumplimiento de las
condiciones y requisitos establecidos en la Ley 25/2005.

Norma 9.ª Modelos normalizados.–Para solicitar las autorizaciones y llevar a cabo las comunicaciones a que se refiere
la presente Circular, la CNMV elaborará unos modelos normalizados, que serán en todo caso de utilización voluntaria por
parte de los promotores de las ECR y SGECR, disponibles en todo momento en su sede electrónica y permanentemente
actualizados.

Norma derogatoria.–Queda derogada la Circular 4/1999, de 22 de septiembre, de la CNMV, sobre procedimientos
administrativos y modelos normalizados de las entidades de capital-riesgo y de sus sociedades gestoras.

Norma final. Entrada en vigor.–La presente Circular entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el «BOE».

Madrid, 14 de octubre de 2010.–El Vicepresidente de la Comisión Nacional del Mercado de Valores, Fernando
Restoy Lozano.

BOLETÍN OFICIAL DE LA JUNTA DE ANDALUCÍA

CONSEJERÍA DE HACIENDA Y ADMINISTRACIÓN PÚBLICA

Corrección de errores del Decreto-Ley 4/2010, de 6 de julio, de medidas fiscales para la reducción del déficit
público y para la sostenibilidad (BOJA núm. 134, de 9.7.2010). (BOJA núm. 196, de 6-10-2010).

Advertidos errores en el Decreto-Ley 4/2010, de 6 de julio, de Medidas Fiscales para la Reducción del Déficit Público
y para la Sostenibilidad (BOJA núm. 134, de 9 de julio), se procede a su corrección en los siguientes términos:

Página 17.
Donde dice: «Artículo sexto. Impuesto sobre los Depósitos de Clientes en las Entidades de Crédito en Andalucía.
(...)

Seis. Base imponible.
1.(...)
2. Dicho importe se minorará en las cuantías de los “Ajustes por valoración” incluidos en las partidas 4.1.5, 4.2.5,

4.2.2 y 4.4.5 que correspondan a sedes centrales u oficinas situadas en el territorio de la Comunidad Autónoma de
Andalucía.»

Debe decir: «Artículo sexto. Impuesto sobre los Depósitos de Clientes en las Entidades de Crédito en Andalucía.
(...)

Seis. Base imponible.
1.(...)
2. Dicho importe se minorará en las cuantías de los “Ajustes por valoración” incluidos en las partidas 4.1.5, 4.2.5,

4.3.2 y 4.4.5 que correspondan a sedes centrales u oficinas situadas en el territorio de la Comunidad Autónoma de
Andalucía.»

Sevilla, 16 de septiembre de 2010
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CONSEJERÍA DE GOBERNACIÓN Y JUSTICIA

Orden de 17 de septiembre de 2010, por la que se desarrolla la organización y el funcionamiento del Registro
Andaluz de Entidades Locales. (BOJA 195, de 5-10-2010).

La Ley 6/2003, de 9 de octubre, de Símbolos, Tratamientos y Registro de las Entidades Locales de Andalucía crea
el Registro Andaluz de Entidades Locales, como instrumento oficial y público de constancia de la existencia de las entidades
locales radicadas dentro del territorio de la Comunidad Autónoma de Andalucía y de los datos más relevantes de la
conformación física y jurídica de aquellas, estableciendo que se entiende por entidades locales las así calificadas por el
artículo 3 de la Ley 7/1985, de 2 de abril, Reguladora de las Bases del Régimen Local, así como cualesquiera otras que
pudiera prever la legislación andaluza en el ejercicio de sus competencias exclusivas sobre Régimen Local. También serán
objeto de inscripción los consorcios que no tengan la consideración de entidades locales, conforme a lo dispuesto en la citada
Ley 6/2003, de 9 de octubre.

En virtud del mandato establecido en el artículo 23.2 de la Ley 6/2003, de 9 de octubre, mediante el Decreto
185/2005, de 30 de agosto, por el que se aprueba el Reglamento de Demarcación Municipal de Andalucía y del Registro
Andaluz de Entidades Locales, se establece que la organización y funcionamiento del Registro se regulará por sus normas
y por aquellas otras que, en su desarrollo, se dicten por la persona titular de la Consejería de Gobernación y Justicia de la
Junta de Andalucía.

La Orden viene, por tanto, a desarrollar las previsiones contenidas en las normas mencionadas, concretando los
procedimientos establecidos en las mismas y regulando la inscripción de las entidades locales y de los consorcios en el
Registro, la modificación de datos y la cancelación de inscripciones. Asimismo, en la presente norma se han tenido en cuenta
las innovaciones introducidas por la Ley 5/2010, de 11 de junio, de Autonomía Local de Andalucía en la regulación de las
entidades locales descentralizadas y de los consorcios, así como en el régimen de prestación de los servicios públicos locales,
con pleno respeto al principio de autonomía local, plasmado en el articulado de dicha Ley, que conlleva el equilibrio
institucional en las relaciones de cooperación y colaboración entre las entidades locales y la Administración de la
Comunidad Autónoma. En este sentido, en la regulación de los procedimientos previstos en la Orden se ha distinguido entre
las entidades descentralizadas que tienen la consideración de entidades locales autónomas y las que son entidades vecinales,
se especifican los consorcios locales que la Ley de Autonomía Local de Andalucía configura como entidades locales de
cooperación territorial y, por último, se adecua a la nueva articulación de las formas de gestión de los servicios públicos
locales contemplados en la citada Ley, en la que se respeta la capacidad de autoorganización local.

Mediante el procedimiento de modificación de datos se hace posible el mantenimiento actualizado del Registro y se
asegura su correspondencia con la realidad local. Con esta finalidad, habida cuenta la mutabilidad de muchos de los datos
que han de constar en el mismo, se ha diseñado un mecanismo para su modificación dotado de la suficiente flexibilidad.

En cuanto a la cancelación de las inscripciones, constituye la pieza de cierre del sistema, pues permite, asimismo,
mantener la correspondencia entre la realidad y el Registro que ha de reflejarla.

Así pues, esta Orden culmina la ordenación del Registro y hace posible su puesta en funcionamiento, dependiendo
de la Dirección General competente sobre el Régimen Local.

El Registro cumple las funciones tradicionales que a todo registro administrativo incumbe, ajenas por tanto a las
funciones de publicidad material y de eficacia propias de los registros de otra naturaleza, y se instalará en soporte
informático, respetándose, en todo caso, los requisitos y garantías recogidas en el Decreto 183/2003, de 24 de junio, por el
que se regula la información y atención al ciudadano y la tramitación de procedimientos administrativos por medios
electrónicos (internet).

El soporte informático del registro administrativo presenta, además, unas potencialidades añadidas. El paso de la
«Administración del papel» a la «Administración electrónica» o «virtual» no deja de tener consecuencias en la forma de
trabajar y de relacionarse las Administraciones entre sí y de estas con los ciudadanos. En este sentido, la agilidad en las
operaciones registrales, de un lado, y el cumplimiento del deber de colaboración informativa que pesa sobre todas las
Administraciones implicadas, de otro, son algunas de las notas que caracterizan a un moderno registro administrativo
electrónico. La digitalización del Registro y su acceso público, en definitiva, constituyen un instrumento de gran utilidad
al servicio del buen gobierno.

En su virtud, de conformidad con lo establecido en el artículo 44.2 de la Ley 6/2006, de 24 de octubre, del Gobierno
de la Comunidad Autónoma de Andalucía, y en el Decreto 132/2010, de 13 de abril, por el que se establece la estructura
orgánica de la Consejería de Gobernación y Justicia,

DISPONGO

TÍTULO PRELIMINAR

Naturaleza, adscripción orgánica y principios del Registro Andaluz de Entidades Locales

Artículo 1. Naturaleza y adscripción orgánica.
1. El Registro Andaluz de Entidades Locales constituye el instrumento oficial y público de constancia de la existencia



111

de las entidades locales radicadas dentro del territorio de la Comunidad Autónoma de Andalucía y de los datos más
relevantes de su conformación física y jurídica, de acuerdo con lo establecido en la Ley 6/2003, de 9 de octubre, en el
Decreto 185/2005, de 30 de agosto y en esta Orden de desarrollo, con plena observancia de los principios inspiradores de
la Ley 5/2010, de 11 de junio, de Autonomía Local de Andalucía, y de las prescripciones que contiene.

2. Sin perjuicio del debido archivo y custodia de la documentación en papel que sirva de base a las inscripciones,
modificaciones o cancelaciones, el Registro se instalará en soporte informático al objeto de facilitar el intercambio de
información entre las entidades locales y la Administración de la Junta de Andalucía, la accesibilidad de los datos, la eficacia
y la transparencia administrativas y el cumplimiento de los deberes de colaboración informativa en forma coordinada y
descentralizada, con las garantías y requisitos especificados en el Decreto 183/2003, de 24 de junio. Asimismo, el Registro
se ajustará al principio de cooperación en la utilización de medios electrónicos por las Administraciones Públicas, previsto
en la Ley 11/2007, de 22 de junio, de acceso electrónico de los ciudadanos a los Servicios Públicos.

3. El Registro Andaluz de Entidades Locales depende de la Dirección General competente sobre Régimen Local, en
cuyas dependencias radicará el archivo de la documentación que sirva de base a las inscripciones, modificaciones de datos
y cancelaciones.

Artículo 2. Principios y criterios generales de actuación.
1. El funcionamiento del Registro Andaluz de Entidades Locales se ajustará a los siguientes principios:
a) Principios generales de cooperación y colaboración entre las Administraciones públicas, conforme a los cuales

las entidades locales y la Administración de la Junta de Andalucía, a través de la Dirección General competente sobre el
Régimen Local, mantendrán las debidas relaciones y actuarán en orden al eficaz funcionamiento del Registro Andaluz de
Entidades Locales.

b) Principio de compatibilidad interregistral, referido a la información contenida en cada Registro. A tal efecto, la
Administración Autonómica, en los términos establecidos en la normativa vigente en la materia, colaborará con el Registro
Estatal de Entidades Locales.

c) Principio de eficacia de la acción administrativa, según el cual los datos e información facilitados habrán de ser
íntegros, auténticos, fiables y de calidad.

La integridad de los datos y la autenticidad en el intercambio de información entre las entidades locales y los
consorcios y la Dirección General competente sobre el Régimen Local, se garantizará mediante la firma electrónica
avanzada, con su oportuno sistema de protección de códigos.

d) Principio de conservación de la información, conforme al cual deberán establecerse los mecanismos adecuados
para el almacenamiento de los datos y documentos contenidos en el Registro, que, en todo caso, deberán garantizar su
integridad, autenticidad, calidad y protección.

e) Principio de transparencia administrativa y del derecho al acceso a la información administrativa, en virtud del
cual el Registro será público, así como las consultas en forma de base de datos a través de Internet, que se ajustarán a lo
establecido en el artículo 119 del Decreto 185/2005, de 30 de agosto.

f) Principio de disponibilidad, referido tanto a la información, cuyo acceso tendrá carácter universal, como a los
servicios por medios electrónicos incorporados al Registro, que incluirá sistemas que permitan obtenerlos de manera segura
y comprensible.

g) Principio de prioridad cronológica, cuando del acceso al Registro puedan resultar derechos para la entidad local
o consorcio y conforme al cual se tendrá en cuenta la fecha de presentación de las solicitudes en la tramitación de los
procedimientos previstos en la Orden.

2. En la gestión del Registro se tendrán en cuenta los siguientes criterios de actuación:
a) Las notificaciones entre la Dirección General competente sobre el Régimen Local y las entidades locales y

consorcios podrán realizarse documentalmente o a través del Registro telemático único de la Junta de Andalucía, con firma
electrónica avanzada, basada en un certificado reconocido y producida por un dispositivo seguro de creación de firma.

Los certificados de usuarios se obtendrán de acuerdo con el procedimiento establecido en el Anexo III del Decreto
183/2003, de 24 de junio, a través de la entidad en el mismo acreditada, o de otros proveedores de servicios de certificación
electrónica habilitado de conformidad con la Ley 59/2003, de 19 de diciembre, sobre firma electrónica.

b) Las notificaciones que hayan de practicarse a las entidades locales y consorcios se realizarán por el medio y, en
su caso, en el lugar que hayan indicado a tal efecto.

c) De conformidad con lo previsto en el artículo 15 del Decreto 183/2003, de 24 de junio, para que las notificaciones
administrativas puedan llevarse a cabo mediante medios o soportes informáticos y electrónicos, será preciso que la entidad
local o consorcio haya señalado o consentido expresamente dicho medio de notificación como preferente. Dicha
manifestación podrá producirse tanto en el momento de iniciación del procedimiento como en cualquier otra fase de
tramitación del mismo.

Asimismo, la entidad local o consorcio podrá en cualquier momento, revocar su consentimiento para que las
notificaciones dejen de efectuarse por vía electrónica, en cuyo caso deberá comunicarlo así al órgano competente e indicar
una nueva dirección donde practicar las notificaciones.

d) En cualquier momento del procedimiento se podrá optar por la tramitación telemática o documental, conforme
al artículo 16 del Decreto 183/2003, de 24 de junio.



112

e) Se considerará como fecha de inscripción, modificación o cancelación la del día en que adquieran carácter
definitivo.

Artículo 3. Definiciones.
1. A los efectos de esta Orden se entiende por «Inscripción» la inclusión de una entidad local o consorcio en el

Registro Andaluz de Entidades Locales.
2. Se entiende por «Modificación de datos» la alteración de la inscripción de una entidad local o consorcio como

consecuencia, bien de la actualización de los datos contenidos en la misma, bien de la incorporación de nuevos datos.
3. Se entiende por «Cancelación» la supresión de la inscripción de una entidad local o consorcio en el Registro

Andaluz de Entidades Locales como consecuencia de su extinción.
4. Se entiende por «Anotación provisional» la anotación registral del inicio de aquellos procedimientos

administrativos o judiciales cuya resolución pueda modificar las inscripciones registrales o cualquiera de sus datos.

TÍTULO I

Las inscripciones en el Registro Andaluz de Entidades Locales

Artículo 4. Entidades locales y consorcios que han de inscribirse en el Registro.
1. Todas las entidades locales radicadas en el territorio de la Comunidad Autónoma de Andalucía, así como los

consorcios constituidos por las mismas con entidades locales de distinto nivel territorial, así como con otras
Administraciones Públicas para finalidades de interés común, o con entidades públicas o privadas sin ánimo de lucro que
tengan finalidades de interés público concurrente, deberán figurar inscritos en el Registro Andaluz de Entidades Locales.

Se entenderá por entidades locales las así calificadas por el artículo 3 de la Ley 7/1985, de 2 de abril, Reguladora
de las Bases del Régimen Local, así como los consorcios participados mayoritariamente por entidades locales y que persigan
fines en materia de interés local conforme a lo dispuesto en el artículo 78.3 de la Ley de Autonomía Local de Andalucía.

2. La inscripción en el Registro Andaluz de Entidades Locales tendrá carácter obligatorio, asignándose a las entidades
locales y consorcios, a efectos de su identificación estadística, un código, que tendrá carácter oficial y deberá ser usado en
sus relaciones institucionales.

Artículo 5. Datos de los municipios.
La inscripción de cada municipio deberá contener los siguientes datos:

a) Denominación.
- En los municipios de nueva creación se consignará la que figure en el acto de su creación. En los municipios ya

existentes se consignará la que esté reconocida oficialmente.
b) Provincia a la que pertenece.
c) Símbolos oficiales.
- En el caso de los símbolos gráficos y vexilológicos constará tanto la descripción escrita como la ilustración.
- De los símbolos de expresión verbal constará la descripción escrita.
- De los símbolos sonoros constará la ilustración de la partitura y la letra, cuando exista.
d) Límites territoriales y extensión.
- Los límites del término municipal se expresarán por referencia a los municipios colindantes, consignando la

denominación de cada uno de ellos y la de la provincia a la que pertenecen, así como, en su caso, el país extranjero, el mar
u océano, según corresponda. La extensión superficial se consignará en kilómetros cuadrados.

e) Capitalidad.
- Se consignará el nombre del núcleo de población en que tengan radicados sus órganos de gobierno y administración.
f) Población.
- Se consignará la cifra de población publicada anualmente por el Instituto de Estadística de Andalucía.
g) Núcleos de población.
- Se consignará el núcleo o los núcleos población que comprende y su denominación, relacionados en el nomenclátor

del Instituto de Estadística de Andalucía, especificando aquellos en los que se hubieran constituido entidades locales
descentralizadas, con su código de inscripción en el Registro Andaluz de Entidades Locales.

h) Régimen de funcionamiento.
- Si la Corporación se halla acogida, al amparo del artículo 30 de la Ley 7/1985, de 2 de abril, a un régimen especial,

se hará constar «régimen especial».
- Si el régimen de funcionamiento de la Corporación es el de concejo abierto, se hará constar «concejo abierto».
- Si la Corporación tiene aprobado Reglamento Orgánico se reseñará como régimen de funcionamiento «propio».
- En los demás casos, se hará constar como régimen de funcionamiento «común».
- En los casos en que proceda, se consignará también el régimen de «municipio de gran población».
i) Clasificación de su secretaría e intervención.
- Se hará constar la clase de la secretaría y de la intervención.
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j) Presupuesto anual.
- Se indicará el presupuesto general inicial, con referencia al año del ejercicio, tanto para los gastos como para los

ingresos.
k) Entes de derecho público o privado dependientes o vinculados.
- Se especificará el tipo de ente de que se trate, recogiendo, en todo caso, la denominación, el domicilio, el CIF y el

servicio público que presta.
l) Mancomunidades en las que participa.
- Se consignará su denominación y el código asignado en el Registro Andaluz de Entidades Locales.
m) Consorcios en los que participa.
- Se consignará su denominación y el código asignado en el Registro Andaluz de Entidades Locales.
n) Otras entidades asociativas públicas o privadas en las que participe.
- Se consignará su denominación y el código asignado en el Registro Andaluz de Entidades Locales, o su CIF, si no

dispone de este código, y si es pública o privada.
o) Formación política de sus órganos de gobierno y administración.
- Se consignará el grupo político que gobierna, la fecha de elección, el número de miembros de cada grupo político

y, en su caso, el de miembros no adscritos.
p) Mociones de censura que hayan tenido lugar y su resultado.
- Se consignará la formación política de los concejales que la hayan presentado, la fecha de presentación y el

resultado.
q) Cuestiones de confianza planteadas y su resultado.
r) Anotaciones provisionales.
- Se consignará la iniciación de los procedimientos administrativos o judiciales cuya resolución pueda modificar las

inscripciones registrales o cualquiera de sus datos, con especificación de los que pudieran resultar afectados. Cuando se
resuelva el procedimiento, se hará constar el resultado del mismo.

Artículo 6. Datos de las provincias.
La inscripción de cada provincia deberá contener los siguientes datos:

a) Denominación.
- Se consignará la denominación reconocida oficialmente.
b) Símbolos oficiales.
- En el caso de los símbolos gráficos y vexilológicos constará tanto la descripción escrita como la ilustración.
- De los símbolos de expresión verbal constará la descripción escrita.
- De los símbolos sonoros constará la ilustración de la partitura y la letra, cuando exista.
c) Límites territoriales y extensión.
- Los límites del territorio provincial se expresarán por referencia a las provincias, al país extranjero o al mar u

océano, según proceda, consignando la denominación de cada una de las provincias de que se trate.
- La extensión superficial se consignará en kilómetros cuadrados.
d) Capitalidad.
- Se consignará la denominación del municipio en que aquélla radique.
e) Población.
- Se consignará la cifra de población publicada anualmente por el Instituto de Estadística de Andalucía.
f) Presupuesto anual.
- Se indicará el presupuesto general inicial, con referencia al año del ejercicio, tanto para los gastos como para los

ingresos.
g) Entes de derecho público o privado dependientes o vinculados.
- Se especificará el tipo de ente de que se trate, recogiendo, en todo caso, la denominación, el domicilio, el CIF y el

servicio público que presta.
h) Consorcios en los que participa.
- Se consignará su denominación y código asignado en el Registro Andaluz de Entidades Locales.
i) Otras entidades asociativas públicas o privadas en las que participe.
- Se consignará su denominación, CIF y si es pública o privada.
j) Formación política de sus órganos de gobierno y administración.
- Se consignará el grupo político que gobierna, la fecha de elección, el número de miembros de cada grupo político

y, en su caso, el de miembros no adscritos.
k) Mociones de censura que hayan tenido lugar y su resultado.
- Se consignará la formación política de los diputados que la hayan presentado, la fecha de presentación y el

resultado.
l) Cuestiones de confianza planteadas y su resultado.
m) Anotaciones provisionales.
- Se consignará la iniciación de los procedimientos administrativos o judiciales cuya resolución pueda modificar las
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inscripciones registrales o cualquiera de sus datos, con especificación de los que pudieran resultar afectados. Cuando se
resuelva el procedimiento, se hará constar el resultado del mismo.

Artículo 7. Datos de las entidades locales descentralizadas.
La inscripción de cada entidad local descentralizada deberá contener los siguientes datos:

a) Denominación y tipología.
- Se consignará la denominación que figure en el acto o acuerdo de creación.
- Se consignará si tiene la consideración de entidad vecinal o de entidad local autónoma.
b) Municipio y provincia a los que pertenece.
c) Símbolos oficiales.
- En el caso de los símbolos gráficos y vexilológicos constará tanto la descripción escrita como la ilustración.
- De los símbolos de expresión verbal constará la descripción escrita.
- De los símbolos sonoros constará la ilustración de la partitura y la letra, cuando exista.
d) Territorio vecinal y extensión.
- Los límites de territorio vecinal se expresarán en referencia al término municipal del que forme parte, expresando,

en su caso, los municipios colindantes con el territorio vecinal, con la denominación de cada uno de ellos y la de la provincia
a la que pertenezcan, así como al país extranjero, mar u océano, según proceda.

- La extensión superficial se consignará en kilómetros cuadrados.
e) Capitalidad.
- Se consignará el nombre del núcleo de población en que tengan radicados sus órganos de gobierno y administración.
f) Población.
- Se consignará la cifra de población que resulte de las personas que ostenten la vecindad del municipio que, según

el padrón municipal, tengan su residencia habitual dentro del territorio vecinal.
g) Núcleos de población que, en su caso, comprenda.
h) Clasificación de su secretaría e intervención.
- Se hará constar la clase de la secretaría y de la intervención, haciendo constar si su titularidad coincide con las del

Ayuntamiento correspondiente.
i) Presupuesto anual.
- Se indicará el presupuesto general inicial, con referencia al año del ejercicio, tanto para los gastos como para los

ingresos.
j) Entes de derecho público o privado dependientes o vinculados.
- Se especificará el tipo de ente de que se trate, recogiendo, en todo caso, la denominación, el domicilio, el CIF y el

servicio público que presta.
k) Consorcios en los que participa.
- Se consignará su denominación y código asignado en el Registro Andaluz de Entidades Locales.
l) Otras entidades asociativas públicas o privadas en las que participe.
- Se consignará su denominación, CIF y si es pública o privada.
m) Competencias propias de las entidades locales autónomas que excedan de las previstas en el artículo 123 de La

Ley 5/2010, de 11 de junio, de Autonomía Local de Andalucía.
n) Formación política de los órganos de gobierno y administración.
- Se consignará el grupo político que gobierna, la fecha de elección, el número de miembros de cada grupo político

y, en su caso, el de miembros no adscritos.
o) Mociones de censura que hayan tenido lugar y resultado.
p) Cuestiones de confianza planteadas y su resultado.
q) Anotaciones provisionales.
- Se consignará la iniciación de los procedimientos administrativos o judiciales cuya resolución pueda modificar las

inscripciones registrales o cualquiera de sus datos, con especificación de los que pudieran resultar afectados. Cuando se
resuelva el procedimiento, se hará constar el resultado del mismo.

Artículo 8. Datos de las mancomunidades.
La inscripción de cada mancomunidad de municipios deberá contener los siguientes datos:

a) Denominación de la mancomunidad.
- Se consignará la que corresponda según los estatutos.
b) Denominación de los municipios mancomunados.
- Se consignará la denominación de cada uno de ellos y código asignado en el Registro Andaluz de Entidades

Locales.
c) Capital.
- Se consignará el nombre del municipio y la provincia en que aquélla radique, conforme a los estatutos.
d) Fines.
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- Se consignarán las obras y/o servicios de su competencia que figuren en sus estatutos y municipio o municipios en
los que se presta.

e) Entidades de derecho público o privado dependientes o vinculadas.
- Se especificará el tipo de ente de que se trate, recogiendo, en todo caso, la denominación, el domicilio, el CIF y el

servicio público que presta.
f) Consorcios en los que participa.
- Se consignará su denominación y código asignado en el Registro Andaluz de Entidades Locales.
g) Otras entidades asociativas públicas o privadas en las que participe.
- Se consignará su denominación, CIF y si es pública o privada.
h) Presupuesto anual.
- Se indicará el presupuesto general inicial, con referencia al año del ejercicio, tanto para los gastos como para los

ingresos.
i) Órganos de gobierno y administración.
- Se harán constar como tales los que figuren en los estatutos, así como el órgano de representación municipal.
j) Clasificación de su secretaría e intervención.
- Se hará constar la clase de la secretaría y de la intervención.
k) Anotaciones provisionales.
- Se consignará la iniciación de los procedimientos administrativos o judiciales cuya resolución pueda modificar las

inscripciones registrales o cualquiera de sus datos, con especificación de los que pudieran resultar afectados. Cuando se
resuelva el procedimiento, se hará constar el resultado del mismo.

Artículo 9. Datos de las áreas metropolitanas, comarcas y otras agrupaciones municipales.
La inscripción de cada área metropolitana, comarca o agrupación municipal deberá contener los siguientes datos:

a) Denominación.
- Se consignará la que corresponda según sus normas de creación.
b) Provincia en la que se integra.
- Se consignará aquélla en que se encuentre situada la capitalidad o sede.
c) Municipios que la componen.
- Se reseñará la denominación de cada uno de los municipios que la componen y código asignado en el Registro

Andaluz de Entidades Locales.
d) Símbolos oficiales.
- En el caso de los símbolos gráficos y vexilológicos constará tanto la descripción escrita como la ilustración.
- De los símbolos de expresión verbal constará la descripción escrita.
- De los símbolos sonoros constará la ilustración de la partitura y la letra, cuando exista.
e) Capitalidad o sede.
- Se consignará el nombre del municipio en que aquélla radique, conforme a su norma reguladora.
f) Población.
- Se consignará la suma de las cifras de población de los municipios que la componen publicadas anualmente por

el Instituto de Estadística de Andalucía.
g) Estructura organizativa y denominación de sus órganos de gobierno y administración.
h) Competencias asumidas.
- Se reseñarán las que establezcan sus normas de creación.
i) Entidades asociativas en las que participe.
- Se consignará su denominación y el código asignado en el Registro Andaluz de Entidades Locales, o su CIF, si no

dispone de este código, y si es pública o privada.
j) Presupuesto anual.
- Se indicará el presupuesto general inicial, con referencia al año del ejercicio, tanto para los gastos como para los

ingresos.
k) Anotaciones provisionales.
- Se consignará la iniciación de los procedimientos administrativos o judiciales cuya resolución pueda modificar las

inscripciones registrales o cualquiera de sus datos, con especificación de los que pudieran resultar afectados. Cuando se
resuelva el procedimiento, se hará constar el resultado del mismo.

Artículo 10. Datos de los consorcios.
La inscripción de cada consorcio deberá contener los siguientes datos:

a) Denominación y tipología.
- Se consignará la denominación que corresponda según sus estatutos.
- Se consignará si se trata o no de una entidad local de cooperación territorial, de acuerdo con lo previsto en el

artículo 4, apartado 1.
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b) Denominación de las entidades públicas o privadas que agrupa.
- Se consignará la denominación de cada una de ellas distinguiéndose si son entidades públicas o privadas. En el

primer caso se distinguirá si son entidades locales, otras Administraciones Públicas u otras entidades públicas y, en su caso,
se consignará el código asignado en el Registro Andaluz de Entidades Locales.

c) Municipio y provincia donde se encuentre su sede.
d) Domicilio.
- Se hará constar el domicilio de su sede conforme a sus estatutos.
e) Objeto.
- Se consignarán los servicios y actividades de interés común.
f) Órganos de gobierno y gestión.
- Se harán constar como tales los que figuren en sus Estatutos.
g) Determinación de si su secretaría e intervención se reservan a funcionarios habilitados de carácter estatal.
- En caso afirmativo, se consignará la clasificación de la secretaría y de la intervención.
h) Presupuesto anual.
- Se indicará el presupuesto general inicial con referencia al año del ejercicio, tanto para los gastos como para los

ingresos.
i) Anotaciones provisionales.
- Se consignará la iniciación de los procedimientos administrativos o judiciales cuya resolución pueda modificar las

inscripciones registrales o cualquiera de sus datos, con especificación de los que pudieran resultar afectados. Cuando se
resuelva el procedimiento, se hará constar el resultado del mismo.

Artículo 11. Información adicional a los datos recogidos en el Registro.
1. Cada uno de los datos recogidos en el Registro irá acompañado de la referencia a su última actualización, así como

a las normas que le afectan, con expresión del número y fecha del boletín oficial en que se hayan publicado.
2. El Registro conservará los datos anteriores en las sucesivas actualizaciones.
3. Siempre que se practique una notificación telemática, ésta deberá tener su correspondiente asiento en el registro

telemático, como indica el artículo 9 apartado 4 del Decreto 183/2003, de 24 de junio.

TÍTULO II

Procedimientos de inscripción, modificación y cancelación

CAPÍTULO I

Modalidades de acceso al Registro

Artículo 12. Registro de datos de oficio.
1. Se inscribirán de oficio, por la Dirección General competente sobre el Régimen Local, las entidades locales cuya

creación se realice mediante acuerdo de los órganos competentes de la Comunidad Autónoma de Andalucía. Se anotarán
todos los datos contenidos en el citado acuerdo de creación y aquellos otros que consten en la Dirección General competente
sobre el Régimen Local en el momento de su inscripción y que conforme a lo previsto en los artículos 5 a 10 deban figurar,
según la naturaleza de la misma. El resto de los datos habrán de ser completados por las entidades afectadas.

2. Se inscribirán de oficio, por la Dirección General competente sobre el Régimen Local, las modificaciones de datos
que se produzcan por acuerdo de los órganos competentes de la Comunidad Autónoma de Andalucía.

3. Se procederá de oficio a la cancelación de la inscripción cuando se trate de la supresión o extinción de entidades
locales que haya de realizarse por disposición legal o por Decreto del Consejo de Gobierno.

4. Podrán inscribirse, asimismo, de oficio, las entidades locales y consorcios, así como las modificaciones de datos
en los supuestos en que, procediendo, no hubieran presentado la solicitud al efecto en el plazo de un mes a contar desde el
día siguiente a la fecha de su constitución, en el primer caso, o a la fecha en que se produzca la alteración de su inscripción,
en el segundo, sin perjuicio de las consecuencias o efectos que de tal incumplimiento se pudieran derivar.

A los efectos previstos en el párrafo anterior, se tendrá en cuenta, entre otros medios, el envío a las Delegaciones del
Gobierno de la Junta de Andalucía de las actas y acuerdos a que las entidades locales están obligadas de conformidad con
la legislación vigente.

5. Se cancelará de oficio la inscripción en los supuestos en que, procediendo a instancia de la entidad local, no se
haya presentado la solicitud en el plazo de tres meses desde la fecha de celebración de la sesión en que se haya adoptado
el acuerdo corporativo de supresión de la entidad local, y se haya desatendido el requerimiento regulado en el artículo 118.3
del Decreto 185/2005, de 30 de agosto.

6. Se realizarán de oficio las anotaciones provisionales referidas a las inscripciones registrales o cualesquiera de sus
datos que pudieran resultar afectados como consecuencia de la resolución de los procedimientos administrativos competencia
de la Comunidad Autónoma de Andalucía o de los procesos judiciales promovidos por la misma.
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Artículo 13. Entidades y datos inscribibles de oficio.
1. A los efectos previstos en el apartado 1 del artículo anterior, y sin perjuicio de lo dispuesto en su apartado 4, se

inscribirán de oficio las siguientes entidades y datos:

- Los municipios, así como los datos contenidos en las letras a), b), d), e), f) y r) del artículo 5.
- Las provincias, junto con los datos que figuran en las letras a), c), d), e) y m) del artículo 6.
- Las áreas metropolitanas y comarcas, así como los datos que figuran en las letras a), b), c), e), f), g), h) y k) del

artículo 9.
2. A los efectos previstos en el apartado 2 del artículo anterior, y sin perjuicio de lo dispuesto en su apartado 4, se

inscribirán de oficio las actualizaciones e incorporaciones de los datos siguientes:
- Los contenidos en las letras a), b), d), e), f), g), i), y r) del artículo 5.
- Los que figuran en letras a), c), d), e) y m) del artículo 6.
- Los que se contienen en las letras a), b), c), e), f), g), h) y k) del artículo 9.
3. A los efectos previstos en el apartado 3 del artículo anterior, y sin perjuicio de lo dispuesto en su apartado 5, se

procederá de oficio a la cancelación de la inscripción de los municipios, las provincias, las áreas metropolitanas y las
comarcas.

Artículo 14. Registro de datos a instancia de las entidades locales o de los consorcios.
1. Las inscripciones, modificaciones de datos y cancelaciones no previstas en el artículo anterior, se practicarán a

instancia de la presidencia o del órgano de representación competente de las entidades locales o de los consorcios, ante la
Dirección General competente sobre el Régimen Local.

2. En particular, las entidades cuya inscripción en el Registro o cualesquiera de sus datos pudieran resultar
modificados como consecuencia de un proceso judicial o de un procedimiento administrativo han de solicitar la anotación
provisional pertinente.

CAPÍTULO II

Procedimiento de inscripción

Artículo 15. Procedimiento de inscripción de oficio.
1. Mediante resolución de la Dirección General competente sobre Régimen Local se inscribirán provisionalmente

en el Registro Andaluz de Entidades Locales las entidades locales y los datos previstos en los artículos 12.1 y 13.1, en el
plazo de un mes a contar desde el día siguiente al de la notificación del acto o acuerdo de creación de la entidad local, o al
del cumplimiento del plazo previsto en el artículo 12.4.

2. Dicha inscripción provisional se comunicará a la presidencia o al órgano de representación competente de la
entidad inscrita, la cual tendrá un plazo de diez días para solicitar las rectificaciones y completar los datos a que, en su caso,
hubiera lugar.

3. Con el escrito solicitando rectificaciones o aportando datos, se remitirán a la Dirección General competente sobre
el Régimen Local, por vía documental o telemática, las referencias, copias o certificaciones que procedan de conformidad
con lo dispuesto en el artículo 22.

4. Una vez transcurrido el plazo previsto en el apartado 2, las inscripciones provisionales adquirirán carácter
definitivo, dictándose por la Dirección General competente sobre el Régimen Local la oportuna resolución en el plazo de
diez días, en la que, asimismo, resolverá las rectificaciones y se pronunciará sobre los nuevos datos aportados, en el caso
de que se hubieran presentado.

Artículo 16. Procedimiento de inscripción a instancia de las entidades locales y de los consorcios.
1. En los supuestos en que no proceda la inscripción de oficio, la presidencia o el órgano de representación

competente del ente local o del consorcio solicitará la inscripción, en los plazos previstos en el artículo 12.4, ante la
Dirección General competente sobre el Régimen Local, mediante el impreso que figura en el Anexo I.

2. Las solicitudes se podrán presentar:
a) Preferentemente en el Registro Telemático Unico de la Administración de la Junta de Andalucía, a través del portal

www.juntadeandalucia.es o de la página web de la Consejería de Gobernación y Justicia (www.juntadeandalucia.es/
gobernaciónyjusticia). Para utilizar este medio de presentación se deberá disponer de la firma electrónica avanzada en los
términos del artículo 13 del Decreto 183/2003, de 24 de junio.

b) En los registros administrativos de la Consejería de Gobernación y Justicia y de las respectivas Delegaciones del
Gobierno, sin perjuicio de que también puedan presentarse en los registros de los demás órganos y en las oficinas que
correspondan, de conformidad con lo establecido en el artículo 38.4 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen
Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común.

3. La solicitud debe ser suscrita por la presidencia u órgano de representación de la entidad local o del consorcio y
deberá contener, según la clase de entidad, los datos que con respecto a cada una de ella se determinan, para su inscripción
registral, en los artículos 7, 8, 9 y 10.
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4. A la solicitud de inscripción se acompañarán las referencias, copias y certificaciones que se relacionan en el
artículo 22, según proceda.

5. Si se apreciare que la solicitud no reúne los requisitos exigidos, se requerirá a la entidad correspondiente para que
en el plazo de diez días subsane la falta o acompañe los documentos preceptivos, con los efectos previstos, en el supuesto
de que así no lo hiciera, en el artículo 71 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre.

6. La inscripción provisional registral mediante resolución se practicará en el plazo de un mes, a contar desde la
presentación de la solicitud, siendo los supuestos de suspensión del citado plazo los establecidos con carácter general en
el artículo 42.5 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre.

7. De la inscripción practicada se dará traslado, por vía documental o telemática, a la presidencia o al órgano de
representación competente de la nueva entidad local o consorcio, que en el plazo de diez días podrán solicitar las
rectificaciones que en su caso hubiera lugar. Pasado este plazo la inscripción provisional adquirirá carácter definitivo,
dictándose por la Dirección General competente sobre el Régimen Local la oportuna resolución en el plazo de diez días,
en la que, asimismo, resolverá las rectificaciones que se hubieran presentado.

CAPÍTULO III

Procedimiento de modificación de datos

Artículo 17. Procedimiento de modificación de datos de oficio.
1. En los supuestos previstos en los artículos 12.2, 12.4 y 13.2 las modificaciones se practicarán por la Dirección

General competente sobre el Régimen Local, que dictará la oportuna resolución.
2. La modificación provisional se notificará por vía documental o telemática a la presidencia o al órgano de

representación competente de la entidad local o del consorcio. Éstos, en el plazo de diez días, podrán solicitar, por las
mismas vías, las rectificaciones que consideren oportunas, acompañando las referencias, copias y certificaciones que
procedan de conformidad con el artículo 22.

3. Una vez transcurrido el plazo previsto en el apartado anterior, las modificaciones adquirirán carácter definitivo,
dictándose por la Dirección General competente sobre el Régimen Local la oportuna resolución en el plazo de diez días,
en la que, asimismo, resolverá las rectificaciones que se hubieran presentado.

4. La actualización de los datos de los municipios, provincias y áreas metropolitanas, comarcas y otras agrupaciones
municipales referidos, respectivamente, en las letras f) y g) del artículo 5, en la letra e) del artículo 6 y en la letra f) del
artículo 9, se realizará cada año de forma automática con arreglo a los datos publicados anualmente por el Instituto de
Estadística de Andalucía, sin ajustarse al procedimiento de modificación establecido en los apartados anteriores.

Artículo 18. Procedimiento de modificación a instancia de la entidad local o del consorcio.
1. En los supuestos en que no proceda la modificación de oficio, las personas titulares de la presidencia u órganos

de representación de las entidades locales y de los consorcios podrán solicitar la práctica de la modificación ante la Dirección
General competente sobre el Régimen Local, mediante el impreso que figura en el Anexo II, en el plazo de un mes a contar
desde el día siguiente a la fecha en que se haya producido la alteración.

2. En la solicitud se hará constar:
a) Denominación de la entidad local o del consorcio y número de registro otorgado a los mismos en el Registro

Andaluz de Entidades Locales.
b) El dato cuya actualización o incorporación se solicita, cumpliéndose las especificaciones que correspondan, de

las que se establecen en los artículos 5 a 10.
c) Motivo de la modificación del dato.
d) Fecha de la efectividad de los actos o acuerdos en virtud de los cuales se ha producido la modificación.
3. A la solicitud de modificación se acompañarán las referencias, copias y certificaciones que se relacionan en el

artículo 22, según proceda.
4. Si se apreciare que la solicitud de modificación no reúne los requisitos exigidos, se requerirá a la entidad para que

en el plazo de diez días subsane la falta o acompañe los documentos preceptivos, con los efectos previstos, en el supuesto
de que así no lo hiciera, en el artículo 71 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre.

5. La modificación registral se practicará en el plazo de un mes a contar desde la presentación de la solicitud, siendo
los supuestos de suspensión del plazo máximo para resolver y notificar la resolución que ponga fin al procedimiento, los
establecidos con carácter general en el artículo 42.5 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre.

6. En los supuestos de adopción, modificación y rehabilitación de símbolos, el procedimiento de modificación
registral se ajustará a lo establecido en el artículo 17 de la Ley 6/2003, de 9 de octubre.

CAPÍTULO IV

Procedimiento de cancelación de inscripciones
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Artículo 19. Cancelación de inscripciones.
La extinción de cualquiera de las entidades locales o consorcios a que se refiere el artículo 4, dará lugar a la

cancelación de la correspondiente inscripción, así como a la modificación de la inscripción de las entidades locales o
consorcios afectados por aquélla, la cual se sustanciará en el mismo procedimiento de cancelación.

Artículo 20. Procedimiento de cancelación de oficio.
1. La Dirección General competente sobre el Régimen Local procederá a cancelar provisionalmente las inscripciones

de las entidades locales y consorcios, debiendo expresar lo siguiente:
a) La denominación de la entidad local y número de registro otorgado en el Registro Andaluz de Entidades Locales.
b) Motivo de la extinción de la entidad local y determinación de cualquier otra entidad o entidades locales cuya

inscripción resulte afectada, con indicación del número de registro otorgado en el Registro Andaluz de Entidades Locales.
c) La disposición legal o Decreto del Consejo de Gobierno o acto del órgano competente por el que se suprime la

entidad de que se trate, según proceda, con especificación de su fecha, así como el boletín oficial en que haya sido publicada.
2. De la resolución de cancelación provisional practicada se dará traslado, por vía documental o telemática, a las

entidades locales interesadas, quienes dispondrán de un plazo de diez días para solicitar las oportunas rectificaciones a las
que en su caso hubiera lugar. Pasado este plazo la cancelación adquirirá carácter definitivo, dictándose por la Dirección
General competente sobre el Régimen Local la oportuna resolución en el plazo de diez días, en la que, asimismo, resolverá
las rectificaciones que se hubieran presentado.

3. En el supuesto previsto en el artículo 12.5, el procedimiento se iniciará transcurridos tres meses desde el
requerimiento practicado a la entidad o entidades obligadas a solicitar la cancelación.

Artículo 21. Cancelación a instancia de la entidad local.
1. El procedimiento de cancelación de la inscripción a instancia de las entidades locales se iniciará mediante solicitud

suscrita por el titular de la presidencia u órgano de representación de la entidad, según el modelo que figura en el Anexo
III, que habrá de consignar los siguientes datos:

a) La denominación de la entidad local o del consorcio y número de Registro otorgado en el Registro Andaluz de
Entidades Locales.

b) Motivo de la extinción de la entidad local o del consorcio y determinación de cualquier otra entidad o entidades
locales cuya inscripción resulte afectada, con indicación del número de registro otorgado en el Registro Andaluz de
Entidades Locales.

c) Acuerdo por el que se suprime la entidad o el consorcio de que se trate, según proceda, con especificación de su
fecha, así como el boletín oficial en que haya sido publicado, con determinación, asimismo, de su fecha.

2. La solicitud se presentará en la Dirección General competente sobre Régimen Local en el plazo de tres meses desde
la fecha de celebración de la sesión en que se haya adoptado el acuerdo corporativo por el que se suprime la entidad local
o el consorcio. Dicha solicitud irá acompañada de certificación que contenga el texto íntegro del acuerdo extintivo.

3. Si se apreciare que la solicitud de cancelación no reúne los requisitos exigidos, se requerirá a le entidad para que
en el plazo de diez días subsane la falta o acompañe los documentos preceptivos, con los efectos previstos, en el supuesto
de que así no lo hiciera, en el artículo 71 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre.

4. La cancelación de la inscripción se practicará en el plazo de tres meses, a contar desde el inicio del procedimiento.

CAPÍTULO V

De la acreditación de datos

Artículo 22. Acreditación de datos.
1. Los datos de los municipios que se relacionan en el artículo 5 se acreditarán por los medios siguientes:
a) Denominación: referencia del Boletín Oficial de la Junta de Andalucía en que se haya publicado el acuerdo

correspondiente.
b) Provincia a la que pertenece: referencia del Boletín Oficial de la Junta de Andalucía en que se haya publicado el

acuerdo correspondiente
c) Símbolos oficiales: certificado expedido por la secretaría del ayuntamiento del acuerdo resolutorio del

procedimiento de adopción, modificación o rehabilitación del símbolo, al que se adjuntará copia autenticada del expediente
tramitado de conformidad con lo dispuesto en la Ley 6/2003, de 9 de octubre.

Los municipios que ostentaran símbolos de forma tradicional en virtud de uso o costumbre accederán al Registro
supliendo la certificación establecida en el artículo 17.1 de la Ley 6/2003, de 9 de octubre, mediante estudio histórico
justificativo y certificación de su vigencia.

d) Límites territoriales y extensión: referencia del Boletín Oficial de la Junta de Andalucía en que se haya publicado
la norma aprobatoria correspondiente o certificado del Instituto de Cartografía de Andalucía.

e) Capitalidad: referencia del Boletín Oficial de la Junta de Andalucía en que se haya publicado el acuerdo
correspondiente.

f) Población: publicación del Instituto de Estadística de Andalucía.
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g) Núcleos de población: publicación del Instituto de Estadística de Andalucía.
h) Régimen de funcionamiento: certificación del acuerdo municipal expedida por la secretaría del ayuntamiento.
i) Clasificación de su secretaría e intervención: referencia del Boletín Oficial de la Junta de Andalucía en que se haya

publicado la resolución del órgano competente de la Comunidad Autónoma de Andalucía en materia de funcionarios de
administración local con habilitación de carácter estatal.

j) Presupuesto anual: certificación de la secretaría del ayuntamiento.
k) Entes de derecho público o privado dependientes o vinculados: certificación del acuerdo del municipio expedido

por la secretaría.
l) Mancomunidades en las que participa: referencia del Boletín Oficial de la Junta de Andalucía en que se hayan

publicado los estatutos de la mancomunidad o sus modificaciones, o certificación de la secretaría en el caso de que se
hubieran incorporado o separado con posterioridad a su constitución.

m) Consorcios en los que participa: referencia del Boletín Oficial de la Junta de Andalucía en que se hayan publicado
los estatutos del consorcio o sus modificaciones, o certificación de la secretaría en el caso de que se hubieran incorporado
o separado con posterioridad a su constitución.

n) Otras entidades asociativas públicas o privadas en las que participe: certificación del acuerdo de la secretaría
correspondiente.

o) Formación política de sus órganos de gobierno y administración, mociones de censura que hayan tenido lugar y
cuestiones de confianza planteadas, con sus respectivos resultados: certificación expedida por la secretaría del ayuntamiento.

p) Anotaciones provisionales: copia autenticada del acuerdo de inicio del procedimiento, de la petición, recurso,
reclamación o demanda, así como de las resoluciones administrativas o judiciales adoptados.

2. Los datos de las provincias contenidos en el artículo 6 se acreditarán por los mismos medios establecidos para los
municipios en el apartado anterior.

3. Los datos de las entidades locales descentralizadas relacionados en el artículo 7 se acreditarán, en todo lo que
resulte coincidente, por los mismos medios establecidos para los municipios en el apartado 1. No obstante, por sus
características específicas, los datos relacionados a continuación se justificarán de la siguiente forma:

a) Denominación y tipología: certificación expedida por la secretaría del ayuntamiento.
b) Municipio y provincia a los que pertenece: certificación expedida por la secretaría del ayuntamiento.
c) Territorio vecinal y extensión: certificación expedida por la secretaría del ayuntamiento.
d) Capitalidad: certificación expedida por la secretaría del ayuntamiento.
e) Núcleos de población: certificación expedida por la secretaría del ayuntamiento.
f) Población: certificación expedida por la secretaría del ayuntamiento de las personas que tengan residencia habitual

en el territorio vecinal, según el padrón municipal de habitantes.
g) Competencias propias que excedan de las previstas en el artículo 123 de La Ley 5/2010, de 11 de junio, de

Autonomía Local de Andalucía: referencia del boletín oficial en que se haya publicado la norma correspondiente, o
certificación de la secretaría del ayuntamiento sobre las competencias que ostenta la entidad.

4. Los datos de las mancomunidades reflejados en el artículo 8 se acreditarán, en todo lo que resulte coincidente, por
los mismos medios establecidos para los municipios en el apartado 1. No obstante, por sus características específicas, los
datos que se relacionan a continuación se acreditarán de la siguiente forma:

a) Denominación de los municipios mancomunados: referencia del Boletín Oficial de la Junta de Andalucía en que
se hayan publicado sus estatutos o sus modificaciones, o certificación de la secretaría en caso de que se hubieran incorporado
o separado con posterioridad a su constitución.

b) Capital de la mancomunidad: certificación expedida por la secretaría.
c) Fines de la mancomunidad: referencia del Boletín Oficial de la Junta de Andalucía en que se hayan publicado los

estatutos o su modificación.
d) Órganos de gobierno y administración: referencia del Boletín Oficial de la Junta de Andalucía en que se hayan

publicado los estatutos correspondientes, o su modificación.
5. Los datos de las áreas metropolitanas, comarcas y otras agrupaciones municipales contenidos en las letras a), b),

d), e), f), i), j) y k) del artículo 9 se acreditarán por los mismos medios establecidos, en sus respectivos casos, para los
municipios en el apartado 1 de este artículo. No obstante, por sus características específicas, los datos que se relacionan a
continuación se acreditarán de la siguiente forma:

a) Denominación de los municipios que la componen: referencia del Boletín Oficial de la Junta de Andalucía en que
se haya publicado el acuerdo constitutivo de la entidad.

b) Estructura organizativa y denominación de sus órganos de gobierno y administración: referencia del Boletín Oficial
de la Junta de Andalucía en que se haya publicado el acuerdo constitutivo de la entidad.

c) Competencias asumidas: referencia del Boletín Oficial de la Junta de Andalucía en que se haya publicado el
acuerdo constitutivo de la entidad.

6. Los datos de los consorcios contenidos en el artículo 10 se acreditarán, en todo lo que resulte coincidente, por los
mismos medios establecidos para los municipios en el apartado 1 de este artículo. No obstante, por sus características
específicas, los datos relacionados a continuación se justificarán del siguiente modo:

a) Denominación de las entidades públicas o privadas que agrupa el consorcio: referencia del Boletín Oficial de la
Junta de Andalucía en que se hayan publicado sus estatutos o la modificación de los mismos, o certificación de la secretaría
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en caso de que se hubieran incorporado o separado con posterioridad a su constitución.
b) Domicilio del consorcio: certificación expedida por la secretaría.
c) Objeto: referencia del Boletín Oficial de la Junta de Andalucía en que se hayan publicado los estatutos o su

modificación.
d) Órganos de gestión: referencia del Boletín Oficial de la Junta de Andalucía en que se haya publicado la norma

aprobatoria o estatutos correspondientes, o su modificación.
e) Clasificación de la secretaría e intervención; determinación de si la secretaría e intervención del consorcio se

reservan a funcionarios habilitados de carácter estatal. En caso afirmativo, referencia del Boletín Oficial de la Junta de
Andalucía en que se haya publicado la resolución del órgano competente de la Comunidad Autónoma de Andalucía en
materia de funcionarios de administración local con habilitación de carácter estatal.

TÍTULO III

Las relaciones interadministrativas

Artículo 23. Colaboración de las entidades locales y de los consorcios.
1. De conformidad con los principios de coordinación, cooperación, asistencia e información mutua, la Dirección

General competente sobre Régimen Local podrá requerir, en cualquier momento, a las entidades locales y a los consorcios
la información que precise para mantener actualizados sus datos registrales, estando obligadas las entidades locales a
prestarla en el plazo de quince días.

El incumplimiento por parte de la entidad local del requerimiento de información para mantener actualizados los
datos registrales, podrá tener los efectos previstos en el artículo 112.2 del Decreto 185/2005, de 30 de agosto.

2. Para lograr una mayor eficacia y eficiencia en el funcionamiento del Registro Andaluz de Entidades Locales, la
Dirección General competente sobre el Régimen Local, en el marco de sus competencias, fomentará y favorecerá la
cooperación con las entidades locales y los consorcios, a los efectos de recabar la información correspondiente a los datos
extrarregistrales contemplados en el artículo 109 del Decreto 185/2005, de 30 de agosto.

Disposición Transitoria Única. Inscripción de las entidades locales y consorcios existentes a la entrada en vigor de
la Orden.

1. En el plazo de seis meses a contar desde la entrada en vigor de esta Orden, se practicará de oficio la inscripción
provisional en el Registro Andaluz de Entidades locales de las entidades locales y consorcios, así como de todos los datos
de los mismos de que tenga constancia la Dirección General competente sobre el Régimen Local. Las entidades locales y
consorcios existentes y que en dicho plazo no hayan sido inscritos provisionalmente, podrán solicitar su inscripción, a partir
del cumplimiento del mismo, siguiendo el procedimiento establecido en el artículo 16 de la presente Orden.

2. Dicha inscripción provisional se comunicará a la presidencia o al órgano de representación competente de la
entidad inscrita, la cual tendrá un plazo de diez días para completar los datos que falten y para solicitar las rectificaciones
a las que en su caso hubiera lugar.

3. Con los nuevos datos que se aporten y con la solicitud de rectificaciones, se remitirán a la Dirección General
competente sobre el Régimen Local, por vía documental o telemática, las referencias, copias o certificaciones que procedan
de conformidad con lo dispuesto en el artículo 22.

4. Una vez transcurrido el plazo previsto en el apartado 2, las inscripciones provisionales adquirirán carácter
definitivo, dictándose por la Dirección General competente sobre el Régimen Local la oportuna resolución, en la que,
asimismo, resolverá las rectificaciones y se pronunciará sobre los nuevos datos, en el caso de que se hubieran presentado.

5. El incumplimiento por la entidad local o el consorcio de la obligación de aportar los datos que se requieran, dará
lugar a los efectos previstos en el segundo párrafo del artículo 23.1 de esta Orden.

Disposición Derogatoria Única.
Quedan derogadas cuantas disposiciones, de igual o inferior rango, se opongan a lo dispuesto en esta Orden.

Disposición Final Única. Entrada en vigor.
La presente Orden entrará en vigor el día 15 de noviembre de 2010.

Sevilla, 17 de septiembre de 2010

LUIS PIZARRO MEDINA
Consejero de Gobernación y Justicia
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CONSEJERÍA DE EMPLEO

Orden de 13 de septiembre de 2010, por la que se modifica la Orden de 23 de mayo de 2008, por la que se crea
el Registro de Empresas Acreditadas como Contratistas o Subcontratistas del Sector de la Construcción de la
Comunidad Autónoma de Andalucía y se aprueban nuevos modelos de solicitudes de inscripción y de renovación,
de comunicación de variación de datos, de cancelación de la inscripción y de certificados de inscripción en este
Registro. (BOJA núm. 195, de 5-10-2010).

Mediante Orden de 23 de mayo de 2008, de la Consejería de Empleo, se crea el Registro de Empresas Acreditadas
como Contratistas o Subcontratistas del Sector de la Construcción de la Comunidad Autónoma de Andalucía, de acuerdo
con el Real Decreto 1109/2007, de 24 de agosto, por el que se desarrolla la Ley 32/2006, de 18 de octubre, reguladora de
la subcontratación en el Sector de la Construcción.

Esta disposición nace del impulso decidido de la Administración de la Junta de Andalucía y de los agentes
económicos y sociales, desde el marco de la Concertación Social, por la adopción de medidas dirigidas a mejorar las
condiciones de seguridad y salud de los trabajadores y las trabajadoras en este Sector y a reducir la siniestralidad laboral
en el Sector de la construcción y se dicta en ejercicio de las competencias atribuidas por los artículos 63.1.4.º y 47.1.1.ª del
Estatuto de Autonomía para Andalucía.

Por otra parte, en la citada Orden se apuesta por la incorporación de las nuevas tecnologías de la información al
ámbito de la Administración Pública, y la utilización de los medios electrónicos en las relaciones que establece con los
ciudadanos y las ciudadanas, por lo que se habilita la tramitación electrónica de los distintos procedimientos administrativos
derivados de este Registro, de acuerdo con lo dispuesto en la Ley 9/2007, de 22 de octubre, de la Administración de la Junta
de Andalucía; la Ley 11/2007, de 22 de junio, de acceso electrónico de los ciudadanos a los Servicios Públicos, y el Decreto
183/2003, de 24 de junio, por el que se regula la información y atención al ciudadano y la tramitación de procedimientos
administrativos por medios electrónicos (Internet).

La Directiva 2006/123/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 12 de diciembre de 2006, relativa a los servicios
en el mercado interior establece en su artículo 44 que los Estados miembros pondrán en vigor las disposiciones legales,
reglamentarias y administrativas, necesarias para dar cumplimiento a lo establecido en la presente Directiva.

El Acuerdo de 17 de noviembre de 2009, del Consejo de Gobierno, para impulsar la transposición en Andalucía de
la Directiva relativa a los servicios en el mercado interior, en su apartado segundo, dispone que «... la Consejería de Empleo
... iniciará la tramitación de las reformas reglamentarias recogidas en su Anexo», entre ellas, la Orden de 23 de mayo de
2008, contemplando la modificación del artículo 11.2, para eliminar el requisito de documentación original o copia
autenticada.

La Ley 17/2009, de 23 de noviembre, sobre el libre acceso a las actividades de servicios y su ejercicio, ha
incorporado, parcialmente al Derecho español, la citada Directiva 2006/123/CE.

Esta Ley tiene por objeto establecer las disposiciones y principios necesarios para garantizar el libre acceso a las
actividades y su ejercicio realizadas en territorio español por prestadores establecidos en España o en cualquier otro Estado
miembro de la Unión Europea, simplificando los procedimientos, evitando dilaciones innecesarias y reduciendo las cargas
administrativas a los prestadores de servicios.

La Ley 25/2009, de 22 de diciembre, de modificación de diversas leyes para su adaptación a la ley sobre el libre
acceso a las actividades de servicios y su ejercicio, adapta la normativa estatal de rango legal a lo dispuesto en la citada Ley.

Asimismo, la experiencia adquirida con la puesta en práctica de este Registro, pone de manifiesto la oportunidad de
la explotación estadística de los datos de este Registro para el conocimiento del tejido empresarial andaluz. Para posibilitar
este tratamiento con fines estadísticos y la conservación de los datos registrados, es preciso introducir diversas
modificaciones en la Orden de creación de este Registro, y en la aplicación informática que lo sustenta, de conformidad con
lo previsto en la Ley 4/1989, de 12 de diciembre, de Estadística de la Comunidad Autónoma de Andalucía, modificada por
la Ley 4/2007, de 4 de abril. Concretamente, a través de esta Orden se introduce en los distintos Anexos de recogida de
información inscribible la variable de sexo en los datos referidos a personas, se desagrega en subcampos la información
geográfica relativa al domicilio, y se incorpora la referencia a la Clasificación Nacional de Ocupaciones en el apartado
relativo a la relación de medios personales de la empresa, con el objeto de un adecuado tratamiento de esta información.

En consecuencia, esta Orden se dicta con la finalidad de simplificar los procedimientos regulados en la Orden de 23
de mayo de 2008 y permitir la explotación estadística de los datos contenidos en el registro.

En su virtud, y en uso de las competencias que me están conferidas por el artículo 44.2 de la Ley 6/2006, de 24 de
octubre, del Gobierno de la Comunidad Autónoma de Andalucía, así como por el Decreto 136/2010, de 13 de abril, por el
que se aprueba la estructura orgánica de la Consejería de Empleo y del Servicio Andaluz de Empleo, a propuesta de la
Dirección General de Seguridad y Salud Laboral,

DISPONGO

Artículo único. Modificación de la Orden de 23 de mayo de 2008, por la que se crea el Registro de Empresas
Acreditadas como Contratistas o Subcontratistas del Sector de la Construcción de la Comunidad Autónoma de Andalucía.
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La Orden de 23 de mayo de 2008, por la que se crea el Registro de Empresas Acreditadas como Contratistas o
Subcontratistas del Sector de la Construcción de la Comunidad Autónoma de Andalucía, queda modificada como sigue:

Uno. El apartado 2 del artículo 11 queda redactado en los siguientes términos:

«2. La solicitud deberá contener los datos enumerados en el artículo 4.1 del Real Decreto 1109/2007, de 24 de agosto,
y los restantes previstos en el artículo 70.1 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las
Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común, y se acompañará de la siguiente documentación:

a) Escritura de poder notarial u otro medio legal de acreditación de la representación, con la que actúa el
representante, en el supuesto de que se actúe por representación.

b) Declaración suscrita por el empresario o su representante legal relativa al cumplimiento de los requisitos
establecidos en el artículo 4.1 y 2.a) de la Ley 32/2006, de 18 de octubre, en los términos que se incluyen en el modelo de
solicitud de inscripción recogido en el Anexo II de la presente Orden.

c) Documentación acreditativa de que la empresa dispone de una organización preventiva adecuada a la Ley 31/1995,
de 8 de noviembre, de Prevención de Riesgos Laborales, que podrá adoptar alguna de las formas siguientes, según proceda:

1.ª Acta o actas de designación de las trabajadoras o de los trabajadores designados.
2.ª Acta de constitución del servicio de prevención propio.
3.ª Acta de constitución del servicio de prevención mancomunado.
4.ª Acta de adhesión de la empresa al servicio de prevención mancomunado.
5.ª Concierto o conciertos formalizados con entidades acreditadas como servicios de prevención ajenos.

d) Documentación acreditativa de la formación en prevención de riesgos laborales necesaria y adecuada al puesto
de trabajo o función del personal de la empresa, en su nivel directivo y productivo, de conformidad con lo previsto en el
artículo 12, en relación con el artículo 4.2 del Real Decreto 1109/2007, de 24 de agosto.

La acreditación de estos requisitos, mediante simples copias, conllevará el compromiso de aportar los documentos
originales o copia autenticada de los mismos, a requerimiento del órgano competente.»

Dos. Se introduce un nuevo artículo 22 con la siguiente redacción:

«Artículo 22. Colaboración con el Sistema Estadístico de Andalucía.
1. Con el objeto de impulsar la colaboración entre el Registro y el Sistema Estadístico de Andalucía para la

elaboración de estadísticas oficiales se establecerán los circuitos de información necesarios para la ejecución de las
actividades estadísticas que se incluyan en los planes y programas estadísticos de Andalucía sobre esta materia.

2. La información del Registro que se utilice en la confección de estadísticas oficiales estará soportada en un sistema
informático y quedará sometida a la preservación del secreto estadístico en los términos establecidos en la Ley 4/1989, de
12 de diciembre, de Estadística de la Comunidad Autónoma de Andalucía.»

Tres. Se modifican los modelos de solicitudes.

Se modifican los modelos de solicitudes de inscripción y de renovación de la inscripción, de comunicación de
variación de datos, de cancelación de la inscripción, y de certificados de inscripción en el Registro Empresas Acreditadas
como contratistas o subcontratistas del Sector de la Construcción de la Comunidad Autónoma de Andalucía, establecidos
en los Anexos II, III, IV, V y VI, que quedan establecidos según figuran en la presente Orden.

Disposición adicional única. Desarrollo y ejecución.
Se autoriza a la Directora General de Seguridad y Salud Laboral para realizar cuantas actuaciones sean necesarias

para la aplicación y desarrollo de la presente Orden.

Disposición final única. Entrada en vigor.
La presente Orden entrará en vigor al mes de su publicación en el Boletín Oficial de la Junta de Andalucía.

Sevilla, 13 de septiembre de 2010

MANUEL RECIO MENÉNDEZ
Consejero de Empleo
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Sala 1ª. Sentencia de 17 de mayo de 2010. Propiedad intelectual. Reproducción mediante fotocopias en
establecimiento público, sin autorización del titular de los derechos. Fijación de la indemnización a percibir por el
mismo.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

PRIMERO. - Resumen de antecedentes.

1. La representación procesal de CEDRO interpuso demanda contra el titular de un establecimiento comercial en el
que se había realizado la reprografía no autorizada de obras impresas vulnerando los derechos de propiedad intelectual.

2. El Juzgado de Primera Instancia consideró probada la explotación ilícita de las obras de la demandante. Habiendo
optado la parte demandante, con arreglo al artículo 140 LPI, por la remuneración que hubiera percibido de haber autorizado
la explotación, se fijó la indemnización en la cuantía de multiplicar por 10 el importe de la tarifa general anual fijada para
la autorización por la sociedad demandante, aplicando el CORSA previsto en la misma tarifa.

3. La Audiencia Provincial confirmó esta sentencia fundándose, en síntesis, en que, aun existiendo criterios
discrepantes en las AAPP, acepta el criterio de la sentencia de primera instancia por considerar que (a) la consecuencia del
ilícito no puede ser equivalente en caso de reproducir el 10% de la obra, máximo autorizado, que en el caso de reproducir
su totalidad; (b) la limitación en las tarifas al 10% de la reproducción no supone una limitación de la indemnización, pues
se refiere a la autorización y no al resarcimiento; (c) el criterio no adolece de falta de equidad por cuanto las tarifas tienen
en cuenta la capacidad de las máquinas de reproducción y el porcentaje en que se excede la autorización; (o) no hay
desproporción entre el daño y su reparación.

4. Contra esta sentencia interpone recurso de casación la parte actora, el cual ha sido admitido al amparo del artículo
427.2.3.° LEC, por concurrir interés casacional.

SEGUNDO. - Enunciación del motivo de casación.

El motivo primero y único se introduce con la siguiente fórmula:

«Se articula el presente motivo de recurso con base en el artículo 477.2.3.° LEC por la infracción legal cometida en
la sentencia en la aplicación del artículo 140 LPI, al haber resuelto una cuestión sobre la que existe jurisprudencia
contradictoria de las Audiencias Provinciales, al resolver la misma cuestión, como expresamente reconoce la propia
sentencia ahora recurrida».

Dicho motivo se funda, en síntesis, en que mientras muchas AAPP admiten la aplicación del índice corrector
consistente en multiplicar por 10 el importe de la tarifa, otras consideran incorrecta esta solución, por entender que la
operación aritmética de multiplicar la tarifa por 10 para cubrir una autorización de copia del ciento por ciento es inadmisible
por no estar prevista como tarifa aplicable.

El motivo debe ser desestimado.

TERCERO. - Contradicción en la doctrina de las AAPP.

A)En relación con la reproducción por medio de fotocopias, el artículo 10 del RD 1434/1992, 27 noviembre, en
desarrollo de lo establecido hoy en el art. 25 de la LPI (derecho de remuneración por copia privada) excluye de la
consideración como reproducciones para uso privado del copista, entre otras, «Mas efectuadas en establecimientos dedicados
a la realización de reproducciones para el público, o que tengan a disposición del público los equipos, aparatos y materiales
para su realización» y añade que para poder efectuar estas reproducciones deberá obtenerse la previa autorización de los
titulares de los derechos. Así se excluye este supuesto de la compensación mediante remuneración compensatoria, aplicable
a la copia para uso privado del copista, con arreglo a lo dispuesto en el artículo 25 LPI, y se establece la consecuencia de
que la reproducción sin autorización comporta una vulneración de los derechos de propiedad intelectual.

En el caso examinado se ha acreditado la existencia de una infracción de esta naturaleza consistente en la explotación
sin autorización de obras cuyos derechos de propiedad intelectual gestiona la sociedad demandante. Esta infracción se ha
acreditado, según se refleja en la exposición de hechos que realiza la sentencia recurrida, mediante la prueba de la
reproducción íntegra sin autorización alguna en el establecimiento del demandado de tres obras protegidas por los derechos
de propiedad intelectual.
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El artículo 140 LPI, en la redacción aplicable al caso examinado, establece que el perjudicado podrá optar como
indemnización entre el beneficio que hubiera obtenido presumiblemente de no mediar la utilización ilícita o la remuneración
que hubiera percibido de haber autorizado la explotación. Tras la reforma llevada a cabo por la Ley 19/2006, el segundo
término de la opción que se concede al perjudicado se configura como «Dia cantidad que como remuneración hubiera
percibido el perjudicado, si el infractor hubiera pedido autorización para utilizar el derecho de propiedad intelectual en
cuestión.»

La demandante ha optado por el beneficio obtenido presumiblemente de no mediar la utilización ilícita o la
remuneración que hubiera percibido de haber autorizado la explotación, y ha considerado que, dentro de las tarifas generales
de dicha entidad, procede la aplicación de la tarifa correspondiente a la licencia de reproducción mediante fotocopias de
hasta un máximo del 10% de cada ejemplar, multiplicado por 10, de acuerdo con el CORSA previsto en la propia tarifa para
cuando se superan los límites autorizados, teniendo en cuenta que la reproducción de las obras tenía lugar con carácter
íntegro, pues esta sería la remuneración que se hubiera percibido en el caso de haberse obtenido la autorización.

B) Como subraya la sentencia recurrida, y se ha acreditado por la parte recurrente para poner de manifiesto la
existencia de interés casacional, existe doctrina contradictoria de las AAPP en la materia.

Por una parte, algunas AAPP (SSAP Alicante, Sección 8.a, 13 de septiembre de 2007, Asturias, Sección 4.a, 15 de
julio de 2004, RA n.° 135/2004, Baleares, Sección 5.a, 27 de mayo de 2003, Sección 5.a, 2 de junio de 2003, Sección 3.',
17 de junio de 2003, Cuenca, Sección 1.a, 27 de julio de 2005, RA n.° 152/2005, Madrid, Sección 25.a, 22/07/2004, RA
n.° 202/2003, Sección 25.a, 11 de noviembre de 2004, RA n.° 677/2003, Sección 21.a, 14 de abril de 2005, Vizcaya, 19 de
julio de 2005, 9 de octubre de 2006, 8 de marzo de 2006, 21 de junio de 2006, Sección 4.a,1 de septiembre de 2005 RA n.°
457/2004, Sección 4.', 13 de marzo de 2007) mantienen que el cálculo de los beneficios dejados de obtener en virtud de la
reproducción sin autorización debe calcularse con arreglo estrictamente a lo establecido en las tarifas generales fijadas por
la sociedad gestora y que no puede introducirse alteración alguna aplicando el CORSA ni estableciendo una proporción entre
el porcentaje de reproducción de la obra que tiene en cuenta la tarifa y el porcentaje de lo efectivamente reproducido. Esta
apreciación se funda, en síntesis, en los siguientes argumentos:

(i) El artículo 140 LPI establece una indemnización legal y tasada, en la cual no cabe aplicar criterios distintos de
los establecidos ni índices correctores por razones de equidad. Las tarifas de sociedad gestora están fijadas en función del
tipo de establecimiento, número, modelo y características de las máquinas fotocopiadoras y prevén un límite máximo para
la autorización de reproducción por fotocopia de un 10%, pero no contienen indicación alguna sobre la posibilidad de copia
de porcentajes superiores.

(ii) La aplicación del CORSA es improcedente, pues constituye un recargo fijado por la sociedad que implica una
corrección unilateral de las tarifas. La discrepancia existente entre el artículo 140 LPI y el CORSA debe solucionarse dando
preferencia al primero.

(iii) El artículo 140 LPI prevé una indemnización del perjuicio causado por la explotación sin autorización de los
derechos de propiedad intelectual, pero la aplicación del CORSA comporta la imposición de una sanción sin cobertura legal
para el caso de producirse una infracción consistente en exceder el porcentaje del 10% autorizado.

(iv) La operación aritmética de multiplicar por diez lo autorizado es inadmisible por no estar prevista como tarifa
aplicable.

(v) La aplicación del CORSA o la aplicación de un coeficiente de multiplicación de 10 (que dan resultados
equivalentes) son desproporcionadas, pues implican la percepción por la entidad gestora de una suma muy superior a la que
en circunstancias normales cabría reclamar. No puede establecerse una relación de proporción directa entre la tarifa aplicada
a un porcentaje máximo de reproducción autorizado y la extensión de la obra reproducida ilícitamente que exceda de ese
porcentaje.

(vi) No es suficiente con efectuar un cálculo proporcional sobre las tarifas previstas para la autorización de
reproducciones del 10%, sino que la parte reclamante debe acreditar el importe de la remuneración que habría tenido derecho
a percibir de haber autorizado la reproducción por la entidad demandada del 100% de los libros u obras impresas.

Otras AAPP (SSAP A Coruña, Sección 4.ª, 13 de febrero de 2008, Sección 4.ª, 15 de febrero de 2008, Asturias,
Sección 4.ª, 29 de junio de 2004, RA n.° 169/2004, Sección 1.0, 29 de mayo de 2009, Baleares 27 de mayo de 2003, Sección
5.ª, 27 de noviembre de 2003 RA n.° 501/2003, Barcelona 24 de febrero de 2004, 27 de mayo de 2004, 24 de febrero de
2005, RA 526/2003, 27 de mayo de 2005, RA n.° 249/2004, Granada, Sección 3.ª, 19 de enero de 2007, 25 de abril de 2008,
Guadalajara, 27 de noviembre de 2002, RA n.° 332/2002, La Rioja, Sección 1ª, 27 de febrero de 2009, Salamanca, 19 mayo
2003, 4 de julio de 2003, RA n.° 335/2003, Madrid, 22 de julio de 2004, 22 de marzo de 2005, 14 de abril de 2005, 23 de
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marzo de 2006 [la recurrida], 1 diciembre 2006, 15 de marzo de 2007, Sección 28.ª, 21 de septiembre de 2007, Sección 28.ª,
31 de enero de 2008, Orense, Sección 2.ª, de 20 de octubre de 2004, RA n.° 176/2003, Valencia, Sección 9ª; 22 de julio de
2006, 28 marzo 2007, Zamora, Sección única, de 5 de junio de 2003, RA n.° 163/2003) han considerado procedente la
aplicación del CORSA o la multiplicación por 10 de la tarifa prevista para la autorización de reproducción por fotocopia
de hasta el 10%, fundándose, en síntesis, en los siguientes argumentos:

(i) No es obstáculo que la tarifa no esté expresamente prevista para porcentajes superiores a la reproducción del 10%,
pues el criterio de cuantificación del lucro cesante según el 140 LPI, el cual se refiere expresamente a una utilización ilícita,
se apoya en la hipótesis ficticia de que el infractor ha obtenido licencia. Se equipara, pues, la consecuencia jurídica de la
infracción y la del acto realizado si se hubiera concedido la autorización.

(ii) Las tarifas de CEDRO y el índice CORSA fueron comunicadas a la Administración, están predeterminadas con
antelación a la infracción, y deben ser conocidas, por todo ordenado comerciante.

(iii) El índice CORSA tiene su razón de ser en la determinación de las hipotéticas tarifas que se aplicarían para el
caso de que se hubiese concedido autorización para reproducciones no autorizadas.

(iv) La indemnización prevista responde a un supuesto de enriquecimiento injusto y cumple también una función de
reparación. Por una parte, impide al infractor disfrutar del beneficio que resulta del ahorro de la regalía o canon que hubiera
debido pagar. Por otra parte, resarce al titular de la ganancia dejada de percibir.

(v) Ningún precepto legal impide a CEDRO otorgar licencia para reproducir por fotocopia la totalidad de las obras
y de hecho así lo hace en ciertos supuestos.

(vi) El CORSA no constituye propiamente una tarifa, sino más bien una penalización, pero se llega a la misma
solución si se aplica la lógica matemática estableciendo una proporción entre la tarifa para la reproducción del 10% y la
reproducción de la totalidad de la obra, partiendo de estimar probado que las reproducciones o fotocopiado de los ejemplares
son de la totalidad de la obra.

(vii) Mantener la postura contraria supondría primar al infractor.

(viii) La reforma llevada a cabo por la Ley 19/2006 no modifica sustancialmente la redacción de la LPI en este punto
y apoya el resultado de la aplicación de la regla proporcional.

CUARTO. - Indemnización por reproducción sin autorización por medio de fotocopia en establecimientos abiertos
al público.

A) Esta Sala, en trance de unificar la doctrina existente en la materia, considera más atendibles los argumentos
sustentados en la actualidad por la mayoría de las AAPP favorables a la aplicación de un porcentaje de incremento sobre
la tarifa por reproducción de hasta el 10% de las obras, habida cuenta de que el carácter tasado de la tarifa y el hecho de que
solo esté prevista para autorizaciones de reproducción del 10% de las obras no debe ser obstáculo para el cálculo por el
tribunal de la llamada regalía hipotética en caso de explotación sin autorización, en los términos del artículo 140 LPI, de
acuerdo con la real importancia económica de los derechos objeto de la infracción. Considera, sin embargo, que deben
tenerse también en consideración los argumentos expuestos por las AAPP que consideran los obstáculos a la aplicación del
CORSA. Entre ellos merece especial atención el argumento de la posible falta de proporcionalidad de un incremento del
10% sobre la tarifa general, si no se prueba que responda a la entidad económica calculable para las reproducciones
efectivamente realizadas, y también el argumento de que el CORSA está concebido como un recargo impuesto con carácter
sancionador y ejemplarizante que, sin ser incorrecto, por responder a una regla proporcional aceptable, puede resultar
desproporcionado si se concibe con carácter automático para todo supuesto en que se demuestre la existencia de una
infracción, pero no su alcance exacto.

De esto se sigue que debe estimarse que la aplicación del CORSA, o el cálculo proporcional que conduce al mismo
resultado, debe aplicarse teniendo en cuenta, según la prueba practicada, el porcentaje medio de reproducción respectodel
total de las obras que se haya hecho sin autorización. Por consiguiente, la aplicación del CORSA puede tener un carácter
desproporcionado si se parte del presupuesto de que la reproducción por medio de fotocopias en todo caso alcanza el ciento
por ciento de las obras reproducidas cuando se acredita la existencia de una infracción de los derechos de propiedad
intelectual. Cuando solo se acredite que dicha reproducción íntegra ha tenido lugar respecto de un número reducido de obras,
pero no pueda estimarse probado que tiene lugar con carácter íntegro de modo general, o en una proporción determinada,
debe admitirse como razonable que la reproducción en el establecimiento demandado no siempre alcanzará el expresado
porcentaje y, en este supuesto, puede aceptarse como criterio razonable el que se ha seguido por algunos órganos
jurisdiccionales (SAP Madrid, Sección 25.ª, 13 de junio de 2005 RA n.° 114/2005, y Juzgado de lo Mercantil de A Coruña
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de 30 de octubre de 2007) en el sentido de entender que el porcentaje que se estima proporcionalmente aceptable a falta de
una prueba más concluyente es el intermedio de multiplicar por cinco la tarifa general prevista para la autorización del 10%
de la obra, teniendo en cuenta que la parte frente a quien se reclama está en una situación favorable para demostrar que este
porcentaje ha sido inferior.

B) Se fija la siguiente doctrina: la indemnización que debe fijarse al amparo del artículo 140 LPI por reproducción
sin autorización por medio de fotocopias en establecimientos abiertos al público con arreglo a las tarifas generales de la
sociedad demandante CEDRO, cuando ésta se acoge a la remuneración que hubiera percibido de haber autorizado la
explotación, debe fijarse en el importe de la tarifa general aprobada para la autorización de reproducciones del 10% de las
obras, multiplicado por cinco. Si se prueba de manera suficiente que el porcentaje de promedio de reproducción de todas
las obras fotocopiadas es inferior o superior al 50% de las obras la tarifa podrá multiplicarse por un coeficiente superior o
inferior, y no podrá exceder de diez veces su importe.

QUINTO. - Estimación del recurso.

Siendo fundado el recurso de casación, y habiéndose este interpuesto al amparo del artículo 477.2.3.° LEC, procede
casar la resolución impugnada y resolver sobre el caso declarando lo que corresponda según los términos en que se ha
producido la contradicción entre AAPP, de acuerdo con el art. 487.3 LEC.

En el caso examinado la sentencia recurrida, al aceptar las conclusiones probatorias de la sentencia de primera
instancia, fija como hechos probados que se ha realizado una explotación ilícita de los derechos de propiedad intelectual,
pero no afirma que la prueba haya conducido a la convicción de que la reproducción en que esta explotación consiste se haya
realizado en un porcentaje medio superior o inferior al 50% del total de las obras. En consecuencia, en aplicación de la
doctrina fijada, debe estimarse el recurso de casación y sustituirse la indemnización acordada por la que resulte de
multiplicar por cinco la tarifa aplicable.

En consonancia con lo razonado, procede, casando la sentencia recurrida, la estimación parcial del recurso de
apelación interpuesto por D. Luis Pedro contra la sentencia dictada por el Juzgado de Primera Instancia n.° 21 de Madrid
y revocar parcialmente dicha sentencia en cuanto al importe de la indemnización concedida por daños y perjuicios, que será
de 1.940,92 euros, resultado de sustituir el coeficiente multiplicador de 10 por el de 5 en la tarifa aplicada, sin imposición
de costas. Esta cantidad, al ser inferior a la señalada por la sentencia de primera instancia, devengará costas procesales desde
la fecha de dicha sentencia.

No ha lugar, de acuerdo con las normas generales, a imponer las costas de la apelación ni las de este recurso de
casación.

Por lo expuesto, en nombre del Rey y por la autoridad conferida por el pueblo español.

FALLAMOS

1. Ha lugar en parte al recurso de casación interpuesto por la representación procesal de D. Luis Pedro contra la
sentencia de 23 de marzo de 2006 dictada por la Sección 28.a de la Audiencia Provincial de Madrid en el rollo de apelación
n.° 56/2006, cuyo fallo dice:

«Fallamos

»Desestimamos el recurso de apelación interpuesto por D. Luis Pedro contra la Sentencia dictada por el Juzgado de
Primera Instancia n.° 21 de Madrid en el proceso del que dimanan las actuaciones y cuya parte dispositiva se transcribe en
los antecedentes de la presente resolución, con imposición a la parte recurrente de las costas causadas».

2. Casamos la expresada sentencia, que declaramos sin valor ni efecto alguno.

3. En su lugar, estimamos parcialmente el recurso de apelación interpuesto por la representación procesal de D. Luis
Pedro contra la sentencia de 23 de septiembre de 2005 dictada por el Juzgado de Primera Instancia n.° 21 de Madrid en el
procedimiento ordinario n.° 1.232/2003 y revocamos parcialmente dicha sentencia en cuanto al importe de la indemnización
concedida por daños y perjuicios, que será de 1.940,92 euros, resultado de sustituir el coeficiente multiplicador de 10 por
el de 5 en la tarifa aplicada, sin imposición de costas. Esta cantidad devengará intereses procesales desde la fecha de la
sentencia de primera instancia. Quedan subsistentes los restantes pronunciamientos de la sentencia de primera instancia.

4. Se fija la siguiente doctrina: la indemnización que debe fijarse al amparo del artículo 140 LPI por reproducción
sin autorización por medio de fotocopias en establecimientos abiertos al público con arreglo a las tarifas generales de la
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sociedad demandante CEDRO, cuando ésta se acoge a la remuneración que hubiera percibido de haber autorizado la
explotación, debe fijarse en el importe de la tarifa general fijada para la autorización de reproducciones del 10% de las obras,
multiplicado por cinco. Si se prueba de manera suficiente que el porcentaje de promedio de reproducción de todas las obras
fotocopiadas es inferior o superior al 50% de las obras la tarifa podrá multiplicarse por un coeficiente superior o inferior,
y no podrá exceder de diez veces su importe.

5. No ha lugar a la imposición de las costas causadas en el recurso de apelación interpuesto por D. Luis Pedro ni de
las causadas en el recurso de casación.
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